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Introducción
“Paz”, “Seguridad” y “Desarrollo” son conceptos inherentemente problemáticos tanto desde el 
punto de vista teórico como de las políticas. Cada uno de ellos ha sido el objeto de estudio de un 
área específi ca de las ciencias sociales, y tanto en los organismos internacionales como en las insti-
tuciones gubernamentales —en particular, en los países avanzados de Occidente— puede obser-
varse esa misma división o especialización funcional: por una parte, quienes tienen como manda-
to o función la paz y la seguridad internacional, generalmente adscritos al ámbito de las relaciones 
político-diplomáticas, así como a las fuerzas armadas y los organismos de inteligencia. Por otra, el 
desarrollo internacional y la lucha contra la pobreza global, en manos de agencias especializadas 
en economía del desarrollo y en distintos ámbitos sectoriales de intervención, desde la economía 
productiva, a las políticas sociales. Cada una de ellas ha contado con sus respectivas burocracias 
especializadas e incluso “comunidades epistémicas” integradas por personal de la academia y de 
los think-tanks. Por ello, han desarrollado métodos de análisis e instrumentos de intervención di-
ferenciados, así como sus particulares lógicas discursivas, basadas tanto en argumentos técnico-ra-
cionales propios de sus respectivos ámbitos de acción, como en las decisiones y mandatos políticos 
adoptados en instancias gubernamentales y en los organismos internacionales. 
Esa división o separación funcional ha llevado a que la paz, la seguridad y el desarrollo 
hayan gozado de cierta autonomía en cuanto ámbitos de refl exión y de política, y ello se refl eja 
en la particular historia intelectual de cada uno de ellos, que en gran medida constituye su 
particular narrativa de auto-representación. En los estudios sobre la paz y la seguridad se suele 
destacar el fuerte peso que tuvieron las concepciones tradicionales de la seguridad nacional du-
rante la Guerra Fría, y el desafío intelectual planteado por la “investigación para la Paz” (Peace 
Research) desde los años sesenta; la relativa apertura y ampliación del concepto de seguridad en 
la década de los ochenta, y su revisión crítica en los años noventa, tanto desde aproximaciones 
social-constructivistas, como desde la noción de “seguridad humana”. Los estudios sobre el 
desarrollo también se presentan a través de una narrativa canónica que suele iniciarse en la dé-
cada de los sesenta, con las teorías de la modernización y de la “dependencia” de los “pioneros” 
del desarrollo de los años sesenta; continúa con el denominado “enfoque de las necesidades 
básicas” de los setenta; el retorno a la ortodoxia liberal de los años ochenta y el “Consenso de 
Washington” de los noventa; la aparición de la problemática ambiental y el “desarrollo sos-
tenible” y el concepto de “desarrollo humano” en esas dos mismas décadas; a ello se añade la 
posterior revisión refl ectivista del “posdesarrollo”, que junto con las antes citadas surgen como 
respuestas al neoliberalismo que dominó las dos últimas décadas del siglo XX. 
Esa separación introduce sesgos muy marcados y supone serias limitaciones que predeter-
minan el marco de análisis. Al descuidar los problemas del desarrollo y, en general, las varia-
bles económicas y sociales, los estudios de seguridad no han tenido la capacidad de analizar 
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adecuadamente las causas y consecuencias de los confl ictos armados, y tienden a poner un 
énfasis excesivo en la dimensión militar de la seguridad. Por su parte, los estudios sobre el desa-
rrollo y las políticas de cooperación a menudo parten de la presunción de que estas responden 
realmente a sus objetivos declarados de desarrollo y lucha contra la pobreza, y pueden ser eva-
luadas en relación a esos objetivos. Sin embargo, las políticas de cooperación al desarrollo no 
se producen en un “vacío” político. La aproximación “desarrollista” convencional, a menudo 
prisionera de su propio campo de estudio, obvia el hecho elemental de que en un mundo 
“westfaliano” de Estados soberanos la política de desarrollo y la ayuda externa se han con-
siderado a menudo como instrumentos de política exterior del donante, y por ello deben ser 
analizados a partir de la identidad, los valores y los intereses nacionales de cada uno de ellos, 
sean esos elementos defi nidos de manera restrictiva y egoísta, o con una visión más amplia 
en la que se identifi can con desafíos globales.
Superar esos sesgos y limitaciones demandaría un marco de análisis más amplio que integre 
todas estas cuestiones y asuma que, en realidad, paz, seguridad y desarrollo han estado más 
relacionados que lo que sugieren a primera vista las narrativas convencionales. Ese marco de 
análisis integrado permitiría arrojar luz sobre cuestiones que hasta ahora no se han analizado 
adecuadamente, como la relación existente entre las políticas de cooperación al desarrollo, la 
política exterior, las agendas adoptadas en el seno de los organismos internacionales, y la go-
bernanza y el orden mundial. 
En realidad, tanto la investigación para la paz (Peace Research) como los estudios de segu-
ridad, por citar los enfoques académicos dominantes en las últimas décadas, han incorporado 
de manera muy temprana los problemas de la descolonización y el desarrollo socio-económico, 
aunque con distintas implicaciones ontológicas y epistemológicas, y también a partir de opcio-
nes normativas muy distintas: la Investigación para la Paz, centrada en el concepto de “paz” 
más que en el de “seguridad”, partió de un visión crítica en la que el desarrollo constituye un 
objetivo emancipatorio que se opone a la “violencia estructural” que, como subrayó Johan 
Galtung, supone toda situación de pobreza y exclusión. Los estudios de seguridad, por el con-
trario, tendieron a incorporar esa problemática de manera instrumental, y en no pocos casos 
respondía o bien a los intereses hegemónicos de las grandes potencias durante la Guerra Fría, 
o bien a la lógica neocolonial también presente en ese periodo.
En cuanto a los estudios del desarrollo y las políticas e instituciones de ayuda y cooperación 
internacional, tampoco escaparon a los condicionantes de la Guerra Fría, ni del enfrentamien-
to Norte-Sur que aparece con la descolonización, y su evolución sería ininteligible si se hiciera 
abstracción de esos factores. Como se detalla más adelante, las teorías clásicas de la moderniza-
ción respondieron explícitamente a los imperativos de la contención del comunismo, mientras 
que el paradigma de la dependencia es inseparable del proyecto emancipador poscolonial. 
La posguerra fría signifi có una profunda revisión del vínculo entre paz, seguridad y de-
sarrollo, que no se ha limitado al debate académico y tiene importantes implicaciones para 
las políticas exteriores, la cooperación internacional y las instituciones de ayuda al desarrollo. 
La disolución del bloque comunista y el aparente triunfo del capitalismo y la democracia 
liberal como única alternativa o modelo económico y político viable se interpretó por parte 
de autores como Francis Fukuyama como la culminación del proyecto de la modernidad 
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ilustrada y según sus propias palabras, como el “fi n de la historia”. En ese clima ideológico 
cobró renovada vigencia la tesis de la “paz liberal” o “paz democrática”, y su postulado de que 
“las democracias no hacen la guerra entre sí”. Conforme a esa tesis, la ampliación de la comu-
nidad de “democracias de mercado” (market democracies) constituiría la estrategia adecuada 
para prevenir los confl ictos armados, internos e internacionales, y promover una paz dura-
dera allí donde estos se hubieran producido. Esta tesis asumía la existencia de una relación 
virtuosa entre la promoción de la paz y la seguridad, interna e internacional, y las políticas 
de apertura y liberalización económica, las dinámicas de la globalización, y los procesos de 
democratización abiertos tras la disolución del comunismo. Esta combinación de liberaliza-
ción económica, como clave del desarrollo, y de construcción de Estados democráticos tendría 
una gran infl uencia en la agenda internacional de la promoción de la paz y la seguridad como 
marco de referencia de la actuación de los Estados, en lo concerniente a sus políticas exterio-
res, así como de los organismos internacionales. Quizás el más claro indicador de ello es que 
la administración Clinton estableciera que la ampliación de la comunidad de “democracias de 
mercado” habría de ser el objetivo principal de la nueva Estrategia de Seguridad Nacional de 
los Estados Unidos, ya adaptada al mundo de la posguerra fría.
Por otro lado, como se indicó, desde los años ochenta se han revisado y ampliado los con-
ceptos de seguridad, incorporando componentes económicos, políticos, sociales y ambientales, 
al tiempo que el tradicional énfasis en la seguridad del Estado cedía el paso a concepciones que 
daban más peso a la seguridad de las personas, de su entorno inmediato y de sus medios de 
vida. Finalmente, las políticas de desarrollo y las agencias de cooperación y ayuda tuvieron que 
hacer frente de manera creciente a los imperativos de la prevención y gestión de crisis y de con-
fl ictos armados, así como de la reconstrucción posconfl icto. Ello planteaba una agenda más am-
plia, con cuestiones antes descuidadas en el análisis como el papel de la pobreza y los problemas 
del desarrollo como “causas profundas” o factores desencadenantes de los confl ictos armados; 
la relación de la ayuda externa con la “economía política” de las guerras civiles; o el papel de la 
ayuda en la transformación y resolución de los confl ictos armados. De cara a la reconstrucción 
posconfl icto, la agenda se extendió a cuestiones más inmediatas como el desarme, desmovili-
zación y reintegración de los combatientes —los programas denominados genéricamente con 
las siglas “DDR”—; o los problemas del desminado y del retorno de poblaciones refugiadas y 
de personas desplazadas; y las reformas políticas, sociales y económicas para afrontar las causas 
profundas de los confl ictos armados y permitir su resolución, en lo sucesivo, a través de medios 
pacífi cos. Esta agenda ampliada, que en ocasiones requería de cambios constitucionales y en 
el modelo político del país en cuestión —en ocasiones incluso una verdadera “refundación” 
del Estado—, llevó a las políticas de desarrollo y de cooperación a abordar las cuestiones de 
seguridad que comporta la construcción de la gobernanza democrática y de Estados viables, y 
no solo a la agenda, más limitada, de la reconstrucción de la infraestructura y el relanzamiento 
de la actividad económica. 
En suma, con el telón de fondo de la “paz liberal”, todo ello fue defi niendo un amplio 
consenso internacional y una agenda comprehensiva de políticas de “construcción de la paz” 
(peace-building) que, como se verá, se ha explicitado en distintos acuerdos y documentos de 
organismos como Naciones Unidas, o el Comité de Ayuda al Desarrollo (CAD) de la Organi-
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zación para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE). Con sus posibilidades y limi-
taciones, la construcción de la paz se ha convertido en uno de los elementos más importantes 
del entramado de principios y normas internacionales —en su mayoría, sin carácter vinculante 
y dentro del denominado soft law— y de procedimientos y prácticas operacionales que guían 
la actuación de los actores internacionales y del sistema de ayuda ante los confl ictos armados 
contemporáneos. Por ello, el concepto y la práctica de la construcción de la paz se puede ver 
también como un conjunto de normas para la gobernanza del sistema internacional, y en par-
ticular, de la ayuda al desarrollo. 
Esas normas, empero, han sido interpretadas de distinta manera. Algunos autores han va-
lorado positivamente esos consensos, al considerar que serían un componente de una “gober-
nanza democrática cosmopolita” emergente que iría trascendiendo el principio de soberanía 
nacional y el carácter “westfaliano” del sistema de Estados. Con ellas, se situaría en un lugar 
preferente la prevención y la resolución de los confl ictos armados, y la protección de los seres 
humanos frente a la inseguridad y la violencia, directa o “estructural” que a menudo se ejer-
ce en nombre de las prerrogativas soberanas de los Estados. Otros autores, sin embargo, no 
comparten esa visión favorable, y han subrayado que esas reglas son el refl ejo de las relaciones 
de poder que caracterizan al sistema internacional, y son funcionales a agendas hegemónicas, 
entre ellas las que han caracterizado las relaciones Norte-Sur desde que se inició el proceso de 
descolonización. Muestra de ello sería su reinterpretación a partir de los atentados terroristas 
del 11 de septiembre de 2001 en Estados Unidos y del lanzamiento de la denominada “Guerra 
Global contra el Terror”. Con ese acontecimiento, la relación entre paz, seguridad y desarrollo 
pareció volver, de nuevo, a lógicas instrumentales y de subordinación que recordaban en mu-
chos aspectos a la época de la Guerra Fría. 
Partiendo de los elementos de análisis y del contexto histórico antes descrito, este volumen 
colectivo ha reunido una serie de trabajos cuyo hilo conductor es el análisis crítico de la relación 
entre la construcción de la paz, la seguridad, y el desarrollo, tanto en lo referido a los conceptos 
y teorías, como a los actores y las políticas. Para ello, las contribuciones a este volumen se orga-
nizan en dos grandes secciones, referida la primera de ellas a los conceptos y marcos de análisis 
y a los actores. La segunda parte incluye una selección de estudios de caso que permiten aproxi-
marse a los conceptos y debates examinados en la primera parte desde el ángulo, más concreto, 
de algunos confl ictos armados y procesos de paz contemporáneos. Esos estudios de caso se han 
seleccionado de forma que estén incluidas distintas regiones geográfi cas, y situaciones también 
diferenciadas que ilustran la diversidad y la complejidad de los confl ictos armados, los proce-
sos de paz, y las misiones internacionales presentes en el actual escenario internacional. 
El primer capítulo ha sido elaborado por José Antonio Sanahuja, profesor de relaciones in-
ternacionales de la Universidad Complutense de Madrid e Investigador asociado del Instituto 
Complutense de Estudios Internacionales (ICEI), y también coordinador de este volumen y 
por Julia Schünemann, investigadora independiente. Con el propósito de establecer un marco 
general de análisis y discusión del conjunto del volumen, este capítulo examina críticamente 
la forma en la que se han defi nido y reelaborado los conceptos, debates teóricos y agendas de 
política en torno a la construcción de la paz, la seguridad humana y el desarrollo socio-econó-
mico tras la fi nalización de la Guerra Fría. En ese capítulo se señala que, en no pocos aspectos, 
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la convergencia y articulación de las agendas de la paz, la seguridad y el desarrollo refl eja un 
proceso de “securitización” debatido y contestado. En un primer momento, se conforma una 
agenda de la “construcción” de la paz” fuertemente infl uida por la concepción de la “paz li-
beral” dominante, como se indicó, en la posguerra fría. En ese concepto, no obstante, también 
han tenido cabida otras visiones críticas que han cuestionado los supuestos de la “paz liberal” 
y, a partir de ella, el nuevo “intervencionismo liberal” del que, de la mano de Naciones Unidas 
y de otras organizaciones internacionales, ha habido numerosas muestras desde los años no-
venta. Tomando como parteaguas histórico los atentados del 11-S, el capítulo examina de qué 
manera el antiterrorismo que ha dominado la agenda de seguridad desde esa fecha ha supuesto 
una revisión de las políticas y conceptos de seguridad y construcción de la paz, en particular 
en los escenarios y en la actuación de los países implicados en la denominada “Guerra Global 
contra el Terror”, llevando a las políticas de cooperación, en los casos extremos, a convertirse 
en meros instrumentos de contrainsurgencia. 
La cuestión de los “Estados fallidos” o “frágiles” se encuentra en el centro del debate aca-
démico y político sobre el nexo entre seguridad y desarrollo, y constituyen uno de los vectores 
de los procesos de “securitización” de la agenda de desarrollo de los últimos años. El capítulo 
elaborado por Volker Boege, Anne Brown, Kevin Clements y Anna Nolan examina desde 
una perspectiva crítica la categoría misma de “Estado frágil”. Más que una descripción, ésta 
constituye un juicio normativo cuyo referente o “vara de medir” es una visión simplifi cada 
del Estado occidental, bajo el prisma de un modelo weberiano “ideal” y/o las “democracias 
de mercado” de corte liberal. Estos autores, integrados en el Australian Center for Peace and 
Confl ict Studies (ACPACS) parten en su análisis de la amplia experiencia de investigación de 
este centro en el Pacífi co sudoccidental. Este capítulo examina las difi cultades para aplicar 
modelos predefi nidos, considerando como la introducción de instituciones ajenas a realidades 
socio-culturales no occidentales pueden no ser la solución a la fragilidad estatal y la resolución 
de los confl ictos. Por el contrario, en no pocas ocasiones la introducción apresurada de sistemas 
de partidos y elecciones a la occidental puede ahondar fracturas sociales, étnicas o religiosas 
preexistentes, y una rápida liberalización de la economía puede, a su vez, ahondar fracturas 
socioeconómicas que se encuentran entre las causas del confl icto. Frente a ello, estos autores 
proponen estrategias de construcción del Estado basadas en un orden político “híbrido”, que 
integren tanto elementos del Estado weberiano, como otros basados en la costumbre y las ins-
tituciones locales, que son tanto una fuente de legitimidad del orden político, como un factor 
de resiliencia de dichas sociedades. 
Nils Peter Gleditsch, Director del Instituto de Investigación para la Paz de Oslo (PRIO), 
aborda en su capítulo la dimensión ambiental de la seguridad, a partir de las defi niciones 
ampliadas que caracterizaron el decenio de los noventa, y en particular, del concepto de segu-
ridad humana. En primer lugar, este autor realiza una revisión bibliográfi ca exhaustiva sobre 
los estudios que analizan la vinculación entre el confl icto, el control de los recursos naturales, 
y la degradación medioambiental, incluyendo el cambio climático, en todo lo cual no existen 
resultados concluyentes —parte del análisis se organiza en torno a la conocida disputa entre 
neomaltusianos y “cornucopianos” y/o “tecnooptimistas”— y/o es necesario que exista ma-
yor indagación académica. Las dimensiones medioambientales y el control o escasez de los 
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recursos tienen a menudo un papel en los confl ictos, pero la relación entre estas dimensiones 
y el confl icto armado generalmente está infl uida por los factores políticos, económicos y cul-
turales del confl icto. Pero los problemas medioambientales pueden constituir una amenaza 
a la seguridad sin ser necesariamente una causa de, o conducir a un confl icto armado. Las 
pandemias globales, la vulnerabilidad a los desastres causados o agravados por la degradación 
medioambiental constituyen, como detalla este autor, amenazas de primer orden a la seguri-
dad humana. 
La dimensión de género de la seguridad humana y la construcción de la paz es abordada 
por Carmen Magallón Portolés, Directora del Seminario de Investigación para la Paz de Zara-
goza. El capítulo examina la creciente relevancia de estas cuestiones en las ciencias sociales y en 
particular en la disciplina académica de las relaciones internacionales. Magallón analiza la re-
lación entre las mujeres, la violencia y la paz desde el rechazo a visiones “esencialistas”, a favor 
de aproximaciones mejor informadas por factores sociales, económicos, culturales y medioam-
bientales y, lejos de asumir la visión convencional de la mujer como “víctima” de la guerra y el 
confl icto violento, pone de relieve su protagonismo como sujeto en iniciativas de construcción 
de la paz y alianzas transnacionales con ese objetivo. Fruto de ellas fue la adopción en octubre 
de 2000 de la Resolución 1325 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas. El capítulo exa-
mina, fi nalmente, el alcance de esta importante Resolución, su proceso de implementación, las 
resistencias que enfrenta, y las perspectivas de actuación que abre en el marco, más amplio, de 
la construcción de la paz.
La segunda parte del volumen aborda distintos casos de estudio que tratan de aprehender 
las importantes variaciones que existen en la compleja relación entre los procesos de desa-
rrollo, la violencia y el confl icto armado y la guerra, en distintas áreas geográfi cas del mundo 
en desarrollo. El primero de estos casos corresponde a América Latina, región paradójica ya 
que, por un lado, ha sido considerada “la más pacífi ca del mundo” por la relativa ausencia de 
confl ictos interestatales en sus ya dos siglos de independencia. Y que, por otro lado, es tam-
bién una de las más violentas del mundo, a causa de la violencia asociada al narcotráfi co y a 
otras formas de violencia, generalmente de carácter transnacional. Dirk Kruijt, latinoameri-
canista de la Universidad de Utrecht, en los Países Bajos, examina las “viejas” y las “nuevas” 
violencias que golpean a la región, tomando como argumento explicativo que enlaza ambos 
periodos los procesos de paz y las transiciones a la democracia de los años ochenta y noventa. 
Esos procesos reubicaron a las fuerzas armadas en un segundo plano, pero éstos pudieron 
retener importantes resortes de poder, y dejaron un amplio legado de informalidad, pobre-
za, desigualdad, marginalidad urbana, debilidad institucional y “vacíos locales de poder” 
y todos ellos son factores causales de los particulares problemas de violencia e inseguridad 
ciudadana que vive la región. A ellos se agrega, según resalta este análisis, la posición de 
América Latina en las redes transnacionales del tráfi co de armas y drogas ilícitas. Kruijt ter-
mina su análisis poniendo en cuestión las políticas de seguridad “de mano dura”, motivadas 
generalmente por su rentabilidad electoral y por responder a intereses particulares de acto-
res como las fuerzas armadas, que así preservan su autonomía y su poder, pero que estarían 
condenadas al fracaso de antemano al no reconocer ni las causas reales de la violencia, ni su 
naturaleza transnacional. 
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El estudio de caso de Angola ha sido elaborado por Karlos Pérez de Armiño, profesor de 
relaciones internacionales de la Universidad del País Vasco, e investigador de Hegoa. Este 
caso permite analizar un confl icto poscolonial, pronto internacionalizado en el marco del en-
frentamiento bipolar, y que a lo largo de los años noventa se ve paulatinamente transformado 
en una “guerra por los recursos” en la que el control del petróleo y los diamantes devienen 
factores decisivos en sus causas y dinámica. Pérez de Armiño revisa, a la luz de este caso, el 
debate académico denominado “codicia o agravio” (greed vs. grievance), que trata de explicar 
el origen de las guerras civiles en clave de apropiación y control de recursos, más que de otros 
factores sociopolíticos. El estudio examina también los condicionantes del proceso de paz, y 
como Angola, que se está viendo afectado por la “maldición de los recursos” generada por la 
bonanza petrolera, y no ha afrontado adecuadamente los factores causales del confl icto, y los 
desafíos de la paz. 
En su contribución al volumen, Isaías Barreñada, profesor de relaciones internacionales de 
la Universidad Complutense de Madrid, y especialista en el mundo árabe, aborda el confl icto 
israelo-palestino atendiendo a su dimensión socioeconómica, frecuentemente descuidada en 
análisis más centrados en sus vertientes políticas, militares, o geoestratégicas. El análisis desta-
ca cómo la ocupación israelí y el establecimiento de asentamientos ilegales ha supuesto procesos 
de urbanización forzada, desplazamiento y desposesión de recursos vitales —tierras, pastos, 
pozos, acuíferos…—, reordenación del territorio conforme a las necesidades del ocupante, 
limitaciones a la movilidad de personas, bienes y servicios, y una completa subordinación eco-
nómica de esos territorios a la economía israelí, que obviamente tiene importantes consecuen-
cias políticas. Esos procesos se han agudizado desde la implosión del proceso de paz de Oslo, 
y la política unilateral de Israel, que contempla medidas como la construcción del muro de 
separación. En ese contexto, el capítulo también examina el papel de la ayuda externa, tanto 
la que Israel viene recibiendo, año tras año desde fi nales de los setenta, de su principal aliado 
estratégico, Estados Unidos, como la que se entrega a la Autoridad Nacional Palestina, que ha 
generado mayor dependencia política de este organismo, y además libera a Israel de parte de 
sus responsabilidades en los territorios palestinos. Esa ayuda se ha concebido en una lógica de 
reconstrucción post-confl icto, pero no tiene en cuenta la necesidad de descolonización. Como 
aportación fi nal, el capítulo examina cómo estos procesos socioeconómicos pueden condicionar 
la creación de un futuro Estado palestino a partir de los territorios ocupados, y su futuro desa-
rrollo socioeconómico. 
Luis Elizondo, miembro del Servicio Exterior Mexicano e investigador asociado del Ins-
tituto Complutense de Estudios Internacionales (ICEI) aborda el caso de Afganistán, uno de 
los frentes de la llamada “Guerra Global contra el Terror” declarada por la Administración 
de Bush a partir de 2001. Elizondo analiza la naturaleza y las dinámicas del confl icto, y en 
particular cómo Afganistán fue caracterizado erróneamente como un escenario de recons-
trucción postconfl icto, cuando la verdadera guerra no estaba sino iniciándose. También exa-
mina de manera detallada las estrategias de los Gobiernos de Bush y Obama, y en particular 
cómo de 2001 a 2008 Afganistán, en relación a Irak, pasa de ser la “guerra necesaria” a ser 
la “guerra olvidada”, y con la revisión estratégica que supone el cambio de Presidencia en 
Estados Unidos, se extiende a Pakistán, haciéndolo más difícil de afrontar. En ese contexto, 
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se analiza el papel de las distintas misiones presentes en el país y sus complejas y a veces 
contradictorias misiones y mandatos. El capítulo se centra, fi nalmente, en el examen de las 
actividades de desarrollo y ayuda de emergencia, que han evolucionado desde sus objetivos 
iniciales de reconstrucción a ser parte de una estrategia contrainsurgente o, como lo denomi-
na en el título de esta contribución, “una reconstrucción armada”. 
M. Anne Brown, profesora de relaciones internacionales de la Universidad de Queensland, 
en Australia, analiza el caso de Timor Oriental para plantear cuestiones más amplias sobre 
los conceptos y políticas de la construcción del Estado y la construcción de la paz. Entre ellas, 
qué se entiende por democracia, a partir de qué modelos y sustratos institucionales, locales e 
importados, debe promoverse, y qué papel deberían asumir los actores externos y en particular 
la cooperación internacional al desarrollo. A partir de la experiencia timorense, la profeso-
ra Brown cuestiona los modelos occidentales de “transferencia de instituciones” que parecen 
suponer que el lugar donde se construye el Estado es una tabula rasa sin instituciones locales 
relevantes. Sin embargo, estas existen, y son importantes fuentes de poder político, legitimi-
dad, y capacidad de resiliencia social, económica y cultural de las comunidades. El análisis de 
Brown es bastante circunspecto respecto al papel de los actores externos, que debieran ser más 
sensibles a esa realidad local y admitir otros modelos arraigados en las condiciones locales, en 
vez de dar por sentada la superioridad del modelo occidental de Estado y orden político. 
En conjunto, los trabajos aquí reunidos como estudios de caso han pretendido abordar la 
complejidad de cada situación, y al tiempo, aportar elementos para un análisis más informado 
respecto a las cuestiones más amplias que se han planteado en la primera sección del volumen. 
De ahí su relevancia para la indagación académica, así como para el diseño de políticas de de-
sarrollo, cooperación, y construcción de la paz. 
Para terminar esta breve introducción, hay que destacar que este libro ha podido ver la 
luz gracias al apoyo que la Secretaría de Estado de Cooperación Internacional (Ministerio de 
Asuntos Exteriores y de Cooperación) brindó al Instituto Complutense de Estudios Interna-
cionales (ICEI) a través de distintos convenios-marco de apoyo a la actividad investigadora, y 
en particular al apoyo entusiasta de la que fuera Directora General de Planifi cación y Evalua-
ción de Políticas de Desarrollo en ese momento, Doña Milagros Hernando. El agradecimiento 
se extiende a las personas que como autores/as de los distintos capítulos se sumaron al proyecto 
del libro, a partir del Curso de Verano de El Escorial de la Universidad Complutense en el 
que se originaron algunas de las contribuciones aquí reunidas. Un agradecimiento especial se 
dirige a Luis Elizondo Belden, autor de uno de los capítulos, por su extraordinario trabajo de 
revisión editorial y de traducción de algunos de los textos. Finalmente, al equipo del ICEI por 
todo su apoyo en este empeño. 
José Antonio Sanahuja
UCM, Campus de Somosaguas, Madrid, noviembre de 2011
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1. El nexo seguridad-desarrollo: entre la 
construcción de la paz y la securitización 
de la ayuda 
JOSÉ ANTONIO SANAHUJA Y JULIA SCHÜNEMANN
INTRODUCCIÓN
La conceptualización de la seguridad y el desarrollo no es un mero ejercicio académico, pues 
tiene importantes implicaciones en las políticas que se defi nen en nombre de uno u otro obje-
tivo, de los recursos que se despliegan para su consecución, y de las instituciones que tienen en 
cada uno de ellos su razón de ser. Este capítulo pretende examinar la relación entre conceptos 
y políticas de desarrollo, construcción de la paz y seguridad —lo que en la bibliografía especia-
lizada se denomina a menudo el nexo entre paz, seguridad y desarrollo (peace-security-develop-
ment nexus)—, desde el ángulo de la cooperación y la ayuda al desarrollo. Como se indica más 
adelante, desde la aparición misma de las políticas de ayuda tras la Segunda Guerra Mundial, 
la cambiante defi nición de la seguridad y del desarrollo y su interrelación han sido factores 
determinantes en su confi guración institucional, sus objetivos y estrategias, el volumen de re-
cursos movilizados, y su pauta de asignación geográfi ca y sectorial. Frente al común aserto de 
que seguridad y desarrollo han sido ámbitos de política que han evolucionado relativamente 
separados, en este texto se argumenta que, por el contrario, siempre han mantenido una es-
trecha interrelación, si bien ésta ha ido experimentando cambios signifi cativos. Esos cambios 
fueron perceptibles en la Guerra Fría, si bien es en la posguerra fría y tras los atentados del 
11-S cuando se observa con mayor claridad cómo los conceptos y las políticas de seguridad y de 
desarrollo han sido redefi nidos y se ha tratado de revisar, desde distintas agendas políticas, la 
compleja relación que existe entre uno y otro. 
Como se verá el 11-S y la denominada “Guerra Global contra el Terror” pueden ser con-
siderados una línea divisoria o parteaguas entre los conceptos más comprehensivos y “desa-
rrollistas” de la seguridad y la construcción de la paz de la posguerra fría, y las visiones fuer-
temente “securitizadas que desde el 11-S han tratado de reubicar las políticas de desarrollo y 
cooperación en el marco del antiterrorismo y la seguridad nacional. 
Para aprehender esos cambios, y la forma en la que son resultado de las visiones y el com-
portamiento de los actores de la cooperación al desarrollo —y a través de una lógica de re-
troalimentación, inciden en ellas—, se requiere de una aproximación crítica a la seguridad. 
En particular, considerar que la “seguridad” no es un estado objetivo a alcanzar, y/o un mero 
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concepto analítico, sino un signifi cado intersubjetivo que sólo puede ser comprendido en el 
marco de unas relaciones sociales1. Por lo tanto, la manera en la que se defi nen la seguridad y 
el desarrollo, así como las políticas que han de ser desplegadas en función de ambos objetivos, 
deben ser vistas como el resultado de interacciones sociales. Más que la seguridad —sea ésta 
“nacional”, “del Estado”, o “humana”— y el desarrollo —sea éste “económico”, “sostenible”, 
y/o “humano”—, se analizará la “securitización” de las políticas de cooperación al desarrollo; 
es decir, los actores y los procesos sociales que defi nen qué es seguridad, para quién y con qué 
objetivos; y cómo las políticas de cooperación y desarrollo se relacionan con ese proceso.
 El capítulo se inicia, por ello, con una breve caracterización de marco de análisis de la “securiti-
zación”, siguiendo las aportaciones de la Escuela de Copenhague de estudios críticos de seguridad. 
A partir de ello, se examinarán los procesos de securitización que, con un horizonte normativo muy 
diferente, han marcado las dos últimas décadas: por un lado, el intento de redefi nir la seguridad 
desde una perspectiva de seguridad humana y de construcción de la paz, incorporando dimensio-
nes de desarrollo humano y sostenible; por otro lado, los procesos de securitización de las políticas 
de cooperación al desarrollo que se han llevado a cabo en el marco de la narrativa de la “Guerra 
Global contra el Terror” iniciada tras el 11-S, que ha tratado, con desiguales resultados, de subordi-
nar esas políticas a los imperativos del antiterrorismo y de la seguridad nacional de los donantes. 
Este último proceso de securitización se puede observar a través de diversas dinámicas, 
que incluyen las lógicas discursivas que legitiman la ayuda, la redefi nición de los conceptos y 
marcos de política, tales como son la movilización de recursos extraordinarios, los cambios en 
la pauta de asignación de la ayuda, la redefi nición de la gobernanza democrática en clave de 
seguridad, y unas difi cultades crecientes para determinadas modalidades de ayuda y para los 
actores no gubernamentales. 
Este capítulo analiza, en particular, algunas de esas dinámicas de securitización: los cambios 
que se han producido en las visiones y conceptos de seguridad y de construcción de la paz; las ten-
dencias en cuanto a la asignación de recursos; y las visiones en torno a los “Estados frágiles”. Para 
ello, además de un análisis más general, se examinan las estrategias y políticas de algunos donan-
tes, tomados como estudios de caso, sin que ello comporte ni un análisis comparado ni exhaustivo, 
que requeriría más extensión y recursos. En función de los temas a abordar, se examinan los casos 
de Estados Unidos, Japón, Reino Unido, Alemania, Dinamarca, Noruega, Países Bajos, Canadá, 
Australia, y de la Unión Europea —en lo referido a sus competencias propias en materia de de-
sarrollo y de política exterior—; y, en algunos ámbitos concretos, de organismos multilaterales 
como el Banco Mundial y la Organización de las Naciones Unidas. Estos actores se han seleccio-
nado por una combinación de factores: su peso como donantes, sus distintas motivaciones y pautas 
de comportamiento históricas, y el interés de sus políticas de cara a las cuestiones objeto de análi-
sis, de manera que estos casos sean por un lado representativos, y por otro, signifi cativos respecto 
de las tendencias analizadas. Este análisis da lugar, fi nalmente, a unas conclusiones referidas al 
alcance y orientación de la securitización de las políticas de ayuda y cooperación al desarrollo. 
1.  Puede alegarse, igualmente, que los confl ictos también representan fenómenos intersubjetivos, especial-
mente en virtud de percepciones compartidas o no sobre las amenazas. Sobre ambas cuestiones, véase, por 
ejemplo, Wendt (1994: 389). 
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“SECURITIZACIÓN”: MARCO DE ANÁLISIS Y APROXIMACIÓN 
CRÍTICA A LA SEGURIDAD
El concepto de “securitización” tiene importantes implicaciones teóricas y analíticas. Se trata 
de un enfoque o herramienta de análisis que examina cómo ciertas cuestiones son transforma-
das o enmarcadas por unos actores determinados como un problema o cuestión de seguridad. 
En palabras de Buzan et al. (1993:32), la securitización estudia quién securitiza, sobre qué cues-
tiones (amenazas), para quién (objetos de referencia) y por qué, con qué resultados y, no menos 
importante, bajo qué condiciones (es decir, qué es lo que explica que la securitización tenga 
éxito). Al securitizar una cuestión o etiquetarla como de seguridad, se la vincula con un hecho 
que es defi nido o redefi nido como una amenaza existencial. Con ello, se eleva al rango de 
emergencia y se le da un sentido de urgencia y relevancia que legitima el despliegue de medios 
extraordinarios para afrontar esa amenaza, incluyendo la ruptura de normas establecidas, y se 
deslegitima y a menudo se neutraliza el confl icto social y el debate político sobre esa cuestión y 
sobre los medios desplegados (Buzan et al., 1993:25). 
En este enfoque se contrapone “securitización” con “desecuritización” o “politización”, que 
supone que una cuestión determinada se mantiene o se (re)sitúa en el ámbito de lo político, se 
aborda o se vuelve a abordar a través de medios ordinarios, y se debate a través de los procesos 
políticos habituales, en particular, de los cauces democráticos (Wæver, 1995:49). El recurso al 
estado de guerra o estado de sitio, a la ley marcial, a golpes de Estado, a la movilización militar 
o al control gubernamental de la vida económica, como medidas extraordinarias que se suelen 
justifi car por razones de seguridad interna o externa, son más bien los resultados de procesos 
de securitización cuyos actores y objetivos han de ser deconstruidos. La “mentalidad de estado 
de sitio” a la que han recurrido distintos regímenes autoritarios, basada en la exacerbación de 
la amenaza externa, constituiría una expresión extrema de ese proceso. De la misma manera, 
las denominadas políticas “de estado de alarma”, “del miedo” o “del pánico”, a las que han 
recurrido a menudo los gobiernos, sean democráticos o autoritarios, serían muestras de esos 
procesos. 
Fuertemente infl uido por el constructivismo social, este enfoque es una de las más impor-
tantes aportaciones de la Escuela de Copenhague de estudios de seguridad. La seguridad es, 
según Wæver (1995), un acto discursivo o del habla (speech act), construido mediante discursos 
y narrativas, a través del lenguaje2. En consecuencia, la seguridad o las amenazas no son hechos 
objetivos, en el sentido de exógenos y dados, sino construcciones sociales, cuya aparición se 
explica en gran medida por factores ideacionales como los valores, las normas, la cultura o las 
identidades. Al centrar el análisis en cómo, quién y por qué se defi nen unos u otros conceptos 
de seguridad, con qué contenido y con qué propósitos, el enfoque de securitización se ha dis-
tanciado abiertamente del análisis de seguridad clásico, que ha intentado defi nir un concepto 
“correcto” de seguridad, y/o considera que la seguridad es sobre todo un estado o situación 
2.  Este concepto procede de la fi losofía del lenguaje, en particular de la obra de J. L. Austin (2005), y de la 
sociolingüística, y ha sido incorporado críticamente en la obra de J. Habermas y de su teoría de la acción 
comunicativa. 
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que se defi ne de manera objetiva frente a unas amenazas cuya magnitud se determina, básica-
mente, por las capacidades materiales sobre las que se establecen los equilibrios de poder y la 
polaridad. 
El marco de análisis de la securitización, por lo tanto, no pretende defi nir qué es la segu-
ridad, sino qué actores y procesos sociales son los que conducen a una determinada defi nición 
y contenido de la seguridad y de las amenazas a la misma, y qué consecuencias tienen esas 
concepciones. Bajo este enfoque, los conceptos de seguridad —sea la seguridad nacional o la 
seguridad humana— dejan de ser la explicación o la categoría explicativa, y pasan a ser algo 
que debe ser explicado a partir de los procesos sociales que les dan origen. 
De hecho, en la concepción clásica del realismo, la seguridad nacional y las amenazas son 
hechos objetivos que son “formulados” o “desvelados” por los Estados, en tanto actores racio-
nales con identidades e intereses dados, lo que defi ne de antemano el contenido y límites del 
análisis de seguridad y, como hemos indicado, sitúa la seguridad fuera del debate político. 
Para el enfoque de securitización, que una cuestión sea “securitizada” no quiere decir que sea 
necesariamente una amenaza esencial o relevante a la seguridad del Estado, de la comunidad 
o del individuo, sino que alguien ha tenido éxito en convertirlo en un problema existencial de 
acuerdo a una visión o unos objetivos determinados. Un intento de securitización con éxito re-
quiere que el actor esté en una posición de autoridad que le permita formular una aseveración 
de “securitización” (securitization claim), que las amenazas alegadas faciliten la securitización, 
y que el consiguiente acto de lenguaje o la narrativa subsiguiente se adapte a la particular “gra-
mática” de la seguridad (Smith, 2005:34). En este sentido, la “securitización” constituiría un 
tipo particular o una variante de lo que se puede traducir como encuadre o marco (framing), 
por el que determinadas narrativas, prácticas discursivas, o, en la aproximación de G. Lakoff, 
metáforas, determinan ex ante la respuesta política. En este caso, la “Guerra Global contra el 
Terror” constituiría la narrativa, relato o metáfora que enmarca el proceso de construcción 
de la amenaza y de la seguridad, así como la repuesta política y militar a la misma (Lakoff y 
Evans, 2006). 
A partir de todo lo anterior, la securitización, en tanto herramienta o marco de análisis, 
dirige la atención a los siguientes elementos (Balzacq, 2005): 
     a)  Los actores que securitizan, atendiendo tanto a su función de agencia —valores y 
preferencias, intencionalidad, estrategias, etc.—, como a las capacidades o medios 
para impulsar y orientar el proceso. El actor o actores tienen que contar con la auto-
ridad y los medios necesarios para que sus pretensiones o exigencias de que algo sea 
definido o etiquetado como problema de seguridad sean escuchadas. Ello remite, 
obviamente, al Estado, pero deja la puerta abierta a otros actores, como los organis-
mos internacionales, los actores políticos, los medios de comunicación o los centros 
académicos e intelectuales (a través de las denominadas “comunidades epistémi-
cas”), y no descarta pugnas entre esos actores para determinar quién se apropia de 
la cuestión y, de su enfoque y contenido, y es capaz de definir los términos precisos 
de la misma, y los recursos para afrontarla, ganando así influencia y control de la 
agenda y de los recursos. 
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     b)  La defi nición y construcción de conceptos de seguridad y, en consonancia, de amenazas 
existenciales, y de los objetos referentes de la securitización; es decir, aquello que es 
amenazado —el Estado, la comunidad, el individuo, su identidad y valores— y que por 
ello han de ser protegidos. En ocasiones, a ello se lo denomina “intento de securitiza-
ción” (securitization move). La redefi nición de la seguridad como “seguridad humana” 
sería, en este contexto, un “intento de securitización”, más que la defi nición de una 
nueva conceptualización o marco de análisis de la seguridad.  
     c)  La “audiencia”, o aquellos que han de ser persuadidos de que existe una amenaza a la se-
guridad, y de la necesidad de afrontarla con medios extraordinarios. Constituye la meta o 
diana de todo “intento de securitización”, pues si éste no tiene resonancia en la audiencia, 
el proceso de securitización de una cuestión determinada no se materializa. 
     d)  El contexto, en tanto que estructura, que lejos de ser una realidad objetiva es parte de las 
relaciones sociales en las que se sitúan los actores y la “audiencia”, siendo permanente-
mente interpretado y reinterpretado en términos de la construcción de las amenazas. Ese 
contexto puede ser desfavorable, o aparecer como una “ventana de oportunidad”, como 
lo fue el 11-S, que ofrece condiciones más favorables para un intento de securitización. 
Esta categorización no debe entenderse de manera rígida. Los actores que securitizan pue-
den ser también referentes de la securitización y parte de la audiencia que ha de ser convencida 
y arrastrada en el proceso. El Estado, en particular, suele ser tanto referente de la securitización 
como actor de la misma cada vez que se reafi rman las concepciones clásicas, estatocéntricas, de 
la seguridad nacional, como ha ocurrido de manera muy marcada tras los atentados del 11-S y 
en el curso de la denominada “Guerra Global contra el Terror”. 
El proceso de construcción de las amenazas deviene un elemento central del análisis y, con-
forme a Hough (2004), uno de los aportes de la Escuela de Copenhague es la “ampliación” y 
“profundización” de la noción de amenaza. En lo referido a la ampliación, esta Escuela recuer-
da que en ese proceso de redefi nición de las amenazas a la seguridad, no todas son amenazas 
militares, políticas o ideológicas; y que no todas implican al Estado-nación como actor que 
securitiza o como referente de la securitización. En ese sentido, la Escuela de Copenhague se 
distancia de las aproximaciones clásicas de la seguridad, centradas en la dimensión militar, al 
elaborar un marco de análisis en el que se reconocen las dinámicas de securitización también 
presentes en los ámbitos político, social, económico y medioambiental, y no sólo en el ámbito 
militar-estatal. Ello amplia el análisis a otros actores, sea como actores que securitizan o bien 
como la “audiencia” destinataria (target) de dicho proceso. 
Aun así, el enfoque de securitización no se distancia demasiado de los enfoques clásicos centra-
dos en el Estado-nación. Según Buzan y Wæver, el Estado sigue siendo el actor primordial, debi-
do a que cuenta a menudo con los recursos para impulsar los intentos de securitización (2003:71). 
Ahora bien, hay que tener presente que las estrategias de securitización se ven afectadas por el 
tipo de Estado en el que se producen. Por ejemplo, los rasgos específi cos de los Estados periféricos 
o postcoloniales, incluyendo bajos niveles de cohesión sociopolítica, debilidad institucional y altos 
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niveles de pobreza y desigualdad, defi nen contextos, actores y estrategias distintas de las que exis-
ten dentro de los Estados “modernos” o “postmodernos” (Cooper 2000; Sørensen 2001:1, 103).
En cuanto a la “profundización”, el análisis de esta Escuela permite una mejor apreciación 
de factores o causas “profundas” de la inseguridad en cada uno de esos ámbitos, al examinar de 
qué manera se incorporan como factores constitutivos de las amenazas. Al poner en cuestión 
los supuestos del realismo político y de otras aproximaciones clásicas a la seguridad —en par-
ticular, su pretendido carácter “objetivo”, su supuesta neutralidad desde el punto de vista de 
los valores y preferencias normativas, o la centralidad del Estado y del poder militar como pro-
veedores y referente de la seguridad—, el enfoque de securitización se ha confi gurado como 
una teoría crítica de la seguridad (Peoples y Vaughan-Williams: 18). Según Floyd (2007:41), 
es un marco sin parangón en términos de su utilidad analítica, y es “extremadamente útil” 
para los estudios críticos de la seguridad. De acuerdo a Charrett (2009:38), este enfoque aporta 
herramientas analíticas que permiten deconstruir el poder institucional y discursivo del actor 
que securitiza; abordar expresiones de seguridad alternativas o discrepantes; deconstruir las 
subjetividades dominantes sobre la seguridad; e incorporar diferentes enfoques de seguridad 
que permiten la crítica y la reelaboración de los procesos de securitización de una manera que 
sea sensible a sus implicaciones normativas. 
Ello no supone, no obstante, que este enfoque no presente algunas limitaciones teóricas 
derivadas, en parte, de que como teoría “constructivista moderada” se basa tanto en premisas 
racionalistas como social-constructivistas. En primer lugar, este enfoque considera que el ana-
lista de seguridad y los actores que securitizan son funcional y conceptualmente distintos, pero 
a menudo no existe esa distinción. También presupone que su análisis de la seguridad está libre 
de valores, si bien es capaz de aprehender las visiones y preferencias de valores de los actores 
que intervienen en la securitización (Huysmans, 2002). No obstante, a partir de las premisas 
constructivistas de este enfoque y, en particular, del principio de refl exividad, se ha de aceptar 
que el analista también interviene en el proceso de securitización, al elaborar un discurso o na-
rrativa que implica una toma de posición al proceso de securitización que se analiza.
En efecto, existe cierto “dilema normativo”, que según la expresión de Huysmans (2002) 
radica en tener que defi nir un proceso de securitización como “positivo” o “negativo”. Ello, 
a su vez presupone unas preferencias de valores a menudo referidas a las consecuencias de 
dicha securitización: a favor o en contra, por ejemplo, de la militarización de ámbitos de la 
política o de la vida social antes considerados “civiles”, de las medidas de excepción o los re-
cortes de las libertadas adoptadas en nombre de la seguridad nacional, de la aceptación, recha-
zo o represión de demandas de minorías o grupos excluidos al redefi nirlas como “amenazas” 
a la integridad o la unidad del Estado, o de las políticas económicas y sociales para reducir la 
desigualdad y promover la seguridad humana. En principio, los teóricos que han desarrolla-
do inicialmente el enfoque de securitización han tratado de eludir ese dilema expresando sus 
preferencias por la “desecuritización” o “repolitización”. Sin embargo, además de que ello 
supone implícitamente una determinada preferencia normativa, hay que recordar que no 
todos los procesos de securitización son “negativos”. Para Naciones Unidas, por ejemplo, la 
afi rmación del concepto de seguridad humana en tanto “intento de securitización” ha dado 
más relevancia política a la agenda del desarrollo y la lucha contra la pobreza y a los actores 
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que la promueven. Del mismo modo, no todos los procesos de desecuritización suponen ne-
cesariamente la politización o repolitización de la cuestión a la que afectan. 
De nuevo según Charrett (2009: 39), la aplicación crítica del análisis de securitización per-
mite solventar ese dilema normativo mediante un análisis (auto)refl exivo de los conceptos, 
discursos y políticas de la seguridad. Resulta, por tanto, posible evitar o al menos mitigar la 
securitización “negativa” de un referente; es decir que ese proceso conduzca necesariamente 
a políticas que refuercen un status quo basado en la dominación y/o la exclusión, a respuestas 
militaristas, o a políticas que restrinjan las libertades o que perjudiquen el desarrollo; y promo-
viendo respuestas a las amenazas más constructivas y holísticas.
DE LA POSGUERRA FRÍA AL 11-S: PROCESOS DE 
SECURITIZACIÓN DE LA AYUDA AL DESARROLLO
Paz, seguridad y desarrollo han sido cuestiones que han estado estrechamente entrelazadas 
desde que aparecen las políticas de ayuda tras la Segunda Guerra Mundial, a menudo como 
consecuencia de procesos de securitización. Las grandes iniciativas de ayuda exterior de la 
Guerra Fría pueden ser vistas como resultado de procesos de securitización del desarrollo. Así 
se observa en el Plan Marshall de 1947, primer gran programa de asistencia externa de Estados 
Unidos, la Mutual Security Act de 1950 —primer texto legal que reguló la ayuda estadouniden-
se al Tercer Mundo, cuyo nombre no puede ser más elocuente—, la “Alianza para el Progreso” 
—que la Administración Kennedy propone a Latinoamérica en 1960 tras el triunfo revolucio-
nario en Cuba—, o las iniciativas de ayuda de la Administración Reagan en Centroamérica 
o Asia Central en la “segunda Guerra Fría”. Ese vínculo fue expresamente reconocido por la 
teoría. Por un lado, las teorías económicas del desarrollo del paradigma de la “modernización” 
vincularon el desarrollo con el crecimiento económico; éste, con la estabilidad política y el 
cambio social “ordenado”; y ambos, con el mantenimiento de alianzas estratégicas y la conten-
ción del comunismo. Por otro lado, la aproximación realista, más circunspecta respecto a los 
procesos de desarrollo socioeconómico, vio en la ayuda económica una herramienta clave de la 
política exterior, necesaria apara sostener aliados, garantizar la estabilidad, y asegurar los equi-
librios de poder3. El comportamiento de la Unión Soviética y sus aliados y satélites a la hora de 
otorgar ayuda —recuérdese la ayuda soviética al Egipto de Nasser, o el apoyo del COMECON 
a Etiopía, Vietnam, Cuba o Nicaragua— no fue muy distinto en cuanto a sus subordinación a 
objetivos estratégicos y de seguridad. 
Terminada la Guerra Fría, la fuerte reducción de la ayuda externa de Estados Unidos revela 
que los objetivos de seguridad nacional, defi nidos en clave anticomunista, constituían la princi-
pal motivación de su ayuda exterior. Sin embargo, que países de Oriente Próximo como Israel y 
Egipto continuaran recibiendo fuertes sumas, como había ocurrido desde los acuerdos de Camp 
3.  El subtítulo de The Stages of Economic Growth, de W. W. Rostow, considerada la obra clave de la teoría 
del desarrollo “clásica”, es, signifi cativamente, A Non-Communist Manifesto. Entre los numerosos textos que 
examinaron la ayuda desde la perspectiva del realismo político, véase el trabajo clásico de Hans Morgenthau 
(1962) “A political Theory of Foreign Aid”. 
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David de 1979, muestra que esas lógicas no habían desaparecido del todo, y se adaptaban al nuevo 
contexto. Así lo revelaría, por ejemplo, el fuerte aumento de la ayuda de Estados Unidos a los paí-
ses andinos a partir de 1990, vinculado a la creciente preocupación por el narcotráfi co, una vez que 
éste se defi nió como “amenaza” y como problema de seguridad nacional (Sanahuja, 1999 y 2005). 
La Guerra Fría no impidió que existieran visiones distintas del papel de la ayuda en la reso-
lución de los confl ictos armados. Por ejemplo, en la crisis centroamericana de los años ochenta, 
los países latinoamericanos y la Comunidad Europea impulsaron una estrategia, que a la larga 
se mostró exitosa, que trataba de separar esos confl ictos de la lógica de bloques. Se reconocían 
sus causas políticas, económicas y sociales, facilitando apoyo político y ayuda externa para pro-
mover la democratización y el desarrollo como condiciones para asegurar una paz duradera. 
Sin embargo, los factores que han dado origen a nuevas aproximaciones a la conexión entre 
paz, seguridad y desarrollo han sido, sobre todo, la desaparición del confl icto bipolar y la apari-
ción de las “nuevas guerras” del decenio de los noventa. El fi n de la Guerra Fría permitió revisar 
esa vinculación. El desarrollo se “desecuritizó” y “repolitizó” en un proceso en el que, en primer 
lugar, adquirió un valor propio en vez de ser un mero instrumento de políticas de seguridad 
nacional subordinadas a la pugna hegemónica. Los años noventa, de hecho, signifi caron una im-
portante revalorización de la lucha contra la pobreza en la política internacional. Por otro lado, 
a través de la actuación de Naciones Unidas y de los países donantes, las políticas de desarrollo 
y en particular la ayuda exterior se vincularon a los intentos de asegurar una paz duradera en 
los lugares en los que se logró dar fi n a guerras civiles o de guerrillas; y a estrategias preventivas 
más amplias para reducir el riesgo de confl icto en el mundo en desarrollo, especialmente en las 
sociedades desgarradas por profundas fracturas socioeconómicas, políticas o étnicas.
Los años noventa, en particular, estuvieron marcados por varias temáticas relacionadas con las 
prioridades políticas de ese periodo: por un lado, la creciente preocupación por la prevención de los 
confl ictos, haciendo frente a sus “causas profundas” relacionadas con las fracturas socioeconómicas y 
los factores de discriminación étnica, cultural, religiosa que se convierten en causas o factores desen-
cadenantes del confl icto.4 Ha sido el fi nal de la Guerra Fría el que ha permitido abordar ese tipo de 
factores causales sin que se (mal)interpretaran dentro de las claves ideológicas del confl icto bipolar.
Por otro lado, la agenda también estuvo dominada por los procesos de paz que se desarro-
llaron desde fi nales de los años ochenta en lugares como Centroamérica, el áfrica austral —en 
particular, Angola y Mozambique—, o el sudeste asiático —destaca el caso de Camboya—, 
tras la fi rma de acuerdos que comprenden amplios programas de reconstrucción y reintegra-
ción a la vida social y económica de los combatientes y las poblaciones desplazadas, todo ello 
con amplio apoyo de la cooperación internacional. En muchos casos, esos acuerdos reconocían 
las causas “profundas” o “subyacentes” de los confl ictos, de carácter socioeconómico y/o re-
lacionadas con la gobernanza democrática, y defi nieron agendas de medio y largo plazo con 
amplias reformas estructurales en esos ámbitos, que se basan en la idea de que paz, democracia 
y desarrollo son inseparables. Las difi cultades asociadas al tránsito entre situaciones de crisis y 
4.  Véanse, entre otros, Ruphesinghe 1994; Stewart 1996; Carnegie Commission 1997; y Klugman 1997. En este 
marco se sitúa, aunque con distinto enfoque, el debate suscitado por la tesis “codicia o agravio” (greed vs. 
grievance) iniciada, entre otros, por Paul Collier. Para una aproximación a ese debate para el caso de Angola, 
véase el capítulo de Karlos Pérez de Armiño en este mismo volumen. 
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confl icto, y la reconstrucción y el desarrollo originaron también una amplia refl exión sobre el 
denominado “continuum” humanitario o el vínculo entre asistencia, rehabilitación y desarrollo 
(VARD). El debate en esta materia no se limitó a la reconstrucción posbélica, sino a cómo evitar 
el fracaso de los acuerdos de paz, y el retorno de la violencia, como ocurrió en distintos momen-
tos en países como Angola, o Colombia5. En este ámbito, también se abordaron los complejos 
problemas de coordinación y de orientación de políticas, no siempre convergentes, de los países 
afectados y de los donantes externos, y los problemas de coherencia de políticas que afectan a 
los propios donantes en sus políticas de deuda, comercio, o ayuda externa (Boyce 2002).
Todo lo anterior se relaciona, a su vez, con la notable “ampliación” del concepto de segu-
ridad que caracteriza los últimos años ochenta y la primera mitad de los noventa (Sánchez 
Cano, 1999), con conceptos más globales y multidimensionales, que reconocían los compo-
nentes políticos, económicos, sociales y medioambientales de la seguridad, dejando atrás la 
visión unidimensional de la “seguridad nacional” centrada en las capacidades militares y los 
equilibrios de poder, y las limitaciones de la noción de “seguridad colectiva”. Entre ellos, cabría 
mencionar concepciones como la “seguridad cooperativa”, la “seguridad global” o la “seguri-
dad democrática”. La más relevante es quizás la de “seguridad humana”, planteada en 1994 
por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), que en su concepción 
más amplia otorga gran importancia al desarrollo y la satisfacción de las necesidades básicas, lo 
que permitiría que toda persona, además de no experimentar miedo frente a la inseguridad y 
la violencia física (freedom from fear), también se vea libre de la necesidad (freedom from want). 
En no pocos aspectos, esta visión refl eja tanto una puesta al día de la clásica “paz liberal” occi-
dental, como su pretensión de universalidad, al asumir las exigencias de desarrollo de la vieja 
agenda “Norte-Sur” emanada de la descolonización. 
Basado en todo lo anterior, se forjó un nuevo consenso internacional respecto a la vincula-
ción entre paz, seguridad y desarrollo, que puede ser interpretado como un intento de desecuri-
tización y resecuritización en el que la seguridad humana constituiría un horizonte normativo 
para el cambio de políticas, tratando de superar tanto el legado de políticas de seguridad estato-
céntricas y militarizadas de la Guerra Fría, como el sesgo occidental de la clásica “paz liberal” 
(Sanahuja 2005). Ello se refl ejó, en particular, en la agenda de políticas de los organismos inter-
nacionales. Naciones Unidas ha tenido un papel destacado en este proceso. El fi n de la Guerra 
Fría “liberó” a Naciones Unidas de los condicionantes del bipolarismo, permitiéndole por pri-
mera vez tener un papel efectivo en la defi nición de la seguridad, tanto en el plano conceptual, 
como en los procesos de paz de la posguerra fría (Human Security Centre 2005: 111). Es esta 
organización la que otorgó al debate sobre seguridad una visión más universalista. Destacan, 
en particular, el “Programa de Paz” y el “Programa de Desarrollo” elaborados a instancias del 
entonces Secretario General de Naciones Unidas, Boutros Ghali (Naciones Unidas, 1992, 1994 y 
1995). Por su parte, los donantes del Comité de Ayuda al Desarrollo (CAD) adoptaron en 1997 
unas importantes directrices sobre el papel de la ayuda en los confl ictos y la construcción de la 
5.  La bibliografía sobre esa cuestión también es muy amplia. Véanse, entre otros, Lake 1990; Ball 1994: Lede-
rach 1994; Kumar 1997; Carbonnier 1999. Para un recuento más cercano, véase Ramsbotham, Woodhouse y 
Miall 2011. 
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paz que refl ejan y sistematizan ese consenso (CAD, 1997 y 2001). En la misma línea, el Consejo 
Europeo reconoció la prevención de confl ictos y la construcción de la paz como objetivos explí-
citos de la acción exterior de la UE adoptando en 2001 en Gotemburgo el Programa de la Unión 
Europea para la Prevención del Confl icto Violento (Consejo Europeo, 2001).
La práctica y la agenda de las Naciones Unidas y de otros actores internacionales hicieron 
emerger el concepto de “construcción de la paz” como un nuevo marco de políticas para la 
cooperación al desarrollo. El término, además, se impuso a los anteriores conceptos de “recons-
trucción posconfl icto” para refl ejar un enfoque global que abarcaba la prevención de confl ictos, 
las intervenciones para promover la paz cuando ha estallado la violencia y la asistencia dirigida 
a la consolidación de la paz y a evitar que reaparezca la violencia (Tschirgi, 2003). Ese enfoque, 
igualmente, abarca al conjunto de actores, internos e internacionales, y tiene carácter multidi-
mensional, al extenderse a la agenda de desarrollo y de construcción nacional o de construcción 
del Estado, ya que se dirige tanto a las causas inmediatas del confl icto como a las más profun-
das, tomando en cuenta factores estructurales, políticos, socio-culturales, económicos y medio-
ambientales (Tschirgi, 2003). El énfasis en las causas estructurales revela la dimensión de largo 
plazo del concepto de construcción de la paz, que va más allá de la recuperación y la recons-
trucción posconfl icto. Se entiende que las operaciones de mantenimiento de la paz pueden ser 
cruciales en la resolución de confl ictos, pero que no son sufi cientes, dado que muchos países en 
situaciones de posconfl icto se han visto de nuevo envueltos en confl ictos armados. A través de 
este concepto, además, se pretendió reconocer el papel y el potencial de la sociedad civil en la 
resolución de los confl ictos, y atender a la problemática y aportes de colectivos específi cos, como 
las mujeres, en los procesos de construcción de la paz6. La construcción o consolidación de la 
paz se convirtió, por ello, en un objetivo expreso de las políticas de cooperación al desarrollo y, 
en numerosas situaciones de posconfl icto, ese objetivo logró movilizar recursos adicionales en 
cuanto a ayuda económica y atención política, por lo menos en el corto y mediano plazo. 
De igual manera, se observa la tendencia a reconocer que la cooperación y su potencial im-
pacto positivo en términos de desarrollo no necesariamente conduce a sociedades más pacífi cas 
y que los procesos de desarrollo interactúan con el confl icto inherente a cada realidad social de 
muy distintas maneras, pudiendo contribuir a reducir su intensidad y canalizarlo por vías polí-
ticas, o bien a acentuar esas dinámicas y propiciar el confl icto violento. De esa refl exión, basada 
en experiencias prácticas y lecciones aprendidas, emergió la idea de incorporar por defecto una 
perspectiva de confl icto a las políticas de desarrollo.
Como se ha indicado, todo ello puede ser interpretado como un intento de “resecuritiza-
ción” de las agendas del desarrollo, en el que los conceptos de desarrollo humano y de construc-
ción de la paz han sido, respectivamente, horizonte normativo y agenda política. Ahora bien, 
más allá de casos concretos, la incapacidad de esas agendas para movilizar grandes montos de 
ayuda hacia los objetivos de desarrollo acordados en el marco de las conferencias mundiales 
de las Naciones Unidas de los noventa, revela el escaso éxito de tal proceso de securitización 
o de “resecuritización” normativa hacia un concepto de seguridad humana que integraba los 
6.  En este aspecto, es crucial la aprobación de la Resolución 1325 del Consejo de Seguridad, adoptada el 31 
de octubre de 2000, sobre las mujeres y la construcción de la paz. 
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objetivos internacionales de desarrollo sostenible y de lucha contra la pobreza. De hecho, en los 
años noventa no hubo “dividendo de la paz” y aunque tras el fi n de la Guerra Fría se registró 
una importante reducción de los gastos militares en todo el mundo, la ayuda al desarrollo tam-
bién cayó, de un 0,33% del PIB de los países donantes del CAD en el periodo 1969-1991, hasta 
alcanzar en 2007 el coefi ciente más bajo de su historia, un 0,22% del PIB.  
EL 11-S, LA “GUERRA GLOBAL CONTRA EL TERROR” Y 
LAS POLÍTICAS DE COOPERACIÓN AL DESARROLLO 
Los atentados del 11 de septiembre de 2001 alteraron drásticamente el contexto internacional, 
abriendo un proceso de radical redefi nición de las amenazas y la seguridad, y para un nuevo pro-
ceso de securitización que ha abarcado al conjunto de la agenda de las relaciones internacionales. 
Antes del 11-S, la aparición de demandas sociales globales en el contexto de un proceso de glo-
balización contestado y disputado era uno de los elementos más marcados de esa agenda, como 
puso de manifi esto la llamada “Cumbre del Milenio” de Naciones Unidas de 2000, y la adopción 
de los denominados “Objetivos de Desarrollo del Milenio”. Sin embargo, la preocupación por la 
seguridad nacional que se impuso tras el 11-S y la “Guerra Global contra el Terror” postergaron 
el debate sobre la globalización y su dimensión social. Una década más tarde, sin embargo, la 
narrativa securitizada de la “Guerra contra el Terror” parece desvanecerse, y en un contexto de 
crisis económica global, las cuestiones sociales y económicas vuelven al primer plano.
De igual manera, los consensos sobre paz y confl ictos de la posguerra fría fueron arrin-
conados o reinterpretados por los ideólogos neoconservadores y su concepción clásica de la 
seguridad, que volvió a defi nirse como “seguridad nacional”, convirtiendo al terrorismo de Al 
Qaeda en amenaza existencial. Esa “Guerra Global” se confi guró como un marco de pensa-
miento y acción, en el sentido que le da a este término Georges Lakoff, situando a la defensiva 
a las visiones y consensos “desarrollistas” que se habían construido durante la posguerra fría. A 
partir de esas visiones, se intentó hacer del antiterrorismo el eje de la política exterior y la razón 
última de las políticas de cooperación internacional; fue también la justifi cación de la guerra en 
Afganistán y en Irak, y el argumento para la proclamación de un “eje del mal” integrado por 
países y actores a los que se relacionaba con las nuevas amenazas. 
Sin embargo, la política estadounidense no se limitó al combate al “terrorismo global”, ni ese 
era su único propósito. Para los ideólogos neoconservadores en los que se inspiraba la política 
exterior de la Administración Bush, el 11-S representaba una “ventana de oportunidad” para 
proyectar el poder estadounidense y establecer un nuevo orden internacional basado en la he-
gemonía de Estados Unidos. Mucho antes del 11-S, en escritos de algunos think-tanks inscritos 
en esta corriente, como el “Project for a New American Century” (PNAC), se había planteado 
explícitamente ese objetivo, partiendo de la presunción, tomada de las denominadas “teorías de 
la estabilidad hegemónica”, de que el orden internacional habría de ser hegemónico o no sería 
“orden”. También se partía de la premisa de que sólo Estados Unidos puede proveer estabilidad y 
seguridad, y garantizar un orden internacional viable, por ser el único país con la capacidad coer-
citiva para imponerse globalmente. Y, además, debería hacerlo, dada la superioridad intrínseca 
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de sus valores e instituciones. La hegemonía estadounidense sería, en suma, tanto una necesidad 
política, como un imperativo moral7. En ese marco, la guerra de Afganistán, como después la de 
Irak, pueden ser consideradas “guerras hegemónicas”, y no se explican sola ni principalmente por 
sus objetivos declarados, sea el antiterrorismo, el desarme, o el objetivo —ilícito según el derecho 
internacional— del “cambio de régimen”. Estas guerras pretendían ser el “acto constituyente” 
de ese nuevo orden mundial. Al terminar la década de 2000 ya se había constatado el fracaso de 
ese proyecto hegemónico, y la Administración Obama había heredado dos confl ictos complejos, 
enquistados y sin perspectiva alguna de victoria militar, de los que se intenta salir con el menor 
coste y a la mayor brevedad posible dejando unos mínimos de seguridad y estabilidad. 
En ese contexto, las políticas de desarrollo y cooperación fueron postergadas, o se reinter-
pretaron y redefi nieron en clave antiterrorista, o como parte de políticas de seguridad más am-
plias. En los casos extremos, como se verá, la ayuda económica e incluso la ayuda humanitaria 
se tornaron un mero instrumento contrainsurgente. En determinados países, en el contexto de 
la “Guerra Global contra el Terror”, la construcción de la paz que ya contaba con más de una 
década de desarrollo conceptual y normativo, un amplio entramado institucional, y constituía 
una detallada “tecnología” de intervención, fue transformada en una herramienta de pacifi ca-
ción y estabilización. Ese proceso de securitización de las políticas de ayuda y cooperación se ha 
desarrollado a través de las dinámicas que, de forma sucinta, se exponen a continuación: 
     a)  Narrativas y retórica: el retorno de la seguridad nacional como justifi cación de la ayuda ex-
terna. La seguridad, en detrimento de la lucha contra la pobreza, se ha convertido en un 
importante elemento de la retórica que justifi ca la ayuda al desarrollo, así como en uno 
de sus fundamentos doctrinales. Con ello, se produce un cambio fundamental, pues la 
ayuda se justifi ca a partir de las prioridades de los países ricos y no de los destinatarios 
de la misma, a menos, claro está, que se alegue —y se ha hecho con frecuencia— que 
el terrorismo de Al Qaeda es también la principal prioridad de seguridad de Bolivia, 
de Botswana o de cualquier otro país en desarrollo. Si, como señala Wæver, la securi-
tización es ante todo, un acto discursivo (speech act), la retórica y narrativa que vincula 
seguridad y desarrollo es una variable relevante para analizar el proceso de securitiza-
ción de la ayuda (Beall, 2006; Mohan y Mawdsley, 2007). En la narrativa relevante en 
este proceso de securitización pueden distinguirse dos líneas de argumentación: por un 
lado, los “halcones” que consideran la ayuda externa como mero instrumento de política 
exterior, subordinado a las necesidades de contención militar y de estabilización tras las 
intervenciones militares de la “Guerra Global contra el Terror” (Natsios, 2004; Woods 
2005). Por otro lado, las “palomas” que consideran que hay vínculos entre el terrorismo 
global, el fundamentalismo y la desesperación causada por la pobreza y la desigualdad, 
y ven el desarrollo como herramienta de “prevención” del terrorismo y de “construcción 
de la paz”, alegando, en un marco más amplio, que el desarrollo debe ser un componente 
indispensable de toda estrategia de seguridad creíble y sostenible. La UE, el Banco Mun-
dial, las Naciones Unidas y otros donantes han propuesto aumentar la ayuda apelando a 
7.  Para una discusión más amplia de esta interpretación, véase Sanahuja (2008).
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ese argumento. En el caso de las Naciones Unidas, el vínculo seguridad-desarrollo se ha 
subrayado en los informes elaborados con vistas a la “Cumbre del Milenio+5”, celebrada 
en Nueva York en septiembre de 2005 (Naciones Unidas, 2004 y 2005). Con la aparición 
de la nueva doctrina de seguridad de la UE, la política de desarrollo, antes autónoma, 
apareció expresamente vinculada a la política exterior y de seguridad común (PESC) y a 
la actual Política Común de Seguridad y Defensa (PCSD), al establecer explícitamente 
ese vínculo entre ayuda, desarrollo y seguridad. El imperativo de la seguridad también 
se reconoce explícitamente en la nueva “Política de vecindad-Europa ampliada”, que 
supone fuertes incrementos de la ayuda comunitaria para países vecinos. 
     b)  La redefi nición de la construcción de la paz y la seguridad humana en un marco de preven-
ción y lucha contra el terrorismo, y de estabilización de posguerra. Los conceptos de “cons-
trucción de la paz” y de “seguridad humana”, como se indicó, refl ejan los consensos 
de la posguerra fría —en tanto “intentos de securitización” guiados por determinados 
valores— formulados por Naciones Unidas, el CAD y otros actores bilaterales y mul-
tilaterales sobre a la convergencia de las agendas y marcos de políticas de la paz, la 
seguridad y el desarrollo. El 11-S y la narrativa neoconservadora de la “Guerra Global 
contra el Terror”, en tanto intento de securitización, también ha afectado a esos con-
ceptos y marco de políticas, con el propósito de subordinarlos, con desigual éxito, a las 
necesidades de pacifi cación y de estabilización derivadas de esa “Guerra”. Con ello, 
la construcción de la paz se ha convertido en un concepto y una práctica debatida y 
contestada, siendo objeto de dinámicas de securitización guiadas por distintos proyec-
tos políticos. De igual manera, han ganado peso las interpretaciones restrictivas de la 
seguridad humana, que se reubican en un marco de seguridad del Estado y de refor-
mas de las políticas de seguridad y orden interno de la construcción del Estado (state 
building).
     c)  Movilización de recursos extraordinarios: incremento de la ayuda, aunque inferior al aumen-
to del gasto militar. Con un monto total en torno a 55.000 millones de dólares, en 1997, 
como se indicó, la ayuda ofi cial al desarrollo (AOD) se situó en el 0,22% del PIB de los 
países ricos, el nivel más bajo de la historia. A partir de 2001 se observa un aumento 
sostenido, hasta alcanzarse en 2005 la cifra de 107.000 millones de dólares y el 0,33% del 
PIB agregado de los donantes. Sin embargo, ese aumento se debe en mayor medida a las 
exigencias de la “Guerra contra el Terror” que al cumplimiento de los ODM (Sanahuja, 
2005 y 2007), pues responde en gran medida a asignaciones extraordinarias a países cla-
ve en esa “Guerra”. El aumento de la ayuda es, en todo caso, inferior al que se observa 
en el gasto militar, particularmente en Estados Unidos8. Aunque difícil de estimar, ese 
aumento supone un elevado “coste de oportunidad” para los ODM.
8.  En 2002 el gasto militar mundial alcanzó cifras similares a los de la Guerra Fría, con un total de 794.000 millo-
nes de dólares, con lo que se evaporó defi nitivamente la posibilidad de un “dividendo de la paz”. En 2010 esa 
cifra se había duplicado, y Estados Unidos representaba, por sí solo, más de 700.000 millones de dólares. 
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     d)  Cambios en las prioridades geográfi cas: los países relevantes en la “Guerra contra el Te-
rror” reciben los mayores aumentos de la ayuda económica y el alivio de la deuda, ade-
más de obtener concesiones comerciales y de otra índole, tanto de Estados Unidos como 
de la UE y de otros donantes9. La “política de chequera” se sumó a las presiones diplo-
máticas para lograr votos favorables en el Consejo de Seguridad en vísperas del ataque 
a Irak. Otros países están viendo condicionada la ayuda a la nueva agenda de seguridad, 
y no a metas de desarrollo. África subsahariana y América Latina ya están siendo objeto 
de menos atención política y un estancamiento de la ayuda. La obvia excepción es Co-
lombia, cuyo confl icto, esencialmente interno, fue reubicado en la lógica de la “Guerra 
Global contra el Terror”. En particular, las “guerras hegemónicas” emprendidas tras 
el 11-S han captado sumas elevadas para la pacifi cación y estabilización, detrayendo 
fondos de otros países y de necesidades de desarrollo. Desde 2004, Irak se ha convertido 
en el primer receptor mundial de AOD, y Afganistán ha ido escalando puestos en la cla-
sifi cación mundial de receptores de ayuda hasta situarse desde 2008 en segundo lugar. 
Entre 2005 y 2009, Irak y Afganistán han captado entre el 10% y el 16% de toda la AOD 
mundial. Otros países, como Pakistán, Etiopía o Sudán reciben ahora más ayuda debido 
a su papel en la “Guerra contra el Terror”. Esta tendencia afecta también a las organi-
zaciones multilaterales. Así lo revelan las presiones al Banco Mundial para utilizar sus 
préstamos, según The Economist, como un “soborno” para ganar aliados10.
     f)  Arrinconamiento de la agenda de la democratización, los derechos humanos y el “buen gobier-
no”. El 11-S ha vuelto a plantear el dilema “libertad versus seguridad”, dando paso a res-
tricciones a las libertades democráticas. Este dilema también se plantea en la cooperación 
internacional, como ya ocurrió en la Guerra Fría, de forma que la democracia y el “buen 
gobierno” pierden peso frente a la seguridad como criterio en la asignación de la ayuda. 
Aparece así una “nueva condicionalidad” vinculada a objetivos como el control de arma-
mentos, el antiterrorismo o el control migratorio “en origen”, poco o nada relacionados 
con el desarrollo. La Unión Europea, por ejemplo, ha ido introduciendo cláusulas de co-
operación y/o de condicionalidad en sus acuerdos con terceros en materia migratoria y de 
antiterrorismo. Las migraciones se perciben cada vez más como un problema de seguridad 
nacional para los Estados de acogida, como se plasma en el documento Ofrecer seguridad en 
un mundo en evolución (Consejo Europeo, 2008:1). Además, en el contexto de las políticas 
hacia los “Estados frágiles”, el énfasis de los donantes en la Reforma del Sector Seguridad 
(RSS) incluido los programas de Desarme, Desmovilización y Reintegración (DDR) reve-
laría también la paulatina securitización de la agenda de la gobernanza democrática.
9.  En Moss et al. (2006) se propone una clasifi cación según cinco variables: frontera con Afganistán o Irak, ob-
jetivo de/ base de organizaciones terroristas, aliado en “coalición de los dispuestos”, frontera con Estado(s) 
que fi nancian el terrorismo, y proporción de población musulmana. Pero aún sin elaborar un esquema de 
clasifi cación riguroso, resulta bastante evidente identifi car los países relacionados con la “Guerra contra el 
Terror”.
10.  The Economist, “Bribing Allies”, 27 de septiembre de 2001.
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     g)  El renovado interés en los “Estados frágiles”. El 11-S y el consiguiente giro hacia la seguri-
dad nacional como eje central de una nueva narrativa e intervenciones concretas, puso 
en la mira a los llamados “Estados frágiles” o “fallidos”. Si bien inicialmente habían 
sido objeto de preocupación por su incapacidad de proveer seguridad y otros servicios 
públicos a sus propios ciudadanos, después se van a redefi nir como amenaza para la 
seguridad de la comunidad internacional y, sobre todo, de los países de Occidente, dada 
su vinculación real o potencial con las nuevas amenazas, en particular el terrorismo 
transnacional y la criminalidad internacional organizada. Efectivamente, los “Estados 
frágiles” ocupan la intersección de las agendas de desarrollo y de seguridad, y entre los 
donantes coexisten dos perspectivas para abordarlos: la óptica de la seguridad y la óptica 
del desarrollo, incluyendo esta última la perspectiva de la seguridad humana en un sen-
tido amplio. Mientras que en la década de los noventa primaba la óptica del desarrollo, 
manifi esta en los Objetivos del Milenio, tras los atentados del 11-S se dio un giro explí-
cito hacia la primacía de la seguridad entendida como seguridad nacional o seguridad 
internacional en tanto suma de la seguridad nacional de determinados países. Aunque 
posteriormente vuelven a converger ambas agendas alrededor de conceptos y narrativas 
de buena gobernanza (good governance) o construcción de estado, aún falta un enfoque 
estratégico, integrado y coherente. 
     h)  Creciente politización y militarización de la ayuda humanitaria. Afganistán e Irak han sido 
visibles muestras de la tendencia de Estados Unidos y sus aliados a subordinar la ayuda de 
emergencia a las exigencias de la guerra y la propaganda bélica, debilitando su legitimidad 
y su capacidad de proporcionar asistencia y protección efectiva a las víctimas califi cándola 
sin tapujos como “humanitaria”, a pesar de no cumplir con las más obvias exigencias de 
humanidad e imparcialidad contempladas por el derecho internacional humanitario. Los 
ataques y asesinatos de trabajadores del Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) en 
Afganistán e Irak revelan que las organizaciones humanitarias ya no son percibidas como 
“imparciales” y “neutrales” por parte de los talibanes o de otras milicias irregulares. La 
consecuencia inmediata de estos ataques suele ser el cese de las operaciones humanitarias. 
Las “guerras hegemónicas” son también “emergencias mediáticas”, que atraen una gran 
atención de los medios de comunicación, en desmedro de los “confl ictos olvidados” para 
los que es más difícil obtener atención política y ayuda para las víctimas.
     i)  Redefi nición en clave securitizada de las agendas del desarrollo (pobreza, drogas, salud, mi-
graciones, cuestiones alimentarias, medio ambiente…). La securitización no solo supone 
un proceso de priorización de agendas y temáticas. También redefi ne las cuestiones o 
problemas en clave de amenaza. Buena parte de la agenda de desarrollo se ha visto fuer-
temente securitizada, adquiriendo mayor relevancia para los donantes, movilizando re-
cursos, modifi cando la posición relativa de países y sectores en la distribución de ayuda, 
y otorgando mayor relevancia a determinadas agencias estatales de los países donantes o 
receptores de ayuda —en particular, los ministerios de defensa e interior—, en desme-
dro de otras. Cuestiones como la pobreza y el desempleo, las migraciones, las pandemias 
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globales, o el medio ambiente se encuentran entre las más abiertamente “securitiza-
das”. Pobreza y desempleo, en situaciones en las que existe fragilidad estatal y acceso 
a determinados recursos naturales, se convierten en factores causales o coadyuvantes 
del confl icto armado en el análisis sobre las causas de las guerras civiles que ha girado 
en torno al binomio greed vs. grievance (“codicia o agravio”)11. Las pandemias globales, 
y en particular el VIH y el sida se han defi nido como “amenaza” que justifi caría tanto 
mayores desembolsos de ayuda en los países donde existen mayores tasas de prevalencia, 
como controles fronterizos más estrictos (Sjöstedt 2011). Las migraciones, de ser un pro-
blema de regulación de mercados de trabajo globalizados, deviene en amenaza al orden 
interno —a través de un visible discurso de criminalización—, a la estabilidad política, 
la seguridad económica y el empleo, y/o a la identidad cultural, reclamándose que la 
ayuda al desarrollo se reconfi gure como mecanismo de contención o “control en origen” 
de los fl ujos migratorios (Huysman 2006, Borbeau 2011). Los problemas alimentarios 
o del medio ambiente, redefi nidos en clave de “seguridad alimentaria” o de “seguridad 
ambiental” no han escapado a este proceso (Kay 2008, Trombetta 2011). 
     j)  Control y merma de autonomía para las organizaciones de la sociedad civil. La securiti-
zación de la ayuda, en clave antiterrorista, también ha supuesto serias trabas para las 
organizaciones sociales y las ONG de desarrollo que trabajan en situaciones de con-
fl icto. El estrechamiento del campo perceptivo, a través del dilema “amigo-enemigo” 
asociado al discurso de la “Guerra Global contra el Terror” ha reducido los márgenes 
de actuación independiente de estos actores. Aquellos que han desplegado estrategias 
de transformación de los confl ictos que comportan una relación estrecha con organi-
zaciones próximas y/o afi nes a grupos armados u organizaciones terroristas, en parti-
cular en Oriente Próximo y en Asia central y meridional, se han visto sometidas a un 
mayor control por parte de los gobiernos y, en ocasiones, a trabas que han supuesto el 
cese de sus actividades. En otros casos, se las ha forzado a actuar dentro de políticas de 
estabilización e incluso de carácter contrainsurgente (Howell y Lind 2009a: 46-104, y 
2009b).
Estos hechos y tendencias difi cultan el cumplimiento de los ODM y las metas de reducción 
de la pobreza. Antes del 11-S el grado de cumplimiento ya era desalentador. Con la excepción 
del sudeste asiático, en ninguna región se ha avanzado al ritmo requerido. Es cierto que estos 
hechos no se pueden atribuir sólo a la primacía de la seguridad y la guerra en las relaciones 
internacionales, pues también inciden factores y dinámicas anteriores y distintas al 11-S y la 
“Guerra Global contra el Terror”. Las negociaciones internacionales de las que depende la suer-
te de los países en desarrollo, como la Ronda de Doha de la Organización Mundial de Comercio, 
están estancadas desde el fracaso de la Conferencia de Cancún de 2003. Las iniciativas sobre 
reducción de deuda progresan con lentitud, y la crisis económica de 2009 es un factor adicional. 
11.  Para un análisis crítico de este amplio debate, véase, entre otros, Ballantine y Nitzschke 2003; Arnson y 
Zartman 2006, y Bodea y Bardawi 2007. 
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Sin embargo, el proceso de securitización de las políticas de desarrollo ha exacerbado algunos 
de los obstáculos que ya difi cultaban hacer frente a los problemas de seguridad, gobernanza y 
cohesión social planteados por la globalización, y ha generado otros nuevos. Como consecuen-
cia de ese proceso, la ayuda externa vuelve a servir a intereses nacionales de los donantes y ser 
un mero instrumento de política exterior subordinado a objetivos de seguridad, reduciendo 
el margen de maniobra de las fuerzas sociales para promover el debate político y la “agenda 
social” global que representan los ODM, así como la securitización alternativa que representa 
la visión “desarrollista” de la seguridad humana. 
SECURITIZACIÓN Y VISIONES DE LA SEGURIDAD Y LA 
CONSTRUCCIÓN DE LA PAZ EN LOS DONANTES
Como se ha señalado, la aparición del concepto de seguridad humana, que se construye por 
oposición a la tradicional “seguridad del Estado”, puede ser vista como un “intento de secu-
ritización” que defi ne un horizonte normativo para la reformulación del vinculo entre paz, 
seguridad y desarrollo en la posguerra fría. Frente a ello, el 11-S ha supuesto un retorno de 
las concepciones tradicionales de seguridad y, como se argumenta en esta sección, incluso la 
reinterpretación restrictiva de la “seguridad humana”. Esos cambios de enfoque y de horizonte 
han dejado su impronta en las agencias de cooperación a desarrollo. 
Para ilustrar cómo se han incorporado esos cambios en las agencias donantes consideradas 
en este trabajo, que pretenden ser una muestra representativa de las mismas, se han estable-
cido tres grupos. El primero incluye aquellos que, en el contexto de la “Guerra Global contra 
el Terror”, han asumido una concepción tradicional de la seguridad nacional: Estados Uni-
dos, Australia y Dinamarca. Estados Unidos ha ido más allá, al formular en 2002 la “doctrina 
Bush” basada en la “guerra preventiva”, la cual, como hemos indicado, fue también asumida 
formalmente por el Gobierno de Howard en Australia y por España durante el periodo de 
Aznar. El segundo grupo de actores —países donantes y algunos organismos internaciona-
les— comprende aquellos que han asumido el concepto de seguridad humana aceptando su 
defi nición más amplia y “desarrollista”. Se trata de Reino Unido, Noruega y el PNUD. No-
ruega, por ejemplo, es uno de los países que impulsó la “Human Security Network” estable-
cida en 1999. En cualquier caso, como ilustran los casos británico y japonés, la asunción de ese 
concepto es parcial, lo que pone de relieve el limitado alcance de la seguridad humana como 
resultado de un proceso de “securitización normativa” de la ayuda. El tercer grupo incluiría a 
Alemania, Países Bajos, Canadá, Japón, el Banco Mundial y la Unión Europea, como actores 
que han intentado desarrollar un enfoque integral o ampliado de seguridad abarcando tanto la 
seguridad humana, como otras concepciones más clásicas. Esta clasifi cación, en cualquier caso, 
es más exploratoria que exhaustiva y sólo refl eja una muestra signifi cativa, que no cubre ni al 
conjunto de los donantes del CAD —que en algunos casos, además, han ido evolucionando 
de una a otra posición en función de cambios de gobierno y de otros factores—, ni a todos los 
organismos internacionales relevantes. En particular, se incluye un examen breve del CAD y 
de la Unión Europea, dada la singularidad de sus aportaciones. 
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Por otro lado, todos los donantes tomados en cuenta en este estudio —con la excepción de 
Estados Unidos— asumen la construcción o consolidación de la paz como concepto-marco 
de cara a sus políticas de ayuda en relación a los confl ictos armados. Algunos tienen una larga 
tradición en materia de prevención de confl ictos y construcción de la paz, como es el caso de 
Canadá y Noruega. Otros han elaborado estrategias específi cas en esta materia en el marco de 
las propuestas de Naciones Unidas y, en mayor medida, del CAD. Algunos no tienen estrate-
gias explícitas de prevención de confl ictos y/o construcción de la paz, aunque el término esté 
cada vez más presente en diferentes documentos de política. La UE, como caso específi co, ha 
contemplado ambos conceptos en distintos documentos con carácter más amplio (ver, entre 
otros, Comisión Europea 2001, 2007a, 2007b, y Consejo Europeo, 2001a, 2011). Con un mayor 
peso legal, el Tratado de la Unión Europea (TUE) así como el Tratado de Lisboa sostienen 
que mediante su acción exterior la UE tiene que “mantener la paz, prevenir los confl ictos y 
fortalecer la seguridad internacional”12. Tanto para Noruega como para Canadá, salvando las 
diferencias, la prevención de confl ictos, el mantenimiento y la construcción de la paz han sido 
tradicionalmente una prioridad de su política exterior y de cooperación internacional. Am-
bos países disponen de estrategias específi cas al respecto (Norwegian Foreign Ministry, 2004; 
CIDA, 2005). Noruega, en particular, ha liderado a un grupo de donantes —el denominado 
“Grupo de Utstein”, integrado por Alemania, Canadá, Noruega, los Países Bajos, Suecia y el 
Reino Unido— en la defi nición y asunción de una visión global y coherente de construcción de 
la paz (Smith 2003), sin perjuicio de las signifi cativas diferencias que, como se verá infra, carac-
terizan a esos países en sus políticas de cooperación al desarrollo y construcción de la paz. 
Dentro del primer grupo destaca, en primer lugar, Estados Unidos, donde el concepto de 
seguridad nacional, defi nido en términos de amenazas existenciales para el Estado, se basa en 
una visión tradicional de las amenazas, que se ha visto exacerbada tras los atentados terroristas 
del 11-S y el inicio de la “Guerra Global contra el Terror”. Ahora bien, esta visión se ha am-
pliado al incluir también las enfermedades contagiosas, el crimen organizado, la degradación 
del medio ambiente, o la seguridad energética, si bien “fi ltradas” a través de una visión marca-
damente estatocéntrica, en la que el Estado es tanto objeto como garante de la seguridad. En 
la Estrategia Nacional de Seguridad (The White House, 2002), por primera vez el desarrollo 
se defi ne como el tercer pilar de la seguridad nacional, junto con la defensa y la diplomacia 
(“las tres D”). Como se ha señalado, la vinculación expresa entre los intereses de seguridad y 
la ayuda exterior es una constante histórica en la asistencia externa de Estados Unidos que ni 
siquiera la posguerra fría modifi có (Ruttan, 1996; Sanahuja, 1999). Sin embargo, en el contexto 
creado por el 11-S, se ha reformulado a través de varios documentos de USAID. En el Report 
on Foreign Aid in the National Interest, de 2002 y el “libro blanco” US Foreign Aid: Meeting the 
Challenges of the Twenty-First Century, se establece que el mandato de USAID ya no se limita al 
desarrollo, y que debe enfocarse hacia objetivos de seguridad y de política exterior, incluyendo 
el fortalecimiento de Estados frágiles, que se perciben fundamentalmente como amenaza. En 
una omisión signifi cativa, en la estrategia estadounidense para la cooperación al desarrollo 
(USAID, 2004) el concepto de seguridad humana no se menciona ni una sola vez. El Comité 
12.  Artículo 21.2.C y artículo 10a/, Disposiciones generales relativas a la acción exterior europea.
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de Ayuda al Desarrollo (CAD), en su evaluación de pares (peer review) de la ayuda estadouni-
dense de 2006, criticó que la política de desarrollo fuera “en primer lugar un instrumento para 
apoyar otros objetivos políticos prioritarios”, en particular la seguridad nacional de Estados 
Unidos (CAD, 2006a).
En relación a la construcción de la paz, este concepto no ha sido asumido por Estados Uni-
dos. No obstante, la Estrategia de Seguridad Nacional adoptada tras el 11-S, y revisada poste-
riormente, incluyó un apartado sobre prevención y resolución de confl ictos proponiendo tres 
niveles de acción: la prevención y la resolución de confl ictos, las intervenciones en confl ictos y 
la estabilización, así como la reconstrucción posconfl icto. En ese marco, en 2004 la Administra-
ción Bush estableció en el Departamento de Estado una nueva ofi cina para la reconstrucción 
y la estabilización (Offi ce for the Coordinator for Reconstruction and Stabilization) que tiene el 
mandato de planifi car y ejecutar misiones de estabilización y reconstrucción civiles. No menos 
importantes son los cambios que se han dado en el Departamento de Defensa en materia doc-
trinal, de políticas y de instrumentos y recursos. Entre 2002 y 2005 la proporción de la AOD 
total de Estados Unidos gestionada por el Pentágono pasó del 5,6% al 21%. Como se indica 
infra, se ha adoptado una nueva doctrina contrainsurgente abiertamente “desarrollista”. 
Como han señalado Johnson at al. (2011: 2), el alineamiento de las tres “D” signifi có que las 
actividades de ayuda de emergencia y de desarrollo en Irak y, sobre todo, en Afganistán fueran 
insertadas dentro de la estrategia de contrainsurgencia. A fi nales de 2003 se estableció el pro-
grama de Respuesta de Emergencia del Mando (Commander’s Emergency Response Program, 
CERP), a partir del cual se crearon —primero en Afganistán, después en Irak— unidades 
denominadas Equipos de Reconstrucción Provincial (Provincial Reconstruction Teams, PRTs) 
con el objetivo de mejorar la coordinación entre unidades militares y equipos civiles, tanto 
agencias ofi ciales de cooperación como ONG. Los PRT trabajan con objetivos de estabilidad y 
de vinculación con las autoridades y actores locales. En 2004 se recomendó que las actividades 
de estabilización fueran asumidas como misión central de los militares estadounidenses. Esta 
recomendación fue codifi cada en la Directiva del Departamento de Defensa 3000.05 Military 
Support for Stability, Security, Transition, and Reconstruction (SSTR) Operations, que incluía 
actividades de ayuda humanitaria, rehabilitación, reconstrucción y desarrollo como parte de 
una visión más amplia de fomento de la economía de mercado, el Estado de derecho y las ins-
tituciones democráticas. 
Como resultado, en las operaciones en Irak y Afganistán la ayuda al desarrollo ha jugado 
un papel clave. Siguiendo los cálculos de Johnson et al. (2011:3), basados en cifras ofi ciales, en-
tre 2002 y 2010, Estados Unidos ha asignado más de 62.000 millones de dólares para socorros y 
reconstrucción en Afganistán, y de 2003 a 2010, Irak ha recibido otros 61.000 millones. Entre 
ambos países, han recibido de Estados Unidos una suma similar a toda la AOD mundial de 
un año. Los objetivos de estabilidad y contrainsurgencia son explícitos. En Afganistán, solo el 
26,2% de la ayuda estadounidense tuvo como objetivo el desarrollo económico y social, mien-
tras que 56,4% se relacionó con la seguridad. Las fuerzas armadas estadounidenses se han 
convertido en la agencia más importante en la canalización de esos recursos: en Afganistán, el 
60% de la ayuda estadounidense es responsabilidad del Departamento de Defensa, mientras 
que USAID canaliza el 18%, y el 21% otras agencias. 
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Puede alegarse que Irak y Afganistán representan casos extremos, pero el hecho es que la 
visión de “las tres D” se ha extendido el conjunto de la acción exterior de Estados Unidos, y la 
nueva doctrina contrainsurgente es ya parte de las directrices operacionales de los militares de 
ese país en todo el mundo. En 2007, por ejemplo, se estableció un nuevo mando para África 
(AFRICOM) centrado en tareas de prevención de confl ictos (Brown y Stewart, 2007). Aun-
que con algunas diferencias signifi cativas, también se ha extendido a todo el espectro político. 
Frente a los “halcones” que han dominado la Administración Bush, la visión de las “palomas” 
demócratas pretende plantear una visión comprehensiva de la seguridad pero esta, en cual-
quier caso, vincula la seguridad nacional y la seguridad humana. Un importante informe del 
Center for American Progress (Smith, 2008) plantea la necesidad de una “seguridad sostenible” 
que fortalezca a los Estados como referente para la seguridad humana, y aboga por una visión 
más amplia y universalista de las amenazas, que no se pueden reducir ni subordinar al terro-
rismo transnacional. En otros informes de este centro también se aboga por un mayor papel de 
las fuerzas armadas en el desarrollo y en la “construcción nacional” (Brigety, 2008).
En el caso de Australia y sobre todo Dinamarca, la adopción de un enfoque de seguridad 
nacional es más llamativa, dado que al menos Dinamarca es un país de tradición “desarrollista”. 
Desde 2004 la política de cooperación al desarrollo danesa es vista como una parte integral de la 
política exterior, haciendo de la seguridad y la lucha contra el terrorismo el segundo de los cinco 
objetivos prioritarios de su programa de ayuda en el periodo 2004-2008 (Royal Danish Ministry 
of Foreign Affairs, 2003). A ello le siguió un documento estratégico para el período 2006-2010, 
en el que se dedica un capítulo al vínculo entre seguridad y desarrollo (DANIDA 2005:14). Entre 
las áreas temáticas que se consideran cruciales para un “enfoque integrado” de la cooperación, 
se incluyen la estabilidad, la seguridad y la lucha contra el terrorismo. Se reitera que Dinamarca 
tiene que contribuir a la seguridad y la estabilidad y asegurar que la política de cooperación al 
desarrollo sea una parte integrada de una política exterior “proactiva”. Ello se reitera en otros 
documentos de política, en particular en los Principles Governing Danish Development Assistance 
for the Fight against the New Terrorism (Royal Danish Ministry of Foreign Affairs, 2004), que 
reitera que la política de cooperación, en tanto instrumento de política exterior, ha de contribuir 
a los objetivos de estabilidad, seguridad y lucha antiterrorista. Dinamarca también recoge el 
concepto de la construcción de la paz en su estrategia comprehensiva para África, África, desa-
rrollo y seguridad (Royal Danish Ministry of Foreign Affairs, 2005), que refl eja un claro enfoque 
de seguridad, considerando ésta una condición previa y necesaria para el desarrollo.
Australia es otro país que ha primado los objetivos de seguridad en su política de desarro-
llo, aunque, como se señala en el siguiente apartado, en este caso hay un fuerte énfasis en los 
países vecinos. La agencia de cooperación de Australia ha elaborado una estrategia de ayuda 
para fortalecer la lucha antiterrorista en esos países (AusAid, 2003) que explicita el enfoque de 
seguridad de la política del conservador John Howard, uno de los pocos líderes occidentales 
que adoptó formalmente la denominada “doctrina Bush” de 2002. En 2006 se publicó un “libro 
blanco” para la ayuda australiana para un período de diez años (AusAid, 2006), en el que la 
reducción de la pobreza reaparece como objetivo, si bien se vuelve a relacionar con las priori-
dades de estabilidad y de seguridad ligadas a los “Estados frágiles”. El concepto de seguridad 
humana queda así al margen de la estrategia y política de Australia. 
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Dentro del segundo grupo de donantes, en el caso del Reino Unido hay que precisar que 
este enfoque no se ha aplicado en su actuación en los países clave de la “Guerra Global contra 
el Terror” (Irak y Afganistán), donde su actuación está más “securitizada”. En el terreno con-
ceptual, sin embargo, es uno de los países que mejor han desarrollado el concepto de seguridad 
humana y aclarado el vínculo entre seguridad y desarrollo. Se parte de la premisa de que la 
inseguridad es un componente de la pobreza, que en el mundo en desarrollo es uno de los 
principales obstáculos para lograr los ODM, y que las condiciones de pobreza, desigualdad y 
exclusión social incrementan la probabilidad de confl ictos violentos (DFID, 2005a:8). Se afi r-
ma, además, que no se ha de subordinar la reducción de la pobreza a intereses políticos de 
corto plazo, ni al antiterrorismo, ni ello debe conducir a cambios en la asignación geográfi ca 
de la ayuda ni a cuestionar el consenso internacional logrado por los ODM. Hay que enfrentar 
amenazas relevantes como el terrorismo o las armas de destrucción masiva, pero la contribu-
ción particular de la cooperación al desarrollo consiste en tratar las causas estructurales de la 
inseguridad global vinculadas con la pobreza y la desigualdad (DFID, 2005a:6, 18).
Un tercer grupo de donantes —Alemania, Países Bajos, Canadá, Japón, el Banco Mundial y 
la Unión Europea— ha intentado desarrollar un enfoque integral o ampliado de seguridad en 
los respectivos documentos estratégicos en los que antes del 11-S se solía defender un enfoque 
de seguridad humana. Alemania, por ejemplo, adopta un “concepto ampliado de seguridad”. 
En el esfuerzo de generar una política de cooperación al desarrollo en términos de seguridad 
humana, se considera vital la contribución de la política exterior y de seguridad, así como las 
contribuciones de las políticas de economía y fi nanzas, medio ambiente, cultura y justicia. En 
el Libro Blanco de 2006 sobre la política de seguridad alemana se introduce el término de 
la seguridad en red (networked security), alegando que las determinantes cruciales del futuro 
desarrollo de la política de seguridad no son militares, sino condiciones sociales, económicas, 
ecológicas y culturales. La seguridad, por ende, no se puede conseguir ni de manera unilateral 
ni sólo a través de medios militares (Weller 2006; Gobierno de Alemania, 2006: 22).
Los Países Bajos defi enden el concepto restringido de seguridad humana (libertad de te-
mores), pero al mismo tiempo han introducido en su política un nuevo énfasis en la seguridad 
global. Así se recalca, por un lado, que la cooperación al desarrollo descansa sobre el ideal de 
la solidaridad y ha de ser una responsabilidad compartida entre países desarrollados, países 
emergentes y países en desarrollo. Por otro lado, se alega que la cooperación internacional tam-
bién sirve a los intereses nacionales de los Países Bajos, y que los ataques terroristas demuestran 
que la seguridad nacional no se puede aislar de la seguridad internacional, estableciéndose un 
vínculo explícito entre cooperación al desarrollo y seguridad nacional (Minbuza, 2007). 
Canadá y Japón han sido los dos referentes en el debate sobre el alcance de la seguridad 
humana, con Japón alineado con la defi nición amplia (no padecer ni temor ni necesidad) y 
Canadá en su vertiente más restringida (verse libre del temor a la violencia), lo que sin em-
bargo no impide que en ambos casos esté atemperado el alcance de este concepto, reafi rmando 
nociones clásicas de seguridad nacional en distintos documentos estratégicos. Como en otros 
casos, ello se debe tanto a maniobras y/o pugnas burocráticas por tener control e infl uencia 
que deben ser contempladas en el marco de análisis del enfoque de securitización como a un 
debate sobre planteamientos de fondo. En 2003, el gobierno de Japón modifi có la carta ofi cial 
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de la ayuda añadiendo objetivos de seguridad y prosperidad propia (JICA, 2003). Además, la 
“prevención del terrorismo” está incluida en los principios de implementación de la AOD. En 
un documento de 2004, el National Defense Program Guideline for FY2005 and after, el uso estra-
tégico de la AOD ya aparece como un objetivo de las fuerzas armadas japonesas. Sin embargo, 
fue una iniciativa japonesa la que en 2001 dio origen a la Comisión de Seguridad Humana 
de Naciones Unidas, encabezada por la entonces Alta Comisionada para los Refugiados de 
Naciones Unidas, Sadako Ogata, y el Premio Nobel de Economía Amartya K. Sen13. Japón 
defi ende el concepto de seguridad humana como “complementario” al concepto convencional 
y estatocéntrico de seguridad (Sunaga, 2004: 15; MOFA, 2006). Este país también incorporó la 
construcción de la paz como una nueva prioridad, asumiendo que hace falta un enfoque que 
dé continuidad a la asistencia facilitada al término del confl icto armado, y que apoye la recons-
trucción posconfl icto (Sunaga, 2004; JICA, 2003).
En el caso de Canadá, se ha promovido de manera activa el concepto de seguridad hu-
mana, aunque en su versión más restringida, pues considera que es, ante todo, verse libre 
del miedo (freedom from fear) ante la amenaza o el uso de la fuerza y la violencia directa 
contra los derechos de la personas, su seguridad o sus vidas (DFAIT, 2002). Esta limitación 
conceptual frente al más amplio y “desarrollista” enfoque de freedom from want permite 
dotar al concepto de mayor concreción y contenido operativo, al centrarlo en la prevención 
y la resolución de los confl ictos armados, la protección de los civiles en zonas de confl icto y 
el principio de “responsabilidad de proteger”, y el fortalecimiento de los “Estados frágiles” 
para proveer seguridad a sus poblaciones. Por ello, este enfoque está directamente relacio-
nado con la propuesta de “responsabilidad de proteger”, en la que se plantea la posibilidad 
de intervención de la comunidad internacional a través de medios coercitivos, incluyendo 
el uso de la fuerza, para impedir que un determinado Estado u otro actor no estatal cometa 
crímenes de lesa humanidad, actos de genocidio u otras violaciones graves de los derechos 
humanos. A partir del 11-S el mandato de la agencia canadiense de desarrollo internacional 
(CIDA) también señala que la ayuda al desarrollo debe “apoyar los esfuerzos internacionales 
para reducir las amenazas a la seguridad canadiense”. Desde la visión amplia, sin embargo, 
se ha puesto en cuestión el enfoque canadiense, porque se asocia con la intervención militar 
ex-post, descuidando la dimensión preventiva. 
En cualquier caso, la llegada al gobierno de los conservadores ha supuesto que Canadá 
haya abandonado el concepto de seguridad humana, incluso en su versión más restrictiva, has-
ta el punto de que este concepto ha sido vetado en los documentos ofi ciales (Martin y Owen, 
2010:211). En este país, como destaca Brown (2008), se ha producido una marcada securitiza-
ción de la política de cooperación al desarrollo, que si bien ha supuesto más recursos para la 
ayuda al desarrollo, ha signifi cado para la agencia canadiense (CIDA) menos autonomía y una 
mayor subordinación a objetivos de política exterior y de seguridad, en particular en relación 
al involucramiento de Canadá en la guerra de Afganistán. 
13.  En mayo de 2003, la Comisión presentó un informe al Secretario General de Naciones Unidas. Además, se 
crearon en 1999 el Fondo Fiduciario para la Seguridad Humana (Trust Fund for Human Security) y el Consejo 
Asesor sobre Seguridad Humana (Human Security Advisory Board).
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La Estrategia de Seguridad de la Unión Europea Una Europa segura en un mundo mejor 
(Consejo Europeo, 2003) tiene especial relevancia en este análisis, pues sitúa la política de de-
sarrollo —que, como es sabido, tiene objetivos propios y diferenciados— en el marco más 
amplio de la entonces Política Exterior y de Seguridad Común (PESC) y desde la entrada en 
vigor del Tratado de Lisboa, Política de Seguridad y Defensa Común (PSDC). Este documen-
to, además, no surge en el vacío, pues responde al nuevo contexto de seguridad que emerge 
tras el 11-S. Por ello, podría ser interpretado como un “intento de securitización” en el que la 
política de desarrollo es enmarcada en —y, podría alegarse, se subordina a— las prioridades 
de seguridad de la UE (Faust y Messner 2004, Popovic, 2007:27) o, al menos, se inscribe en 
una ambigüedad discursiva muy marcada. El documento, así como su revisión de 2008, re-
fl eja sobre todo la voz de la “comunidad de seguridad” (security community) de la UE aunque 
se mantienen referencias clave a la importancia de la prevención de confl ictos incluyendo la 
alerta temprana y la construcción de la paz (Montanaro y Schünemann, 2011:13, Schünemann, 
2011:2). En última instancia, dicha ambigüedad difi culta la operacionalización de la estrategia 
y, por tanto, constituye un lastre para la elaboración e implementación de políticas europeas 
coherentes y efi caces. 
La Estrategia pretendía ser una aproximación “holística” y equilibrada a la seguridad, to-
mando distancia del unilateralismo y el belicismo de la “doctrina Bush” a través del multila-
teralismo y de un mayor énfasis en medios no militares, como corresponde a la identidad de 
la UE como “potencia civil”. Ello abarca una amplia gama de instrumentos, incluyendo la 
política comercial, de desarrollo y de vecindad. El Tratado de la UE se refi ere al principio de 
coherencia, al señalar que los objetivos de la política de desarrollo —lucha contra la pobreza, 
inserción “armoniosa y progresiva” de los países en desarrollo en la economía mundial, demo-
cratización, etc.— han de informar otras políticas que incidan en los países en desarrollo. No 
obstante, la Estrategia redefi ne la coherencia en el marco de los objetivos de seguridad, y en 
nombre de ella reclama una mayor vinculación de la ayuda de la UE a esos objetivos (Con-
sejo Europeo, 2003:11, 13; Beall et al., 2006; Consejo Europeo 2008:2). En particular, la ayuda 
humanitaria y de desarrollo de la UE se defi nen como “instrumentos para la gestión de crisis 
y la prevención de confl ictos”. Como ha señalado Popovic (2007:28), la ayuda se reubica en la 
semántica de la seguridad, sacándola de su ámbito habitual, que es el discurso y la racionalidad 
del desarrollo. En el informe sobre la aplicación de la Estrategia Europea de Seguridad (Con-
sejo Europeo, 2008) se mantiene y hasta se refuerza esta tendencia. 
En dicha Estrategia, la Unión Europea eludió asumir explícitamente el enfoque de la se-
guridad humana. Sin embargo, distintas iniciativas independientes, y el respaldo de algunos 
órganos de la Unión, han tratado de impulsar la asunción de un enfoque de seguridad humana 
“de segunda generación” (Martin y Owen, 2010:216-219). De este modo se trataría de superar 
la ambigüedad original del concepto y la usual dicotomía entre la visión restringida y la visión 
más amplia o “desarrollista”, adaptando aquél a las particulares necesidades de la UE y de su 
creciente activismo como actor global. Entre esas iniciativas, que pueden interpretarse como 
“intentos de securitización”, cabría señalar el informe de Barcelona de 2004 A Human Security 
doctrine for Europe (Albrecht et al., 2004), que propuso la plena institucionalización de este en-
foque en el marco de la PESC, y abogó por el establecimiento de una “fuerza de respuesta de 
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Seguridad Humana” con 15.000 efectivos; en esa línea se situó también el informe de Madrid 
de seguimiento de 2007 A European way of Security. Distintos informes del Parlamento Euro-
peo, así como declaraciones de la Comisión Europea y Conclusiones del Consejo también han 
asumido posiciones marcadamente normativas en torno a la seguridad humana14. Ello se apli-
ca, por ejemplo, en contextos de fragilidad, marcos de Reforma del Sector de Seguridad (RSS), 
Desarme, Desmovilización y Reintegración (DDR), niños y confl ictos armados, armas peque-
ñas y ligeras, mediación y diálogo, mujeres, paz y seguridad, etc. Finalmente, el informe sobre 
la implementación de la Estrategia Europea de Seguridad adoptado en 2008 por el Consejo de 
la UE asumió lo que se denomina “un enfoque europeo distintivo de seguridad humana” que, 
como se ha indicado anteriormente, se inscribiría en el marco más amplio de la PSDC y de sus 
misiones humanitarias, de gestión de crisis y de mantenimiento o imposición de la paz. 
En primer lugar, la seguridad humana se redefi ne entonces como discurso o narrativa de 
orden ético o normativo que responde a la necesidad de legitimar el creciente activismo de la 
UE en el exterior —en enero de 2012 la UE tenía 15 misiones PSDC activas, y el total acumula-
do desde su inicio era de 24 misiones— en un momento en el que los argumentos tradicionales 
para el intervencionismo occidental están cada vez más cuestionados, incluyendo el pretendido 
universalismo de la “paz liberal” de origen occidental (Sira y Gräns, 2010). Se ha argumentado 
(Glasius y Kaldor, 2005; Kaldor et al., 2007) que hay tres razones interrelacionadas por las que 
la UE ha de asumir un enfoque de seguridad humana y, de ser necesario, intervenir en el exte-
rior en nombre de ese objetivo: el imperativo moral de proteger a los seres humanos del miedo 
y la privación; el imperativo legal que emana del derecho internacional así como del derecho 
comunitario; y el propio interés, en una concepción ilustrada o amplia del interés propio que 
es consciente de que la seguridad europea y la del resto del mundo son interdependientes. El 
caso de Libia –precedente internacional para la aplicación del principio de la responsabilidad 
de proteger, sin embargo, puso en evidencia los intereses divergentes y la falta de un consenso 
en el seno de la UE. 
Por otra parte, en tanto marco de política, la seguridad humana permitiría a la UE combi-
nar los enfoques de corto y de largo plazo propios de la gestión de crisis, la prevención de con-
fl ictos y la reconstrucción posconfl icto; diluir las tensiones entre las agendas “duras” y “blan-
das” de la política exterior, la política de desarrollo y la política de seguridad y de defensa; e 
insertar en ese marco agendas “transversales” como las relativas al género, el medio ambiente 
o los derechos humanos. En suma, la asunción de la seguridad humana podría ser interpretada 
como una particular modalidad de “securitización normativa” que permitiría contar con una 
particular “narrativa estratégica” de carácter normativo capaz de dar legitimidad a las inter-
venciones externas, además de proporcionar una mayor coherencia operacional y de atenuar 
posibles tensiones inter-burocráticas (Martin y Owen, 2010:220). 
14.  En el marco de la llamada Peacebuilding Partnership, la Comisión Europea apoyó, por ejemplo, la “Iniciativa 
para la Construcción de la Paz” (Initiative for Peacebuilding, IfP por sus siglas en inglés), un consorcio de diez 
organizaciones de la sociedad civil cuyo objetivo era desarrollar y fortalecer el conocimiento internacional 
en materia de prevención de confl ictos y construcción de la paz con el fi n de informar políticas, programas y 
proyectos. Entre otras cosas, la “transversalización” del concepto de seguridad humana en el trabajo de la IfP 
constituyó una solicitud explícita por parte de la Comisión. 
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Todo ello es particularmente relevante debido a que la Unión Europea ha ido elaborando 
de manera gradual un marco de políticas específi co de construcción de la paz, basada en una 
amplia gama de políticas e instrumentos que abarcan desde de la resolución de confl ictos y la 
gestión de crisis, a la estabilización/reconstrucción posconfl icto, y la consolidación de la paz 
(Duke y Courtier, 2009). La UE distingue la prevención a corto y a largo plazo, y ha desarro-
llado instrumentos acorde a esa diferenciación.
En la última década, la UE ha mejorado los instrumentos para la prevención a corto 
y largo plazo y ha creado otros nuevos. Sin embargo, dichos instrumentos más bien exis-
ten paralelamente en lugar de responder a una lógica estratégica única. El Programa de 
Gotemburgo fi ja la prevención efi caz de confl ictos como una prioridad política (Consejo 
Europeo, 2001a) y la cooperación al desarrollo se considera el instrumento más potente para 
dirigirse a las causas estructurales de los conflictos (Comisión Europea, 2001). A partir de 
ello, en los últimos años se promovió la incorporación de una perspectiva de prevención 
de confl ictos en las políticas de cooperación al desarrollo (mainstreaming of confl ict sensibili-
ty), lo que, sin embargo, solo se ha conseguido de forma parcial a lo largo de la última déca-
da. Ni el Instrumento Europeo para la Democracia y los Derechos Humanos (IEDDH) ni 
el Instrumento de Cooperación para el Desarrollo (ICD) realizan ninguna referencia clara 
a la prevención de confl ictos, mientras que el Acuerdo de Cotonou con los países de África, 
Caribe, y Pacífi co (ACP), sí que lo hace. En efecto, no todos los Documentos de Estrategia 
de País (DEP) —instrumento crucial para la programación estratégica— incluyen un aná-
lisis exhaustivo del confl icto (Schünemann, 2011:2-3).
Si bien ha habido avances en ese sentido, siguen siendo pocos los documentos de estra-
tegia-país que cuentan con un análisis sistemático e integral de los factores de confl icto y/o 
fragilidad tomando en cuenta aspectos políticos —elites, distribución del poder, partidos po-
líticos, relaciones entre gobierno y oposición, etc.—; de seguridad —el sector de seguridad 
incluyendo las fuerzas armadas, la policía, los mecanismos de control democrático, etc.—; 
socioeconómicos; medioambientales; dinámicas de criminalidad transnacional; etc. (Monta-
naro y Schünemann, 2010).
El Comité de Ayuda al Desarrollo (CAD), como órgano de concertación de las políticas de 
los donantes, ha jugado un papel clave en este proceso de securitización y en sus resultados. 
Por una parte, forma parte de la “audiencia” hacia la que los donantes, como actores del pro-
ceso de securitización, dirigen sus movimientos. El CAD deviene así la arena en la que esos 
actores tratan de defi nir un marco de políticas acorde a sus objetivos de securitización. Una 
vez el CAD alcanza un acuerdo, suele plasmarse en documentos como las Declaraciones de la 
Reunión de Alto Nivel, y, sobre todo, las denominadas “Directrices del CAD”. Éstas últimas 
pueden verse como narrativa en clave securitizada; es decir, como un marco de referencia que 
a su vez desarrollará su propia dinámica en las visiones, narrativas y políticas de los países do-
nantes miembros de ese organismo. 
Como hemos señalado, las directrices del CAD de 1997 sobre paz, confl ictos y cooperación al 
desarrollo refl ejaban el consenso existente entre los donantes respecto a la construcción de la paz 
como marco general de políticas. Desde la perspectiva de la cooperación al desarrollo, abarcó 
todos los momentos o situaciones del ciclo de los confl ictos: la prevención, la gestión y transfor-
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mación de los confl ictos, y la reconstrucción posconfl icto. Ese mismo consenso se refl ejó en las 
Directrices sobre prevención de confl ictos de 2001. Netamente “desarrollistas”, consideran la 
prevención de confl ictos en los países en desarrollo, más que como objetivo, como precondición 
para la reducción de la pobreza y el desarrollo sostenible, que continúan siendo los objetivos 
primordiales de la ayuda. También afi rman que la construcción de la paz, con una perspectiva 
de largo plazo, ha de ser el principal foco de la cooperación en situaciones de confl icto, y no sólo 
la mera “recuperación” postconfl icto. Las directrices de 2001 asumen el concepto de seguridad 
humana en un sentido amplio, pues implica “la protección ante abusos sistemáticos en el ámbito 
de los derechos humanos, las amenazas físicas, la violencia y los riesgos económicos, sociales y 
medioambientales extremos y las amenazas para el territorio y la soberanía” (CAD, 2001:19). 
Partiendo de la constatación de que pobreza e inseguridad se refuerzan mutuamente, las exi-
gencias de la seguridad humana trascienden los requisitos clásicos de la defensa ante ataques 
militares y se han de extender hacia el bienestar y la protección de las personas. 
Sin embargo, tras el 11-S, como resultado de un intenso debate en el seno del CAD, se adoptó 
un nuevo documento (CAD, 2003), que se refi ere expresamente al papel de la ayuda al desarro-
llo en la prevención del terrorismo y que, en sus posiciones, muy matizadas, es un claro refl ejo 
tanto de las presiones de los miembros del CAD que han promovido la securitización de la ayu-
da en clave antiterrorista, como de aquellos que se han resistido a ese intento de securitización.
Al convertir la prevención del terrorismo en un objetivo legítimo, esas Directrices asumen 
que la ayuda puede otorgarse en función de las preocupaciones de seguridad de los países de 
Occidente, y no sólo, o principalmente, de las necesidades y políticas de desarrollo de los países 
receptores. Se plantea, en particular, que la ayuda ha de servir para privar a los terroristas de 
apoyo popular, al dirigirse a las condiciones sociales que pueden llevar a determinados grupos 
excluidos y/o de oposición a prestar apoyo al terrorismo. Se reconoce, además, que ello puede 
llevar a cambios en la asignación geográfi ca de la ayuda —que se otorgaría en función de esta 
prioridad—, así como a una revisión de los conceptos presupuestarios que se computan como 
AOD y los que no. En este caso, se asume el discurso y la narrativa de los “caldos de cultivo”; 
es decir, que la pobreza y el desarrollo constituyen un problema a afrontar no porque sean in-
aceptables desde el punto de vista de la justicia o la dignidad humana, sino porque constituyen 
el “caldo de cultivo” del que se nutre el radicalismo político y religioso que a su vez da origen 
al terrorismo internacional15. En cualquier caso, es importante recalcar que estas directrices 
subrayan que la ayuda no puede ni debería emplearse para enfrentarse directamente al terro-
rismo y sus redes, ni puede afrontar todas sus causas profundas, que en ocasiones caen fuera 
del ámbito de acción de la cooperación (CAD, 2003:11). 
Más allá del discurso, el CAD ha modifi cado los criterios de cómputo de la AOD. Si bien la 
ayuda militar y las misiones de paz siguen expresamente excluidas, se han introducido nuevas 
categorías. Algunas cubren lo que se denomina “Desarme, Desmovilización, Reintegración” 
(DDR), propio de procesos de paz y de la agenda más amplia de construcción de la paz. Sin 
15.  Según lo expresa el CAD en esas directrices, “las condiciones que permiten que los terroristas tengan 
éxito político, que establezcan y expandan sus bases de apoyo, encuentren reclutas, que se establezcan y 
fi nancien organizaciones terroristas, y que les dan áreas seguras” (2003:11). 
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embargo, también se han incluido el control y lucha contra la proliferación de armas ligeras, la 
formación de fuerzas policiales en sus funciones habituales de orden público —se excluyen las 
actividades contrainsurgentes—, y las actividades antidrogas, en el marco de lo que el CAD 
denomina “Reforma del Sector Seguridad” (RSS). No es tan evidente que algunas de estas adi-
ciones sean un indicador de securitización, pero el hecho es que ello también supone legitimar 
actividades mucho más relacionadas con la seguridad, y es a su vez expresión de la reinterpre-
tación de la gobernanza democrática en clave de orden interno, que se ha extendido a partir de 
la mayor preocupación de los donantes hacia los “Estados frágiles”.
En ese marco, es visible la tendencia en la comunidad de donantes a prestar cada vez más 
atención a la RSS y la DDR, particularmente en el caso de los Países Bajos (Minbuza, 2007), 
el Reino Unido (DFID, 2005a) y la Unión Europea (Spence y Fluri, 2008). Adoptando un 
enfoque de “gobierno al completo”, los Países Bajos crearon un fondo de estabilidad entre los 
departamentos de Defensa, Asuntos Exteriores y Cooperación, para fi nanciar proyectos de 
asistencia técnica para reformas del sector de seguridad y programas de desarme, desmovili-
zación y reintegración de excombatientes en zonas de confl icto. Gran parte de ese dinero pro-
viene de fondos de AOD, lo que fue criticado por muchas ONG como una muestra de “desvío 
de ayuda” (Ruyssenaars y Metz, 2006). La agencia de cooperación británica, por su parte, alega 
que es necesario invertir en medidas de construcción de la paz que incluyen el desarme, la 
desmovilización, programas de reintegración y la construcción de instituciones públicas que 
provean seguridad, justicia y reconciliación y servicios sociales básicos, pero todo ello ha de 
hacerse, como se indicó, sin subordinar la reducción de la pobreza a intereses políticos de corto 
plazo o al antiterrorismo (DFID, 2005a). 
En las Naciones Unidas también se ha podido observar que el concepto de seguridad hu-
mana y su componente “desarrollista” perdió peso en favor de concepciones “clásicas” de las 
amenazas y la seguridad que, aun sin olvidar a las personas y las comunidades, de nuevo situa-
ron a los Estados como referente básico. Ese cambio de énfasis es visible en dos documentos 
relevantes publicados en vísperas de la sesión extraordinaria de alto nivel de septiembre de 
2005, convocada para debatir una amplia reforma de la organización. Esos textos son el Infor-
me del Grupo de Alto Nivel sobre las Amenazas, los Desafíos y los Cambios, publicado en 2004, que 
se elaboró con el objetivo de atender las amenazas, los riegos y los desafíos a la seguridad en 
los ámbitos global, regional, nacional o individual, y el informe presentado en 2005 por el Se-
cretario General Un concepto más amplio de la libertad: desarrollo, seguridad y derechos humanos 
para todos. Es signifi cativo que ambos textos dejen a un lado el concepto de seguridad humana, 
a favor de lo que se denomina “seguridad colectiva global”16. 
En esos informes las Naciones Unidas establecen que una amenaza a la seguridad interna-
cional es “cualquier suceso o proceso que cause muertes a gran escala o una reducción masiva 
en las oportunidades de vida y que socave el papel del Estado como unidad básica del sistema 
internacional” (Naciones Unidas, 2004:27); que la seguridad del siglo XXI debería asumir que 
16.  Las Naciones Unidas no ha abandonado completamente el concepto de seguridad humana, pero éste no 
es ni la referencia central ni el concepto organizador de sus políticas y su actuación. De hecho, a la seguridad 
humana se le otorga un tratamiento mucho más rutinario. Ver al respecto el informe sobre seguridad humana 
presentado a la Asamblea General por su Secretario General (Naciones Unidas, 2010). 
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las amenazas y los riesgos de la actualidad no reconocen las fronteras nacionales y están inter-
conectadas; y que deben abordarse en el ámbito global, regional y nacional. A partir de ello, se 
identifi caron seis amenazas para la seguridad que la comunidad internacional debe enfrentar: 
a) amenazas económicas y sociales, como la pobreza, las enfermedades infecciosas y la degra-
dación ambiental; b) los confl ictos entre Estados; c) los confl ictos internos, como la guerra civil, 
el genocidio y otras atrocidades en gran escala; d) las armas nucleares, radiológicas, químicas y 
biológicas; e) el terrorismo; y, f) la delincuencia organizada transnacional. Es signifi cativo que 
el informe afi rme que si bien las amenazas son multidimensionales, son los Estados soberanos 
los protagonistas principales en la respuesta a las amenazas y los riesgos. Finalmente, se asume 
la tesis de los “caldos de cultivo”, al afi rmar lo siguiente: “Si bien no puede decirse que la po-
breza y la negación de los derechos humanos sean la ‘causa’ de las guerras civiles, el terrorismo 
y la delincuencia organizada, todos ellos incrementan considerablemente el peligro de la ines-
tabilidad y la violencia” (Naciones Unidas 2005:5).
Como han señalado Martin y Owen (2010:213), a pesar de que las Naciones Unidas habían 
sido la “incubadora” y principal promotora de la seguridad humana, este concepto no se ha 
asentado fi rmemente en las visiones y en la práctica de la organización a causa de su inherente 
ambigüedad y de su amplitud, que hace difícil su operacionalización. En la práctica, se afi rmó 
una visión minimalista y restrictiva que ha relacionado la seguridad humana con la amenaza 
extrema del genocidio y los crímenes de lesa humanidad. Por ello, se ha vinculado la seguridad 
humana con la “Responsabilidad de Proteger” —un principio legal no incluido inicialmente 
en la Carta de Naciones Unidas, por el que se podría recurrir al uso de la fuerza para hacer 
frente a dichos crímenes—, que los principales órganos de las Naciones Unidas aceptaron 
entre 2005 y 2006. Sin embargo, también se podría alegar que ello se debe a la naturaleza esen-
cialmente intergubernamental y subsidiaria de esta organización, en la que el Estado, como 
referente de la seguridad, es difícil de obviar —y aún más de sustituir como referente básico 
por el ser humano—, en particular en un contexto internacional caracterizado por las dinámi-
cas de securitización de la “Guerra Global contra el Terror”, y por la resistencia de un buen 
número de países en desarrollo a aceptar las narrativas y discursos legitimadores de la “paz 
liberal” occidental y el intervencionismo externo que ésta trae aparejada. 
SECURITIZACIÓN DE LA AYUDA: ANÁLISIS DE LAS CIFRAS 
GLOBALES Y ALGUNOS ESTUDIOS DE CASO
El aumento de la AOD y los cambios en las prioridades geográfi cas de la misma son algunos de 
los indicadores más visibles del intenso proceso de securitización de la ayuda tras el 11-S. La AOD 
mundial se ha duplicado en términos absolutos entre 2001 y 2010, pasando del 0,22% al 0,32% del 
PIB de los donantes. Al mismo tiempo, desde 2004 y hasta 2009, Irak se convirtió el primer re-
ceptor mundial de ayuda, atendiendo a las cifras de AOD bruta. Afganistán recibía asignaciones 
muy pequeñas a fi nales de los noventa, a pesar de sus enormes necesidades humanitarias tras más 
de veinte años de confl icto armado, pero en 2003 era ya el noveno receptor mundial. Sólo entre 
1999 y 2003 la AOD a este país se multiplicó por diez, pasando de unos 140 a 1.500 millones de 
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dólares anuales, y fue escalando posiciones hasta situarse en 2008 en la segunda posición mundial, 
y en 2009 en el primer lugar si se atiende a las cifras de AOD neta, con cerca de 4.400 millones de 
dólares de AOD bilateral (véase cuadro 1). Como se indicó, en conjunto, entre 2005 y 2009, Irak 
y Afganistán han supuesto por sí solos entre el 10% y el 16% de la AOD mundial. 
La creciente importancia otorgada a los Estados “frágiles” dentro de las dinámicas de securi-
tización inducidas por la “Guerra Global contra el Terror” también tienen un claro refl ejo en las 
estadísticas de ayuda. Las asignaciones a los 43 países que el CAD categoriza como “Estados frá-
giles o afectados por confl ictos” han sido las que más han aumentado17, hasta alcanzar el 31% de la 
AOD total en 2008. Aún más signifi cativo es constatar que en ese año el 51% de la ayuda asignada 
a los “Estados frágiles” —excluyendo de ese cálculo la condonación de deuda—, se concentraba 
en sólo seis países y territorios, de los que cinco estaban directamente relacionados con la “Guerra 
Global contra el Terror”: Afganistán (13,5%), Etiopía —un país clave en el derrocamiento de los 
Tribunales Islámicos y la estabilización de Somalia— (9,5%), Irak (9,4%), Cisjordania y Gaza 
(7,3%) y Sudán (6,6%). Ello suponía que otros países en situación de fragilidad o de confl icto 
ajenos a dicha “Guerra” estaban siendo relegados por los donantes. Esta tendencia también se 
observa en la cooperación Sur-Sur. Entre 2004 y 2008, la ayuda destinada a “Estados frágiles” por 
parte de donantes que no son parte de la OCDE pero reportan al CAD aumentó un 68%, pero 
tres cuartas partes se concentraron en Irak, Afganistán, Pakistán y Sudán (CAD, 2010b y 2010c). 
Cuadro 1. Diez principales receptores de ayuda mundial 
Notas: 
- AO: Ayuda Ofi cial (fl ujos ofi ciales concesionales equiparables a AOD, pero que se dirigen a países en transición —parte II de 
la lista del CAD, vigente hasta 2006— y no a países en desarrollo)
- Cifras de AOD bruta en millones de dólares. AOD como porcentaje del PIB promedio de los donantes del CAD
Fuente: Comité de Ayuda al Desarrollo (CAD)
17.  El CAD no tiene una defi nición ofi cial de “Estado frágil”, pero a efectos de cómputo de la AOD destinada 
a lo que denomina “Estados frágiles o afectados por confl ictos” parte de la categorización del Banco Mundial, 
a su vez basada en sus documentos Country Policy and Institutional Assessment (CPIA), del listado elaborado 
por la Brookings Institution, y de los indicadores nacionales de política exterior de la Carleton University. 
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Cuadro 2. Evolución de la AOD a “Estados frágiles”
Miles de millones de dólares
Fuente: CAD/OCDE
Las cifras del CAD revelan con claridad que el aumento de la AOD a los países a los que 
se ha implicado en la “Guerra Global contra el Terror”, —en el Cuerno de África, Oriente 
Próximo, Asia central y meridional, etc.—, no se ha producido a costa de las asignaciones a 
otros países. Sin embargo, lo que sí parece claro es que buena parte del fuerte aumento de la 
AOD desde 2000-2001 es atribuible a este proceso de securitización, más que al impulso de 
los ODM o de los acuerdos de la Conferencia de Financiación del Desarrollo de Monterrey en 
2002. Según plantea el informe The Reality of Aid (2006), de los alrededor de 27.000 millones 
de dólares adicionales de AOD en el período 2000-2004, sólo 6.900 millones estaban asigna-
dos a la reducción de la pobreza o a programas relacionados directamente con los ODM, y 
el resto está en mayor o menor medida relacionado con la “Guerra Global contra el Terror”. 
En 2005, la AOD alcanzó el récord histórico de 106.477 millones de dólares, con un aumento 
en términos reales del 31,4%. No obstante, más de una quinta parte de ese total correspondía 
a Irak, en parte como condonación de deuda18. En ese año, el incremento de la ayuda para 
programas de desarrollo fue del 8,6%, pero si se excluyen Afganistán e Irak, ese aumento fue 
sólo del 2,9%. El Banco Mundial señalaba a propósito de esta tendencia que la atención de los 
donantes hacia países relevantes desde el ángulo de la geopolítica estaba desviando la ayuda 
18.  En la conferencia de donantes celebrada en Madrid en 2003 a instancias de Estados Unidos, tras la inva-
sión de Irak y la derrota del régimen de Saddam, se acordó la condonación de la abultada deuda ofi cial de ese 
país a través del Club de París, por lo que la mayor parte de los fondos computados para Irak como AOD en 
los años posteriores no refl ejan transferencias de dinero “fresco” al país —es decir, de recursos reales—, 
sino condonación de deuda. 
Ayuda a Estados 
no frágiles
Ayuda a “Estados 
frágiles”
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de los países que más la necesitaban para el logro de los ODM y que hacía falta un mejor equi-
librio entre la erradicación de la pobreza y otros objetivos de los donante (Banco Mundial, 
2005:151 y 2006:76). 
Atendiendo a la pauta de asignación geográfica, es Estados Unidos el caso en el que es 
más evidente el proceso de “securitización” de la ayuda, aunque si bien cabría hablar, más 
bien, de “resecuritización”: la ayuda estadounidense no dejó nunca de estar vinculada a 
objetivos de seguridad, aunque ese vínculo fuera más flexible en la posguerra fría. Duran-
te los años noventa, la ayuda estadounidense sufrió una importante reducción, llegando a 
situarse en el 0,09% del PIB en 1998. Que se llegara a este nivel, el más bajo del CAD, se 
debió a la “devaluación estratégica” de los países en desarrollo tras el fin de la Guerra Fría, 
al no ser ya necesarios para los equilibrios globales de poder, y a la necesidad de contener 
el legado de déficit fiscal y endeudamiento público de la era Reagan. Sin embargo, el 11-S 
significó un claro cambio de tendencia, y en 2005 la ayuda estadounidense se había tripli-
cado en términos absolutos, alcanzando el 0,22% del PIB de ese país, y un total superior a 
27.000 millones de dólares, de los que una tercera parte se asignaron a Irak y Afganistán 
(véase cuadro 3). En su evaluación de la ayuda estadounidense, el CAD (2006:10, 18-19) 
resalta la vinculación de esa política a la Estrategia Nacional de Seguridad y la ausencia 
de un enfoque explícito de reducción de la pobreza. En cambio, ésta se ha subordinado a 
una “diplomacia transformacional” (transformational diplomacy) guiada por objetivos de 
construcción del Estado/construcción nacional (state/nation building) para garantizar la 
seguridad.
Cuadro 3. Diez principales receptores de ayuda de EE. UU. 
Notas: 
- AO: Ayuda Ofi cial (fl ujos ofi ciales concesionales equiparables a AOD, pero que se dirigen a países en transición —parte II de 
la lista del CAD, vigente hasta 2006— y no a países en desarrollo)
- Cifras de AOD bruta en millones de dólares. AOD como porcentaje del PIB promedio de los donantes del CAD
Fuente: Comité de Ayuda al Desarrollo (CAD)
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Como resultado de la “Guerra contra el Terror”, se pueden constatar cambios muy 
visibles en las prioridades geográfi cas de la ayuda estadounidense. Egipto e Israel, que 
durante 20 años ocuparon los primeros lugares entre los principales destinatarios de ayuda 
de Estados Unidos, han quedado relegados a posiciones más bajas. En cambio, Irak y Afga-
nistán se han situado en los primeros lugares, y de cerca les siguen los países del Mashrek 
y Oriente próximo, el Cuerno de África, Asia Central, Pakistán, Sudán, y en América 
Latina, Colombia. 
En términos sectoriales se observa una tendencia similar19. Han crecido las contribuciones 
dirigidas a la “estabilización” y la fi nanciación de programas antiterroristas con cargo a los 
fondos de la Agencia para el Desarrollo Internacional de Estados Unidos (USAID). En Irak y 
sobre todo en Afganistán, la ayuda al desarrollo y de emergencia se ha integrado plenamente 
en la nueva doctrina contrainsurgente del Departamento de Defensa y de la OTAN, a través 
de las denominadas “Operaciones de Cooperación Cívico Militar” (CIMIC)20. Así, el Departa-
mento de Defensa ha tenido cada vez más peso en la gestión de los fondos computables como 
AOD de Estados Unidos. 
En la asignación geográfi ca de la ayuda británica, también han ganado peso los países clave 
de la “Guerra Global contra el Terror”, en particular Irak y Afganistán, hasta el punto de que 
en 2008 son el segundo y tercer destinos más importantes de su ayuda (véase el cuadro 4). No 
obstante, desde 2005 la importancia relativa de esos dos países ha descendido, de en torno a 
un 10% a un 5% de su AOD total. En ellos, parte de la ayuda sigue una pauta similar a la de 
Estados Unidos, a través de operaciones CIMIC y de los denominados “proyectos de impacto 
rápido” que, conforme a la doctrina contrainsurgente británica, sirven al propósito de “crear 
un entorno de seguridad” para las tropas desplegadas en ambos países (DFID, 2006). Si bien la 
pauta de asignación geográfi ca de la AOD británica, al margen de esos dos casos, sigue marca-
da por una clara preferencia hacia los países de menor desarrollo con los que el Reino Unido 
mantiene vínculos poscoloniales —en África oriental anglófona y en Asia meridional—, el 
aspecto en el que se observa una marcada securitización de la cooperación británica es el vín-
culo entre la seguridad y los “Estados frágiles”, ante los que, según Abrahamsen (2005), se ha 
desplegado la retórica del miedo para justifi car la ayuda. Esta cuestión ha sido objeto de una 
estrategia específi ca (DFID, 2005b). 
19.  Para una discusión de esta cuestión, véanse Radelet (2003) y Moss et al. (2005). 
20.  Véanse, en particular, los documentos OTAN (2001 y 2003). En diciembre de 2006 el Ejército y el Cuerpo 
de Marines de Estados Unidos publicaron de forma conjunta un documento que, partiendo de la experiencia 
de Irak y Afganistán, fi ja la doctrina de contrainsurgencia estadounidense. En él, las actividades CIMIC, en el 
marco de una operación de contrainsurgencia, son defi nidas como “trabajo social armado”. El manual sostie-
ne que los soldados no sólo deben ser guerreros (warriors), sino también “constructores de naciones” (nation 
builders) (USMC, 2006). Para un análisis de esta tendencia, véanse también Gordon (2006) y Elizondo (2008). 
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Cuadro 4. Diez principales receptores de ayuda del Reino Unido
Notas: 
- AO: Ayuda Ofi cial (fl ujos ofi ciales concesionales equiparables a AOD, pero que se dirigen a países en transición —parte II de 
la lista del CAD, vigente hasta 2006— y no a países en desarrollo)
- Cifras de AOD bruta en millones de dólares. AOD como porcentaje del PIB promedio de los donantes del CAD
Fuente: Comité de Ayuda al Desarrollo (CAD)
Como resultado de un intenso proceso de securitización, el gobierno australiano ha con-
centrado su ayuda en el Pacífi co sudoriental, en particular en lo que en algunos círculos gu-
bernamentales se denomina el “arco de inestabilidad” que circunda parte de Australia (Aus-
Aid, 2006), con Irak y Afganistán en un segundo plano, aunque con aportaciones signifi cativas 
(véase el cuadro 5). En 2006, el 50% de la AOD australiana se dirigía a “Estados frágiles” de 
esa región (CAD, 2008:11), en particular a Timor del Este, Papúa Nueva Guinea y las Islas 
Salomón, ocupadas militarmente por Australia en 2003 y objeto de la ambiciosa operación de 
(re)construcción estatal de la Misión Regional de Asistencia a las Islas Salomón (RAMSI, por 
sus siglas en inglés). Estas islas fueron consideradas un “Estado fallido” que, en el contexto 
internacional post 11-S, podían plantear riesgos de seguridad (Hameiri, 2008:360).
Cuadro 5. Diez principales receptores de ayuda de Australia 
Notas: 
- Cifras de AOD bruta en millones de dólares. AOD como porcentaje del PIB promedio de los donantes del CAD
Fuente: Comité de Ayuda al Desarrollo (CAD)
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Todo ello condujo a cambios signifi cativos en el enfoque sectorial de los programas de ayu-
da hacia el apoyo de programas de gobernanza (incluyendo los ámbitos de justicia y Estado de 
derecho), que ha aumentado del 17% al 36% de la AOD total —por encima del gasto conjunto 
en educación (14 %), sanidad (12%) e infraestructura (7%)—, un incremento que se debe casi 
exclusivamente al énfasis en programas de reforma del Estado y reforma del Sector Seguridad, 
que incluyen intervenciones policiales en las Islas Salomón y Papúa Nueva Guinea y progra-
mas de seguridad fronteriza en estos y otros países, como por ejemplo Indonesia (O’Conner et 
al., 2006; Carroll y Hameiri, 2007; Hameiri, 2008). La securitización del programa de ayuda de 
Australia está ligada con el ascenso de los enfoques de acción de todo el Gobierno (Whole of the 
Government approaches, WofG), que orientan la acción de todas las agencias gubernamentales 
en las intervenciones en “Estados frágiles”, en aras de una mayor coherencia de políticas, con-
forme a lo recomendado por el Comité de Ayuda al Desarrollo de la OCDE (CAD, 2008:34). 
En situaciones como las descritas, en nombre de esa coherencia, se puede consagrar la primacía 
del establishment de seguridad sobre los actores de desarrollo y un enfoque “de arriba abajo” de 
la construcción del Estado que no es duradero, al no implicar a los actores locales (ECDPM, 
2007). Signifi cativamente, en la evaluación de la ayuda australiana el CAD (2008: 11) reco-
mendaba recuperar el énfasis en el desarrollo y la reducción de la pobreza que todo lo anterior 
había debilitado. 
La tendencia a la “securitización” de la ayuda se observa también en otros donantes, incluso 
en aquellos que optaron por no involucrarse en las coaliciones militares dirigidas por Estados 
Unidos que intervienen en Irak o Afganistán. En la conferencia de donantes celebrada en Ma-
drid en 2003, a instancias de Estados Unidos se acordó un amplio programa de reconstrucción 
que comportaba la condonación de la abultada deuda que Irak mantenía con acreedores ofi -
ciales. Una vez refrendada en el Club de París, la condonación de deuda iraquí, que computa 
como AOD, llevó a que ese país se convirtiera en uno de los principales receptores de ayuda 
de la mayoría de los miembros del CAD. Además de los tres países mencionados supra, entre 
2005 y 2008 Irak se situó entre los tres mayores receptores de ayuda de Francia; el primero para 
Italia y los Países Bajos, en este último caso hasta 2007; ocupó los dos primeros puestos en la 
asignación de AOD de Alemania; entre el primero y el quinto lugar de la ayuda japonesa; y 
entre el primero y el cuarto de España. 
En el caso de los países nórdicos, tradicionalmente más sensibles a objetivos de desarro-
llo, esta tendencia también se puede percibir con claridad. Una muestra de ellos es Dina-
marca, que al tiempo que ha mantenido su tradicional orientación a los países más pobres 
—de hecho, ni Irak ni Afganistán se encuentran entre sus países prioritarios en la asigna-
ción de la AOD—, en ese marco ha aumentado la implicación de la cooperación danesa en 
los denominados “Estados frágiles” y, en el caso concreto de Irak y Afganistán, las opera-
ciones CIMIC (CAD, 2007a:77). Noruega, por su parte, sigue manteniendo la erradicación 
de la pobreza como primer objetivo de su política de cooperación, seguido por la tradicional 
promoción de la paz, la democracia y los derechos humanos. Hay menos indicios para ha-
blar de una “securitización” de la ayuda, pero ello no ha impedido que entre 2005 y 2008 
Afganistán se encuentre entre los cinco principales destinos de su AOD, y por varios años, 
el primero.
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En el caso de Canadá, a lo largo de este decenio se ha insistido en una mayor integración 
de las distintas áreas de la acción exterior —la denominada “política de 3D+T”, combi-
nando la diplomacia, la defensa, el desarrollo y el comercio— y posteriormente el enfoque 
Whole of Government, lo que de cara a la política de cooperación ha supuesto una mayor 
subordinación a otras áreas de política exterior. En particular, se observa un renovado énfa-
sis en los “Estados frágiles”, que se describen como amenazas a la seguridad. Por otra parte, 
con el Gobierno conservador de Stephen Harper a partir de 2006, el tradicional énfasis en 
África de la cooperación canadiense ha dado paso a una mayor implicación en Afganistán, 
país en el que se decide dejar atrás la misión de estabilización de ISAF a cambio de una 
implicación directa en la “Guerra contra el Terror” bajo liderazgo estadounidense a través 
de la operación “Libertad Duradera”. De esa manera, aunque Afganistán no era conside-
rado “país prioritario”, en 2008 se convirtió en el principal receptor de AOD canadiense 
(Brown, 2008).
En el caso de los Países Bajos, la “securitización de la ayuda” es menos evidente, aunque 
entre las ONG de desarrollo también existe la preocupación que pudiera haber una desviación 
de fondos de ayuda por motivos de seguridad (Ruyssenaars y Metz, 2006) y, aunque este país 
sigue primando la lucha contra la pobreza y los destinos tradicionales de ayuda —países más 
pobres y territorios como las Antillas neerlandesas—, no se ha escapado a la tendencia de ha-
cer de Irak un importante receptor de AOD —el primero en 2005—, en cumplimiento de los 
acuerdos del Club de París sobre condonación de deuda. 
Por último, la política de AOD de Japón se ha caracterizado por su clara orientación geo-
gráfi ca a Asia oriental, guiada, sobre todo, por criterios económicos. No obstante, los acuerdos 
del Club de París y el despliegue de una misión militar en Irak de 2003 a 2006, en claro apoyo 
a su aliado estratégico, Estados Unidos, llevaron a ese país al primer puesto en la clasifi cación 
de receptores todos los años de 2004 a 2008, salvo 2007, que ocupó el tercero. Hay otros da-
tos que apuntan en esa dirección: en 1998 Japón optó por cortar la ayuda a Pakistán ante las 
pruebas nucleares que había realizado ese país. Tan sólo ocho días después del 11-S, abandonó 
las sanciones y volvió a asignar ayuda a Pakistán, incluyendo ayuda fi nanciera de emergencia 
(Kiyokazu, 2006).
LOS ESTADOS FRÁGILES COMO CONCEPTO 
Y POLÍTICA DE SECURITIZACIÓN 
Los denominados “Estados frágiles”, y/o los que se categorizan como “fallidos” o “colapsados” 
—con términos que a veces se utilizan indistintamente y en otros casos aluden a un mayor 
grado de desarticulación de sus estructuras estatales y de gobierno—, son una realidad en la 
que se encuentran y/o solapan las agendas del desarrollo, la paz y la seguridad. Como hemos 
señalado, el renovado interés hacia los “Estados frágiles” es una de las dinámicas signifi cativas 
de la securitización de las políticas de ayuda y cooperación. Esa “fragilidad” estatal se redefi ne 
en el marco de la “Guerra Global contra el Terror”, constatándose que se destinan mayores 
recursos a los “Estados frágiles” a los que se relaciona con dicha “Guerra”. 
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En un primer momento, los “Estados frágiles” fueron considerados relevantes desde el 
ángulo o perspectiva del desarrollo, la seguridad humana y la construcción de la paz. Los 
argumentos que vinculaban esas agendas y la fragilidad estatal —que aquí se presentan de 
manera sintética— insistían en la interrelación o retroalimentación positiva o negativa que 
puede darse entre desarrollo y gobernanza: por una parte, el debilitamiento o colapso de las es-
tructuras estatales como consecuencia de la guerra y los confl ictos internos situaba el problema 
de la construcción del Estado en el centro de las agendas tanto de la prevención del confl icto, 
como de la reconstrucción posconfl icto y la construcción de la paz; por otro lado, insistía en el 
incumplimiento de las funciones y obligaciones internas y externas que comporta la estatalidad 
y la soberanía dentro del orden internacional contemporáneo y de cara a la seguridad humana. 
En particular, el abandono y/o la incapacidad de cumplir las funciones esenciales del Estado 
y la no provisión de ciertos servicios básicos hacia su propia ciudadanía, supondría la denega-
ción tanto de los derechos básicos —a la vida, a la seguridad— como de aquellos “de segunda 
generación” que, en el ámbito económico y social, se consideran ligados a la materialización 
de los objetivos de desarrollo. Este argumento partía de la constatación de que la existencia de 
Estados efectivos, con la capacidad de proveer bienes públicos y desplegar políticas de desarro-
llo efi caces, es crucial para la materialización de esos derechos, por más que estén refl ejados en 
pactos internacionales y se consideren inherentes a la condición humana, ya que se han defi ni-
do en un sistema internacional basado en el principio de soberanía y el Estado-nación clásico. 
Estados efectivos y seguridad humana se presentaban, de esta manera, como dos realidades 
inseparables, y ese vínculo proporcionaría la necesaria legitimación normativa para justifi car 
la intervención de la comunidad internacional en aquellas situaciones de colapso de las estruc-
turas estatales que suponen una amenaza directa a la seguridad humana. 
Si bien estos argumentos siguen estando presentes, el 11-S también representa un punto 
de infl exión en la defi nición de los “Estados frágiles”. Estos se enfocan cada vez más como 
un problema de seguridad para los países de Occidente, más que para su propia población. El 
término “Estado frágil” casi se convirtió en sinónimo de amenaza para la seguridad nacional 
y/ o global, esta última en la medida que se entiende como la agregación de las “seguridades” 
nacionales. De nuevo de manera sintética, se argumenta que esos Estados pueden convertirse 
en, o ser ya una amenaza a la seguridad internacional al convertirse en “refugios seguros” (safe 
havens) para el terrorismo transnacional, la proliferación de armas de destrucción masiva, la 
delincuencia internacional organizada, la piratería y otros efectos transnacionales (spillovers) 
(Stewart, 2006), dada su incapacidad y/o falta de voluntad para ejercer la autoridad efectiva 
y el monopolio legítimo de la violencia, en el sentido weberiano de este concepto (Krasner y 
Pascual, 2005; Di John y Putzel, 2009; ODI, 2009). 
Los motivos para cooperar con los “Estados frágiles” abarcan, por ende, objetivos de segu-
ridad del donante en el sentido clásico del interés nacional, y si se asumen la reducción de la 
pobreza, el desarrollo sostenible y/o la construcción del Estado, es en la medida en que sean 
instrumentales al anterior. Por último, la “securitización” de la fragilidad estatal se confi gura 
como un nuevo argumento legitimador para la intervención externa y el ejercicio de un be-
nevolente “imperialismo liberal”, como lo defi ne Robert Cooper (2000), que sería la moderna 
“carga del hombre blanco” frente a la ruptura de la civilización y barbarie que rige allí donde 
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el Estado colapsa. De ahí que esa narrativa, fuertemente anclada en el concepto occidental 
de “paz liberal”, haya sido cuestionada como una puesta al día de la ideología imperialista, 
adaptada a las condiciones del siglo XXI. El caso de Haití —país que desde 2004 cuenta con la 
presencia de una misión de paz de Naciones Unidas— es un buen ejemplo de cómo una pro-
funda problemática estructural de pobreza y gobernanza a lo largo de los últimos años se fue 
enfocando cada vez más como un problema de seguridad, no sólo humana, sino también y ante 
todo como una “amenaza a la paz y a la seguridad internacionales en la región” como consta 
en las resoluciones del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas (CSNU, 2004; Schünemann, 
2009; Shah, 2009; Schünemann, 2011a).
La narrativa securitizada que etiqueta a los “Estados frágiles” como amenaza, construye 
así un arquetipo reduccionista de Estado disfuncional, que ignora que los “Estados frágiles” 
son muy distintos entre sí. Además, el concepto de fragilidad solo puede ser entendido como 
un concepto elástico que se manifi esta sobre un continuo, de formas variadas e incluso aparen-
temente contradictorias: un mismo Estado puede ser fuerte en unos ámbitos y débil en otros. 
Por otro lado, ese arquetipo se basa en una contra-imagen de Estado “apto” basada en el “tipo 
ideal” de Estado weberiano occidental, que se utiliza como vara de medir para analizar la “fra-
gilidad” en los respectivos ámbitos de acción estatal, a lo largo de un continuo en cuyos extre-
mos se encontrarían ambas imágenes arquetípicas. Este esfuerzo de caracterización y medición 
es también sintomático del proceso de “securitización” mencionado. Cuando se examinan los 
indicadores y variables sobre los que se construye y defi ne el concepto y las clasifi caciones in-
ternacionales de “fragilidad”, se advierte que en realidad no son muy distintos de los que años 
atrás se utilizaban para clasifi car o categorizar los países en desarrollo y, en particular, los más 
pobres. De hecho, en los diversos listados y sistemas de indicadores de “fragilidad” que se han 
ido proponiendo, éstos se solapan de manera signifi cativa con los Estados más alejados de los 
Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM). Según el Banco Mundial, en 2006 había 46 Esta-
dos en situaciones de “debilidad” o “fragilidad” que afectaban a alrededor de 870 millones de 
personas. Desde 2005, el centro de investigación estadounidense Fund for Peace y la revista Fo-
reign Policy han publicado de forma anual el “índice de Estados fallidos”, que en su edición de 
2011 incluye nada menos que 72 Estados en riesgo y en situación de fragilidad y de colapso21.
La diferencia es que esos indicadores de desarrollo ahora se redefi nen como factores cons-
titutivos de amenaza y, además, se pone más énfasis en las funciones de gobierno relativas al 
orden interno que en aquellas referidas a la satisfacción de necesidades o la materialización 
de derechos de la ciudadanía. Como se verá, este ejercicio de redefi nición de las funciones del 
Estado en un marco de seguridad —o de reubicación (reframing), según la interpretación de 
21.  En 2008, el índice evaluó 177 a Estados considerados como “soberanos” y que pertenecen a Naciones 
Unidas. El objetivo del índice es medir la “fragilidad” estatal y clasifi car en función de ello a los Estados eva-
luados. Dicha evaluación se efectúa conforme a doce indicadores de vulnerabilidad estatal, divididos en tres 
sectores: el social, el económico y el político. Se han publicado otros índices, entre otros: el Index of State 
Weakness in the Developing World, de The Brookings Institution y del Center for Global Development (CGD) 
(Rotberg 2003, Rice y Patrick 2008); el State Fragility Index, de George Mason University; el Sovereignty Index, 
de The Brookings Institution, del Institute for State Effectiveness y de la Australian National University; y el 
Index of African Governance, de la Mo Ibrahim Foundation. Para un análisis comparativo de esos índices, véase 
Fabra Mata y Ziaja (2009).
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Evans y Lakoff (2006)—, tiene importantes implicaciones para las políticas de cooperación, 
pues conduce a dar prioridad a los “Estados frágiles” antes que aquellos que son simplemente 
pobres, supone redefi nir la gobernanza democrática en clave de seguridad y orden interno más 
que de desarrollo sostenible, y lleva a dar más peso a unos sectores de intervención que a otros 
dentro de la construcción del Estado, en particular a la reforma del sector seguridad. Por ejem-
plo, para la Agencia Internacional de Desarrollo de Estados Unidos (USAID), los “Estados 
frágiles” o “fallidos” representan uno de los problemas más urgentes, que ha de ser abordado 
con el “enfoque de las tres “D” (Defensa, Diplomacia, Desarrollo), al que han recurrido varios 
países donantes, en busca de una respuesta integral a situaciones de confl icto y de posconfl icto. 
Entre las críticas a este enfoque, destaca el posible riesgo de subordinar una de las “D” a las 
otras; en este sentido, los criterios de la Defensa han tendido a prevalecer.
El CAD, a través del Grupo de Trabajo sobre Estados Frágiles (Fragile States Group, FSG), 
y desde 2009 a través de la Red Internacional sobre Confl icto y Fragilidad (International Net-
work on Confl ict and Fragility, INCAF), da seguimiento a los fl ujos de ayuda a los “Estados 
frágiles” y examina las políticas de ayuda a estos países. Según el informe Monitoring Resource 
Flows to Fragile States Report 2005 (CAD, 2006) se identifi caron ocho “Estados frágiles” que 
a pesar de sus indicadores reciben poca ayuda —Burundi, República Centroafricana, Chad, 
Guinea-Bissau, Níger, Sierra Leona, Tayikistán y Togo— y tres con una elevada volatilidad 
de la ayuda —Costa de Marfi l, Liberia y Zimbabwe—. Informes posteriores también revelan 
que, como se indicó supra, las asignaciones a los “Estados frágiles” se concentran en los países 
y territorios implicados en la “Guerra Global contra el Terror”, y en aquellos cuyos confl ictos 
no se enmarcan en esa lógica reciben menos fondos, existe una mayor volatilidad en las apor-
taciones, y/o los donantes se retiran demasiado pronto, lo que pone en peligro sus respectivos 
procesos de paz22. 
Estas tendencias, lógicamente, han provocado tensiones entre los actores que formulan y ponen 
en práctica las políticas y que pertenecen a distintas “comunidades”, en particular la del desarrollo 
y la de la seguridad (Stewart y Brown, 2007). El hecho de que en la comunidad de donantes no 
exista una conceptualización homogénea de lo que es un “Estado frágil”, ni tampoco una termino-
logía común — se habla también de “Estados fallidos” o “fracasados”, “Estados débiles”, “Estados 
en crisis” o, según el Banco Mundial “Países de Ingreso Bajo en Difi cultades” (PIBD o LICUS, 
en sus siglas en inglés)—, refl eja que este proceso de securitización es una tendencia debatida y 
contestada. Según el Crisis States Research Centre (CSRC, 2006), un “Estado frágil” es un Estado 
susceptible de sufrir crisis en uno o más de sus subsistemas, entre los que destacan su conforma-
ción institucional, incluyendo el marco constitucional, la seguridad y la justicia, la economía, el 
sector de la salud pública y el medio ambiente. La defi nición adoptada en el seno del CAD (2007) 
refl eja un consenso básico en cuanto a la perspectiva de las políticas de cooperación. En concreto, 
el CAD alega que un Estado es “frágil” cuando en sus estructuras no existe ni la capacidad ni/o la 
voluntad política para proveer las funciones básicas necesarias para reducir la pobreza, impulsar 
el desarrollo y velar por la seguridad y los derechos humanos de su población. En resumen, esta 
defi nición enfatiza la dimensión de desarrollo y, en todo caso, de seguridad humana. 
22.  Véanse al respecto CAD (2010b y 2010c). 
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El examen de conceptos como “Estado frágil” o “fallido” no debe obviar el hecho de que 
más que una categoría de análisis representa un juicio normativo derivado de la compara-
ción con el modelo de Estado occidental o el tipo ideal de Estado “weberiano”23. Se asume 
como única y universalmente válida la concepción de Estado occidental, en cuanto a que el 
Estado deberá ser capaz de mantener el monopolio del uso legitimo de la fuerza, y con ello 
la capacidad de imponer el orden, lo que conduce a ignorar mecanismos de gobernanza y de 
“orden” generados por las estructuras sociales autóctonas. Ello conduce, a su vez, a políticas 
de construcción del Estado o de construcción nacional, y de reconstrucción posconfl icto o de 
construcción de la paz, que tratan de trasplantar —a manera de un producto terminado “llave 
en mano”— las instituciones y prácticas del mercado y de las democracias liberales a lugares 
donde estas instituciones no habían existido nunca, salvo de manera superfi cial y sin verdadero 
arraigo social (Ghani y Lockhardt, 2008). En el peor de los casos, esto puede incluso conducir 
a reforzar estructuras de gobernanza corruptas e excluyentes en vez de contribuir a la trans-
formación hacía sociedades más equitativas y, por lo tanto más, estables (Barnett y Zürcher, 
2009). A su vez, se dejan a un lado las instituciones tradicionales y la costumbre o las prácticas 
políticas, sociales y económicas preexistentes, pese a que éstas han tenido un papel importante 
en la gobernanza y la provisión de orden y seguridad, y son la clave de la resiliencia que ha ca-
racterizado a esas sociedades y sus medios de vida, que en ocasiones han tenido que sobrevivir 
a largos periodos de violencia y confl icto armado. 
Todo ello tiene importantes costes en términos de legitimidad, y puede ser un factor clave 
en el fracaso de estas políticas. A modo de ejemplo, habría que referirse a aquellos contextos 
que no cuentan con prácticas democráticas arraigadas, y donde los vínculos sociales y econó-
micos y los focos de lealtad y autoridad dominantes son los del clan, el linaje, el vínculo socio-
cultural y/o el credo religioso, que a menudo se rechazan por ser muestra de “nepotismo” o 
“corrupción”. En esas condiciones, la rápida introducción de partidos y de elecciones como 
vía de acceso al poder político —y con ello de control de los recursos procedentes de la ayuda 
externa—, puede agudizar los enfrentamientos e introducir nuevos elementos de agravio y 
enfrentamiento. Ello conspirará contra la necesaria legitimidad de las instituciones, la efi cacia 
de las políticas de desarrollo y los esfuerzos para construir una paz duradera, y evitar que el 
país concernido vuelva a sumirse en una espiral de violencia y enfrentamiento (Sisk, 2009). De 
igual manera, la rápida introducción de los mecanismos de mercado y la liberalización econó-
mica en un contexto de globalización, puede tener efectos nefastos para las economías locales 
y generar nuevas fracturas y agravios socioeconómicos, lo que puede ser, de nuevo, un factor 
de confl ictividad y de violencia (Paris 2004). Este argumento no sólo se aplica a las actividades 
económicas “legales”, sino a las actividades y redes económicas ilícitas transnacionales que a 
menudo están detrás de la economía política de las guerras civiles. 
Frente a ello, algunos autores y actores políticos abogan por un modelo de gobernanza “hí-
brido”, que trate de combinar algunas de las características propias del Estado clásico weberia-
no, ya que lo exige el correcto funcionamiento del sistema internacional, con las instituciones, 
costumbre y prácticas sociales arraigadas en la historia y la cultura local, lo que se ha denomi-
23.  Véase el capítulo de Boege et al. en este volumen. 
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nado instituciones “consuetudinarias” (customary). Como señalan Boege et al. En este volumen, 
en el discurso político y académico dominante en Occidente sobre los “Estados frágiles”, el 
carácter “híbrido” del orden político es percibido como un factor negativo (si tal característica 
llega a ser percibida), al considerarse que la persistencia de instituciones consuetudinarias es 
una muestra de prácticas tradicionales o pre-modernas, patrimonialistas, contrarias a la racio-
nalidad legal-burocrática del Estado moderno basado en el tipo ideal weberiano. 
Sin embargo, la experiencia reciente en Afganistán (Suhrke, 2007), Timor-Leste (Véase 
el capítulo de Anne Brown en este volumen) o las Islas Salomón, muestra que los intentos 
de construcción estatal que ignoran o se oponen a la naturaleza híbrida de un orden político 
encontrarán difi cultades para lograr resultados sostenibles y legítimos. El fortalecimiento del 
Estado central es sin duda importante, pero si se convierte en la principal o única prioridad, 
existe el peligro de que ello aumente la alienación de las comunidades locales y las sitúe en 
una posición de pasividad, minando tanto el sentido de la responsabilidad local frente a los 
problemas, como la apropiación local de las soluciones. Supone entender la resiliencia de la 
comunidad y de sus instituciones tradicionales no tanto como “saboteadores” o problemas, 
sino como activos y fuentes de soluciones para la gobernanza y la seguridad, para el desarrollo 
económico y social, y para construir relaciones positivas en las comunidades y sus gobiernos. 
Ello permitiría el surgimiento de nuevas formas de gobierno que integren instituciones esta-
tales “importadas” e instituciones tradicionales, con nuevas concepciones de la ciudadanía y la 
sociedad civil mediante “redes de gobierno y de orden” que no sean introducidas desde afuera, 
sino que estén enraizadas en las estructuras societales de cada lugar.
Por otro lado, existe una contradicción inherente entre, por un lado, los tipos ideales westfa-
lianos y weberianos de soberanía y de estatalidad —en particular, el supuesto de que el Estado 
ejerce el monopolio en el uso legítimo de la violencia— y, por otro lado, el uso legítimo de la 
violencia por parte de misiones internacionales como componente esencial de las políticas de 
construcción del Estado. Como señala Wulf (2007), el Estado-nación weberiano se ha visto de-
safi ado, entre otros factores, por la internacionalización de la legitimación y el uso de la fuerza. 
Por ello, en vez de concentrar los esfuerzos de la reconstrucción posconfl icto en las instituciones 
del Estado y la recreación del monopolio estatal del uso de la fuerza, es necesario un nuevo mar-
co de legitimación de la acción estatal y del uso de la fuerza, basado tanto en las instituciones 
locales y nacionales, como en las organizaciones regionales y globales. 
En cuanto al grado y los objetivos de securitización de las estrategias y políticas hacía los 
“Estados frágiles”, se pueden constatar importantes diferencias entre los donantes. Como ya 
se indicó, de acuerdo con sus respectivas doctrinas de seguridad nacional, Estados Unidos y 
Australia los ven como una amenaza para sí mismos y establecen un vínculo explícito entre la 
fragilidad de Estado y el terrorismo transnacional (USAID, 2005; Weinstein y Porter, 2004; 
Eizenstat 2004; AA VV, 2006:10); esta concepción es también la planteada por Dinamarca (Ro-
yal Danish Ministry of Foreign Affairs, 2004). En el documento Canada’s International Policy 
Statement. A Role of Pride and Infl uence in the World de 2005, se reconoce el vínculo entre la po-
breza, la fragilidad de Estado y la seguridad global, asociando dichos Estados con el confl icto y 
el extremismo. En la Estrategia Europea de Seguridad, así como en el informe sobre la aplica-
ción de la misma (Consejo Europeo, 2008:1), la descomposición del Estado es un fenómeno que 
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se ve en clave de amenaza a la seguridad de la UE y se asocia explícitamente a otras amenazas. 
En ese documento se alega que “el fracaso de los Estados afecta a nuestra seguridad en forma 
de delincuencia, de inmigración ilegal, y en los últimos tiempos, de hechos de piratería”. 
En contraste con los ejemplos anteriores, la agencia de cooperación del Reino Unido dis-
pone de una estrategia para la cooperación con los “Estados frágiles” que prima la perspectiva 
de desarrollo o de seguridad humana (DFID, 2005b). Los llamados efectos “spillover” también 
se enmarcan en una lógica de desarrollo, alegando que los Estados frágiles pueden afectar el 
desarrollo en otros países o regiones, por ejemplo, en términos de crecimiento económico y 
estabilidad política. La posición de Alemania, aunque conceptualmente menos elaborada, se 
acerca la británica, y la cooperación con los “Estados frágiles” está enmarcada en la estrategia 
para la prevención de confl ictos. 
El propio CAD advierte que la excesiva securitización de las estrategias y políticas hacia los 
“Estados frágiles” alberga el riesgo de que la comunidad internacional se olvide de aquellos 
que carecen de importancia estratégica en el sentido geopolítico, los llamados “huérfanos de 
ayuda” (aid orphans) (CAD 2010). A principios de 2005 el CAD adoptó un conjunto de prin-
cipios de actuación (CAD, 2005) para la cooperación con dichos Estados. Refl ejan el consenso 
acerca del objetivo central en los “Estados frágiles” —el fortalecimiento del Estado— y la 
necesidad de contar con enfoques integrados respecto al nexo entre seguridad y desarrollo; con 
respuestas rápidas y fl exibles en el terreno operacional; y con un compromiso a largo plazo. 
En ese sentido, el CAD insiste, cono se indicó supra para los casos de Australia y Canadá, en 
la importancia de un enfoque de “gobierno al completo” (whole of government approach) para 
asegurar una ayuda más coherente y efi caz, y aboga por una cooperación más estrecha entre las 
agencias de cooperación, los ministerios de asuntos exteriores, de defensa y de economía y co-
mercio para incrementar la coherencia de políticas en materia de desarrollo, paz y seguridad, 
dado que entre estas “comunidades políticas” existen brechas profundas y que, por lo tanto, 
carecen de interpretaciones y concepciones compartidas hacia los “Estados frágiles”. 
Para el CAD y un buen número de donantes, el problema de la fragilidad de Estado tam-
bién está ligado al debate sobre la efi cacia de la ayuda (Wimpelmann, 2006). La Declaración de 
París sobre efi cacia de la ayuda de 2005 y la Agenda de Acción de Accra de 2008 contemplan 
una serie de principios de actuación para lograr una ayuda efi caz —apropiación, alineamien-
to, armonización, corresponsabilidad y gestión orientada a resultados— (Sanahuja, 2007) que 
consideran las condiciones específi cas de debilidad institucional que caracterizan a los “Esta-
dos frágiles”, adaptando esos principios a las condiciones específi cas de esos países. Además, y 
como quedó plasmado en una publicación posterior del CAD sobre este asunto (CAD, 2009) el 
concepto de construcción del Estado se ha convertido en una especie de narrativa común para 
varios donantes que buscan incrementar la efi cacia de su cooperación con los Estados frági-
les. Es sobre todo el caso del Reino Unido, la Unión Europea, la OCDE y el Banco Mundial. 
Entre los donantes bilaterales, el Reino Unido, los Países Bajos, Canadá y, en menor grado, 
Australia, pueden considerarse los más avanzados en cuanto a la implementación de enfoques 
de “gobierno al completo” (Whole of the Government Approach) en materia de cooperación con 
los “Estados frágiles”, para dar respuestas más coherentes teniendo en cuenta el nexo entre 
seguridad y desarrollo. 
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La vinculación entre la coherencia de políticas para el desarrollo, la efi cacia de la ayuda y 
la seguridad es, sin embargo, más problemática que lo que sugiere a primera vista el enfoque 
tecnocrático del Comité de Ayuda al Desarrollo. Como subraya Thede (2011), en nombre de 
la efi cacia de la ayuda y la coherencia de políticas, los objetivos de desarrollo pueden ver-
se subordinados a objetivos de estabilización, pacifi cación contrainsurgente, y seguridad del 
donante. En realidad, se trata de una visión inversa del principio o criterio de coherencia de 
políticas, pues este, en su origen a mediados de los años noventa, trataba de lograr exactamente 
lo contrario: que los objetivos de desarrollo informasen otras políticas que se desplegaran en 
el exterior y afectaran a los países en desarrollo y los objetivos internacionales de reducción de 
la pobreza, como la política comercial, agrícola, o de seguridad. Siguiendo a esta autora, en 
situaciones de confl icto y de fragilidad estatal la efi cacia de la ayuda y la coherencia de políticas 
para el desarrollo constituyen una argumentación política y tecnocrática que contribuye pode-
rosamente a (re)enmarcar el desarrollo como un objetivo de seguridad. 
En cuanto a la UE, ésta ha desarrollado una serie de documentos de políticas relacionados 
con los “Estados frágiles” con el objetivo de responder mejor a ese fenómeno a través de los va-
rios instrumentos de la actuación exterior de la Unión24. En esencia, esos documentos señalan 
que las situaciones de fragilidad constituyen un reto signifi cativo para el desarrollo sostenible y 
la paz, pueden exacerbar el riesgo de no alcanzar los Objetivos del Milenio e implican riesgos 
para la seguridad regional y global. Alegan que para alcanzar mayor coherencia en la respuesta 
de la UE es necesario tomar en cuenta el vínculo entre seguridad y desarrollo y es necesario 
elaborar un “enfoque UE al completo” (whole of the EU approach). Entre 2009 y 2010 la Comi-
sión adoptó un Plan de Acción sobre fragilidad, seguridad y desarrollo basado en una serie de 
casos de estudio y con el fi n de mejorar la efi cacia de la cooperación con ese tipo de Estados. 
A tal efecto, la Comisión Europea y la Secretaría General del Consejo se han comprometido 
con un plan de acción bajo el título “Hacia un enfoque de la UE en situaciones de fragilidad y 
confl icto”. Además, en 2009 se elaboró una “hoja de ruta” basada en un examen de casos piloto 
de la respuesta de la UE en seis países considerados “frágiles”.25 Estos estudios fueron llevados 
a cabo por la Comisión en cooperación con un Estado Miembro por país y las respectivas de-
legaciones de la UE en esos países. Un ejercicio similar se realizó para analizar la respuesta de 
la UE en cuanto al vínculo entre desarrollo y seguridad26. El plan de acción sobre fragilidad y 
confl icto responde al reto de la implementación de una respuesta coherente y efi caz de la UE a 
“Estados frágiles”. Sin embargo, con la creación del Servicio de Acción Exterior de la UE, no 
se ha dado seguimiento a ese plan. 
El Banco Mundial tradicionalmente aborda la problemática de los “Estados frágiles” o 
PIBD, en su propia defi nición27 desde un enfoque de desarrollo. Sin embargo, su enfoque 
también se ha visto en cierta medida securitizado. Aparte de reiterar que los “Estados frá-
24.  Entre ellos destacan la Comunicación de la Comisión Europea (2007) sobre una respuesta de la UE ante 
las situaciones de fragilidad; las respectivas conclusiones del Consejo (2007a); así como las conclusiones del 
Consejo sobre seguridad y desarrollo (2007b).
25.  Haití, Sierra Leona, Burundi, Guinea-Bissau, Haití, Timor del Este y Yemen.
26.  Indonesia/Banda Aceh, Afganistán, República Centroafricana, Chad, Colombia y Sudáfrica.
27.  Como se indicó, en la terminología del Banco se les denomina “Países de Ingreso Bajo en Difi cultades” 
(PIBD) o LICUS, por sus siglas en inglés.
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giles” son una potencial fuente de inestabilidad e inseguridad regional y global —principal-
mente porque perjudican el crecimiento económico regional—, James Wolfensohn, Presi-
dente del mismo en el momento en el que el Banco diseñó su política en este ámbito, afi rmó 
que la misión de reducción de la pobreza era más importante que nunca, dado que los “Es-
tados frágiles” ofrecían un “caldo de cultivo” para el terrorismo (Banco Mundial, 2004). En 
2006, un informe de evaluación independiente (IEG, 2006) impulsó al Banco a renovar su 
enfoque en relación a los “Estados frágiles” con el objetivo central de incrementar la efi cacia 
de la ayuda.
CONCLUSIONES Y PERSPECTIVAS: UN CICLO DE SECURITIZACIÓN 
EN LA AYUDA AL DESARROLLO 
A partir del marco de análisis de la “securitización” de la Escuela de Copenhague, este capítulo 
ha tratado de explorar de qué forma las políticas de cooperación al desarrollo se han visto afec-
tadas por distintas visiones y opciones políticas en cuanto a la seguridad y la construcción de la 
paz. Frente a la afi rmación de que la seguridad y el desarrollo han sido ámbitos de política que 
se han mantenido separados en las últimas décadas, se ha tratado de mostrar que en realidad 
ambos han mantenido una estrecha interrelación, y los cambios de enfoque, contenido y énfasis 
que se observan en el vínculo entre paz, seguridad y desarrollo responden en gran medida a 
procesos de securitización guiados por una u otra visión de la seguridad. La seguridad es, en 
suma, un concepto debatido y contestado, y un espacio o arena de confl icto social y político 
donde, a través de procesos de securitización y desecuritización, intervienen distintos actores 
y proyectos orientados tanto por intereses materiales, como por factores ideacionales, en parti-
cular identidades y valores. 
El fi n de la Guerra Fría abrió espacios para un proceso de revisión conceptual y política 
del desarrollo y la seguridad, del que surgió una visión comprehensiva de la seguridad y el 
desarrollo que integraba ambas agendas en un marco emergente de gobernanza democrática 
cosmopolita. Dos conceptos clave articularon esa visión: seguridad humana, y construcción de 
la paz. El primero de ellos —seguridad humana— puede ser interpretado como un horizonte 
normativo que trató de poner al día la “paz liberal” occidental, dotándola de una mayor uni-
versalidad. Para ello, se pretendió construir una agenda integrada en la que el desarrollo se 
convertía en un elemento crucial de la seguridad, dejando atrás la relación de subordinación e 
instrumentalización que a menudo caracterizó a las políticas de desarrollo de la Guerra Fría. 
El segundo de ellos —construcción de la paz—, se confi guró como un marco comprehensivo 
de políticas defi nido desde las Naciones Unidas y el CAD, que defi nía con relativa precisión el 
papel de distintos actores y políticas, en particular la ayuda al desarrollo, de cara a la preven-
ción, la gestión y transformación de los confl ictos, y de cara a la reconstrucción posconfl icto. 
También en este caso, el desarrollo y las políticas de cooperación desplegadas con ese objetivo 
adquirieron mayor relevancia, y pudieron dirigirse a promover sus objetivos declarados de 
desarrollo y reducción de la pobreza, en vez de ser, como en otros momentos, meros instru-
mentos para promover la seguridad del donante.
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Los atentados del 11-S han supuesto una radical alteración del contexto internacional y una 
“ventana de oportunidad” para narrativas y discursos de seguridad que han tenido profundos 
efectos en las políticas de cooperación al desarrollo. En particular, la narrativa de la “Guerra 
Global contra el Terror”, elaborada por los ideólogos neoconservadores, se ha confi gurado 
como un “marco” en el que se han reubicado las políticas de cooperación. En ese marco, se pre-
tendió arrinconar, subordinar o reinterpretar en clave antiterrorista y/o de seguridad nacional 
clásica los consensos internacionales sobre desarrollo, paz y seguridad de la posguerra fría. 
Así, la ayuda económica e incluso la ayuda humanitaria se han reorientado en función de las 
necesidades estratégicas de la “Guerra Global contra el Terror”, para ganar aliados y sostener 
gobiernos afi nes; en los casos extremos, la ayuda al desarrollo e incluso la ayuda humanitaria 
han sido convertidas en instrumentos de estrategias contrainsurgentes a través de las operacio-
nes de cooperación cívico-militar (CIMIC). 
De igual manera, se constata que el componente democrático de las políticas de desarrollo 
se debilita a favor de las alianzas de esa “Guerra”. Las políticas de construcción de la paz, que 
ya contaban con más de una década de desarrollo conceptual y normativo, un complejo entra-
mado institucional y amplias y detalladas tecnologías de intervención, han sido transformadas 
en una mera “tecnología” de pacifi cación y estabilización en países clave de la “Guerra contra 
el Terror”. Con ello, la construcción de la paz vuelve a ser un concepto y una práctica debatida 
y contestada. También han ganado peso las interpretaciones restrictivas —es decir, menos 
“desarrollistas”— de la “seguridad humana. En una perspectiva más amplia, el debate sobre 
la seguridad vuelve a reubicarse en el marco de la seguridad del Estado y de reformas de las 
políticas de seguridad y orden interno de la construcción del Estado. La ayuda al desarrollo, 
en nombre de la coherencia de políticas y de enfoques operacionales basados en el enfoque de 
Whole of the Government, se sitúa a menudo en un marco fuertemente securitizado, en el que la 
gobernanza democrática se reescribe en clave de orden interno y seguridad del Estado. Final-
mente, la incapacidad de los llamados “Estados frágiles” para proveer seguridad y garantizar 
los derechos básicos de sus propios ciudadanos no es ya motivo central de la preocupación de 
los donantes, y la fragilidad estatal se redefi ne como amenaza para la seguridad nacional de 
los países de Occidente dada la vinculación de los “Estados Frágiles”, real o potencial, con las 
nuevas amenazas, y dada su posible condición de “refugios seguros” para el terrorismo trans-
nacional, la delincuencia internacional organizada, o incluso las migraciones internacionales.
Las consecuencias de ese proceso de securitización guiado por la “Guerra Global contra 
el Terror” van más allá de las tendencias citadas. La visión neoconservadora de la seguridad, 
en la que se han basado las guerras de Irak y Afganistán, conduce a que las agendas de se-
guridad y desarrollo estén en confl icto, comprometiendo el cumplimiento de los ODM. Hay 
un marcado contraste entre la voluntad política y la capacidad de movilizar recursos ante la 
amenaza terrorista, y lo que se está haciendo para alcanzar las metas de desarrollo acordadas 
en los foros internacionales. Si la cooperación al desarrollo reproduce las lógicas de la Guerra 
Fría y se subordina a la “Guerra contra el Terror”, no producirá ni desarrollo ni una verdadera 
seguridad, y puede terminar siendo un factor más del confl icto. Por esta razón, la política de 
desarrollo debe gozar de amplios márgenes de autonomía para perseguir sus objetivos propios, 
que la Declaración del Milenio ha defi nido con claridad, y de esa forma, responder a pautas de 
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asignación geográfi ca y sectorial, y a los métodos y enfoques característicos de la cooperación, 
de manera que se garantice su efi cacia como instrumento de desarrollo.
Por ello, también se puede concluir que el proceso de securitización de las políticas de 
desarrollo ha sido un obstáculo para hacer frente a los problemas de seguridad, gobernanza y 
cohesión social planteados por la globalización y, en particular, para materializar esa “agenda 
social” global que representan los ODM. Se ha pretendido —no siempre con éxito— que la 
ayuda externa vuelva a servir a intereses nacionales de los donantes y a ser un instrumento de 
política exterior, en el sentido de la realpolitik clásica, subordinado a objetivos de seguridad 
nacional defi nidos de manera muy estrecha. Ello ha estrechado el margen de maniobra de las 
fuerzas sociales para promover la securitización alternativa que representa la visión “desarro-
llista” de la seguridad humana y la acción orientada al cumplimiento de las metas internacio-
nales de desarrollo. 
Ese proyecto, sin embargo, se ha mostrado inviable. La seguridad signifi ca cosas distintas 
para distintas personas, por lo que no es posible imponer agendas unilaterales y restrictivas, su-
bordinando a ellas otras concepciones de seguridad, y otras agendas, más amplias, relacionadas 
con las aspiraciones de desarrollo y libertad de muchas personas. Para una parte muy grande 
de la humanidad, la seguridad es evitar el fl agelo del hambre y la enfermedad, y la violencia 
directa que se sufre allí donde no se garantiza el derecho a la vida. Signifi ca verse libre tanto 
de necesidades como de temores. Sigue siendo necesario, por lo tanto, contar con un concepto 
amplio e inclusivo de la paz y de la seguridad, como el de “seguridad humana”. Y no se puede 
reducir la construcción de la paz a agendas restrictivas de pacifi cación, estabilización, e impo-
sición del orden, sin abordar también los problemas del desarrollo, de la materialización de 
derechos económicos y sociales, de las libertades y los derechos de ciudadanía, y de la legiti-
midad de la democracia. Es en estas cuestiones donde radica el potencial y la capacidad de los 
conceptos y las prácticas de la seguridad humana y de la construcción de la paz como narrativas 
o fundamento político y legal de una concepción “post-liberal” y cosmopolita —es decir, uni-
versalista y no occidental— de la seguridad y la paz en la sociedad internacional del siglo XXI. 
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2. ¿Qué es lo “fallido”? ¿Los Estados del Sur 
o las visiones de Occidente? Un ensayo 
 sobre órdenes políticos híbridos 
 y Estados emergentes28
VOLKER BOEGE, M. ANNE BROWN, KEVIN CLEMENTS Y ANNA NOLAN
INTRODUCCIÓN
En los últimos años la investigación para la paz y sobre los confl ictos, al igual que los estudios de 
seguridad, ha centrado su atención en los vínculos entre los confl ictos violentos a gran escala, el 
desempeño de los Estados y la seguridad global. Se considera que la fragilidad institucional de 
un Estado puede generar confl ictos violentos que debilitan o que incluso conducen al colapso del 
propio Estado. Todo Estado tiene un papel dual: proveer seguridad y establecer el orden interno 
en benefi cio de sus ciudadanos (función interna), y servir como unidad básica para el sistema 
internacional (función externa). La fragilidad estatal no sólo afecta a los ciudadanos del Estado y 
de la sociedad en cuestión, sino también a los Estados vecinos y a la comunidad internacional en 
general. Las regiones compuestas por Estados “frágiles” son consideradas como un terreno abo-
nado y un refugio seguro para las redes del terrorismo trasnacional, para la proliferación de armas 
y para el crimen organizado. En la actualidad, se considera que el problema de los Estados frágiles 
se encuentra en el núcleo de los problemas de la seguridad. Los Estados frágiles o fallidos se cla-
sifi can como “uno de los desafíos más importantes para la política exterior de la era contemporá-
nea” (Krasner y Pascal, 2005: 153). Por consiguiente, “el aprendizaje de la construcción de Estados 
(state-building) es una tarea básica para el futuro del orden mundial” (Fukuyama, 2004: 120).
Por otra parte, el discurso sobre los Estados “frágiles” también ejerce una fuerte infl uencia 
a la hora de defi nir las políticas de desarrollo y la ayuda externa de los principales donantes 
bilaterales y multilaterales. La construcción del Estado es vista por los donantes como una di-
mensión central de la ayuda al desarrollo, mientras que la existencia de instituciones estatales 
funcionales y efi caces es considerada como condición previa para el desarrollo sostenible. Los 
Gobiernos de los países más desarrollados presentan a los Estados frágiles como un desafío 
para sus políticas de desarrollo y de seguridad. El Departamento de Asuntos Exteriores de 
Suiza, por ejemplo, afi rma que “… el problema de los Estados frágiles (…) representa en la 
28.  Traducción al español de Luis Elizondo y José A. Sanahuja (ICEI).
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actualidad uno de los desafíos más serios y apremiantes para las políticas de desarrollo, de paz 
y de seguridad.” (FDFA Working Group, 2007: 45). En atención a lo anterior, una parte del 
atractivo particular del discurso de la “construcción estatal” parece estar en la posibilidad de 
integrar las políticas de desarrollo, de seguridad y de prevención de confl ictos.
Este capítulo examina el fundamento y los supuestos subyacentes del discurso dominante 
sobre los Estados frágiles. Se argumenta que la percepción convencional que se tiene sobre los 
denominados Estados frágiles como obstáculo para el mantenimiento de la paz y para el desa-
rrollo puede ser demasiado limitada, de la misma forma que lo es su corolario, la construcción 
del Estado convencional, basada en el modelo del Estado occidental, en sintonía con la Orga-
nización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), como el mejor medio para 
el desarrollo sostenible y para la paz en todas las sociedades.
El discurso de la fragilidad estatal y de las políticas de construcción del Estado se basa en 
el concepto occidental del Estado weberiano-westfaliano. Sin embargo, esta forma de “esta-
talidad” es prácticamente inexistente fuera del mundo de la OCDE. Muchos de los países del 
“resto” del mundo son entidades políticas que se asemejan muy poco al modelo occidental. En 
el presente capítulo se propone que dichos Estados no deberían ser vistos desde la perspectiva 
de que “aun no han completado su proceso de ‘formación’ estatal” o que “han ‘fracasado’ de 
nuevo”. En vez de pensar en términos de Estados “frágiles” o “fallidos”, sería más fructífero, 
tanto desde el punto de vista teórico como del práctico, pensar en términos de “ordenes políti-
cos híbridos”. Esta re-conceptualización abre nuevas opciones para la prevención de confl ictos 
y el desarrollo, así como para un nuevo enfoque sobre la “construcción de Estados”.
En los siguientes epígrafes se hará un repaso, en primer lugar, de las propuestas hechas por 
las corrientes de pensamiento dominantes sobre la fragilidad estatal y sobre la construcción de 
Estados, para luego introducir una interpretación alternativa sobre la gobernanza de los lla-
mados Estados “frágiles”. Posteriormente se señalarán algunas de las defi ciencias de lo que en 
este capítulo se considera “construcción estatal exógena” y se presentarán algunas propuestas 
innovadoras para la “construcción de Estados”. Finalmente, la conclusión se centrará en los 
desafíos para los actores externos implicados en el apoyo a estos procesos.
EL ESTADO DE LA CUESTIÓN
Ha habido mucho debate académico (y mucha confusión) respecto a las defi niciones, terminología 
y características típicas de los Estados “débiles”, “frágiles”, “en vías del fracaso”, “fallidos” y “colap-
sados”29. Las defi niciones son ambiguas y las distinciones que las caracterizan son vagas. Sin embar-
go, este debate se ha enfocado en las instituciones estatales y en su falta de voluntad o de capacidad 
para desarrollar adecuadamente las funciones básicas del Estado en las áreas de la provisión de la 
seguridad, de la representación de la ciudadanía y del bienestar. Existe consenso sobre la posibili-
29.  Para un resumen de este debate, véase los volúmenes editados por Debiel y Klein (2002); Milliken (2003); 
Rotberg (2004a); Schlichte (2005a); Chesterman, Ignatieff y Thakur (2005); Debiel, Lambach y Reinhardt (2007). 
Para defi niciones y tipologías véase Rotberg (2004b: 4-10); Schneckener (2004: 10-11); Milliken y Krause (2002: 
754, 764); véase también Milliken y Krause (2003); y, Crisis States Research Centre (2006: 4).
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dad de identifi car distintos grados o etapas de fragilidad estatal. Los Estados “frágiles” pueden ser 
conceptualizados sobre el continuum del declive de funciones estatales básicas, desde los Estados 
“débiles” pasando por los Estados “fallidos” hasta llegar a los Estados “colapsados”. Sin embargo, 
puede haber, y de hecho hay otras formas de ordenar el amplio campo de la fragilidad estatal.
La Agencia de Estados Unidos para el Desarrollo Internacional (USAID), por ejemplo, 
“usa el término de Estado ‘frágil’ para referirse a una amplia gama de Estados ‘en vías del fra-
caso’, ‘fallidos’ y ‘en proceso de recuperación’, y además, “distingue entre los Estados ‘frágiles’ 
que son vulnerables, y aquellos que ya están inmersos en una crisis”. Para USAID la “vulne-
rabilidad” se refi ere “a aquellos Estados sin voluntad o sin capacidad de proveer seguridad y 
servicios básicos de forma adecuada a la mayoría de su población, y donde la legitimidad de 
su gobierno queda en tela de juicio”. Por su parte, Estados “en crisis” son aquellos “donde el 
Gobierno central no ejerce un control efectivo sobre su propio territorio o no está dispuesto o 
es incapaz de asegurar la provisión de servicios vitales a una parte signifi cativa de su territorio, 
donde la legitimidad del Gobierno es débil o inexistente, y en donde el confl icto violento es una 
realidad o existe un gran riesgo de que pueda estallar” (USAID, 2005: 1).
Existe un debate sobre la ubicuidad del fenómeno. La percepción general es que el número 
de Estados “frágiles”, “en vías del fracaso” y “colapsados” está aumentando. Según distintos 
rankings e índices, existen en la actualidad aproximadamente cien Estados a los que se etiqueta 
como “frágiles”, de los cuales alrededor de la mitad aparecen de manera prominente en varios 
de los rankings (Schnecker, 2007: 7).
La solución que se recomienda es la “construcción estatal” (state-building), que se presenta 
como el fortalecimiento sostenible de las instituciones estatales, incluyendo el mejoramiento de 
las capacidades de los actores estatales para el control, la regulación y la implementación en las 
áreas básicas de la “estatalidad”, es decir, la seguridad interna, los servicios sociales básicos, el 
Estado del derecho y la legitimidad del Gobierno (Schnecker, 2007: 9)30.
Ghani, et al. (2005, 2006a, 2006b), identifi can diez características de la “estatalidad” que han 
de lograrse para superar la debilidad del Estado y garantizar su estabilidad. Tales características 
son: 1) el monopolio legitimo del uso de la fuerza; 2) control administrativo; 3) una gestión ade-
cuada de las fi nancias públicas; 4) inversiones en el capital humano; 5) la creación de derechos 
y deberes de la ciudadanía; 6) la provisión de infraestructura; 7) la creación del mercado; 8) la 
gestión de los activos del Estado; 9) endeudamiento público efectivo; y, 10) el mantenimiento del 
Estado de derecho (Ghani et al. 2005: 2; con ligeras variaciones, Ghani et al. 2006a y 2006b).
Esta lista de funciones estatales u otras similares informa las estrategias de algunos de los 
donantes bilaterales y multilaterales. El credo subyacente es que los Estados “tienen que ser 
más efi cientes para que la ayuda sea más efi caz, y viceversa” (Fritz y Menocal, 2006: 27).
30.  Los primeros diez Estados más “fragiles”, según el “Índice de Estados Fallidos” de Foreign Policy / Fund 
for Peace 2007 eran: Sudan, Irak, Somalia, Zimbabwe, Chad, Costa de Marfi l, República Democrática del Con-
go, Afganistán, Guinea, y, República Centroafricana (The Failed States Index, 2007: 57). Según el “Índice y la 
matriz de fragilidad estatal”, los Estados más “frágiles” son: República Democrática del Congo, Afganistán, 
Sierra Leona, Somalia, Chad, Birmania, Sudan, Burundi, Costa de Marfi l, Etiopia, Liberia y Nigeria (Marshall 
y Gladstone, 2007: 15-19). El índice de Country Indicators for Foreign Policy (CIFP) ubica a Burundi en el primer 
lugar de su lista, seguido por la República Democrática del Congo, Afganistán, Somalia y Liberia (Carment, 
Prest y Samy, 2007: 18).
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En los últimos años, los donantes han centrado sus esfuerzos en atender a este desafío. Por 
ejemplo, la llamada Iniciativa para los Países con Bajos Ingresos Bajo Estrés (LICUS, en in-
glés) del Banco Mundial está orientada a mejorar la efi cacia de la ayuda hacia los Estados “frá-
giles”, mientras que el “Grupo para Estados Frágiles” (FSG, en inglés) del Comité de Ayuda al 
Desarrollo (CAD) de la OCDE busca mejorar el compromiso internacional hacia los Estados 
“frágiles”.
Por su parte, los ministerios responsables para la cooperación al desarrollo de los principales 
donantes de la OCDE, junto con sus agencias de ayuda al desarrollo, pretenden abordar las 
condiciones específi cas que requieren las actividades de ayuda hacia los Estados frágiles. US-
AID, por citar un ejemplo, sostiene que “quizás USAID no tenga otro desafío más urgente que 
el de los Estados frágiles” (USAID, 2005: 1).
La preocupación de USAID, al igual que la de algunas otras agencias de desarrollo, 
con el tema de los Estados frágiles muestra claramente que no se trata sólo de un área de 
interés meramente académico, sino que tiene un impacto considerable en la implementa-
ción de las políticas de desarrollo de los principales donantes. Ello también es cierto para 
sus políticas de seguridad. Cada vez más, las políticas militares y de seguridad nacional 
se interesan por los Estados frágiles En realidad, se podría argumentar que el tema de 
los Estados “frágiles” cobró importancia cuando (y porque) fue enmarcado en el contexto 
del discurso de seguridad de los Estados más desarrollados. La preocupación por el te-
rrorismo transnacional y la “Guerra Global contra el Terror” es el fundamento de este 
enfoque. Los Estados frágiles “son vistos a través del prisma de los intereses de seguridad 
del Occidente” (Bøås y Jennings, 2005: 355), y es mediante esta prisma en el que tales Es-
tados aparecen como un “caldo de cultivo” y un santuario para los terroristas, y por tanto, 
un asunto de “seguridad internacional”, que es, sobre todo la seguridad de los Estados 
desarrollados. En particular, el discurso de la comunidad de seguridad nacional de Esta-
dos Unidos se forma en sintonía con esta línea de pensamiento. Los Estados frágiles son 
presentados como “amenazas” a la seguridad nacional de Estados Unidos y a la “seguridad 
internacional”, y es por esta razón que la “construcción de Estados” resulta ser un desafío 
que la política estadounidense debe abordar. Por lo general, el enfoque que se tiene res-
pecto la “construcción de Estados” se centra en la dimensión de la seguridad, con el forta-
lecimiento de las capacidades de las fuerzas de seguridad (policía, militar, y la vigilancia 
de las fronteras y aduanas), como las áreas prioritarias para la asistencia externa. Dicha 
perspectiva provee un canal para que las agencias de seguridad se involucren en temas de 
desarrollo, “securitizando”, como consecuencia, la ayuda al desarrollo, y de esta forma se 
trata de dar más legitimidad a las Fuerzas Armadas y a otros agencias de seguridad, a la 
vez que expanden sus actividades.
LA “CONSTRUCCIÓN DE ESTADOS” EN PERSPECTIVA HISTÓRICA
Tras este breve resumen del discurso de los Estados “frágiles”, parece claro que todo Estado 
es “medido” según los estándares del Estado occidental estilo OCDE, considerado como el 
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modelo del Estado estable (i. e. una democracia liberal constitucional basada en una economía 
de mercado industrializada). Las corrientes dominantes de pensamiento sobre la “estatali-
dad” hacen referencia a las distintas representaciones del modelo “clásico” del Estado sobe-
rano weberiano occidental, mientras que otros Estados son catalogados como desviaciones, 
evaluados según el grado de su proximidad con los estándares weberianos (Hameiri, 2007: 
138). Sin embargo, como señalan Morten Bøås y Kathleen Jennings (2005: 388) “Afi rmar que 
algo ‘ha fracasado’ o que está en ‘vías del fracaso’ constituye un juicio normativo que sólo es 
signifi cativo cuando es comparado con algo; en este caso, ese algo es la existencia de un Estado 
‘occidentalizado’ y ‘sano’, que, desafortunadamente tiene poca relevancia para la mayoría de 
los Estados en cuestión ya que simplemente nunca ha existido en esos lugares”. Promover el 
Estado liberal como modelo último y defi nitivo implica ignorar el contexto histórico, y con 
ello, el hecho de que el surgimiento del Estado moderno es un fenómeno histórico relativa-
mente reciente.
La historia de aquellas regiones del mundo en las cuales surgió el Estado moderno 
muestra que el proceso de “construcción del Estado” (o mejor, la formación del Estado) 
fue un proceso inherentemente violento. En los esfuerzos por consolidar el monopolio 
del uso de la fuerza, aquellas agencias que se convirtieron en “Estado” tuvieron que 
expropiar los medios de la violencia de las distintas entidades sociales que competían 
con el Estado emergente (Weber, 1988: 511). En este proceso, esas mismas agencias del 
Estado ejercieron la violencia. El establecimiento del “monopolio legitimo del uso de la 
fuerza” contra la resistencia local fue un intento muy competitivo y sin duda violento. 
Charles Tilly ha demostrado sobradamente este hecho en su estudio sobre la construcción 
del Estado en Europa (Tilly, 1992). Asimismo, al igual que la formación del Estado, la 
evolución del ser y el quehacer de la ciudadanía fue un proceso repleto de violencia (es-
tructural, cultural y directa). La gente tenía que ser “transformada en sujetos obedientes 
mediante instituciones estatales como el ejército, las escuelas y las universidades (...). 
La proliferación de discursos y narrativas que legitimaron el gobierno del Estado fue 
complementado con prácticas que convirtieron a los campesinos y demás clases rebeldes 
en sujetos cumplidores de las leyes emanadas de las instituciones estatales” (Schlichte, 
2007: 36). Como resultado de estos procesos, los Estados fueron capaces de controlar la 
inseguridad social interna, la falta de la observancia de las leyes y la violencia, logrando 
el éxito a la hora de monopolizar el uso legítimo de la violencia y mediante la provisión 
de un marco para la conducción no violenta de los conflictos31. Lo anterior podría ser 
considerado como un gran logro histórico del Estado moderno. Sin embargo, pese a que 
los Estados proveen un orden interno para la protección, la seguridad y la gestión de 
conflictos, también acumulan los medios para la violencia, el control y la coerción a gran 
escala. Por tanto, el Estado puede contribuir a la inseguridad en el ámbito internacional 
(cabría mencionar el “dilema de seguridad”).
31.  La defi nición de Weber del Estado como una comunidad humana que (con éxito) mantiene el monopolio 
legitimo del uso de la fuerza física dentro de su territorio defi ne la esencia de la “estatalidad”, que fundamen-
talmente descansa sobre sus capacidades para aplicar la ley, es decir, “la habilidad de enviar a alguien con un 
uniforme y una arma para hacer que la gente cumpla con las leyes del Estado” (Fukuyama, 2004: 6).
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Mientras que los procesos de formación estatal en Europa duraron siglos, durante los 
años de la descolonización el modelo de Estado occidental se “suministró” a muchos países 
del Sur como si fuese un producto terminado. El proceso de descolonización fue guiado 
por la creación de réplicas de los modelos políticos europeos. En las décadas posteriores a 
la Segunda Guerra Mundial emergieron una gran cantidad de “Estados-nación” indepen-
dientes en las regiones anteriormente colonizadas, como resultado del “agotamiento” de 
las potencias coloniales y la particular dinámica internacional de la posguerra. Tanto las 
elites políticas de los nuevos Estados como la comunidad internacional de Estados dieron 
la bienvenida a la “estatalidad” recién alcanzada, confundiendo a menudo la declaración 
formal de independencia con la formación del Estado, sin tener conciencia de la miríada 
de obstáculos que todavía enfrentaba el proceso de formación estatal. En muchos casos, 
en el momento de la declaración de la independencia, el Estado no era más que un cas-
carón vacío. En muchos de los nuevos Estados independientes no existía una historia de 
gobierno unitario anterior a la colonia, y muchos de sus pueblos no tenían una tradición de 
identificación nacional; sólo algunos de ellos compartían una lengua o una cultura común. 
Además, independientemente de que fuesen o no fuesen democracias en su interior, las 
potencias coloniales administraron sus colonias estableciendo regimenes autoritarios. Por 
tanto, en el momento de la descolonización había poca preparación para una “estatalidad” 
sostenible.
Una vez que había sido formalmente establecido, los intentos de consolidar las nuevas for-
mas de “Estado” recién introducidas fueron, en la mayoría de los casos, poco exitosos. De igual 
manera, los esfuerzos por imponer esta nueva forma de orden político supusieron costes consi-
derables (tal como sucedió con la formación de los Estados europeos). Al respecto, Christopher 
Clapham nos recuerda que:
desde la perspectiva de la población autóctona, sobre los que se impuso ese modelo de Es-
tado, se puede ver que este proceso comportó significativos costes sociales, económicos y 
políticos. La literatura ‘estatocéntrica’ y promotora del Estado como orden político de las 
ciencias políticas se ha esforzado tanto en enfatizar los ‘beneficios’ propios de la ‘estatalidad, 
que ha hecho que pasen desapercibidos los costes inherentes al mismo (…). Los costes socia-
les de la ‘estatalidad’, y particularmente de la ‘estatalidad moderna’, incluyen en sacrificio 
de las identidades y de las estructuras que son contrarias a las jerarquías de control que los 
Estados buscan imponer (Clapham, 2004: 86).
Los nuevos Estados carecían de raíces en el seno de las sociedades sobre las cuales se 
pretendía construir, especialmente en aquellos casos donde no existió ningún tipo de go-
bierno unitario pre-colonial. Al contrario de la evolución histórica del Estado europeo, 
el suministro global de las instituciones del Estado weberiano no fue acompañada con el 
desarrollo de las estructuras económicas, sociales y políticas, y con las capacidades que 
sirvieron para asentar las bases y el marco para el funcionamiento eficaz del orden políti-
co en el transcurso de la evolución del Estado en la historia europea. Lo anterior también 
es cierto en cuanto al desarrollo de los servicios públicos brindados por un servicio civil 
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de funcionarios comprometidos y competentes, y para el impulso de una ciudadanía con 
sentido y expectativas de lo que es el Estado, que se adueñe de los asuntos del mismo, y 
que tenga una identidad nacional. La identidad de la “ciudadanía” y la “idea de Estado” 
tiene poco valor y significado cultural para muchas de estas sociedades, ya que su gente 
está relativamente desconectada del Estado, y ni tiene muchas expectativas hacia las ins-
tituciones estatales, ni está muy dispuesta a cumplir sus obligaciones frente al Estado (y a 
menudo, con poca información respecto a lo que pueden exigir de los órganos del Estado 
y de lo que el Estado, en justicia, les puede exigir).
En muchos casos, los Estados no sólo se erigieron sobre bases débiles, sino que también se 
han observado algunos retrocesos respecto a ciertas características de la estatalidad que se da-
ban por logradas. En su mayoría, tales retrocesos son producto de infl uencias externas. Como 
apunta Clapham, “las dinámicas propias del sistema global ha debilitado los mecanismos (…) 
a través de los cuales se ha de mantener el Estado” (Clapham, 2003: 44). Las políticas eco-
nómicas neoliberales, en línea con el “Consenso de Washington”, han contribuido de ma-
nera signifi cativa a limitar las capacidades de los Estados del Sur, afectando negativamente 
su legitimidad, y aumentando, en consecuencia, su fragilidad como Estados. Las funciones 
operacionales y reguladoras básicas del Estado fueron deliberadamente reducidas por una 
agenda neoliberal que indiscriminadamente perjudicó las instituciones estatales. Por tanto, 
los intereses económicos y las políticas de los Estados “fuertes” del mundo desarrollado han 
contribuido a la creciente fragilidad de los Estados del Sur, los cuales, a su vez, son catalogados 
como una amenaza para seguridad de los Estados y las sociedades de los Estados “fuertes” y 
desarrollados.
UN GOLPE DE REALIDAD: LOS ÓRDENES POLÍTICOS HÍBRIDOS
En vez de adoptar la limitada visión estatocéntrica que en la actualidad domina el discur-
so de los Estados frágiles, este trabajo sugiere que se debería ir más allá, y se argumenta 
que se debería intentar aprehender el contexto de los que verdaderamente constituye el 
orden político en aquellas regiones de aparente fragilidad. En esta sección se exploran 
las formas de orden político que revela una mirada más próxima a las condiciones del 
terreno. 
Como primer paso, es importante reconocer que cuando se habla de Estados “débiles”, 
se esta afirmando implícitamente la existencia de otros actores que son “fuertes” en com-
paración con dichos Estados. El “Estado” es sólo un actor entre muchos, mientras que el 
“orden estatal” es sólo uno entre otros tipos de órdenes que buscan proveer seguridad, un 
marco para la regulación de los conflictos, y servicios sociales.
En tales casos, las instituciones estatales pueden reclamar la autoridad dentro de las 
fronteras de un “territorio estatal” dado, pero en gran parte de dicho territorio, en reali-
dad, sólo se pueden encontrar avanzadillas del Estado situadas en un entorno social que 
en gran medida carece de “estatalidad”. El Estado aun no ha impregnado por completo 
toda la sociedad y por tanto no se ha extendido el control efectivo del Estado sobre el con-
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junto de la sociedad. La ausencia del Estado, sin embargo, no significa necesariamente la 
anarquía hobbesiana, ni tampoco implica la ausencia total de instituciones. En muchos 
lugares, instituciones no estatales de gobierno basadas en costumbres y prácticas pre-
coloniales han sobrevivido al colonialismo y a la “liberación nacional”. Naturalmente, 
dichas instituciones han pasado por importantes cambios y han tenido que adaptarse a las 
nuevas circunstancias. Sin embargo, han demostrado una notable resiliencia32. El derecho 
consuetudinario, las estructuras sociales tradicionales (la familia extensa, clanes, tribus, 
hermandades religiosas, comunidades de aldeas) y autoridades tradicionales (tales como 
los ancianos y jefes de la aldea, jefes del clan, “Grandes Hombres”, curanderos, líderes re-
ligiosos, etcétera) determinan la realidad social y cotidiana de una importante parte de la 
población de los países en desarrollo, especialmente en las zonas rurales y periféricas. Por 
consiguiente, en muchas ocasiones la única manera de hacer funcionar las instituciones 
del Estado es a través del uso de las redes basadas en el clan y otras redes tradicionales. De 
esta forma, la presencia del Estado mediante sus avanzadas es mediada a través de las ins-
tituciones sociales autóctonas “informales” que siguen su propia lógica y reglas dentro de 
las estructuras (incompletas) del Estado. Lo anterior conduce a desviar a las instituciones 
del Estado del tipo ideal que se considera “adecuado”. Tales instituciones se convierten 
en el centro de la lucha de poder entre los distintos grupos sociales y sus líderes, que las 
utilizan para sus propios intereses sin considerar las necesidades de la “nación” y de la 
“ciudadanía”. De cierta manera, el debate sobre el neopatrimonialismo y las redes clien-
telares en, por ejemplo, los Estados africanos postcoloniales, gira en torno a la usurpación 
por parte de fuerzas societales informales locales de las estructuras formales de gobierno 
importadas.
32.  Cabe matizar y señalar que cuando se habla de instituciones “tradicionales” o “consuetudinarias”, éstas 
deberían ser consideradas desde la perspectiva de su “tipo ideal”. Es obvio que en algún momento dado, 
todas las sociedades tradicionales han sido afectadas por alguna clase de infl uencia externa. Prácticamente 
todas han sido afectadas de alguna u otra forma por los poderes —originalmente europeos— de la expansión 
capitalista, del colonialismo, del imperialismo y de la globalización. Por tanto, no existen trazos claros que 
defi nan y distingan la “modernidad” exógena del “tradicionalismo” endógeno, sino más bien, ha habido un 
proceso de asimilación, de articulación, de transformación y/o de adaptación en un contexto de interfase 
entre lo global/exógeno y lo local/autóctono. Por consiguiente, el concepto que se utiliza en este estudio se 
basa sobre el “tipo ideal” de las instituciones “tradicionales” o “consuetudinarias” de gobierno, para así ela-
borar con la mayor exactitud posible las características específi cas de fenómenos que no son propios de las 
instituciones convencionales del Occidentes y que fueron impuestas a los países del Sur. No obstante, sería 
erróneo pensar que la “esfera” de lo “tradicional” es inmutable y estática. Lejos de ello, la costumbre podría 
ser vista como un fl ujo constante que se adapta a nueves circunstancias y que está expuesta a infl uencias 
externas. La fl uidez y la adaptabilidad de la costumbre permite combinar enfoques tradicionales y aquellos 
que se han introducido desde Occidente, para que de dicha combinación surja algo nuevo que ya no es estric-
tamente consuetudinario, pero que está enraizado en la costumbre.
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Recuadro 1 
Los “Grandes Hombres” (Bigmen) y la representación democrática en Melanesia
La discordia entre el liderazgo político local de los “Grandes Hombres” (Big men) y los 
requerimientos propios de una democracia representativa en las sociedades de las islas de 
Melanesia es un buen ejemplo del dilema que surge cuando se combinan o se fusionan 
lógicas de autoridad formales exógenas con instituciones autóctonas informales. El “Gran 
hombre” o Bigman tiene que afi rmar su estatus tradicional mediante la distribución de 
bienes a los miembros de su clan, mientras que un político, en vez de velar por los intere-
ses de determinado clan, debe servir a la ciudadanía, es decir, servir los intereses del bien 
común. Un Bigman que sea a la vez un político, tendrá problemas reconciliando ambas 
funciones. Por ejemplo, pueden darse situaciones que evolucionen de manera que los 
Bigmen deban convertirse en políticos para así tener acceso a las arcas del Estado, y luego 
poder cumplir con su deber de distribuir bienes a los miembros de su clan. Sin embargo, 
antes de ser político, es necesario ser uno de los Bigmen ya que es la única manera de que 
podrán contar con la lealtad y el apoyo de su clan. Con ello, se crea una relación de dar y 
tomar y de concesiones mutuas entre los políticos y las comunidades que los apoyan, en 
la cual un político gana poder y estatus mediante su capacidad para acumular riqueza 
que a su vez distribuye a quienes le brindan su apoyo. Consecuentemente, la población 
reeligirá a dicho político, o, apoyará a otro que haya demostrado mayor generosidad. 
Esta dinámica asienta las bases para la reelección de políticos “corruptos”. Lo que podría 
ser interpretado como corrupción desde la perspectiva de los ideales occidentales de una 
forma de gobierno responsable, bien podría ser la extensión de la reciprocidad y la prác-
tica de concesiones mutuas en un contexto tradicional. La letanía interminable de quejas 
sobre el nepotismo, el provincianismo, la corrupción y la inefi ciencia de las instituciones y 
de la burocracia del Estado tiende a no tener sentido.
Por su parte, la injerencia de las agencias del Estado en los órdenes locales no estatales también 
genera impactos. Los sistemas consuetudinarios de autoridad quedan sujetos a la deconstruc-
ción y a la re-formulación conforme se van incorporando a las estructuras y a los procesos 
centrales estatales (Trotha, 2000; Schlichte y Wilke, 2000). Dichos sistemas tienden a adoptar 
una posición ambigua con respecto al Estado, se apropian de las funciones y del “habla” estatal, 
pero, al mismo tiempo persiguen su propia agenda bajo la apariencia de la autoridad y del 
poder del Estado. Sin embargo, apropiarse de las funciones y del discurso del Estado también 
signifi ca un cambio de postura. En este sentido, algunos Gobiernos también tratan de incorpo-
rar a las autoridades tradicionales con el objetivo de fortalecer las capacidades y la legitimidad 
del Estado.
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Recuadro 2
El resurgimiento de las tradiciones y los cambios de la Costumbre en África
La “re-tradicionalización” en algunos Estados de la África Sub-sahariana confi rma la ten-
dencia señalada anteriormente. En esta región los líderes tradicionales estuvieron bastante 
desacreditados y marginados durante los años inmediatos a la independencia. En muchos 
casos, dichos líderes habían sido incorporados a los mecanismos del Gobierno colonial y 
utilizados como instrumentos de la metrópoli, y por tanto, las nuevas elites políticas de los 
Estados independientes intentaron deshacerse de ellos, al considerarlos como símbolos de 
las fuerzas anacrónicas y reaccionarias del pasado. Sin embargo, las formas tradicionales 
y consuetudinarias de gobierno han perdurado, y a raíz de ello, las autoridades de los 
Estados independientes —al igual que las autoridades coloniales— se han percatado de 
que puede ser más pragmático incorporar dichas formas, antes que tratar de eliminarlas. 
A lo largo de los últimos años, los ordenamientos legales de muchos Estados africanos 
han “(re)incorporado ofi cialmente a muchos de los líderes tradicionales como parte de la 
jerarquía del Estado, reconociendo su poder como actores locales” (Kyed y Burr, 2006: 2). 
Lo anterior sucedió en Namibia, Sudáfrica, Ghana, Mozambique, Uganda, Zambia y Ca-
merún, por citar algunos ejemplos. Reconociendo la relativa debilidad de las instituciones 
del Estado y el relativo vigor de las comunidades tradicionales y de sus autoridades, los 
Gobiernos han tenido que apoyarse en estas últimas para la realización de determinadas 
funciones del Estado. Como consecuencia, han contribuido al resurgimiento de formas de 
gobierno tradicionales, aunque revestidas (parcialmente) de nuevas formas y con nuevas 
funciones.
Sin embargo, estos enfoques buscan instrumentalizar a los líderes tradicionales y sus co-
rrespondientes formas de autoridad poniéndolos al servicio de los intereses del Estado (por 
ejemplo, en la recaudación de impuestos), utilizándolos como medios para fortalecer la au-
toridad del Estado. En este sentido, no existe una asociación genuina entre las dos formas de 
poder. El reconocimiento de los líderes tradicionales obedece a una práctica que busca confi r-
mar la autoridad del Estado. Los líderes tradicionales bien podrían utilizar su nueva posición 
para fortalecer su propia autoridad, pero al mismo tiempo, paradójicamente, podrían perder 
autoridad en su contexto tradicional al ser percibidos por la comunidad como agentes del Es-
tado. En Mozambique, por ejemplo, “las funciones de recaudación de impuestos y de realizar 
actividades policiales en sus comunidades, transferidas a los jefes locales, ha creado malestar 
entre la población, enfrentando potencialmente al jefe local contra las comunidades de las 
cuales emana su legitimidad de facto y de jure (Burr y Kyed, 2006: 14). En el mejor de los casos, 
su papel dual como representantes de la comunidad y como agentes del Estado los coloca en 
una posición que les permite fusionar el ámbito tradicional con el estatal (Burr y Kyed, 2006: 
868), pero también se arriesgan a perder su autoridad y legitimidad33 (Hay también ejemplos 
33.  Para un ejemplo sobre formas de asociación más constructivas entre los gobiernos y las autoridades tra-
dicionales, véase los casos de Somalilandia y de la Isla de Bougainville que se presentan más adelante.
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de formas de asociación más constructivas entre los Gobiernos y las autoridades tradicionales, 
como por ejemplo en los países insulares del Pacífi co, que se describen en la sección 5 infra). 
La naturaleza compleja de la gobernanza se complica aun más con el surgimiento y la 
creciente importancia de las instituciones, movimientos y formaciones que han originado 
a raíz de los efectos y de las reacciones al fenómeno de la globalización. El surgimiento de 
estas nuevas fuerzas es consecuencia del bajo rendimiento del Estado, y sus actividades pue-
den contribuir a un debilitamiento aún mayor de las estructuras estatales. En aquellas zonas 
donde las agencias del Estado sean incapaces (o no estén dispuestas) a proveer seguridad y 
otros servicios básicos, y en donde las estructuras societales tradicionales hayan sido substan-
cialmente debilitadas, la población buscará el apoyo de otras entidades sociales. En contextos 
como este, los actores percibidos como poderosos y efectivos incluyen a los “señores de la 
guerra” y sus milicias, a los líderes de las pandillas en las barriadas y asentamientos ilega-
les urbanos, a organizaciones de vigilancia vecinal o somatenes, a las mafias de protección 
de base étnica, a movimientos religiosos milenaristas, a redes transnacionales de relacio-
nes de familia extensa, de la delincuencia organizada, o a nuevas formas de tribalismo. 
Ocasionalmente estas nuevas entidades se han hecho con el poder en determinadas regiones 
del territorio del Estado (ya sea en ubicaciones montañosas periféricas y remotas, o en los 
barrios de chabolas de la capital). Tales organizaciones tienen la capacidad para ejercer la 
violencia a gran escala contra fuerzas externas así como para controlarla al interior de sus 
respectivos feudos. Su presencia y competencia termina por sustituir al Estado como po-
seedor del monopolio del uso legitimo de la violencia. En algunos países estas “oligarquías 
de poder” (Mehler, 2003) o “imperio de intermediarios” sustituyen el Gobierno central del 
Estado (Trotha, 2000: 277-278).
Bajo tales condiciones, a menudo surgen combinaciones de fuerzas propias de la esfera 
consuetudinaria —como los jefes locales, los reyes, las autoridades religiosas y sus bases de 
apoyo— que se combinan con las organizaciones señaladas arriba —como los “señores de la 
guerra” y sus milicias, los movimientos étnicos y milenaristas, o las mafi as de la delincuen-
cia organizada. Con frecuencia las nuevas organizaciones establecen vínculos con entidades 
sociales tradicionales, instrumentalizando a estas últimas para avanzar sus propios objetivos, 
como el incremento de su poder y la obtención de mayores benefi cios. Por su parte, los prota-
gonistas de entidades sociales tradicionales, como las familias extensas, los clanes, las “tribus” 
o las hermandades religiosas, aprovechan tales vínculos para promover sus intereses dentro 
de ese cuadro general. Tales intereses no pueden ser reducidos a objetivos políticos, como el 
incremento de su poder político o económico, o el incremento de la ganancia o el lucro perso-
nal, sino que también incorporan conceptos como el “honor”, “la venganza” o el “derecho a 
defenderse” (mediante la violencia). Por tanto, los objetivos y las preocupaciones de los acto-
res y de las instituciones tradicionales no estatales, así como su particular forma de hacer las 
cosas se mezclan con los objetivos y las motivaciones de los actores privados. En este sentido, 
es posible que los líderes de los clanes puedan convertirse en “señores de la guerra” (o que 
los “señores de la guerra” busquen obtener posiciones de autoridad en el ámbito tradicional), 
o que grupos de guerreros tribales puedan convertirse en una milicia privada. Por ejemplo, 
los sistemas de los “señores de la guerra” están arraigados en las estructuras sociales locales 
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de los clanes y de las tribus (tal como ha sucedido en Afganistán o en Somalia), mientras que 
las organizaciones criminales que controlan los barrios de chabolas están unidas a entidades 
basadas en lazos de linaje y de localidades de origen comunes. Además, estos órdenes enrai-
zados localmente se encuentran cada vez más vinculados al mercado global y a la sociedad 
global, ya sea mediante el narcotráfi co, la inmigración, las remesas, las redes comerciales o 
las afi liaciones religiosas. En muchos casos, las entidades tradicionales pueden integrarse a 
redes transnacionales, regionales e incluso globales. En el caso de Afganistán, Conrad Schet-
ter observa la existencia de una “tribu globalizada” (Schetter, 2007: 246-249) en el contexto 
de lo que él llama “Talibanistán” caracterizado por ser un orden no estatal y anti-estatal, 
basado en estructuras locales tribales, pero cada vez más entrelazado con redes regionales y 
globales. Lo anterior no es sólo un fenómeno exclusivo de Afganistán, sino también de otros 
países del Sur.
En situaciones como estas, el factor subjetivo de la “estatalidad” —una ciudadanía con 
sentido propio y con un compromiso hacia el Estado— prácticamente no existe. La percep-
ción subjetiva de ser ciudadano es prácticamente inexistente o carente de sentido. Lo ante-
rior también se aplica para los líderes políticos, los funcionarios públicos y la comunidad en 
su conjunto. La gente no se considera a si misma ciudadanos o nacionales de un Estado (o al 
menos, no en primer lugar). En cambio, se consideran como miembros una determinada en-
tidad subnacional o transnacional (grupo de linaje, tribu, localidad, etcétera). Esto es parti-
cularmente cierto en aquellos lugares donde las agencias del Estado no están presentes y por 
tanto el Estado no provee servicios básicos como la educación, la salud, la infraestructura o la 
seguridad, sino que es la propia comunidad la que los provee. La gente deposita su confi anza 
en su comunidad y en sus líderes, y no en el Gobierno ni en las capacidades del Estado. “El 
Estado” es visto como una fuerza ajena y alejada, no sólo en el sentido físico (la capital del 
Estado), sino también en el sentido psicológico. Los individuos depositan su lealtad en “su” 
grupo (sea este el que sea), y no en el Estado. En su condición de miembros de comunidades 
tradicionales, la gente esta vinculada por medio de una red de relaciones sociales y sujeta a 
una red de obligaciones mutuas, que son más fuertes que las obligaciones del “ciudadano”. 
La gente no obedece las reglas del Estado, sino a las reglas de su grupo. La legitimidad recae 
en los líderes del grupo y no en las autoridades del Estado, o sólo en aquellas autoridades 
estatales que a la vez lo sean en el contexto social tradicional, como por ejemplo el ministro 
que también es jefe de una tribu, y “señor de la guerra”, y que llegó a ser ministro gracias a 
que era un jefe tribal (y “señor de la guerra”). Lo anterior podría ser un ejemplo de “legi-
timidad hibrida”, es decir, la legitimidad tradicional y/o la legitimidad carismática, más la 
legitimidad legal-racional34.
34.  Max Weber hace la distinción entre tres tipos de autoridades legítimas. Primera, la legitimidad sustentada 
sobre bases racionales, que “descansa sobre la creencia de la ‘legalidad’ de determinadas reglas normativas 
y el derecho de aquellos en posiciones de autoridad para dictar ordenes (autoridad legal)”; segunda, la que 
descansa sobre fundamentos tradicionales, que se sustenta en creencias relativas a la inviolabilidad de las 
tradiciones y en la legitimidad del estatus de aquellos que ejercen la autoridad según tales tradiciones (auto-
ridad tradicional)”; y, tercera “aquella que emana del carisma, derivada de la devoción, de la santidad, del he-
roísmo, o de una personalidad ejemplar, y de las reglas normativas o del orden establecido por dicha persona 
(autoridad carismática)” (Weber, 1968: 46).
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Para resumir el argumento principal de este epígrafe, las regiones con una “estatalidad 
débil”, por lo general, se caracterizan por la coexistencia, el solapamiento, la imbricación y la 
competencia de diversos intereses de poder y lógicas de orden, entre las cuales destacan las 
“lógicas” del Estado “formal”, del orden social tradicional “informal”, de la globalización, y 
la de la fragmentación social (que se manifi esta en distintas formas: étnicas, tribales, religio-
sas…). En un contexto como este, el “Estado” no goza de la posición de privilegio de ser el 
marco político que provee la seguridad, el bienestar, y la representación; sino que tiene que 
compartir su autoridad, legitimidad y capacidades con otras estructuras. En defi nitiva, lo que 
se enfrenta son órdenes políticos híbridos, que difi eren considerablemente del modelo del 
Estado Occidental.
Este estudio utiliza en término “híbrido” para caracterizar este tipo de órdenes políticos, 
que se caracterizan por:
     — Ser lo sufi cientemente amplios para abarcar distintas formas de gobierno y de órdenes 
no estatales basados en la costumbre (desde el (neo)patrimonialismo hasta el acéfalo35);
     — Centrarse en la combinación de distintos elementos propios de sistemas sociales diferen-
tes y que siguen diferentes lógicas;
     — Afi rmar que dichas esferas no existen de manera aislada las unas de las otras, sino que 
se infl uyen mutuamente, y por tanto, dan lugar a órdenes políticos auténticos y singu-
lares36.
Paralelamente, el presente estudio busca profundizar y ampliar la noción de lo “híbrido” 
y desea abogar por una apreciación mayor de dicho concepto, que supere sus connotaciones 
negativas.
Los órdenes políticos híbridos pueden ser percibidos como —o llegar a ser— entidades 
en proceso de formación estatal. La implementación de políticas prudentes pueden servir de 
ayuda a la formación de estos nuevos tipos de Estados, partiendo del modelo Occidental, pero 
reconociendo y trabajando con las particularidades de la “hibridez” propias de determinado 
orden político.
35.  Una sociedad acéfala —sin cabeza— es una sociedad que carece de líderes políticos formales, y que no 
cuenta con un sistema político de poder y de autoridad institucionalizado.
36.  La noción de “orden político híbrido” comparte ciertos elementos del neopatrimonialismo entendido por 
Engel y Erdman (2007). Dichos autores entienden el neopatrimonialismo como “la mezcla, parcialmente im-
bricada, de dos formas coexistentes de dominación: la dominación patrimonial, y, la dominación burocrática 
legal-racional”, argumentando que, “ambos sistemas o lógicas (…), la patrimonial propia de las relaciones 
personales, y, la legal-racional propia de la burocracia (…) no están aisladas la una de la otra. Por el contrario, 
se infl uyen mutuamente; la lógica patrimonial penetra el sistema legal-racional y afecta su lógica, sus funcio-
nes y sus resultados, pero no se apropia por completo de la lógica legal racional” (Engel y Erdman, 2007: 105). 
Sin embargo, para efectos de este estudio, hace falta un concepto más amplio que el neopatrimonlismo, ya 
que hay regiones del Sur que no son gobernados por esta lógica, pero que son, no obstante, zonas donde 
impera un orden político híbrido. Dadas las características singulares de las islas del Pacifi co, por ejemplo, 
conceptos como el neopatrimonialismo, el clientelismo o el patronazgo no explican por completo el orden 
imperante. En todo caso, el neopatrimonialismo ha de ser reconocido como una clase específi ca de orden 
político híbrido.
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LA “CONSTRUCCIÓN DE ESTADOS”: 
CASOS POSITIVOS Y NO TAN POSITIVOS
Desde la perspectiva del discurso político y académico dominante sobre los Estados “frá-
giles”, el carácter “híbrido” del orden político es percibido como un factor negativo (si tal 
característica llega a ser percibida). Sin embargo, la experiencia histórica muestra que los 
intentos de “construcción estatal” que ignoran o se oponen a la naturaleza híbrida de un 
orden político encontrarán considerables dificultades para lograr resultados sostenibles 
y legítimos. El fortalecimiento del Estado central es sin duda importante, pero si se con-
vierte en la principal o única prioridad, existe el peligro de que ello aumente la alienación 
de las comunidades locales y las situé en una posición de pasividad, minando tanto el 
sentido de la responsabilidad local frente a los problemas, como la apropiación local de 
las soluciones.
Abundan los ejemplos de los intentos fallidos de “construcción de Estados” a causa de 
subestimar la fuerza de las formas tradicionales, desde Afganistán hasta las Islas Salo-
món37. Un caso particularmente llamativo es el de Timor Oriental. Generalmente este 
país es presentado como un caso de éxito. Naciones Unidas, otras organizaciones interna-
cionales y varios países donantes han hecho un gran esfuerzo por “construir” el Estado ti-
morense bajo el modelo de una democracia liberal. Sin embargo, la experiencia en Timor 
Oriental muestra que las intervenciones de “construcción estatal” también pueden causar 
daños38.
LA MALA ORIENTACIÓN DE UNA “CONSTRUCCIÓN ESTATAL 
DESDE CERO”: EL CASO DE TIMOR ORIENTAL
Una parte signifi cativa de la ayuda internacional para la “construcción del Estado” en Ti-
mor Oriental parece haber estado muy centralizada en Dili, su capital, y se orientó hacia la 
creación de instituciones nacionales de gobierno. A causa del énfasis del propio Gobierno 
timorense en la centralización, la mayoría de la población, que vive en las zonas rurales, re-
cibió poca atención. Como resultado, las instituciones de gobierno tienen pocas capacidades 
para extenderse fuera de Dili y pocos lazos con las prácticas de gobierno tradicional que aun 
aseguran el orden social local, especialmente en las áreas rurales. Esta desconexión, entre el 
37.  Respecto a Afganistán, Astri Suhrke plantea una importante crítica a la “construcción estatal” exógena 
que se está llevando acabo en dicho país. Suhrke muestra los defectos de dicho “proyecto de ingeniería so-
cial”, y critica el papel dominante que juegan los actores externos. El proceso emprendido en Afganistán esta 
“siendo desarrollado por fuerzas externas”. “Dos elementos clave de toda ‘construcción estatal’ —el capital 
y la fuerza armada— son proveídos por potencias extranjeras. Lo anterior ha creado una serie de problemas 
para el tercer elemento clave: la legitimidad.” (Suhrke, 2006: 18). Para profundizar más sobre los riesgos y las 
defi ciencias de la “construcción estatal” en las islas Salomón, y sobre el papel que ha desempeñado la Misión 
de Asistencia Regional para las Islas Salomón (RAMSI, en inglés) encabezada por Australia, véase Dinnen 
(2007); Moore (2007); y, Clements y Foley (2008, próximo a publicarse).
38.  Véase el capítulo de A. Brown (2008) en este volumen, Laakso (2007); y, Trinidade y Castro, ( 2007).
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Gobierno altamente centralizado en Dili, y la población, rural en su mayoría, ha resultado 
en la marginalización tanto de la cultura local como de las comunidades rurales. Por consi-
guiente, muchas personas no se identifi can con la forma y el lenguaje del Estado que ahora 
supuestamente habitan en calidad de “ciudadanos”. Existe la sensación generalizada de que 
el nuevo Estado ha marginalizado a la cultura y a las tradiciones timorenses como fuentes de 
formas de gobernanza.
El gran error, en el que cayeron muchos de los actores externos y de la elite política 
timorense (que em muchos casos había pasado mucho tiempo en el exilio), fue pensar que 
después de la liberación de la ocupación indonesia que Timor Oriental era una tabula rasa 
—un espacio carente de instituciones de gobierno donde se podría y se debería “construir 
el Estado desde cero”. En contraste con esta presunción, la costumbre y las instituciones de 
gobierno tradicionales siguen desempeñando un papel importante en la vida cotidiana de la 
gente. En efecto, desde la independencia, ha habido un resurgimiento extraordinario de 
prácticas tradicionales que en su tiempo fueron reprimidas por la ocupación indonesia. 
Dichas prácticas contribuyen a la gestión de confl ictos, al orden y al bienestar social local, 
pero continúan siendo ignoradas por parte de las elites políticas timorenses y de los donan-
tes internacionales; generando, por consiguiente, consecuencias negativas. La violencia que 
se extendió en 2006 (cuatro años después de la obtención de la independencia formal), la 
violencia que estalló durante y después de las elecciones nacionales de 2007, y más recien-
temente, el atentado fallido y casi fatal contra el Presidente, y el ataque al primer ministro 
en 2008, indican el grado de inestabilidad de Timor Oriental. Decenas de miles de despla-
zados internos viven en campos de refugiados dentro y cerca de la capital, las bandas de 
delincuentes urbanos generan una gran inseguridad, las fuerzas de seguridad timorenses 
están profundamente divididas y el Gobierno continúa dependiendo de la protección y 
del apoyo de fuerzas policiales y militares internacionales. En las explicaciones locales de 
la inestabilidad se subraya que muchos sienten que las tensiones sociales se deben a que 
el nuevo Estado ha ignorado muchas de las costumbres y tradiciones locales, que en su 
momento fueron fundamentales en la lucha de la independencia,y que siguen siendo esen-
ciales para la organización de la vida comunitaria y para la identidad colectiva timorense 
(Trinidade y Castro, 2007).
Los esfuerzos por introducir normas y estructuras de gobierno liberal de una manera rá-
pida sin prestar atención a como dichas normas y estructuras se relacionan con los valores de 
la vida tradicional local han contribuido a la erosión de las instituciones y de los valores que 
han servido de base para el orden. Dichos esfuerzos han conducido a la adopción de normas 
liberales que a menudo son poco o mal comprendidas (particularmente en las zonas urbanas). 
Como consecuencia, la noción que se tiene sobre la “democracia” ha sido identifi cada con el 
“confl icto entre las distintas facciones de la elite política” y con la imposición de determinados 
valores “desde arriba”; la “democracia y la “cultura timorense” son percibidas como fuerzas 
antagónicas. Este antagonismo podría acentuarse si, por ejemplo, se llevan acabo comicios lo-
cales organizadas entorno a un sistema de partidos políticos como medio para incrementar 
los vínculos entre las comunidades y el gobierno. Lo anterior podría resultar problemático al 
trasladar algunas de las divisiones políticas del ámbito nacional al local, afectando la cohesión 
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social y la seguridad. La dimensión competitiva de elecciones organizadas bajo el modelo de 
la democracia liberal (basadas en la afi liación a partidos políticos) es extraña a las costumbres 
timorenses39.
A lo largo de los últimos ocho años, muchas de las normas de conducta de los timorenses 
—formas de hablar, de vestir y de comportamiento social, pero también de responsabilidad 
en la toma de decisiones y en los puestos de responsabilidad, el procedimiento para obtener 
autorizaciones para la realización de actividades colectivas— han sido sistemáticamente ig-
noradas y marginalizadas por los representantes de la comunidad internacional y por la elite 
política timorense. De continuar esta pauta de marginalización y no cerrar la brecha entre las 
estructuras del Gobierno nacional y las instituciones tradicionales, la probabilidad de originar 
más problemas en el futuro es alta.
El ejemplo anterior muestra que el abismo que separa las comunidades del Gobierno, 
abierto por la ruptura de las instituciones estatales con los valores y las prácticas tradicionales 
puede socavar el potencial de la democracia. Los esfuerzos por “construir el Estado” timorense 
corren el peligro de crear un Estado que la gente no reconozca como propio, y en relación al 
cual se sientan ajenos en muchos aspectos importantes. Este no es un camino prometedor, ni 
para el Gobierno, ni para la democracia. La situación es el resultado directo de “constructores 
del Estado” internos y externos que están desatendiendo e (involuntariamente) socavando las 
fuentes y las capacidades tradicionales y comunitarias del orden y la resiliencia, contribuyendo, 
con ello, a la actual inestabilidad.
Timor Oriental y otros casos similares sirven de ejemplo para subrayar la importancia de 
reconocer la naturaleza “híbrida” de un orden político determinado como punto de partida 
para los proyectos de consolidación de la paz y de “construcción estatal”. El desafío está en el 
encontrar maneras y medios para generar un acomodo mutuo positivo entre el Estado y los 
mecanismos e instituciones tradicionales no estatales o de la sociedad civil —que en la práctica 
no son esferas separadas, sino elementos de un contexto local sociopolítico “complicado”—, de 
tal manera que las nuevas formas de “estatalidad” que puedan surgir sean más capaces, más 
efi caces y más legítimas, que aquellas basadas en una visión limitada del modelo del Estado 
Occidental40.
39.  Hay otros modelos electorales que son más sensibles a los valores tradicionales. El anterior modelo, que 
prescindía de un sistema de partidos políticos, y en el que los candidatos no estaban afi liados a partidos 
políticos, sino que proceden de linajes avalados por la tradición y las costumbres, podría servir de base para 
un nuevo modelo. La discusión y el consenso entre los ancianos de las aldeas contribuía a la selección de los 
candidatos y la decisión fi nal era avalada públicamente por los ancianos o por aquellos con “autoridad ritual”. 
Tras este proceso, la comunidad aceptaba la autoridad del nuevo líder.
40.  Es importante matizar que en este ejercicio, no se busca romantizar o idealizar los actores y las institu-
ciones tradicionales. No son “mejores” per se que las instituciones estatales (las primeras pueden ser muy 
problemáticas). En este orden de ideas, se busca subrayar que la existencia de dichos elementos tradicionales 
es un factor presente, y que por tanto debe ser considerado. En vez de ignorar, desatender, debilitar o luchar 
contra los fenómenos tradicionales y consuetudinarios, se deberían respetar y explorar por medio de asocia-
ciones, su potencial positivo para la gobernanza, el desarrollo y la consolidación de la paz. Para una visión 
crítica de las prácticas tradicionales y consuetudinarias, véase Boege (2006b: 15-17). 
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CASOS EXITOSOS DE “CONSTRUCCIÓN ESTATAL HÍBRIDA” 
SOMALILANDIA Y LA ISLA DE BOUGAINVILLE
Hasta ahora, hay pocos casos de éxito, pero los hay. Somalilandia y la Isla Bougainville son 
algunos.
1. Somalilandia
Con la caída del régimen de Siad Barre, el Estado de Somalia colapsó en 1991, “lo que lo con-
vierte en el caso de colapso estatal de más duración en la historia poscolonial”, y, además, “el 
‘cementerio’ donde yacen los restos del mayor número de iniciativas de ‘construcción estatal’ 
impulsadas desde el exterior” (Mankhaus, 2006: 74). Sin embargo, la región noroccidental (el 
antiguo protectorado de Somalilandia) cuenta con un orden político efectivo y funcional que 
ha surgido a lo largo de los últimos quince años. Tal orden combina las instituciones tradicio-
nales —los consejos de los ancianos (guurti)— con instituciones estatales modernas basadas en 
un sistema de elecciones libres y justas, tales como el Parlamento y la Presidencia. El éxito de la 
construcción de la paz y de la construcción del Estado en Somalilandia se debe, en gran medi-
da, a la participación de los actores y de las instituciones tradicionales presentes en la sociedad 
somalilandés tradicional organizada en clanes41. Los ancianos de los clanes y sus respectivos 
consejos, haciendo uso de mecanismos tradicionales para la resolución pacífi ca de confl ictos, 
fueron actores clave en el proceso de consolidación de la paz. La actuación de los consejos de 
ancianos destacó no sólo durante el proceso de paz, sino también en el proceso de la creación 
del nuevo orden político. Por ello, la Constitución institucionalizó la participación de dichos 
consejos dentro del sistema político de Somalilandia. Dado el papel positivo que habían jugado 
los consejos de ancianos en la construcción de la paz, se les confi aron funciones importantes 
en el posterior proceso de construcción del orden político, y en la actualidad están integrados 
constitucionalmente en el sistema político de Somalilandia. Tales consejos son sumamente 
importantes para la Gobernanza y la gestión pública, pero son especialmente efectivos para la 
resolución pacífi ca de confl ictos. Simultáneamente, forman parte de un sistema político cons-
truido en sintonía con el modelo del Estado Occidental. Somalilandia es un ejemplo de un 
“Estado emergente” sustentado sobre un orden político híbrido.
Pese a que Somalilandia ha demostrado ser una entidad política funcional, efectiva y legiti-
ma, aun no ha sido reconocida como un “Estado” por la comunidad internacional de Estados. 
Es un Estado de facto, pero no de jure. Los procesos de consolidación de la paz y de “construc-
ción estatal” ocurridos en Somalilandia se han desarrollado prácticamente sin ayuda externa, 
impulsados, en cambio, por la fuerza y la resiliciencia de las comunidades locales. Sin embargo 
(o quizás gracias a ello), el caso de Somalilandia podría considerarse como exitoso. Ambos 
procesos, la consolidación de la paz y la “construcción del Estado” han surgido desde abajo 
—en vez de ser impuestos en un proceso de arriba abajo— y, en ausencia de una entidad que 
41.  Para un recuento de los logros alcanzados en Somalilandia véase Boege (2004: 103-128); Seifert (2007); 
Trotha (2005: 35-37); Hoehne (2006a) y (2006b); Menkhaus (2006: 91-93); Hagmann y Hoehne (2007).
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centralizara el monopolio del uso de la violencia. El Gobierno de Somalilandia “no tiene el mo-
nopolio en el uso de la violencia y (…) la seguridad se administra de manera descentralizada, 
y está garantizada por los políticos locales y los ancianos” (Hagmann y Hoehne, 2007: 24). El 
resultado es una clase de estatalidad indígena que “combina prácticas y normas tradicionales, 
consuetudinarias e Islámicas” (Hagmann y Hoehne, 2007: 25) y que goza de altos niveles de 
legitimidad entre la gente.
2. Bougainville
En la última década ha surgido un caso similar en la Isla de Bougainville, ubicada en el Pací-
fi co sur. Tras una década de una intensa guerra de secesión entre las fuerzas de seguridad de 
Papúa Nueva Guinea y las fuerzas separatistas del Ejército Revolucionario de Bougainville la 
isla ha estado en el centro de distintos procesos de consolidación de la paz y de “construcción 
estatal” desde la fi rma de un acuerdo de paz en 2001. El acuerdo de paz concede a Bougainville 
un estatus de autonomía, próximo a la independencia, que posteriormente llevaría a un refe-
réndum respecto a su futuro político (sea la independencia o la autonomía bajo el Estado de 
Papúa Nueva Guinea). Tras la devastación que supuso la guerra y el colapso casi completo del 
orden estatal, Bougainville se ha enfrentado al desafío de construir un orden político nuevo. Al 
igual que en Somalilandia, la población recurrió a instituciones y a mecanismos tradicionales 
para la resolución de confl ictos, la reconciliación y la consolidación de la paz. Dado que dichos 
mecanismos e instituciones habían probado su efi cacia, había un gran deseo de construir el 
nuevo orden político sobre la base de tales instituciones y mecanismos. Nuevamente, se trató 
de un proceso de “abajo hacia arriba”, en el cual los consejos de ancianos y los consejos de los 
jefes desempeñaron importantes funciones en los procesos de consolidación de la paz y de 
“construcción estatal”. A consecuencia de dicha experiencia, las instituciones tradicionales se 
convirtieron en piezas fundamentales de la nueva Constitución de la Región Autónoma de 
Bougainville. Al igual que en Somalilandia, el orden político de Bougainville combina ele-
mentos del modelo del Estado Occidental (una Presidencia, un Parlamento, una Constitución, 
elecciones libres y justas, servicios públicos, etcétera) y elementos de gobernanza tradicional 
basados en la costumbre (consejos de ancianos, consejos de jefes, derecho consuetudinario, y 
resolución de confl ictos). Este modelo híbrido esta funcionando bastante bien y goza de un 
buen nivel de legitimidad, de nuevo, sin que el monopolio del uso de la violencia recaiga en el 
Estado central. El orden político establecido en Bougainville es genuinamente “doméstico”, y 
la ayuda externa ha sido moderada (Boege, 2006a).
Los casos de Somalilandia y de Bougainville muestran que hay otras formas de “construir 
Estados”. Sin copiar y trasladar de manera simplista el modelo Occidental, dichos casos mues-
tran que incorporar instituciones y mecanismos tradicionales a la “estructura del Estado” pue-
de traer resultados positivos. Dichas iniciativas confi rman el argumento de Rod Nixon de que 
las “‘estructuras tradicionales’ constituyen los cimientos culturales sobre los cuales se deberían 
‘construir los Estados’” (Nixon, 2006: 84). 
Somalilandia y Bougainville podrían ser casos excepcionales, pero no son los únicos. Aun 
en las condiciones más extremas de debilidad estatal y de confl icto, se pueden encontrar áreas 
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con un orden híbrido más o menos funcional, efi caz y legitimo. En el Norte de Kivu (Repú-
blica Democrática del Congo), por ejemplo, instituciones no estatales como las iglesias o las 
entidades sociales tradicionales han llenado el vacío político que dejó la retirada del Estado. Al 
tomar las funciones del Estado, se han convertido en instituciones paraestatales. En este con-
texto, se han establecido consejos de ancianos compuestos por representantes de varios grupos 
etno-lingüísticos encargados de resolver confl ictos y de atender algunos aspectos de la gober-
nanza local (Tull, 2005a: 215-216; Tull, 2005b: 15, 25). En la franja fronteriza entre Kenya y 
Tanzania, surgió un mecanismo para el mantenimiento del orden y la resolución de confl ictos 
llamados sungusungu, que en un principio era contrario a las instituciones estatales (particu-
larmente la policía y el poder judicial), ya que se basaba en el derecho consuetudinario en vez 
del derecho promulgado por el Estado. La evolución de sungusungu condujo al desarrollo de 
una “forma híbrida de organización (…), que en stricto sensu es ilegal, pero ofi cialmente auto-
rizada; es decir, no forma parte del Estado, pero este tampoco la rechaza” (Heald, 2007: 2). El 
sistema sungusungu es un ejemplo de como la población local “se moviliza creando formas in-
dígenas de gobernanza, aplicándolas y ajustándolas a nuevas situaciones, creando en el proceso 
nuevas formas de unidad y de conciencia política” (Heald, 2007: 2). Experiencias similares se 
podrían encontrar en otros Estados del Sur que sean frágiles, o que estén colapsados, y/o azo-
tados por la violencia (p.e. Sierra Leona, véase Boege, 2004: 75-84). Inclusive en Somalia —el 
Estado “colapsado” por excelencia—, “en respuesta a la ausencia prolongada de un gobierno 
central, existen sistemas informales para la mitigación, para la seguridad y la gobernabilidad” 
(Menkhaus, 2006: 74) que se basan en sistemas locales de gobierno y que proveen una “gober-
nanza sin gobierno”.
De conformidad con la sugerencia de Ken Menkhaus, en situaciones donde existe un Es-
tado “frágil” o “colapsado”, como es el caso de Somalia, “la mejor posibilidad para ‘revivir’ un 
Estado podría estar en establecimiento de un Estado ‘mediado’, en el que un Gobierno central 
con poderes y capacidades limitadas depende de distintas autoridades locales para ejecutar 
las funciones básicas del Gobierno y mediar las relaciones entre las comunidades locales y el 
Estado. Desde esta perspectiva, el proyecto de construir un Gobierno central de ‘arriba hacia 
abajo’ y el surgimiento de unidades políticas informales no son vistos como antitéticos (pese a 
que ambas son entidades políticas rivales, que coexisten gracias a una asociación compleja, mas 
no exenta de complicaciones), ya que ambas podrían funcionar de manera más armónica, en 
un mismo marco basado en una distribución negociada del trabajo” (Menkhaus, 2006: 103).
Este tipo de acomodo positivo podría conducir al establecimiento de “Estados” que “quizás 
no se asemejen o asimilen a los ideales Occidentales de lo que deberían ser las estructuras de 
gobierno” (Barcham, 2005: 9), y que, en algunos casos podría refl ejar cierta “debilidad” res-
pecto a sus capacidades institucionales y capacidades para establecer un Estado de derecho. 
Sin embargo, al reconocer el papel que juegan las instituciones locales y no desafi ar el orden 
establecido, el Estado, trabajando en coordinación con dichas instituciones podría transformar 
dicha “debilidad”; fortaleciendo, durante el proceso, sus capacidades sobre la base de una legi-
timidad más sólida a los ojos de la población. La interacción constructiva entre las estructuras 
de gobierno estatales y las instituciones tradicionales es vital, dado que la “debilidad” estatal 
no sólo es un problema que gira entorno a la voluntad política, a la falta de capacidades, a la 
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funcionalidad, y a instituciones y capacidades de implementación, sino que también implica 
expectativas, percepciones y legitimidad. La “debilidad” Estatal tiene dos lados: la debilidad 
derivada de la falta de capacidades de implementación y de aplicación del derecho, y, la debi-
lidad nacida por la falta de legitimidad.
CONCLUSIONES 
Keith Krause y Oliver Juetersonke sostienen que las políticas de “construcción de Esta-
dos” de la comunidad internacional “sólo tendrán sentido si uno acepta que un proyecto de 
‘(re)ingeniería social’ impulsado desde el exterior puede acelerar o sustituir a un proceso his-
tórico y más “orgánico” de “construcción estatal” desarrollado por actores locales” (Krause y 
Juetersonke, 2007: 11). Quizás las alternativas están interpretadas de forma equivocada: la “in-
geniería social” propia de la “construcción de Estados” ofrece poca esperanza para la obtención 
de resultados sostenibles, pero por otra parte, sería fatalista —y posiblemente cínico— dejarlo 
todo a un proceso histórico “orgánico”, que posiblemente signifi caría grandes pérdidas de vi-
das, injusticia y miseria, tal como muestra la historia de la formación de los Estados europeos. 
Se tiene que buscar el punto medio. Los conceptos del “orden político híbrido” y del “acomodo 
positivo mutuo” podrían ser útiles para encontrar tal punto.
Al reconceptualizar los Estados “frágiles” como “ordenes políticos híbridos” se puede 
imaginar nuevas opciones para la gobernanza. Este enfoque también podría contribuir a la 
reorientación de la ayuda externa. Desde esta perspectiva, las posibilidades de infl uir las es-
tructuras de gobierno desde afuera podrían ser reexaminadas, cambiando el enfoque centrado 
en modelos rígidos y limitados de “construcción de Estados”, a otros orientado a una mejor 
comprensión e implicación con instituciones híbridas.
Sin embargo, en la actualidad, los donantes tienden a asumir el papel de enseñarles a “ellos” 
(a los políticos y a la gente de los llamados Estados “frágiles”) como hacer que “nuestras” ins-
tituciones (Occidentales) les funcionen mejor. “Nosotros” tenemos la tendencia de imponer a 
“ellos” “nuestras” ideas de lo que un “buen Estado” debería ser (Woodward, 2006: 4; Brown, 
2002). Se habla mucho de la importancia de la apropiación, pero en muchas ocasiones se trata 
de un ejercicio retórico, ya que “ellos” deben “adueñarse” de lo que se ofrece. Como señala 
Suhrke, “la apropiación local realmente signifi ca ‘su’ apropiación de ‘nuestras’ ideas” (Suhrke, 
2007: 1292). Muy relacionado con esta actitud está la visión funcionalista del “Estado” enten-
dida como un conjunto de instituciones que pueden ser entregadas cual si fuesen un produc-
to, diseñadas de conformidad con determinados principios y técnicas propias de la ingeniería 
social. Conforme a ello, los actores externos se centran en cuestiones que les llevan a una im-
plementación fácil, al aplicar prácticas supuestamente tecnocráticas que buscan fortalecer las 
capacidades del Estado, particularmente aquellas relacionadas con el derecho, la justicia y la 
seguridad, con miras a reproducir sistemas judiciales, policiales y penitenciarios de corte Oc-
cidental. Este enfoque ignora (u oculta) el hecho de que la “construcción del Estado” no es un 
mero ejercicio técnico, ni que se limita exclusivamente a mejorar las capacidades y la efi cacia 
de la instituciones del Estado, sino que es un proceso político altamente controvertido que 
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probablemente implicará el surgimiento de serios confl ictos políticos en la medida que se dis-
tribuya el poder. Por tanto, aplicar un enfoque técnico a la “construcción de Estados” orientado 
por una visión administrativa del Estado pasa por alto su carácter político y social. Por último, 
el “boom de la industria de la construcción de Estados” raramente considera la posibilidad de 
que bajo ciertas condiciones, quizás no sea posible construir “un Estado sostenible mediante la 
intervención externa; o bien, que dicha intervención podría hacer más daño que bien” (Din-
nen, 2007: 260).
Esta “industria” se inspira en el pensamiento político Occidental que da por hecha la exis-
tencia de los Estados y el sistema internacional de Estados, y por consiguiente, mantiene un 
arraigado “horror vacui”: la presunción de que en donde no existan Estados hay el caos y, por 
ende, hay terroristas. La idea de que la “ubicuidad de los Estados quizás ya no sea tan normal, 
es causa para el temor desde la perspectiva de un sistema internacional que para el bien de 
su existencia ha tenido que depender de la premisa de la ‘normalidad’ de los Estados (Door-
nbos, 2003: 56). En este orden de ideas, los académicos “de las disciplinas tradicionalmente 
estatocéntricas, como las ciencias políticas o las relaciones internacionales experimentan cierta 
difi cultad para imaginar una vida sin el Estado. Sin embargo, en la realidad, surgen actores 
alternativos para desempeñar determinadas funciones estatales que el Estado ha dejado de 
cubrir tras su retirada.” (Hagmann y Hoehne, 2007: 21).
Por consiguiente, es importante enfatizar el potencial positivo, y no solo las características 
negativas, de los llamados Estados frágiles, restando el énfasis puesto en su “debilidad”, “fragi-
lidad”, “fracaso” y “colapso”, para centrarse en su naturaleza “híbrida”, en sus procesos genera-
tivos, en su adaptación innovadora y en su ingenio. Esto también implica entender la resiliencia 
de la comunidad y de sus instituciones tradicionales no tanto como “saboteadores” o problemas, 
sino como activos y fuentes de soluciones que pueden ayudar para construir relaciones positivas 
en las comunidades y sus gobiernos; entre las instituciones sociales y políticas tradicionales y 
las instituciones “importadas”. En este sentido, y a modo de ejemplo, en vez de catalogar a las 
formaciones sociales basadas en el parentesco como fuentes de corrupción y de nepotismo que 
fomentan la irresponsabilidad y la falta de transparencia, también se podrían ver como valiosas 
redes sociales que tienen sus propios contrles y contrapesos. La movilización y la implicación de 
estas redes puede ser un factor que contribuya positivamente al orden político.
Colaborar con las comunidades locales y con las instituciones tradicionales no estatales 
es tan importante como el trabajar con los gobiernos y las instituciones estatales. En todo 
caso, el grado de arraigo que gozan las instituciones estatales en la sociedad es vital para la 
estabilidad, la efi cacia y la legitimidad de propio Estado. Las nociones relativas a la “cons-
trucción de Estados” predominantes en el pensamiento Occidental tienden a “sobrecargar” 
las instituciones estatales que se están desarrollando —“las expectativas son excesivamente 
altas” (Woodward, 2005: 5)—, y al mismo tiempo, se tiende a subestimar el potencial de las 
instituciones locales tradicionales. Desde luego, fortalecer, por una parte, la gobernanza tra-
dicional local podría debilitar los esfuerzos por crear las instituciones estatales; en estos casos, 
las comunidades con demasiado poder tendrían pocos incentivos para apoyar el desarrollo 
de las instituciones centrales. El desafío está en encontrar las formas más apropiadas para la 
complementariedad y la interacción.
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Este tipo de problemas ha recibido poca atención académica, particularmente en lo que se 
refi ere al estudio de formas tradicionales de gobierno y su interacción con proyectos nacionales 
e internacionales centrados en el Estado42. Hace falta más investigación sobre las capacidades 
potenciales (y los límites y defi ciencias) de los órdenes políticos híbridos para determinar con 
más precisión la utilidad de su carácter híbrido para la gobernanza, para el desarrollo, y en los 
procesos de consolidación de la paz43.
En la actualidad, el pensamiento predominante sobre la “construcción de Estados” se basa 
sobre las limitadas concepciones que tiene el Occidente sobre las fuentes de su propio orden 
político y social. La realidad es que las instituciones estatales coexisten con, y dependen de 
instituciones familiares, religiosas, económicas y culturales. El hecho de que el Estado cuente 
con la capacidad coercitiva —de la que carecen otras instituciones— para determinar los resul-
tados, no necesariamente signifi ca que las instituciones estatales sean las fuentes primarias de 
integración, de seguridad, del bienestar y/o de la legitimidad. Generalmente estos factores son 
determinados en mayor medida por otras instituciones de la sociedad. Las instituciones estata-
les funcionan conforme estén ancladas a las prácticas y a las normas sociales y culturales.
El mejor resultado de este nuevo enfoque sobre la “construcción de Estados” sería el surgi-
miento de nuevas formas de gobierno que integren instituciones estatales, instituciones tradi-
cionales y nuevas nociones sobre la ciudadanía y la sociedad civil mediante “redes de gobierno 
y de orden” que no sean introducidas desde afuera, sino que estén enraizadas en las estructuras 
societales de cada lugar.
42.  Wulf (2007) ha hecho importantes contribuciones en este campo. Wulf brinda argumentos para el esta-
blecimiento de un monopolio público del uso de la fuerza segmentado en distintos ámbitos, que incluye los 
ámbitos locales, nacionales, regionales y globales.
43.  El Centro Australiano de Estudios de Paz y Confl ictos [Australian Center for Peace and Confl ict Studies 
(ACPACS)] ha concluido la primera etapa de un programa de investigación que se centra en estos temas, y 
que lleva por titulo “Hacia una Gobernabilidad Efi caz y Legitima: Los Estados Emergentes de Ordenes Políti-
cos Híbridos”, que ha sido fi nanciado por la Agencia Australiana de Ayuda al Desarrollo (AusAID). Los in-
formes y documentos fruto de dicho programa de investigación se publicarán pronto como parte de ACPACS 
Occasional Papers Series.
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3.  Cambio medioambiental, seguridad 
 y confl icto44
NILS PETTER GLEDITSCH45
¿UN CONCEPTO MÁS AMPLIO DE SEGURIDAD?
Tras el surgimiento en Europa de dos movimientos totalitarios durante la década de los años 
veinte, y las repetidas derrotas del liberalismo internacional, la escuela del pensamiento realista 
se aseguró un lugar dominante en las relaciones internacionales. El realismo enfatiza la lucha 
por el territorio y los recursos. Las pautas de los confl ictos y de la cooperación, son resultado 
—principalmente— de la lucha por el poder, sea militar, económico o político. Un Estado puede 
fortalecer su posición mediante la conquista o la formación de alianzas, y lo hará hasta el punto 
que lo permita el poder de otro u otros Estados. Desde esta concepción, el sistema internacional 
es anárquico, con normas poco claras e instituciones débiles que no pueden prevenir la agresión 
de aquellos Estados que desafíen el orden establecido. La seguridad es, en términos generales, un 
juego de suma cero en el cual la ganancia de un Estado se traduce en una perdida para otro.
El campo de las relaciones internacionales nunca ha aceptado una noción puramente rea-
lista de la seguridad. En las últimas décadas, nociones alternativas sobre la seguridad han co-
brado fuerza. El fi n de la Guerra Fría ha colocado al concepto de seguridad bajo un escrutinio 
particularmente intenso.
Uno de los primeros desafíos al concepto tradicional de la seguridad se hizo patente cuando 
la “Comisión Palme” propuso la noción de “seguridad compartida”, que consiste en un juego 
sinérgico en el cual la seguridad de un Estado refuerza la de los otros (Palme et al., 1982). Pos-
teriormente, la idea de “seguridad global” supuso un desafío mucho más radical al ampliar el 
alcance de la seguridad más allá de sus límites tradicionales (Westing, 1989: 129-134). Hoy en 
día, la noción de “seguridad humana” es el concepto de moda. La seguridad humana se enfoca 
en la seguridad del individuo, en vez de la seguridad del Estado. A partir de este punto, hay 
44.  Este capítulo es una traducción de “Environmental Change, Security, and Confl ict” del libro de Chester A. 
Crocker, Fen Osler Hampson y Pamela Aall (eds.), Leashing the Dogs of War. Washington, DC., Endowment of 
the United States Institute of Peace, 2008, pp. 177-195. Traducción de Luis Elizondo Belden.
45.  El trabajo del autor en esta materia se ha benefi ciado del apoyo del United States Institute of Peace y del 
Research Council of Norway. Este capítulo parte del trabajo que el autor ha realizado en el pasado. El autor 
quisiera agradecer a Jesse Hamner, Naima Mouhleb, Siri Camilla Aas Rustad, Ole Magnus Theisen, Aaron T. 
Wolf y Arthur Westing por sus comentarios y ayuda, así como a los editores de este trabajo, ninguno de los 
cuales es responsable de los errores que pudiese contener. Esta publicación está relacionada con el Global 
Environmental Change and Human Security Program (http://www.gechs.org).
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poco acuerdo respecto al alcance del concepto. El Programa de Desarrollo de las Naciones 
Unidas defi ne la seguridad humana en términos generales, al señalar que consiste en la “se-
guridad contra amenazas crónicas como el hambre, la enfermedad y la represión”, así como, 
“la protección de la irrupción repentina y dañina en la vida diaria” (UNDP, 1994: 23). Por su 
parte, el Informe de Seguridad Humana centra su atención en “las amenazas violentas contra 
los individuos”. Dicho informe señala que “desde el fi n de la Guerra Fría ha habido una dis-
minución a escala global en la violencia política” (Mack, 2005: viii). Lo anterior se aplica a las 
guerras interestatales, las crisis internacionales, las guerras civiles, los genocidios y las violacio-
nes serias de los derechos humanos, y los golpes de Estado. Un hallazgo ambiguo del informe 
respecto al terrorismo internacional señala que el número de actos terroristas ha disminuido, 
mientras que el número de víctimas ha incrementado.
Aparte de la “libertad para vivir sin temor”, una noción amplia de la seguridad podría incluir:
     — Seguridad Política, entendida como la libertad de dictaduras y de otras formas arbitra-
rias de gobierno. La seguridad política podría incluir el monitoreo de las condiciones 
para la gobernanza democrática y el respeto de los derechos humanos46;
     — Seguridad Económica y Social, entendida como la libertad para vivir sin miseria47;
     — Seguridad Cultural, entendida como la libertad de la opresión étnica o religiosa48; y,
     — Seguridad Medioambiental, entendida como la libertad de la destrucción medioambien-
tal y escasez de recursos, la cual constituye el tema central de éste capítulo.
La lista de arriba constituye la noción amplia de la seguridad humana, en cuya defensa abogan 
muchos activistas de derechos humanos. La “primera generación” de derechos humanos se aplica a 
los derechos políticos y civiles, la “segunda generación” incluye los derechos sociales y económicos, 
mientras que la “tercera generación” comprende la solidaridad y la sostenibilidad medioambiental.
La idea de un concepto más amplio de seguridad fue impulsada —en parte— por aca-
démicos y activistas que querían reducir la infl uencia del pensamiento tradicional del poder 
político en las relaciones internacionales. Tras el fi n de la Guerra Fría, esta idea ha incremen-
tado su aceptación, hasta tal punto, que podría ser considerada como el paradigma dominan-
te. Las organizaciones militares y los centros de seguridad nacional del Occidente adoptaron 
una concepción más amplia de seguridad, quizás, con el fi n de defi nir su nuevo papel en un 
mundo en el que ya no existía su enemigo principal. Para 1991, la OTAN reconoció que “la 
seguridad y la estabilidad tienen elementos políticos, económicos, sociales y medioambienta-
les, que se suman a la —indispensable— dimensión de la defensa [nacional]”49. Sin embargo, 
46.  Las fuentes estándar para medir la gobernabilidad democrática pueden encontrarse en Jaggers y Gurr 
(1995: 469–482); Vanhanen (2000: 251–265); y, en Freedom House, Freedom in the World: The Annual Survey of 
Political Rights and Civil Liberties, (http://www.freedomhouse.org).
47.  La seguridad económica y social puede ser medida con el PIB per cápita, véase (http://pwt.econ.upenn.
edu/); o, mediante el índice de la esperanza de vida, véase (http://www.un.org/esa/population/publications/
prebank.htm).
48.  Para un ejemplo de un trabajo importante en esta área véase Gurr (2000).
49.  Véase el punto 24 del Concepto Estratégico de la OTAN aprobado por el Consejo del Atlántico Norte el 7 
y 8 de noviembre de 1991 en Roma, (http://www.nato.int/docu/comm./49-95/c911107a.htm).
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la ampliación del concepto de seguridad también era visto como clave para responder mejor 
a los nuevos desafíos de las relaciones internacionales en la posguerra fría. Por su parte, el 
Grupo de Alto Nivel sobre las Amenazas, los Desafíos y el Cambio, convocado por el secreta-
rio general de Naciones Unidas, adoptó también una noción amplia de “seguridad colectiva” 
(Naciones Unidas, 2004a). Dicho Grupo señaló a la pobreza, las enfermedades infecciosas y 
la degradación del medioambiente como tres importantes riesgos de seguridad, los cuales se 
suman a otras amenazas, como los confl ictos armados, el terrorismo, el crimen organizado y 
las armas de destrucción masiva.
Una noción global de la seguridad no está exenta de problemas. Existe siempre el peligro de 
catalogar, bajo la etiqueta de “inseguridad”, a cualquier problema o tensión. En este sentido, 
se podría recordar el debate sobre la ampliación del concepto de violencia que surgió a fi nales 
de la década de los sesenta y principio de los setenta. El concepto de “violencia estructural”, 
que originalmente se aplicaba a las muertes causadas por la desigual distribución de recursos, 
llegó a diluirse a tal grado que prácticamente cualquier forma de injusticia era considerada 
como violencia (Galtung, 1969: 167-191). La “violencia estructural” se convirtió en un eslogan 
político y eventualmente se “auto-destruyó” en la investigación para la paz. El término de “in-
seguridad” debería quedar reservado para las amenazas más importantes para la vida humana. 
Considerando esta advertencia, a continuación se analizará la “seguridad medioambiental” 
como un componente de la seguridad global.
SEGURIDAD MEDIOAMBIENTAL
La cuestión sobre cómo la degradación medioambiental podría conducir hacia la inseguridad 
está en núcleo del problema de la escasez de los recursos. Thomas Malthus sostiene que el 
hambre es inevitable, ya que la población del planeta crece de manera exponencial, mientras 
que la producción de los alimentos crece de manera lineal (Malthus, 1992). Por tanto, en algún 
momento, la cantidad de alimentos disponibles per cápita será inferior a la cantidad mínima 
requerida para alimentar a toda la población. En tal circunstancia, una crisis sería inevitable. 
El pensamiento neo-Maltusiano tiende a seguir la misma lógica general, pero se aplica a una 
amplia gama de recursos naturales (Gleditsch, 2003: 477-485). Por tanto, una gran cantidad de 
autores ha comentado sobre el ya anticipado “estrés hídrico”, partiendo de la idea de que la li-
mitada cantidad de agua dulce disponible tendrá que ser compartida por un número mayor de 
habitantes (Falkenmark, 1990: 177-190). El embargo del petróleo, organizado a mediados de 
la década de los setenta por los Estados productores árabes, creó grandes preocupaciones res-
pecto al abastecimiento de minerales y fuentes de energía. Más recientemente, la predicción del 
alza del precio del petróleo a cifras históricas, aunada a la creciente debilidad de las economías 
dependientes del petróleo y a las guerras por los recursos, anuncian “el fi n de la civilización tal 
como la conocemos”50.
50.  Véase “Life after the Oil Crash” (http://www.lifeaftertheoilcrash.net/). Fecha de consulta: 2 de diciembre 
de 2005.
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La escasez global de los recursos es una condición sufi ciente, mas no determinante para la 
escasez local. Thomas Homer-Dixon, uno de los defensores más destacados de la idea de que 
los factores medioambientales juegan un importante papel en la gestación y en la exacerbación 
de los confl ictos armados, distingue entre tres formas de escasez de recursos:
     — La escasez derivada de la demanda, la cual resulta del crecimiento demográfi co;
     — La escasez derivada de la provisión, causada por el consumo desmesurado o la degrada-
ción de determinado recurso; y,
     — La escasez estructural, causada por la distribución de los recursos51.
El modelo Maltusiano clásico se sustenta sobre el punto donde cruza la “escasez derivada 
de la demanda” con la “escasez derivada de la provisión”, cruce que se dará cuando la provi-
sión de un recurso no puede seguir el paso del crecimiento de la población. Muchos neo-Maltu-
sianos, particularmente aquellos ubicados en la izquierda del espectro político, consideran que 
la escasez producida por la distribución juega un papel igual de importante.
La escasez de recursos puede ocurrir sin la degradación del medioambiente, simple y senci-
llamente cuando un recurso no renovable se acaba, o cuando la demanda excede lo que un re-
curso renovable puede proveer. En el caso de la degradación medioambiental —generalmente 
concebida como resultado de la conducta humana—, la existencia de determinado recurso se 
reducirá con mayor rapidez. Cualquier forma de degradación medioambiental se puede tra-
ducir en un problema de escasez en la provisión de recursos. La contaminación del agua dulce 
reduce el abastecimiento del agua potable, del agua para cocinar, o para la producción, etc. Por 
tanto, todos los problemas medioambientales podrían ser interpretados como problemas de 
escasez de recursos, pero no va la inversa. El presente estudio opta por utilizar el término de 
“seguridad medioambiental”, pero quizás hubiera sido mejor utilizar el concepto de “escasez 
de recursos”.
Recientemente se ha escrito mucho sobre el problema conceptual de defi nir la seguridad de 
tal forma que incluya la dimensión medioambiental. (Buzan, Wæver y Wilde, 1998; y, Wes-
ting, 1989). De esta labor conceptual, se pueden identifi car tres objetivos importantes:
     — Prevenir la guerra y el confl icto armado motivado por la escasez de recursos y la degra-
dación medioambiental;
     — Prevenir los desastres naturales derivados de la escasez y la degradación;
     — Prevenir la erosión de la capacidad de carga del planeta causada por la futura perdida 
de la sostenibilidad medioambiental.
Cada uno de estos tres objetivos está deliberadamente concebido en términos antropo-
céntricos. Sin embargo, existen nociones más radicales de la seguridad medioambiental. Los 
51.  Homer-Dixon se refi ere específi camente a la escasez de recursos renovables, lo que él denomina “escasez 
medioambiental”. Sin embargo, su argumento central también podría aplicar a los recursos no renovables. 
Para una crítica de Homer-Dixon, véase Gleditsch y Urdal (2002: 283-302).
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defensores de la “ecología profunda”, abogan por una visión “biocéntrica”, que considera en 
igualdad de derechos a los animales, árboles, e incluso, a objetos inanimados de la naturaleza, 
como las montañas (Næss, 1984: 265-270). Dado que ninguno de estos “sujetos de derecho” 
puede hablar por si mismo, sus derechos deben ser formulados y defendidos por los seres hu-
manos.
El primer objetivo de la seguridad medioambiental es el tema central de la siguiente sec-
ción52. Posteriormente, se abordarán brevemente los otros dos objetivos.
LA INSEGURIDAD MEDIOAMBIENTAL EXPRESADA 
EN EL CONFLICTO ARMADO
Pese al creciente interés que está generando, la idea de que la limitación en los recursos puede 
conducir a un confl icto no es nueva. De hecho, es una de las ideas más antiguas en el estudio 
sobre los confl ictos y la paz. En uno de los estudios científi cos clásicos sobre la guerra y la paz, 
A Study of War, Quince Wright dedicó un capítulo entero a la relación entre la guerra y la utili-
zación de los recursos (Wright, 1965: 1146-1197). De igual forma, en Statistics of Deadly Quarrels, 
Lewis Richardson abordó las causas económicas de la guerra, entre las cuales el deseo de ad-
quirir territorio y el control de las “fuentes esenciales de sus bienes económicos” (Richardson, 
1960: 205-210).
Después de todo, la lucha por el territorio generalmente es considerada como la causa más 
típica de un confl icto. Wright apunta que “de ser necesario, prácticamente todos los seres hu-
manos [primitivos] lucharán para defender su territorio (Wright, 1965: 76). Michael Klare 
relata como los Dayaks, un grupo indígena en la Isla de Borneo, en defensa de su ambiente 
tradicional, están en lucha armada contra las empresas de tala de árboles (Klare, 2001: 202-
208). Kalevi Holsti concluyó que la lucha por el territorio era, por mucho, el aspecto más im-
portante en las guerras interestatales ocurridas entre 1648 y 1989 (Holsti, 1991: 307). Durante 
el primer periodo (1648-1714), dicho aspecto jugó un papel determinante en más de la mitad 
de las guerras; en los años de la Guerra Fría, dicha tendencia se redujo a alrededor de un 
cuarto de las guerras. Un reanálisis de John Vásquez, concluyó que entre el 80 y 90% de las 
guerras señaladas por Holsti implicaron asuntos territoriales, notándose un ligero descenso en 
las guerras ocurridas tras la Segunda Guerra Mundial (Vásquez 1993: 130; y, 1995: 277-293). 
Un estudio sobre las disputas territoriales ocurridas entre 1950 y 1990 de Paul Huth, considera 
a este tipo de disputas como “una de las características constantes de la política internacional” 
(Huth, 1996: 5). Lo anterior se aplica tanto para los confl ictos interestatales como para los in-
traestatales. Según los datos sobre confl ictos de Uppsala/PRIO, casi el 60% de los 227 confl ictos 
ocurridos entre 1946 y 2006, tenían alguna motivación territorial (el resto eran por el control 
52.  Esta sección tratará, tanto los confl ictos interestatales como los intraestatales. Los asuntos relativos a los 
recursos y el medioambiente son relevantes para ambos. Posteriormente, se argumentará que los factores 
políticos y económicos, entre otros, que infl uyen la relación entre los factores medioambientales y los con-
fl ictos armados, también son muy similares para ambos tipos de confl ictos. Por esta razón, el trabajo aborda 
ambas formas de confl icto de manera paralela.
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del gobierno) (Harbom y Wallensteen, 2005: 623-635)53. La explicación territorial detrás de los 
confl ictos se refuerza al observar que la mayoría de las guerras ocurren entre Estados colindan-
tes (Bremer, 1992: 309-341), o, entre Estados que son parte de la misma región (Gleditsch, 1995: 
297-232). No obstante, el debate sobre si las guerras entre Estados colindantes estallan debido 
a causas territoriales, o debido a los desacuerdos generados por su interacción, o, porque están 
más dispuestos a luchar, aún sigue abierto. Vásquez presenta buenos argumentos a favor de 
la “explicación territorial”, sin embargo, Halvard Buhaug y Gleditsch argumentan que, aun y 
cuando las guerras estén organizadas en términos territoriales, no es posible afi rmar con toda 
certeza que los asuntos territoriales sean decisivos para el comienzo de la guerra (Vásquez, 
1995: 277-293; y, Buhaug y Gleditsch, 2006).
Una variedad particular de confl icto territorial se ha extendido a la zona económica exclu-
siva (o mar patrimonial). Si bien, el simbolismo del territorio marítimo no es tan potente como 
“la tierra de nuestros padres”, el valor económico y estratégico de esta zona es enorme. En la 
década de los sesenta, la declaración unilateral sobre zonas de pesca con extensión de 200 millas 
náuticas por parte de algunos Estados Latinoamericanos generó confl ictos entre estos Estados 
ribereños y otros Estados con actividades de pesca en la zona. A la par, la perforación, mar 
adentro, para la extracción del petróleo y del gas, y las posibilidades de aprovechar los minera-
les del lecho del mar, han incrementado el interés en la explotación de los recursos marítimos, y 
por tanto, el interés de extender las zonas marítimas más allá de las zonas de pesca. Este hecho 
profundizó aún más el confl icto entre los Estados ribereños y los Estados con actividades eco-
nómicas regionales o globales. Tras un largo y duro proceso, en 1982 se llegó a un acuerdo: La 
Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar. Sin embargo, dicha convención 
no entró en vigor sino hasta 1994 (sin la ratifi cación de Estados Unidos, situación que persiste 
hasta ahora). Pese a lo anterior, sus previsiones generalmente son respetadas. Uno de los resul-
tados de la convención fue que aproximadamente un tercio de la superfi cie total de los océanos 
(prácticamente equivalente a la totalidad de la superfi cie terrestre de todos los continentes) 
pasó a formar parte del territorio de los Estados (Bailey, 1997: 215-234).
Aparte del territorio, existen otros recursos para los cuales vale la pena luchar. En primer 
lugar, se podría mencionar la “materia prima estratégica”. El presidente Dwight D. Eisen-
hower, en la declaración que inmortalizó la “teoría del dominó”, justifi có la importancia estra-
tégica de Indochina al referirse al valor de recursos como el estaño, el volframio y el caucho54. 
Otros recursos, por los cuales “vale la pena luchar” son las “fuentes de energía”, siendo las 
reservas de petróleo del golfo Pérsico el ejemplo más obvio, tal como se vio en la guerra del 
golfo Pérsico de 1990-1991, y, más recientemente, en la guerra de Irak. En tercer lugar, serían 
los “recursos de zonas de agua compartidas”, los cuales podrían suscitar confl ictos sobre el 
abastecimiento del agua o sobre los derechos de navegación. Existen más de 250 sistemas fl u-
viales que son compartidos por dos o más Estados, y muchos de ellos son objeto de disputas 
irresueltas (Wolf et al., 1999: 387-427). Un cuarto tipo de recurso para el cual también vale la 
53.  Véase también “Armed Confl icts 1946-2004” (http://www.prio.no/cscw/armedconfl ict).
54.  Para un análisis empírico de la relación entre la materia prima estratégica y el confl icto armado véase 
Hammarström (1997).
C de la paz.indd   104 30/03/2012   10:34:02
pena luchar son los alimentos. Desacuerdos sobre zonas compartidas de pesca han ocasionado 
muchos enfrentamientos entre buques pesqueros y las fuerzas navales de los Estados ribereños 
(Soroors, 1997), incluso en el Atlántico Norte, donde la mayoría de los confl ictos son resueltos 
por la vía pacífi ca. El alza de los precios de los alimentos han sido causa de disturbios violentos 
(de Soysa y Gleditsch, 1999); como es el caso los disturbios de 1998 en Indonesia que contribu-
yeron a la caída del Gobierno de Suharto. La preocupación de que la degradación medioam-
biental y la escasez de recursos pueden conducir a confl ictos armados se hizo patente en 2004, 
cuando por primera ocasión, una ecologista, Wangari Maathai, recibió el Premio Nobel de la 
Paz55 (Gleditsch y Urdal, 2004). 
A pesar de las preocupaciones generalizadas sobre las consecuencias de la degradación 
medioambiental, ha habido relativamente poca investigación sistemática sobre estos temas. 
Muchos estudios de caso —con base en sofi sticados modelos teóricos—, han vinculado factores 
medioambientales con determinados confl ictos (Homer-Dixon y Blitt, 1998; Bächler, 1999). 
Debido a que es difícil determinar que tan representativos de la realidad son los casos estu-
diados, resulta difícil asentar generalizaciones. El trabajo de Homer-Dixon ha sido objeto de 
críticas debido a que se ha limitado a estudiar exclusivamente los casos donde coexisten los 
confl ictos armados y la destrucción medioambiental (Homer-Dixon, 1999). Su trabajo carece 
de una comparación sistemática con casos donde no estalla el confl icto armado, aun y cuando 
tales casos también podrían estar afectados por la degradación medioambiental. Por tanto, 
su trabajo no aporta conclusiones claras sobre las causas de la violencia. Los estudios de caso 
podrían dar explicaciones elocuentes post-facto sobre el desenlace de los confl ictos, como los 
ocurridos en Chiapas o en Ruanda, sin embargo, su valor para predecir confl ictos futuros es 
limitado56.
Partiendo de un modelo general construido en la década de los noventa sobre datos de gue-
rras civiles, Wenche Hauge y Tania Ellingsen agregaron variables como la erosión del suelo, 
la deforestación y la falta de agua potable (Hauge y Ellingsen, 1998: 299-317). Concluyeron 
que —hasta cierto punto—, la degradación del medioambiente puede conducir al estallido 
de un confl icto, particularmente confl ictos de pequeña escala. No obstante, reconocen que los 
factores económicos y políticos tienen mayor incidencia. Por su parte, la Fase II del proyecto 
sobre los “Estados Fallidos” (State Failure Project, en inglés), así como Ole Magnus Theisen, 
encontraron poca evidencia que apunte a que la degradación medioambiental suponga una 
infl uencia directa (Esty et al., 1998; y, Theisen, 2006). Indra de Soysa ha cuestionado la rele-
vancia de los resultados del trabajo de Hauge y Ellingsen, argumentando que las variables 
sobre la escasez que aplican, confunden los niveles, con los índices de cambio (de Soysa 2000: 
1-27; de Soysa, 2002: 395-416; y, Hauge y Ellingsen, 1998: 299-317). Partiendo de los datos del 
Banco Mundial sobre las reservas totales per cápita del “capital natural” de un Estado como 
referencia para medir la disponibilidad de los recursos naturales, de Soysa llegó a la conclusión 
de que la escasez de recursos tiene poca relación con el confl icto armado (si es que la tiene). 
55.  Véase también (http://www.nobel.no/eng_lec_lau.html).
56.  Para un critica detallada, véase Gleditsch (1998: 381-400); para una respuesta a dicha crítica véase Schwartz, 
Deligiannis y Homer-Dixon (2001); para una réplica, (Gleditsch, 1998: 381-400).
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Helga Binningsbø, de Soysa y Gleditsch sostienen que la “huella ecológica” —un indicador 
general, y frecuentemente citado para medir el “peso” de carga humana sobre el medioam-
biente— está asociada con la paz [intraestatal], y no con el confl icto armado (Binningsbø, de 
Soysa y Gleditsch, 2006). La degradación del medioambiente podría ser vista como una causa 
independiente de los confl ictos, pero también podría ser interpretada como un síntoma de las 
diversas expresiones del fracaso de una sociedad, las cuales también conducen a otras formas 
de confl icto. Factores como el autoritarismo, la falta de cooperación internacional, la pobreza, 
el consumo excesivo por parte de los países ricos, y, la globalización de la economía, frecuente-
mente son señalados como las causas de los problemas medioambientales. Estos factores están 
relacionados con el confl icto armado, y por ende, el vínculo entre el deterioro del medioam-
biente y los confl ictos violentos podría ser —al menos en parte— ilusoria. Los posibles efectos 
de la interacción también deben ser considerados. Por ejemplo, Günther Bächler argumenta 
que el estallido de la violencia, a causa de un confl icto medioambiental, dependerá de factores 
sociopolíticos (Bächler, 1999).
Algunos estudios de caso sugieren que los confl ictos medioambientales surgen principal-
mente entre distintos grupos étnicos y nacionales. Esto, se puede ver en los confl ictos suscitados 
en la República Democrática del Congo entre los Hemas y los Lendus; entre los Hutu y los 
Tutsi en Ruanda y Burundi; y, entre los agricultores y los pastores de la región de Darfur en 
Sudán. Estados con un Gobierno demasiado débil para conservar el monopolio legítimo del 
uso de la violencia no sólo están expuestos a una guerra civil, sino también a la violencia co-
munal si las autoridades estatales son incapaces de intervenir y zanjar el problema (Fearon y 
Laitin, 2003: 75-90).
Michael Ross sugiere que los Estados ricos en recursos podrían llegar a adolecer de cierta 
falta de control gubernamental, ya que las grandes reservas de recursos y las rentas que generan 
reducen la necesidad de que el Estado desarrolle infraestructura sólida para la recaudación de 
los impuestos (Ross, 2004: 337-356). Sin embargo, al aplicar los nuevos datos sobre los confl ictos 
“no estatales”, Theisen no encontró una relación directa entre la escasez medioambiental y la 
violencia comunal. En los tres casos señalados arriba, las políticas de las potencias coloniales, al 
igual que los Gobiernos poscoloniales que las sucedieron, han jugado un importante papel, sea 
en el fomento de la violencia, o bien, debido a su incapacidad para detenerla (Theisen, 2006). 
En Sudán y Kenya, así como en otros sitios, gobiernos autoritarios han utilizado la táctica de 
“dividir y vencer” contra determinados grupos comunales como medida para mantener el 
estatus quo de sus regímenes.
En uno de los pocos estudios sobre la presión medioambiental y los confl ictos interestatales, 
Phillip Stalley analiza, en el ámbito nacional, si el desgaste de algunos recursos renovables 
tiene alguna relación con los confl ictos militares internacionales (Stalley, 2003: 33-58). Stalley 
encontró que la alta densidad poblacional y la degradación del suelo tienen efectos sobre los 
confl ictos, pero no encontró un efecto similar producido por la escasez del agua, la disminu-
ción en la pesca de peces, o la presión sobre la tierra. La escasez medioambiental en general 
—y hasta cierto grado— está relacionada con el confl icto interestatal. Existen algunos estudios 
sobre las implicaciones que tienen los recursos de agua compartidos y los confl ictos. Han Toset, 
Gleditsch y Hävard Hegre encontraron que cuando dos Estados comparten un río (donde el 
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cauce del río corre a lo largo de la frontera, o la cruza) la probabilidad de una disputa inter-
estatal armada se duplica (Wollebæk Toset, Gleditsch y Hegre, 2000: 971-996). Este factor es 
menos determinante en el estallido de un confl icto, que el hecho de que ambos Estados sean ve-
cinos, sin embargo, es equiparable a los factores políticos y socioeconómicos que conducen a un 
confl icto. Kathryn Furlong, Gledisch y Hegre descubrieron que este efecto persiste cuando el 
control de la frontera es utilizado como pretexto para aprovechar los recursos compartidos y la 
competición territorial (Furlong, Gleditsch y Hegre, 2006: 971-996). Gleditsch et al., partieron 
de los hallazgos previos, pero con nuevos y mejores datos sobre los ríos compartidos. Encontra-
ron un sustento —limitado— para un escenario neo-Maltusiano para los confl ictos en torno a 
los ríos (la relación de río-arriba, río-abajo), pero poco sustento para una idea alternativa sobre 
el incremento de los confl ictos debido a las borrosas fronteras que trazan los ríos (Furlong, 
Gleditsch, Hegre, Lacina y Owen, 2006). Consecuentemente, estos estudios no identifi can los 
asuntos propios de los confl ictos generados por las fronteras fl uviales.
Una serie de artículos de Aaron Wolf y asociados, basados en los datos sobre confl ictos 
registrados por Michael Brecher y Jonathan Wilkenfeld, argumentan que la escasez del agua 
pocas veces es —si es que existen casos— una causa directa de confl ictos internacionales (Bre-
cher y Wilkenfeld, 1997). Muchos académicos consideran el Oriente Medio como una región 
donde la escasez del agua es fuente de considerables tensiones (Lowi, 1993: 113-138). Sin em-
bargo, el confl icto entre Israel y sus vecinos, al igual que los confl ictos entre los Estados árabes, 
son motivados por la ocupación territorial, y, por una gran variedad de cuestiones ideológicas 
y políticas. El agua puede ser visto sólo como una de las múltiples dimensiones del confl icto 
en la región. De hecho, Wolf concluye de manera categórica al señalar que “el agua no era ni 
una causa, ni un objetivo del confl icto árabe-israelí” (Wolf, 1999a: 254). Peter Gleick ha argu-
mentado que la creciente escasez del agua podría convertirse en “un elemento importante en 
la política internacional, incluyendo los confl ictos violentos”. Gleick ha identifi cado cincuenta 
y un “eventos relacionados con el agua y el confl icto” ocurridos entre 1929 y1999 (Gleick, 1993: 
79-112; y, Gleick, 2000)57, aunque la mayoría —cabe mencionar, fueron ataques o amenazas 
contra infraestructuras del agua, como medio para hacer la guerra. Por tanto, estos eventos 
no sirven de evidencia para argumentar que los confl ictos surgieron a causa de desacuerdos 
causados por la escasez del agua.
El terrorismo —la única forma de violencia política para la cual el Human Security Report 
no registró una disminución clara—, también ha sido vinculado a la degradación medioam-
biental. Los actos terroristas —como aquellos ocurridos el 11 de septiembre de 2001—, han 
sido interpretados como el resultado de la privación y la frustración palpable en el mundo 
musulmán, árabe, y, entre los inmigrantes del “Tercer” Mundo que residen en el Occidente. 
Sin embargo, la clase de frustración que podría conducir a un joven a unirse a un movimiento 
terrorista es principalmente de índole económica (pobreza) o religiosa (discriminación), en vez 
de medioambiental. Daniel Schwartz demuestra como el término de “terrorismo” es utilizado 
para caracterizar los actos de guerra, tales como la quema deliberada de los yacimientos petro-
líferos tras la retirada del Ejército iraquí de Kuwait en 1991 (Schwarz, 1998: 483-496). Algunos 
57.  Véase también (http://www.worldwater.org/.confl ictintro.htm).
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grupos ecológicos han optado por actividades violentas, incluyendo el sabotaje, entre otras for-
mas de “ecoterror”, como medios para lograr sus fi nes (Badolato, 1991: 237-239)58, sin embargo 
estas actividades terroristas no han tomado muchas vidas. A diferencia de lo acontecido tras el 
fi n de la Guerra Fría, los eventos terroristas ocurridos en Estados Unidos y en Europa Occi-
dental, no ha conducido a cambios en las relaciones internacionales, tal como se esperaba tras 
los actos del 11 de septiembre. 
El desafío más grande para el medioambiente es el cambio climático. Un estudio realizado 
por el Departamento de Estado de Estados Unidos prevé que el cambio climático conduzca 
a la hambruna, a la enfermedad, a desastres naturales, a grandes fl ujos de refugiados, a la 
agresión militar y a la proliferación de armas nucleares (Schwartz y Randall, 2003). Desafor-
tunadamente, el documento más importante e infl uyente en la defi nición de la agenda para el 
debate sobre el cambio climático, el informe del Pánel Intergubernamental sobre el Cambio 
Climático (IPCC, en inglés), dedica muy poca atención a los confl ictos59. Jon Barnett acepta 
que el cambio climático podría ser un factor que podría intensifi car los confl ictos del futuro, 
pero hasta ahora sostiene que los vínculos establecidos son de naturaleza especulativa (Barnett, 
2003: 7-17).
LA INSEGURIDAD MEDIOAMBIENTAL Y LOS DESASTRES 
NO RELACIONADOS CON LA GUERRA
El confl icto armado consiste en la violencia directa entre dos o más partes organizadas. Por 
su parte, los problemas medioambientales pueden llegar a ser letales de muchas maneras. 
La escasez de agua potable, que quizás no esté fuertemente vinculada con los confl ictos 
armados a gran escala, es ciertamente una importante causa de enfermedades en los países 
menos desarrollados. Wolf asegura que más de 1.000 millones de personas carecen de acce-
so a fuentes de agua potable, que más de 3.000 millones no tienen acceso a instalaciones de 
saneamiento seguras, y que más de cinco millones de personas mueren cada año debido a 
enfermedades relacionadas con el agua y la falta de saneamiento (Wolf, 1999b: 1). A pesar 
de que estas cifras son estimaciones, sirven para indicar que la pérdida de vidas producidas 
por este tipo de “desastres medioambientales lentos” es por mucho más alta que las muertes 
derivadas de la guerra. Sólo las guerras de gran escala, como las dos Guerras Mundiales, 
pueden acumular cifras similares. Aparte de sus efectos directos en la salud humana, la 
escasez de agua constituye una gran amenaza para la seguridad alimentaria de las regiones 
secas que son demasiados pobres para compensar la escasez de productos agrícolas con la 
importación de comida. 
58.  Véase también el Center for the Defense of Free Enterprise (http://www.cdfe.org/ecoterror.htm); y, para 
contrastar con una posición de uno de los grupos radicales, véase Animal Liberation Front, (http://www.ani-
malliberationfront.com).
59.  Para un resumen y una crítica del debate, véase Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio 
Climático (2001); y, Nordås y Gleditsch (2005). Para otros documentos que tratan de poner el debate en un terre-
no menos especulativo, al relacionar los confl ictos internos con los cambios en la lluvia y otros factores medio-
ambientales que podrían ocurrir a causa del cambio climático, véase (http://www.cicero.uio.no/humsec).
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Pese a que en la actualidad, la escasez de agua potable y la falta de instalaciones de sa-
neamiento adecuadas podrían ser los problemas medioambientales más importantes, existen 
muchos otros problemas que también plantean importantes riesgos a la seguridad humana. 
Los vertidos químicos ocurridos accidentalmente en 1984 en una fábrica en Bhopal, India, 
provocaron la muerte de más de dos mil personas, y dejaron a miles de personas con secuelas 
y problemas de salud permanentes. El informe del World Disasters Report estima que entre 
1994 y 2004, más de noventa mil personas murieron a causa de “desastres tecnológicos” 
(IFRC, 1995: 203). Además de las muertes directas que dichos desastres causan, tales acci-
dentes afectan el futuro de las condiciones de vida en tales áreas60. La desaparición parcial 
del Mar de Aral, uno de los desastres medioambientales producidos por el ser humano más 
dramáticos, está afectando seriamente las vidas de miles de personas. Como señalan Murray 
Feshbach y Albert Friendly, este es sólo uno de una serie de catástrofes medioambientales 
producidos por las políticas soviéticas que priorizaron el desarrollo industrial a costa del 
medioambiente, con poca consideración hacia la vida humana (Feshbach y Friendly, 1992). 
Vaclav Smil se ha expresado en términos similares al analizar las políticas medioambientales 
chinas (Smil, 1993). En defi nitiva, los problemas medioambientales pueden exponer a los se-
res humanos a riesgos muy serios, aun en aquellos casos en los que no conduzcan a confl ictos 
armados, sean dentro o entre los Estados. Ciertamente, las acciones de la guerra también 
suponen un importante impacto medioambiental a largo plazo, el cual puede provocar la 
muerte de muchas vidas. Los bombardeos nucleares en Hiroshima y Nagasaki en 1945 son 
ejemplos claros de esto.
Varias enfermedades infecciosas, como el VIH y el sida, el Ébola, y la gripe “aviar”, colocan 
a estos desastres humanos en el mismo nivel destructivo que las guerras. Una pandemia —es 
decir, un brote global de un nuevo tipo o subtipo de enfermedad— difi ere de las epidemias que 
habían circulado anteriormente. La gripe “española” de 1918-1919 mató a casi cincuenta millo-
nes de personas en todo el mundo. La gripe “asiática” (1957-1958), y la gripe de “Hong Kong” 
(1968-1969), también mataron a mucha gente, pero menos que la gripe “española”61. A pesar 
de los progresos alcanzados en ralentizar los efectos del virus del VIH, el sida continúa siendo 
una de las causas de muerte más importantes en el mundo. En Estados Unidos, el número de 
muertes causadas por el sida acumuladas hasta 2003 es similar a las muertes causadas por la 
gripe “española”62. Ignorando las distintas teorías de la conspiración sobre los orígenes del sida, 
existe poca evidencia empírica sobre los efectos netos que tiene la actividad humana sobre tales 
desastres. La globalización de la economía, y el incremento de la movilidad humana, probable-
mente han facilitado y acelerado la transmisión de tales enfermedades. Sin embargo, a la par 
con estos fenómenos, están el progreso económico y la globalización de los servicios de salud 
que han ayudado a crear mejores respuestas. Existe, por otra parte, mucha evidencia sobre los 
efectos dañinos que la guerra tiene sobre la salud (Ghobarah, Huth y Russett, 2003: 189-202). 
60.  Para una discusión sobre tales accidentes, y sobre cómo son alentados por la guerra, o la preparación 
para la guerra, véase Westing (1990).
61.  Véase Centers for Disease Control and Prevention, U.S. Department of Health and Human Services, (http://
www.cdc.gov/fl u/index.htm).
62.  Véase Centers for Disease Control and Prevention, (http://www.cdc.gov/hic/stats.htm#ddaids).
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Desde esta perspectiva, las preocupaciones de seguridad tradicional, tales como los confl ictos 
armados, interactúan con una agenda de seguridad humana más amplia.
Los desastres naturales son tan efectivos en la toma de vidas como la guerra. El tsunami del 
Océano Indico de diciembre de 2004 mató a más de 225.000 personas63. Entre 1995-2004, los 
desastres naturales mataron a más de 800.000 personas. Esto excede por mucho a las muertes 
causadas en batallas ocurridas en el mismo periodo, pero es menor a las muertes totales relacio-
nadas con la guerra64 (Lacina y Gleditsch, 2005: 145-166). Aunque los desastres naturales ma-
sivos son poco comunes, una erupción volcánica de gran magnitud o el impacto de meteoritos 
tienen el potencial de matar a millones de personas. Estos grandes desastres, como las pande-
mias, son parte de nuestro peligroso medioambiente. La gran cuestión para la formulación de 
políticas medioambientales es si las actividades humanas, como el cambio climático provocado 
por el ser humano, aumentan los desastres naturales. El Panel de Alto Nivel para las Amena-
zas, Retos y Cambios interpreta el “dramático incremento de los grandes desastres ocurridos 
en los últimos cincuenta años” como evidencia de cómo la degradación medioambiental mul-
tiplica el potencial destructivo de los catástrofes naturales; no obstante, esta valoración sigue 
siendo objeto de debate (Naciones Unidas, 2004a).
LA INSEGURIDAD MEDIOAMBIENTAL COMO EROSIÓN DE LA 
“CAPACIDAD DE CARGA” 
La degradación medioambiental no es un fenómeno nuevo. Lo anterior resulta obvio para 
cualquiera que haya leído, por ejemplo, sobre las condiciones de los desagües callejeros de la 
Roma antigua o las condiciones de las ciudades industriales del siglo XIX de Inglaterra. Sin 
embargo, hoy hay una preocupación por el medioambiente mucho más grande. Consecuen-
temente, existe la sensación de que con los actuales niveles de consumo se está colocando al 
planeta bajo presiones sin precedentes. 
Se podrían citar muchos ejemplos de cómo los daños medioambientales infl igidos a la na-
turaleza tienen efectos de largo plazo más o menos permanentes. En este sentido, es poco 
probable que la meseta central de España o las tierras altas de Escocia recuperen los bosques 
destruidos por la industria de la construcción de barcos o por el pastoreo. Si las previsiones y las 
cifras pesimistas sobre la extinción anual de especies animales65 son medianamente correctas, 
la humanidad está expuesta a perder no solo el valor estético de una gran variedad de especies 
exóticas, sino que también perderá variaciones genéticas que podrían ser muy valiosas para la 
investigación médica.
63.  Datos obtenidos de la base de datos de EM-DAT, registrados por el Center for Research on the Epidemio-
logy of Disasters (CRED), (http://www/em-dat.et/fi gures_2004htm). El informe World Disasters Report 2005, re-
gistró las mismas cifras. Wikipedia tiene 275.000 registradas (http://en.wikipedia.org/wiki/2004_Indian_Ocean_
earthquake).
64.  Datos disponibles en (http://www.prio.no/cscw/cross/battledeaths).
65.  Norman Myers señala que la pérdida anual de las especies animales ronda los miles. Por otra parte, Julian 
Simon y Bjørn Lomborg señalan que se documentan muy pocos casos de extinción. Véase Myers y Simon 
(1994 y 2001).
C de la paz.indd   110 30/03/2012   10:34:03
El cambio climático representa el problema más serio para el futuro de la sostenibilidad 
de la civilización humana. Si el nivel del mar se eleva en más de dos metros, o si se revierte 
la Corriente del Golfo, por mencionar dos escenarios dramáticos, la vida sería práctica-
mente imposible en las zonas bajas de Bangladesh o en las islas Maldivas, así como en el 
Norte de Europa. Los llamados “cornucopianos”, subrayan el fracaso de las predicciones 
negativas del pasado, tales como las advertencias sobre la hambruna global hechas por 
biólogos como Paul Ehrlich, o por ecologistas como Lester Brown (Ehrlich, 1968; Brown 
1995). Las previsiones negativas, aun y cuando en el futuro no se cumplan, tienen mayor 
difusión, que las lentas pero constantes mejoras logradas en la productividad agrícola re-
gistradas por la Organización Mundial para la Agricultura y la Alimentación, o, que las ci-
fras alentadoras sobre la reducción de la tasa de crecimiento demográfico mundial (FAO, 
sin fecha). Las predicciones de desastres futuros no pueden ser ignoradas, pero tampoco 
deberían ser admitidas sin un escrutinio crítico. 
LAS CONDICIONES DE LA INSEGURIDAD MEDIOAMBIENTAL
Los factores relacionados con los recursos y el medioambiente juegan sin duda un papel im-
portante en la generación de la inseguridad humana; esto, pese a que la fuerza de su infl uencia 
sigue siendo motivo de debate. Por otra parte, cabe señalar que los efectos medioambientales 
también son afectados por otros factores asociados con la inseguridad. En virtud de lo anterior, 
los factores vinculados a los recursos y el medioambiente deben ser considerados como parte 
de una perspectiva multidimensional de los confl ictos armados. Las siguientes cuatro secciones 
centran su atención en algunos de estos factores, los cuales deberían formar parte de dicha 
perspectiva amplia y multidimensional66.
La política
La política democrática puede infl uir la relación existente entre el medioambiente y el confl icto 
mediante sus políticas y prácticas medioambientales, o bien, por la manera en que gestiona los 
confl ictos medioambientales.
Los gobiernos democráticos consolidados tienden a fijar políticas medioambientales 
más avanzadas67. Las democracias tienden a ser más abiertas a la prueba y el error, son 
más sensibles a las víctimas de la degradación medioambiental, tienden a participar más 
en las organizaciones internacionales y tienden a tomar parte en acuerdos que buscan 
atenuar los problemas medioambientales. Los activistas ecológicos de los Estados demo-
cráticos frecuentemente tienen importantes desacuerdos con las políticas medioambien-
tales de sus países. Estas quejas forman una parte esencial de los procesos políticos de 
66.  Las ideas discutidas en la próxima sección están desarrolladas con más profundidad en Gleditsch (1997: 
91-106).
67.  Véase Gleditsch y Otto (2002: 45-79); y, Payne (1995: 41-55). Para una perspectiva diferente, véase Midlarsky 
(1998: 341-361); y, Neumayer (2002: 101-112).
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las democracias. Este aspecto brilló por su ausencia en los grandes desastres ecológicos 
causados por las políticas de la Unión Soviética y la China comunista, ejecutadas sin con-
sideración alguna del bienestar de sus ciudadanos y sin tener que rendir cuentas debido 
a la ausencia de una oposición organizada. En las democracias es menos probable que 
los problemas medioambientales se deterioren al grado que el estallido de un conflicto 
armado sea un riesgo real.
La relación entre la degradación medioambiental y el confl icto también es infl uida por 
la llamada “paz democrática” (Gleditsch y Hegre, 1997: 283-310). Las democracias rara-
mente luchan las unas contra las otras, aun a niveles bajos de violencia. Inclusive confl ictos 
menores, como las “guerras del bacalao” o las “guerras del rodaballo”, entre otros confl ictos 
pesqueros de América del Norte, son causa de gran vergüenza entre las democracias invo-
lucradas. Consecuentemente, los Estados involucrados hacen todo lo posible por resolver 
los problemas antes de que estalle la violencia. Si las democracias raramente luchan entre 
ellas, es poco probable que incurran a la guerra por intereses medioambientales. Además, 
las democracias raramente experimentan niveles altos de violencia contra sus gobiernos, sea 
cual sea la razón; por tanto, resulta poco probable que los confl ictos internos por los recursos 
o por cuestiones medioambientales sean gestionados de forma diferente (Hegre, Ellingsen, 
Gleditsch y Gates, 2001: 17-33).
Economía
El desarrollo económico infl uye el comportamiento medioambiental en dos maneras. Pri-
mera, la riqueza tiene un efecto fuerte sobre la sostenibilidad medioambiental. El progreso 
económico en general, y la industrialización en particular, está íntimamente asociado con 
condiciones laborales insalubres, la lluvia ácida, y, la contaminación del aire y del agua. Lo 
anterior podría llevar a que muchos ecologistas concluyan que el desarrollo económico, y el 
capitalismo en particular, sea intrínsecamente dañino para el medioambiente. Esto, en sin-
tonía con la formula IPAT (Impact, Population, Affl uence, Technology), según la cual, y por 
defi nición, el impacto ambiental es equivalente al producto de la población, la opulencia y la 
tecnología68.
Sin embargo, en las fases avanzadas de la industrialización, y más aún en las sociedades 
posindustriales, este fenómeno puede ser revertido. Una sociedad rica puede invertir en 
nuevas tecnologías que limpien la contaminación producida por las industrias y la agri-
cultura, así como los demás desechos. Por otra parte, tales sociedades tienden a valorar 
más los recursos humanos y procurar evitar la muerte e inhabilitación de los más educados 
de sus fuerzas laborales. En las economías más desarrolladas, una amplia gama de indi-
cadores de la degradación medioambiental, tales como la falta de agua limpia, medidas 
sanitarias, la deforestación, y la contaminación de las ciudades, han empezado a disminuir 
debido al desarrollo económico que se ha logrado. Muchas de las causas de la degradación 
68.  Sin embargo, si A (opulencia / affl uence) se aproxima mediante el ratio PIB/cap, y T (tecnología) mediante 
I (impacto)/PIB, entonces la formula IPAT quedará reducida a una simple tautología, véase Roca (2002: 1-2).
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medioambiental generalmente son problemas relacionados con la pobreza. Lo anterior, a 
pesar de la relación que establece el informe de la Comisión Brundtland, el cual identifi ca 
la insostenibilidad medioambiental con la eliminación de la pobreza; aunque se podría 
decir que tal afi rmación es más política que empírica (Bruntland et al., 1988). Los tres pro-
blemas analizados por Hauge y Ellingsen —la deforestación, la erosión de los suelos y la 
falta de agua potable—, están muy relacionados con el desarrollo económico. Sus estudios 
concluyen que mientras más alto sea el desarrollo económico, más bajo será el grado de la 
deterioración medioambiental (Hauge y Ellingsen, 1998: 299-317). Las primeras etapas de 
la industrialización, en donde el crecimiento económico prima sobre otras consideraciones, 
se caracterizan por múltiples problemas, como la contaminación urbana e industrial. Lo 
anterior conduce al establecimiento de una relación en forma de una “U” invertida entre 
el desarrollo económico y la degradación medioambiental, conocida como la curva medio-
ambiental de Kuznets (EKC, en inglés) (Cole, 2003: 557-580). Otros problemas medioam-
bientales, como la emisión del CO2 y otros gases de invernadero, continúaN aumentando 
con el desarrollo económico. Pese al cúmulo de evidencia científi ca, estos problemas no han 
sido plenamente reconocidos como verdaderos problemas medioambientales. Si se quiere 
resolver el problema del CO2 mediante su extracción y almacenamiento es muy probable 
que la solución aplicada provenga de los países más desarrollados mediante el uso de tec-
nologías nuevas de alto coste. 
A primera vista, los desastres medioambientales que generalmente son considerados como 
producto de las malas condiciones económicas, realmente son el resultado de malas políticas 
y decisiones económicas. Al analizar el caso de la India, Amartya Sen apunta que pese a 
las constantes pérdidas de cultivos y la inanición endémica, la India no ha sufrido grandes 
hambrunas desde su independencia (Sen, 1994: 31-37). Sen atribuye esto a las políticas del 
Gobierno de la India que opera bajo las limitaciones de la democracia y la prensa libre. Es-
tas restricciones eran mucho más débiles bajo el Gobierno colonial, cuando la India sufrió 
varias hambrunas grandes. De la misma forma, el Gobierno chino fue incapaz, o se mostró 
indispuesto para prevenir el desastre agrícola causado por su política conocida como el “Gran 
Salto Adelante” de 1958-1960, la cual resultó en la muerte de decenas de millones de personas. 
La hambruna ocurrida recientemente en Corea del Norte no es resultado de una desgracia 
medioambiental, sino de una política económica errada. Sin embargo, la política económica 
es incapaz de suministrar soluciones de corto plazo a los problemas de la pobreza, desnutri-
ción y de salud. Para resolver estos problemas se requiere de crecimiento económico sostenido 
y del progreso tecnológico.
El desarrollo económico tiende a limitar el comportamiento violento en los confl ictos 
medioambientales, ya que los confl ictos armados, sean interestatales o intraestatales, disminu-
yen las posibilidades para generar riqueza (Hegre, 2000: 5-30; y, Hegre et al., 2001). Los grupos 
e individuos más ricos podrían perder mucho si estalla la guerra. Si la riqueza es amplia y está 
bien distribuida, es probable que disuada el uso generalizado de la violencia. Los países más 
desarrollados tienden a tener una gran dependencia en el comercio internacional, consecuen-
temente, el comercio tiende a promover relaciones pacífi cas; este fenómeno es comúnmente 
conocido como la “paz liberal” (Russett y Oneal, 2001).
CAMBIO MEDIOAMBIENTAL, SEGURIDAD Y CONFLICTO  113
C de la paz.indd   113 30/03/2012   10:34:04
114  CONSTRUCCIÓN DE LA PAZ, SEGURIDAD Y DESARROLLO...
Factores culturales
Muchos Estados están divididos en grupos étnicos y/o religiosos que luchan por el control del 
Estado (o para separarse del él). Varios estudios han encontrado que el predominio étnico, o 
la polarización, son factores que generan confl ictos internos (Ellingsen, 2000: 228-249; y, Rey-
nal-Querol, 2002: 29-54). La mayoría de los casos estudiados por Homer-Dixon y sus colegas 
(Chiapas, Sudáfrica, Ruanda y Gaza) se centran en sociedades altamente divididas o segrega-
das. Pese a que es factible que los factores medioambientales hayan contribuido al confl icto en 
Sudáfrica, Valery Percival y Homer-Dixon reconocen que es imposible pasar por alto las cues-
tiones étnicas del confl icto; los colonos blancos trataron a los africanos como seres de menor 
rango (Percival y Homer-Dixon, 1998: 279-298). En aquellas comunidades donde los distintos 
grupos étnicos cooperan entre sí, las probabilidades de soluciones negociadas y compartidas a 
los problemas medioambientales son altas.
El historial del confl icto
Uno de los factores más fuertes a considerar en el análisis de los confl ictos armados, tanto 
internos como externos, es el historial propio del confl icto (Raknerud y Hegre, 1997: 385-
404; y, Hegre et al., 2001). Los confl ictos armados pueden tener grandes efectos destructivos 
sobre el medioambiente, tal como se ha visto en Vietnam, Afganistán, y en otros escena-
rios de confl icto (Westing, 1985; y, Westing, 1990). La destrucción humana y material del 
medioambiente a gran escala tiende a incrementar la escasez de los recursos, a tal grado que 
el estallido de un confl icto violento a causa de la escasez se vuelve una posibilidad real. El 
bombardeo intenso y la defoliación ocurrida en Vietnam causaron considerables daños a los 
bosques y a las tierras cultivables. Los Estados golpeados por la guerra corren el riesgo de 
caer en los ciclos viciosos de la pobreza, del autoritarismo, de la degradación medioambien-
tal, y de la violencia. La guerra conduce a la degradación medioambiental, la cual a su vez 
—combinada con la debilidad institucional Estatal y la pobreza— alimenta la continuación 
del confl icto.
CAMBIO MEDIOAMBIENTAL Y LA ESCASEZ DE LOS RECURSOS
El cambio medioambiental avanza como resultado de procesos que aún están fuera del control 
del ser humano. El planeta ha pasado por ciclos el calentamiento y enfriamiento global mucho 
antes de que la actividad humana se convirtiera en tan dominante y generalizada que pudiera 
infl uir tales ciclos.
En el seno del debate medioambiental, los pesimistas neo-Maltusianos chocan frecuente-
mente con los profetas cornucopianos del optimismo medioambiental69. “El planeta es rico”. 
69.  Para una confrontación directa, véase Myers y Simon (1994); para una reciente interpretación, en términos 
maltusianos, sobre el debate medioambiental véase Ohlsson (1999).
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“Si hay pobreza, es debido a la traición humana”, escribió en 1930 el poeta noruego Nordahl 
Grieg, en un momento el en cual los socialistas aún se apoyaban en el optimismo tecnológico. 
Hoy en día, los ecologistas radicales pintan la imagen del planeta como una “nave espacial”, 
fuente de limitados recursos que el capitalismo está malgastando. El bestseller internacional, 
The Limits to Growth, es un buen ejemplo de lo anterior, al predecir la escasez de determinados 
minerales estratégicos y de otras materias primas (Meadows et al., 1972). Georg Borgström y 
otros tomaron una posición similar al predecir la escasez mundial de alimentos (Borgström, 
1972). Más recientemente, Brown subrayó la crisis que podría ocurrir cuando China se con-
solide como un país rico y sus ciudadanos adopten las costumbres alimenticias del Occidente 
(Brown, 1995). Por otra parte, escritores como John Maddox, Julian Simon y Bjørn Lomborg 
han argumentado que las mejoras tecnológicas y el ingenio humano continuarán y permitirán 
que la humanidad supere la escasez material, particularmente si se hace uso los mecanismos 
del mercado para fi jar los precios adecuados para los recursos escasos (Maddox, 1972; Simon, 
1996; y, Lomborg, 2001). A mediados de la década de los setenta la crisis del petróleo era vista 
como la precursora de una serie de crisis que afectarían otros recursos como el cobre. En la ac-
tualidad, los ecologistas optimistas señalan que la mayoría de estos minerales están disponibles 
en cantidades abundantes, que los precios de las materias primas han estado disminuyendo, y 
que por tanto, los países en vías de desarrollo dependientes en las exportaciones de materias 
primas (tal como Zambia, en el caso del cobre) han sentido los efectos negativos. La mayoría de 
los expertos en materia de agricultura, ya sea que estén asociados con la Organización de Na-
ciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO) (FAO, sin fecha) o con institutos 
internacionales de investigación agrícola (tales como aquellos reunidos en el Grupo Consultivo 
para la Investigación Agrícola Internacional (CGIAR) del Banco Mundial, tienen una visión 
relativamente optimista respecto a la capacidad global productiva del sector agrícola. Las ac-
tuales proyecciones de crecimiento demográfi co de las Naciones Unidas no exceden las capaci-
dades para alimentar la población mundial, aun con la tecnología agrícola disponible.
Este debate tiene implicaciones obvias para los confl ictos armados. Si los optimistas están en 
lo correcto no hay escasez de recursos, y por consiguiente, las predicciones sobre la lucha por 
los recursos son poco probables. Por otro lado, si los pesimistas están en lo correcto, estamos 
desgastando las capacidades del medioambiente y nuestro uso de los recursos ha sobrepasado 
los niveles de sostenibilidad. Si este es el caso, se podría esperar que la competición por los re-
cursos se volviera más intensa, a tal grado que eventualmente se podría llegar a pasar por alto 
las normas del comportamiento no-violento, inclusive dentro y entre las democracias.
Los ecologistas optimistas parecen ser quienes llevan la delantera en el debate sobre el vo-
lumen total de los recursos globales. No obstante, para efectos del análisis del comportamiento 
del confl icto, la disponibilidad de los recursos se vuelve una cuestión clave. Mientras que los 
recursos globales podrían ser abundantes, los recursos locales podrían no ser sufi cientes. En 
otras palabras, la clave para evitar la escasez grave y recurrente de los recursos, está en la 
distribución de los mismos, tanto dentro, como entre los Estados. Esto conduce de nuevo a 
las cuestiones relativas a las estructuras económicas y políticas. Si la gente no puede comprar 
alimentos o acceder a bienes básicos, o si las estructuras políticas autoritarias les impiden hacer 
uso de los recursos disponibles, la mencionada abundancia servirá de poco. En tales casos, las 
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hambrunas serán vastas. Miles de personas continuarán muriendo a causa de la falta de agua 
potable, mientras que otros estarán bebiendo agua embotellada al precio de 1.000 dólares por 
metro cúbico (Beaumont, 1997). 
¿ESCASEZ, O UNA MALDICIÓN DE LOS RECURSOS?
Muchos economistas sostienen que la guerra civil es fruto no del sufrimiento real o percibido, 
sino del oportunismo geográfi co y económico (Collier y Hoeffl er, 2004: 563-595; y, Ross, 2004: 
483-496). Esta perspectiva considera que los recursos son importantes factores dentro de un 
confl icto, pero “voltea de cabeza” la perspectiva neo-Maltusiana, al señalar que la abundancia 
de los recursos naturales crea obstáculos y no estimula el crecimiento, creando estímulos adi-
cionales para el autoritarismo. La acumulación por medio del desarrollo económico tiende a 
estar asociada con el desarrollo de las instituciones democráticas. Sin embargo, los países cuya 
riqueza ha sido fruto del petróleo y de otras materias primas, particularmente en el Norte de 
África y en el Medio Oriente, tienden a estar más retrasados en el desarrollo de sus institu-
ciones políticas que otros países del mismo nivel económico. La abundancia de los recursos 
también podría conducir al confl icto, en parte, debido a estructuras políticas obsoletas, pero 
también porque los grupos rebeldes o de oposición podrían obtener el control de los recursos y 
utilizarlos para fi nanciar sus movimientos. Lo anterior queda bien ilustrado en el contrabando 
de diamantes en Angola, o en Colombia y Perú, donde los rebeles han fi nanciado sus activida-
des con las drogas. 
Para medir la dependencia que un Estado tiene en sus recursos naturales, y así estudiar el 
oportunismo económico de la guerra civil, generalmente se ha optado por observar las exporta-
ciones de los productos primarios como proporción del PIB; sin embargo, esta forma de medi-
ción ha sido criticada ya que no distingue entre los recursos susceptibles de ser saqueados y los 
que no lo son (Fearon, 2005: 483-507). Otros estudios sobre determinados recursos susceptibles 
de ser saqueados —como el petróleo, la madera o los diamantes— ofrecen resultados desigua-
les (Lujala, Gleditsch y Gilmore, 2005: 538-563)70. Tal parece que las grandes exportaciones 
de petróleo están vinculadas con el comienzo de guerras intraestatales, y lo mismo se puede 
apreciar con los diamantes tras el fi n de la Guerra Fría.
EL PAPEL DE LA PRESIÓN POBLACIONAL
El alto consumo de los recursos, combinado con el rápido crecimiento de la población, son 
los dos pilares de los escenarios neo-Maltusianos sobre la escasez de los recursos del futuro. 
¿Estará aumentando la presión demográfi ca? La proyección revisada de las Naciones Unidas 
de 2004 sobre el crecimiento de la población, indica que el año 2150 la población total mundial 
alcanzará los 9.000 millones, menos de lo estimado por proyecciones anteriores (Naciones Uni-
70.  Datos disponibles en (http://www.prio.no/cwp/datasets.asp).
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das, 2004b). Aun en el escenario de alta población, el cual es poco considerado, la proyección de 
población para 2150 sería inferior a los 17.000 millones de habitantes. Aun así, esta proyección 
está por debajo de lo que muchos especialistas en alimentos consideran que es el potencial glo-
bal a largo plazo para la producción de alimentos. La razón por la cual las proyecciones sobre 
la población global están siendo revisadas con tendencias a la baja, se debe a que muchos países 
en vías de desarrollo han reducido su tasa de fertilidad mucho más rápido de lo que se había 
proyectado. En 1995, al menos el 44% de la población del mundo vivía en países donde la tasa 
de fertilidad estaba por debajo del nivel de crecimiento (es decir, 2,1 niños/niñas por mujer). 
Los países islámicos y africanos (a pesar del sida), continuarán por un tiempo más teniendo 
un alto crecimiento en sus poblaciones; no obstante, el fantasma de la sobrepoblación global 
ha desaparecido —en gran parte— del debate. La preocupación se centra en determinados 
países del “Tercer” Mundo que combinan altas tasas de crecimiento demográfi co con pocas 
perspectivas para el desarrollo. En el resto del mundo, la preocupación principal gira en torno 
al envejecimiento de la población.
Existen relativamente pocos estudios sistemáticos sobre la infl uencia que tiene la presión 
poblacional sobre los confl ictos violentos. Henrik Urdal considera que la hipótesis neo-Mal-
tusiana tiene pocas bases para relacionar la densidad poblacional y la escasez de tierras con el 
confl icto interno, pero si encuentra un efecto limitado en la combinación de una alta tasa de 
crecimiento poblacional con la escasez de la tierra (Urdal, 2005: 417-434). En términos simi-
lares, Jarolav Tir y Paul Dile no han encontrado una relación signifi cativa entre la densidad 
poblacional y el confl icto interestatal; pero el crecimiento poblacional sí tiene un efecto modes-
to sobre los confl ictos de naturaleza interestatal (Tir y Dile, 1998: 319-339). Existe poca o nada 
de evidencia de que el crecimiento poblacional incrementa la probabilidad de que los Estados 
inicien un confl icto o que lo escalen a la categoría de guerra. Estas conclusiones respaldan la 
noción de que en el futuro la presión poblacional no será un factor global de peso en los con-
fl ictos, aunque sí lo sea en algunas regiones específi cas. Urdal considera que los youth bulges 
(“bolsas” juveniles) están asociados con el confl icto interno, aunque esto es más un problema de 
distribución que uno relacionado con la disponibilidad de los recursos (Urdal, 2006).
Aun y cuando no sea probable que la presión poblacional tenga una gran infl uencia en los 
confl ictos armados en el ámbito global, podría ser un estimulante importante en determinados 
confl ictos en zonas muy pobres, especialmente en aquellas donde exista la competición por los 
recursos entre distintos grupos étnicos. Sin embargo, Ester Boserup concluye en su libro que 
el crecimiento poblacional estimula innovaciones y reformas en la agricultura. La tesis de Bo-
serup contradice el argumento neo-Maltusiano, el cual sostiene que la productividad agrícola 
determina la tasa del crecimiento de la población. La tesis de Boserup tiene importantes impli-
caciones para el desarrollo económico, y, potencialmente también para la paz (Boserup, 1965).
Algunos, académicos, extrapolando las observaciones y las conclusiones de estudios sobre 
ratas y otros animales en espacios muy reducidos y atestados, prevén fricciones y confl ictos 
entre seres humanos viviendo en condiciones similares. No obstante, para que tales estudios 
sean relevantes, la densidad en la población tendría que ser mucho más alta, y la libertad de 
movimiento mucho más baja de lo común en la mayoría de los asentamientos humanos. Cier-
tamente, la mayoría de los Estados “atestados” del mundo, como las ciudades-estado de Singa-
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pur u Hong Kong, son bastante pacífi cos, tanto en el ámbito interno como el externo, al menos 
en lo que a confl ictos de grupo se refi ere. Confl ictos individuales, como el crimen, tiende a ser 
más elevados en las zonas urbanas, aunque esto se debe más a las oportunidades y al anonimato 
propio de las ciudades que a confl ictos vinculados a los recursos. De hecho, el crimen violento 
parece acomodarse mejor al “modelo de la oportunidad” del confl icto, que al “modelo de la 
carencia y sufrimiento” (Neumayer, 2005: 101-112).
COOPERACIÓN MEDIOAMBIENTAL
Generalmente, la inseguridad medioambiental no implica eventos dramáticos como la lucha 
armada, grandes hambrunas o la degradación medioambiental grave y seria. La mayoría de 
los problemas medioambientales y de recursos tienden a ser resueltos por reformas graduales y 
por medios pacífi cos de resolución de confl ictos. Ciertamente, un determinado confl icto podría 
estimular mayor colaboración para así regular el uso del recurso objeto de la contienda. Por 
ejemplo, el “enorme” proceso de privatización de los territorios marítimos que culminó con 
la Convención del Derecho del Mar, trascurrió de manera pacífi ca (Bailey, 1997: 222). Wolf 
argumenta que mientras que las “guerras por el agua” son poco comunes, la cooperación por 
su uso compartido es bastante común. Wolf tiene registrados unos 3.600 tratados sobre el agua 
celebrados desde el año 805, de los cuales la mayoría versan sobre derechos de navegación71 
(Wolf, 1999a; y, Wolf, 1999c). Algunos de los principales ríos internacionales, tales como el Rin, 
el Danubio y el Mekong, cuentan con comisiones fl uviales que funcionan como foro para la dis-
cusión y la resolución de los confl ictos entre los Estados fl uviales. Inclusive en la región del Me-
dio Oriente, donde hubo varias guerras durante los años de la Guerra Fría, se ha podido llegar 
a acuerdos sobre el uso del agua (Longeran, 1997). A inicios de la década de los sesenta, justo 
en medio de la Guerra Fría, Noruega y la Unión Soviética pudieron llegar a un gran acuerdo 
para la explotación conjunta de río Pasvik para la generación de energía hidroeléctrica. Aparte 
de la frontera turco-soviética, la frontera entre la Unión Soviética y Noruega era el único lugar 
donde un Estado miembro de la OTAN compartiera frontera con la Unión Soviética.
¿INSEGURIDAD MEDIOAMBIENTAL?
Pocos confl ictos, si es que los hay, pueden ser catalogados exclusivamente en torno a una cau-
sa, como “confl ictos medioambientales” o “confl ictos étnicos”. Los confl ictos siempre están 
relacionados y compuestos por varias dimensiones, la infl uencia que tiene una dimensión ge-
neralmente es afectada por la infl uencia de otra. Las dimensiones medioambientales y de los 
recursos juega un papel en los confl ictos, no obstante, la relación entre estas dimensiones y el 
confl icto armado generalmente está infl uida por los factores políticos, económicos y culturales 
del confl icto. En muchos casos, la degradación medioambiental bien podría ser vista como 
71.  Datos disponibles en (http://terra.geo.orst.edu/users.tfdd/).
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una variable que interviene entre la pobreza y la falta de gobernabilidad, por una parte, y el 
confl icto armado, por otra. En este sentido, en vez de ser vista como la causa de los males del 
planeta, la degradación medioambiental podría ser vista como síntoma de que algo no está 
funcionando correctamente.
Para aquellos que formulan y diseñan las políticas, así como las ONG y los activistas de las 
comunidades de base, la cuestión clave es saber en qué punto de la “cadena causal” se debe in-
tervenir para mejorar el estado de las cosas. Las instituciones políticas podrían actuar de mane-
ra efectiva mediante intervenciones de corto plazo, ya que este tipo de intervenciones pueden 
ser modifi cadas rápidamente. Sin embargo, a largo plazo, avanzar de la pobreza a la riqueza, 
es probablemente la manera más efectiva para mejorar todas las dimensiones de la seguridad 
humana. Desde esta perspectiva, la función más importante de los indicadores medioambien-
tales es que pueden servir como un “sistema” de alerta temprana, que ciertamente tendrán más 
relevancia en un mundo caracterizado por una creciente conciencia medioambiental.
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CARMEN MAGALLÓN
LA PERSPECTIVA DE GÉNERO EN LAS RELACIONES INTERNACIONALES 
En las últimas décadas, las corrientes críticas feministas, a las que por su diversidad y multipli-
cidad hay que designar en plural, cuestionaron los enfoques androcéntricos del conocimiento, 
en los que no se tiene en cuenta la experiencia de las mujeres o se considera de un modo ses-
gado, en coherencia con una tradición que las excluyó del ámbito público. En este marco, el 
concepto de género se constituyó como una pieza clave sobre la que construir y reconstruir una 
revisión no esencialista del saber instituido. 
Como todo concepto vivo, el género tiene diversas acepciones; es utilizado para designar 
las relaciones sociales entre los sexos, para denotar las construcciones culturales relativas a los 
roles considerados apropiados para mujeres y hombres o como una categoría social impuesta 
sobre un cuerpo sexuado. Para Scott, “el género es un elemento constitutivo de las relaciones 
sociales basadas en las diferencias percibidas entre los sexos” (Scott, 1990), como tal comprende 
símbolos, conceptos normativos que interpretan los símbolos, nociones políticas y referencias 
a las instituciones y organizaciones sociales, e identidad subjetiva; y además, “el género es una 
forma primaria de relaciones signifi cantes de poder” (Scott, 1990: 44). Según Keller “la teoría 
feminista ha hecho que nos diéramos cuenta cabal de que el género no es ni simplemente 
manifestación del sexo ni simplemente un artefacto dispensable de la cultura (…) es lo que la 
cultura hace del sexo, la transformación cultural de niños y niñas en hombres y mujeres adul-
tos” (Keller, 1986: 172).
En el avance hacia un conocimiento no androcéntrico, la perspectiva de género cubre un 
vacío en los enfoques tradicionales de las disciplinas, ciegos respecto al sexo y sus implica-
ciones sociales asociadas; no sólo trata de saber qué ocurre realmente con las mujeres sino 
que cuestiona y revisa la versión del saber construido que, en tanto que androcéntrico, es 
parcial e incompleto. En una dimensión o eje que representara el avance hacia una elimi-
nación progresiva de este sesgo en una disciplina, Sue V. Rosser (1990) propone una serie 
de fases que podrían aplicarse al campo de las Relaciones Internacionales bajo las siguientes 
formulaciones: 
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Fase I: Las mujeres son invisibles, pero esta invisibilidad no se problematiza. 
Fase II: Se “añaden” las mujeres a los estudios existentes, se plantea “el problema de las 
mujeres”: las mujeres como grupo vulnerable. 
Fase III:  Las mujeres son estudiadas desde sus diversas experiencias. Se consideran impor-
tantes las diferencias culturales, la etnia y la clase. Se empiezan a cuestionar los 
paradigmas dominantes.
Fase IV:  El género ya se tiene en cuenta como categoría de análisis. Se cuestiona la vi-
sión de la disciplina construida únicamente desde la experiencia del arquetipo 
masculino protagonista de la historia (hombre blanco, occidental de clase media), 
incluyendo solamente sus preguntas y sus análisis, y tomando esta parcialidad 
como universal. 
Fase V:  Se plantea “el problema de la disciplina” en cuestión. Se trabaja bajo nuevos para-
digmas que tratan de lograr la integración de la experiencia de hombres y mujeres. 
La progresión de estas fases marca el tránsito señalado por la epistemóloga Sandra Harding 
(2004) para la eliminación de los sesgos de género: se trata de pasar del problema de las mujeres 
—en la ciencia, en la política, en la disciplina x—, al problema de la ciencia, la política o la dis-
ciplina x; porque el problema no es de las mujeres, sino del saber, tal como ha sido construido. 
En el campo de las relaciones internacionales, las perspectivas feministas han señalado caren-
cias, subrayando que no se puede conocer y explicar cabalmente el mundo en que vivimos sin 
tener en cuenta la experiencia de las mujeres. No considerar a la mitad de la humanidad da 
como resultado una visión parcial y distorsionada del mundo, de la política y de las relaciones 
de poder (Youngs, 2004). La tarea no es sencilla, porque se trata de construir conocimiento 
desde distintos paradigmas. Tickner (1999: 3-11) habla de las difi cultades para integrar o, al 
menos establecer, una traducción entre los lenguajes y enfoques dominantes en el estudio de 
las relaciones internacionales y los enfoques feministas. En este marco de difi cultad, escribir 
situándose en un paradigma que arraiga en la experiencia de las mujeres, que es la pretensión 
de este texto, supone situarse, como opción, en una posición epistemológica que está fuera de la 
corriente principal, aunque tenga la voluntad de dialogar con ella. En este paradigma es visible 
la dedicación mayoritaria de las mujeres a las tareas de sostenimiento de la vida, materialidad 
en la que crecen capacidades y prácticas valiosas para la construcción de la paz. Pensar y pro-
poner políticas bajo este paradigma, puede colaborar a la universalización de una racionalidad 
regida por la lógica de la sostenibilidad de la vida, alternativa a la lógica hoy dominante que 
prioriza la acumulación económica, favorece la dinámica de la avaricia por los recursos, y las 
economías de guerra y de pobreza crónica. 
LA COOPERACIÓN EN UN CONTEXTO DE VULNERABILIDAD COMPARTIDA
En muchos lugares del mundo, la vida de cada día no es algo que pueda darse por supuesto. 
Donde la gente no tiene para comer o no hay medios sufi cientes para combatir las enferme-
dades, la vida es algo extremadamente vulnerable. Ser consciente de esta vulnerabilidad, y de 
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la interdependencia que nos ata, es un saber que se pasa por alto con gran facilidad, aunque 
impregna la experiencia y el quehacer cotidiano de muchos grupos humanos. En particular, la 
experiencia de muchas mujeres está vinculada de un modo material y simbólico a la vulnera-
bilidad humana, al dedicar ellas gran parte de su tiempo a afrontarla, haciéndose cargo de las 
personas que, como los niños y niñas, los enfermos o las personas mayores dependientes, son 
el ejemplo vivo de la vulnerabilidad individual. Pero la vulnerabilidad del ser humano no es 
sólo individual, es también grupal, y se agudiza en situaciones de pobreza y en medio de un 
confl icto armado.
Según Goodhand (2003), investigador de la Escuela de Estudios Orientales y Africanos 
de la Universidad de Londres, no hay evidencia sufi ciente de que la pobreza sea la causa 
de los confl ictos violentos, pero sí, de que la persistencia de los confl ictos armados produce 
pobreza crónica. La pobreza es más efecto que causa de los confl ictos armados. Además de 
pérdidas económicas, en términos de crecimiento (un 2% de pérdida de tasa de crecimiento 
económico anual, en el continente africano, en 2001, según datos del Banco Mundial), en las 
guerras internas, hoy predominantes, la mayoría de los muertos no se dan en los campos de 
batalla sino como consecuencia de la destrucción de los servicios básicos, falta de servicios 
médicos, transporte, colapso del Estado, etc. De ahí que una política de cooperación que 
plantee la reducción de la pobreza crónica ha de tomar en cuenta y dirigirse a la prevención 
de los confl ictos armados y la construcción de la paz. Otra cuestión relevante es cómo se ana-
lizan las causas de los confl ictos armados. Hay una tendencia a atribuir la violencia a claves 
internas del país, dejando de lado otras externas como la rapiña de los recursos y la dinámica 
de “agravios” que se generan por la política y el orden internacional de globalización econó-
mica. En este sentido, apunta Goodhand (2003), los objetivos de erradicación de la pobreza 
pueden chocar con las políticas públicas en otros ámbitos, haciendo inefectivos los esfuerzos 
de la cooperación.
Si la vulnerabilidad de los países empobrecidos radica en la pobreza, generada fundamen-
talmente por los confl ictos armados y la rapiña global, las acciones terroristas a principios del 
siglo XXI mostraron el rostro de la particular vulnerabilidad de las naciones ricas. Con ellas se 
hizo patente lo que ya sabíamos desde siempre pero que cierta actitud de prepotencia empuja a 
olvidar: que la vulnerabilidad y la interdependencia alcanzan a todos, no sólo a los pobres; que 
son características del ser humano tanto en su vertiente individual como social, siendo diversos 
los caminos para mostrarlas, unos esperados y otros no, pero todos fi nalmente trágicos.
Aunque se nos revele de modo diverso, bajo el paradigma del hambre y la pobreza en el 
Sur —un Sur que no es sólo geográfi co— y bajo la amenaza del terrorismo en el Norte, la 
vulnerabilidad es común. Precisamente porque un rasgo sobresaliente que compartimos es la 
interdependencia72, podemos caracterizar el particular momento histórico que vivimos como 
72.  La seguridad de los habitantes de los países ricos puede depender de la capacidad de un Estado pobre 
para controlar una determinada enfermedad. Los vuelos internacionales transportan 700 millones de pasaje-
ros anuales. Puesto que la duración de la mayoría de estos vuelos es menor que el tiempo de incubación de la 
mayoría de enfermedades infecciosas, cualquier pasajero puede trasladar una de estas enfermedades de un 
país a otro. Un ejemplo concreto fue el Síndrome Respiratorio Agudo y Grave; en un período de tres meses 
infectó a más de ocho mil personas en treinta países, de las que setecientas murieron. Véase Mesa 2006.
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de vulnerabilidad global. Ésta tiene distintas repercusiones y también diferentes niveles de lec-
tura. Pensando en una seguridad humana para todos, la conciencia de vulnerabilidad compar-
tida habría de llevarnos a poner en cuestión el tipo de lógica que rige el actual orden mundial, 
a revisar la dinámica de la rapiña señalada antes, a mirar y defender las culturas que se rigen por 
otro tipo de lógica, las que priorizan en su pensamiento y en sus prácticas, no la economía ni el 
dinero, sino la vida humana. 
MUJERES, INTELIGENCIA COLECTIVA Y RECURSOS PARA 
AFRONTAR LA VULNERABILIDAD 
Las mujeres, como los hombres, están fragmentadas, ya que su diferencia con respecto al varón 
se encuentra atravesada por otras diferencias, de cultura, clase, pertenencia étnica, edad... Por lo 
que hablar de la experiencia de las mujeres, en singular, es problemático. Las mujeres son diver-
sas y, sus experiencias, múltiples. No obstante, a lo largo y ancho del mundo siguen compartiendo 
algo fundamental: ser objeto de una norma distinta a la que se aplica a los varones. Según Annas 
(1996), la existencia de una doble norma para las vidas de las mujeres y de los hombres produce 
una división de las actividades y formas de vida de unos y otras que es “fuertemente obligatoria” 
en las sociedades tradicionales y “débilmente obligatoria” en las sociedades liberales. 
La norma correspondiente a las mujeres está marcada, a su vez, por dos rasgos estadística-
mente signifi cativos: la tradicional exclusión del ámbito público, en general, y en particular de 
los cuerpos armados; y la dedicación a tareas ligadas al sostenimiento de la vida humana: sub-
sistencia, crianza y trabajo de cuidado. Todavía hoy muchas mujeres en el mundo están situa-
das en estas coordenadas. Al mismo tiempo, la incorporación de las mujeres a las instituciones 
y a la vida pública, sobre todo en las sociedades occidentales, se lleva a cabo bajo la tendencia a 
la universalización de los referentes masculinos. La presencia de las mujeres ha ido aumentan-
do en los ejércitos profesionales, en los grupos armados irregulares y en los grupos terroristas. 
Con su participación en acciones bélicas y violentas, las mujeres muestran que no poseen una 
naturaleza especial que les impida comportarse como los hombres. El comportamiento de las 
mujeres no permite efectuar afi rmaciones de carácter esencialista, caracterizadoras del conjun-
to de las mujeres; tampoco el de los hombres. Pero no impide constatar que estadísticamente, 
la mayoría de las acciones violentas que se perpetran en el mundo las cometen hombres y que 
las mujeres han tenido y tienen un importante protagonismo en iniciativas a favor de la paz, 
tanto en el pasado como en el presente.
Entre el rechazo del esencialismo de un eterno femenino y la disolución de toda identidad, 
entendida como mera fragmentación o irrelevancia, queda la opción de constituirse en un sujeto 
libre, que crece y recrea culturas específi cas, fuentes potenciales de recursos para la paz. Giulia 
Adinolfi 73, pensadora italiana afi ncada en Barcelona, escribió y dio sentido a lo que llamó sub-
73.  Giulia Adinolfi , profesora de literatura, intelectual militante del Partido Socialista Unifi cado de Catalunya 
(PSUC) en Barcelona, en la época de la dictadura, y fundadora de la revista Mientras Tanto, junto a Manuel 
Sacristán, su compañero.
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culturas femeninas, distanciándose tanto de la recepción acrítica de las características atribuidas 
a las mujeres como de su rechazo. Habló de subculturas femeninas para denotar la pluralidad de 
las vidas de las mujeres, eligiendo el término cultura, y no ideología, para incorporar la materia-
lidad de la vida cotidiana, “los usos, las costumbres, los sentimientos, las actitudes, las formas que 
dominan las experiencias personales...” (Adinolfi , 1980: 25). En un entorno intelectual entonces 
distanciado y más bien hostil a estos planteamientos Adinolfi  escribió que: 
Interesa analizar del mundo femenino no sólo las ideas y los mitos producidos por una cultura 
patriarcal; sólo una concepción muy reductiva y parcial puede reducir la compleja realidad social 
y cultural del mundo femenino a esos elementos, ignorando la profunda elaboración que las mu-
jeres han hecho de ellos, como de todos los elementos de su experiencia, a lo largo de la historia 
(Adinolfi , 1980: 41).
Otras autoras han resaltado la importancia del trabajo de sostenimiento de la vida, para 
la emergencia de una racionalidad alternativa que difiere de la dominante. Sara Ruddick 
(1989) ha escrito que del trabajo maternal o “maternaje”74, hecho por mujeres u hombres, 
emergen capacidades cognitivas, actitudes, virtudes y creencias que conforman un tipo 
de razón modelada por la responsabilidad y el amor, en lugar de por el distanciamiento 
emocional, la objetividad y la impersonalidad. La razón aún hoy dominante es una razón 
interesada. Sospechar de este tipo de razón es coherente cuando se ve lo frecuente y fácil 
que es hacer uso de ella para defender los intereses de quienes se erigen en sus paladines 
y, en el peor de los casos, para justificar la violencia. Sospechar de una tradición que 
ha pasado por alto la vulnerabilidad y dependencia del ser humano es coherente. En la 
tradición hegemónica, el ser humano fue concebido fundamentalmente como ser autónomo 
que piensa, olvidando los primeros años de vida y las etapas de enfermedad y vejez. Su 
corporeidad y vulnerabilidad fueron tenidas en cuenta sólo puntualmente y de manera 
asimétrica. Se puso el énfasis en el extremo de la muerte, en la equivalencia de ser humano 
con ser mortal, mientras el nacimiento y la vulnerabilidad de los primeros años fueron 
ignorados en su significado e importancia. En consecuencia, el trabajo de las madres, o 
el maternaje ejercido por hombres o mujeres, ligado al extremo de la preservación y el 
crecimiento de la vida en sus inicios, en la etapa de vulnerabilidad y dependencia máximas, 
es constantemente invisibilizado y devaluado, una devaluación escondida a menudo en 
una retórica ensalzadora. El maternaje exige coraje, resistencia cotidiana, persistencia, 
voluntad e inteligencia; algo bien distinto a ciertas imágenes blandas y sentimentales con 
las que de manera tópica se identifica. 
La importancia del maternaje es que responde a las exigencias de un hecho biológico, la fragilidad 
individual, nutriendo, alimentando, haciendo crecer y entrenando para la vida, es decir, socializando; 
responde así a la vulnerabilidad con el cuidado75, transformando la vulnerabilidad biológica en algo 
74.  Ruddick insiste en que el maternaje puede ser realizado por hombres y mujeres. Aunque ahora lo desem-
peñan en su mayoría las mujeres, la tendencia es a su universalización. 
75.  Sobre el cuidado como ética véase Comins 2003.
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signifi cativo socialmente. En un mundo de vulnerabilidad global, la inteligencia colectiva habría 
de orientarse hacia el aprendizaje de quienes cotidianamente la han confrontado de un modo 
constructivo, habría de reconocer y escuchar a quienes se han dedicado o se dedican al maternaje, 
por estar mejor preparados para captar y afrontar adecuadamente el sentido de la vulnerabilidad. 
LAS MUJERES COMO PROTAGONISTAS DE INICIATIVAS POR LA PAZ
La relación entre mujeres, violencia y paz podemos enfocarla según dos perspectivas: una 
en negativo, en la que las mujeres aparecen fundamentalmente como víctimas de la violen-
cia, como grupo vulnerable; y otra en positivo, en la que se destaca su papel como protago-
nistas de prácticas e iniciativas de paz, así como de una racionalidad en la que se concede 
una mayor centralidad al sostenimiento de la vida humana. En el ámbito de las relaciones 
internacionales, tanto en el plano académico como en el práctico, así como en los medios 
de comunicación, predomina la perspectiva que mira a las mujeres como grupo vulnerable. 
Y sin embargo, la perspectiva positiva tiene en sí una mayor potencialidad para el cambio. 
Hacer visible lo que las mujeres tienen que ofrecer hacia la construcción de la paz y el 
desarrollo, es un paradigma mucho más fructífero que el del victimismo y la retórica de la 
protección. 
Shelly Anderson (2001), de la Asociación Internacional de la Reconciliación (Internatio-
nal Fellowship of Reconciliation, IFOR), una organización fundada en 1919 para promover 
la transformación social no violenta y que está presente en sesenta países, llevó a cabo el 
Programa “Mujeres Constructoras de la Paz”, con objeto de documentar y analizar los 
éxitos y fracasos de los esfuerzos de las mujeres en la tarea de la reconciliación y de la 
construcción de la paz. De éste se desprende que aunque ellas juegan múltiples roles en un 
confl icto —son víctimas y, ocasionalmente, también perpetradoras de violencia—, en una 
mayor proporción se convierten en líderes que despliegan ideas innovadoras para construir 
la paz, y juegan un papel vital en la resolución no violenta de los confl ictos. Las mujeres 
son a menudo las primeras en arriesgarse e iniciar el diálogo entre comunidades divididas, 
haciendo posible avanzar hacia la reconciliación. Este hecho está siendo cada vez más re-
conocido por las agencias de desarrollo y organismos internacionales; también por los go-
biernos, y las organizaciones de paz. Paradójicamente, afi rma Anderson, la exclusión de las 
mujeres de la política les ofrece mayores posibilidades y espacios para construir la paz. Su 
marginación hace que puedan ser percibidas como ajenas a la infl uencia de los actores más 
polarizados en el confl icto. Como los motivos para involucrarse derivan en gran medida 
de la necesidad de proveer a sus familias, especialmente a los niños y niñas —de nuevo, la 
preservación de la vida humana—, esta preocupación da a muchas mujeres permiso para 
entrar en territorio político masculino, antes prohibido. En consecuencia, las iniciativas de 
las mujeres para hacer la paz merecen a la comunidad una mayor confi anza que aquellas 
que provienen de la élite política76. 
76.  Este papel de las mujeres como favorecedoras de la confi anza mutua fue señalado por Ángela E. V. King, 
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Esta refl exión evoca aquel viejo concepto de Virginia Woolf (1938: 145) de la “extrañeza”, 
al decir que las mujeres, excluidas en su tiempo de los derechos de igualdad política, 
pertenecían, en verdad, a otra sociedad: a la Sociedad de las Extrañas, al ser extrañas al orden 
social establecido. Las mujeres mantienen distintos grados de extrañeza, con respecto a las 
instituciones sociales. En los países democráticos, esta condición es menor, pero pervive en 
muchos aspectos, sobre todo de carácter simbólico. En otros países, además de extrañas, las 
mujeres son objeto de discriminación y abuso. Como extrañas a las estructuras políticas, las 
mujeres tienen mayor libertad para proponer y llevar a cabo soluciones innovadoras ante los 
confl ictos. Como extrañas a los valores patriarcales, pueden postular otros, buscar sus propias 
palabras y tratar de no transitar por los errores de los varones. Es lo que hacen muchos 
grupos de mujeres: desarrollar iniciativas a favor de la paz, enfocando el problema desde otra 
perspectiva, situándose en otro lugar simbólico.
ALIANZAS INTERNACIONALES Y TRANSNACIONALES 
DE MUJERES POR LA PAZ
A partir de la aprobación de la Convención para la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación contra las Mujeres (CEDAW) y la Plataforma de Acción surgida de la 
Conferencia de Pekín (1995), la mayoría de los gobiernos e instituciones internacionales, al 
menos formalmente, se muestra a favor de promover la equidad de género a nivel nacional y 
regional. El documento fi nal de la conferencia incluía una Declaración sobre la contribución 
de las mujeres a una cultura de paz, en la que se señalaba:
En el umbral del siglo XXI, un movimiento dinámico hacia una cultura de paz obtiene su 
inspiración y su esperanza de las percepciones y acciones de las mujeres […] La capacidad de 
dirección de las mujeres debe aprovecharse plenamente y en benefi cio de todos para avanzar 
hacia una cultura de paz. Su participación históricamente escasa en el gobierno ha dado lugar 
a una deformación de los conceptos y a una limitación de los procesos. En ámbitos como la 
prevención de los confl ictos, el fomento del diálogo intercultural y la reparación de la injusticia 
socioeconómica, las mujeres pueden generar enfoques innovadores y sumamente necesarios para 
la edifi cación de la paz. Las mujeres aportan a la causa de la paz entre los pueblos y las naciones 
experiencias, competencias y perspectivas diferentes. La función que cumplen las mujeres de 
dar y sustentar la vida les ha proporcionado aptitudes e ideas esenciales para unas relaciones 
humanas pacífi cas y para el desarrollo social. Las mujeres se adhieren con menos facilidad que 
los hombres al mito de la efi cacia de la violencia y pueden aportar una amplitud, una calidad y 
un equilibrio de visión nuevos con miras al esfuerzo común que supone pasar de una cultura de 
guerra a una cultura de paz (CEDAW, 1995)77.
Consejera Especial para los Asuntos de Género y el Avance de las Mujeres, de Naciones Unidas, cuando 
estuvo al frente de la Misión de Observación de Naciones Unidas en Sudáfrica.
77.  Declaración incluida en: (http://www.unesco.org/cpp/sp/declaraciones/women.htm).
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La Plataforma de Acción aprobada en Pekín posibilitó que el sistema de Naciones Unidas 
impulsara redes y plataformas cuyo objeto era hacer visible el trabajo de base de las mujeres 
a favor de la paz. Para presionar hacia enfoques sensibles al género en cuestiones de paz y 
seguridad, el Fondo de Naciones Unidas para el Desarrollo de la Mujer (UNIFEM)78 apoyó 
la creación de la Federación de Redes de Mujeres Africanas por la Paz, formada por trece or-
ganizaciones femeninas de países afectados por confl ictos armados. En 1998, nació el Comité 
de Mujeres Africanas por la Paz y el Desarrollo (African Women Committee on Peace and 
Development, AWCPD) que, bajo los auspicios de la Unión Africana (UA) y la Comisión 
Económica para África de Naciones Unidas (UNECA), trabaja en la misma línea. En la De-
claración de Zanzíbar, las mujeres africanas incluyeron su apuesta por utilizar la experiencia 
y capacidades de las mujeres en la construcción de una paz sostenible y duradera en la zona; 
condenaron la proliferación de armas en África, una mecha que provoca el estallido violento 
de confl ictos de distinto origen; también el uso de niños y niñas como soldados; y reclamaron 
la urgencia de un desarrollo justo y equilibrado en sus países79.
En Liberia, las acciones de las mujeres fueron importantes para la consecución de la paz. En 
1994 se creó la Iniciativa de Mujeres de Liberia (Liberian Women’s Iniciative, LWI) que en el 
proceso de paz de 1996 llevó a cabo un proyecto de desarme. A través de un anuncio en la radio, 
con el lema “antes de las elecciones, desarmarse”, implicaron a mujeres de todo el país para re-
colectar armas ligeras. Se estima que en 1999 se habían recogido y destruido unas 20.000 armas 
y más de 3 millones de unidades de munición. En el 2000 se creó la Red de Mujeres por la Paz 
del Río Mano, bajo la conciencia de que la paz debía construirse a nivel regional, que no habría 
paz en Liberia si a la vez no la había en Sierra Leona y Guinea. Esta Red infl uyó para que 
Naciones Unidas y la Comunidad Económica de Estados de África Occidental (ECOWAS) 
se implicaran en el problema. En mayo de 2001 miles de mujeres marcharon en Monrovia; en 
aquellos años, hicieron reuniones, protestas, escritos, talleres de no violencia y presionaron de 
múltiples formas para lograr una intervención internacional en el confl icto. En mayo de 2004, 
la Conferencia Nacional de Mujeres para la Recuperación Socio-económica de Liberia reunió 
a doscientas cincuenta mujeres pertenecientes a distintos grupos religiosos, ONG, refugiadas, 
empresarias, abogadas… con el fi n de construir una estructura de participación en el proceso 
de reconstrucción y rehabilitación del país. En las elecciones del 8 de noviembre de 2005, Ellen 
Johnson-Searleaf fue elegida Presidenta, convirtiéndose en la primera mujer que ocupa este 
cargo en África. 
Según Isha Dyfan, activista de Sierra Leona, “las redes de mujeres han sido claves en la 
resolución del confl icto en Sierra Leona, y en conseguir que empezaran las negociaciones entre 
los países del río Mano” (Dyfan citado en Rehn y Sirleaf, 2002).
En el Sudeste Asiático, UNIFEM reunió a sesenta grupos no gubernamentales en una red 
de defensoras de la paz, en colaboración con la Asociación del Sur de Asia para la Cooperación 
Regional (South Asian Association for Regional Cooperation, SAARC).
78.  Hoy disuelto e integrado en ONU-Mujeres [N. del ed.].
79.  “Mujeres de África por una cultura de paz”, Primera Conferencia Pan-Africana sobre cultura de paz y no 
violencia, Zanzíbar, 17-20 de mayo de 1999. 
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En Europa, en 1999, tras los bombardeos de Kosovo y Serbia por parte de la OTAN, la 
Unión Europea diseñó el Pacto de Estabilidad para el Sudeste Europeo, pensado para la pro-
moción del desarrollo y la democracia en la zona. En agosto de 1999, 150 grupos de mujeres 
de diez países de la región, con el apoyo de la Organización para la Seguridad y Cooperación 
en Europa (OSCE), hicieron un llamamiento para incluir la igualdad de género en el Pacto. 
En octubre de ese año, la Fuerza para el Pacto de Estabilidad Ad Hoc y la Acción de Géne-
ro (Ad Hoc Stability Pact Gender Task Force, GTF) habían presentado sus recomendaciones, 
entre las que se encontraban la promoción de la participación política de las mujeres y el 
fortalecimiento de los mecanismos nacionales para la promoción de la igualdad de género en 
la zona. 
En lugares donde la voz de las mujeres es silenciada de manera permanente, el apoyo de 
la comunidad internacional es de gran importancia. Las alianzas transversales, que cruzan ni-
veles y circulan desde los movimientos de base a las agencias de Naciones Unidas y viceversa, 
pasando por la implicación personal de mujeres de reconocido prestigio, pasan a ser decisivas. 
El logro que compendia los esfuerzos de las alianzas forjadas durante años en este sentido es la 
Resolución 1325 del Consejo de Seguridad.
LA RESOLUCIÓN 1325 DEL CONSEJO DE SEGURIDAD 
DE LAS NACIONES UNIDAS
En mayo de 2000, se creó la ONG Grupo de Trabajo sobre Mujeres, Paz y Seguridad para 
hacer lobby sobre el Consejo de Seguridad. Esta agrupación estaba conformada por las 
siguientes organizaciones: Femmes Africa Solidarité, Hague Appeal for Peace, International 
Alert, International Women’s Tribune Centre, Women’s Action for New Directions, Women’s 
Commission for Refugee Women and Children, the Women’s Division of the General Board of 
Global Ministries of the United Methodist Church, Women’s Environment and Development 
Organization y la Women’s International League for Peace and Freedom 80. Este grupo unió 
sus esfuerzos a la División para el Avance de las Mujeres (DAW) y al UNIFEM, ambas 
dentro del sistema de Naciones Unidas, con el fin de incidir en los Miembros del Consejo 
de Seguridad con documentación e informes que destacaban y argumentaban la impor-
tancia de la presencia de las mujeres en los procesos de paz. La tesis es que la desigualdad 
de género es una amenaza para la paz y la seguridad globales y que la participación de 
las mujeres, un plus necesario. La presidencia de Namibia en el Consejo de Seguridad y 
la implicación de los medios de comunicación abrirían una ventana de oportunidad para 
que el Consejo acogiera las perspectivas de las mujeres sobre la paz y la guerra, dictando 
la Resolución 1325. 
La aprobación de la Resolución 1325 fue un hito histórico, pues por primera vez en sus años 
de vida, el Consejo de Seguridad discutía y aprobaba una Resolución que exhorta al Secretario 
80.  Sobre el Grupo de Trabajo sobre Mujeres, Paz y Seguridad (Working Group on Women, Peace and Security), 
véase (http://www.peacewomen.org/un/ngo/wg.html).
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General y a los Estados Miembros a actuar para lograr una mayor inclusión de las mujeres en 
los procesos de construcción de la paz y de reconstrucción post-confl icto. A partir del 24 de 
octubre de 2000, fecha de su aprobación, la Resolución 1325 pasó a ser una herramienta política 
de primer orden, lista para lograr que las mujeres tengan una mayor infl uencia en la construc-
ción de la paz y la seguridad de su país. 
La Resolución 1325 “insta a los Estados Miembros a velar por el aumento de la representa-
ción de la mujer en todos los niveles de adopción de decisiones de las instituciones y mecanismos 
nacionales, regionales e internacionales para la prevención, la gestión y la solución de confl ictos”; 
alienta al Secretario General a que ejecute su plan de acción estratégico (A/49/587) dirigido a 
aumentar la participación de la mujer en los niveles de toma de decisiones en la solución de con-
fl ictos y los procesos de paz, y le insta “a que nombre a más mujeres representantes y enviadas es-
peciales para realizar misiones de buenos ofi cios en su nombre”; a ese respecto, pide a los Estados 
Miembros que presenten al Secretario General candidatas para incluir en una lista centralizada 
que se actualice periódicamente; y, de nuevo al Secretario General, “que amplíe el papel y apor-
tación de las mujeres en las operaciones de las Naciones Unidas sobre el terreno, y especialmente 
entre los observadores militares, la policía civil y el personal dedicado a los derechos humanos y a 
tareas humanitarias”. Por su parte, el Consejo de Seguridad, expresa “su voluntad de incorporar 
una perspectiva de género en las operaciones de mantenimiento de la paz”81. 
En esta Resolución, el Consejo de Seguridad reconoce no sólo que “la paz está inextricable-
mente unida a la igualdad entre hombres y mujeres” sino que “el acceso pleno y la participación 
total de las mujeres en las estructuras de poder y su completa implicación en los esfuerzos para 
la prevención y la resolución de confl ictos, son esenciales para el mantenimiento y la promoción 
de la paz y la seguridad”. El doctor Theo-Ben Gurirab, Ministro de Asuntos Exteriores de Na-
mibia y presidente del Consejo de Seguridad, en el momento en que se aprobó la Resolución 
1325, lo expresaba de este modo: si “las mujeres son la mitad de toda comunidad..., ¿no han de 
ser también la mitad de toda solución?” (Ben Gurirab citado en Rehn y Sirleaf, 2002).
La aprobación de esta Resolución supone un paso que bien puede califi carse de histórico; su 
signifi cado enlaza con la tradición iniciada por uno de los episodios de mayor peso civilizatorio 
del pasado siglo: la iniciativa por la paz que emprendieron mujeres de los países confrontados 
en la Primera Guerra Mundial, al juntarse en el Congreso de la Haya para proponer salidas 
negociadas al confl icto bélico que estaba destrozando a sus países. Y es que desde hace más de 
cien años, las mujeres tienen claro que para participar en la toma de decisiones sobre la guerra 
y la paz, han de unirse a nivel internacional o transnacional. La Resolución 1325 se consiguió 
con las alianzas construidas en la estela de esfuerzos internacionales y transnacionales hechos 
por organizaciones y redes de mujeres. 
Diversos testimonios dan cuenta de la importancia de la línea de acción marcada por 
la Resolución 1325. El Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Hu-
manos, posteriormente muerto en Irak, Sergio Vieira de Mello, a comienzos de marzo de 
2003, decía:
81.  El texto completo de la Resolución puede verse en United Nations (2002), Women, Peace and Security. Study 
submitted by the Secretary-General pursuant to Security Council resolution 1325 (2000). 
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En Timor Este pude ver el impacto que la participación de las mujeres puede tener en la 
construcción de la paz y en el desarrollo […] Las mujeres son un factor de estabilidad y 
reconciliación; sus contribuciones pueden mejorar la cualidad de las decisiones y por ende la 
efectividad de los esfuerzos de recuperación. Sobre todo, promovemos la participación de las 
mujeres porque tienen el mismo derecho que los hombres a tomar parte en las decisiones y 
porque su aportación supone un valor añadido en todas las decisiones (Vieira de Mello, 2003)82.
EXTENSIÓN Y APLICACIÓN DE LA RESOLUCIÓN 1325
Entre las iniciativas surgidas para dar a conocer y apoyar la puesta en práctica de la 
1325, destaca la llevada a cabo por el Consejo de Seguridad de las Mujeres, una red 
creada en Alemania en marzo de 2003, formada por unas cincuenta activistas por la paz, 
investigadoras y representantes de instituciones políticas y ONG. Su objetivo fue infl uir y 
hacer un seguimiento de las actividades del Gobierno alemán a lo largo de los dos años de 
su estancia en el Consejo de Seguridad, tratando de incorporar la perspectiva de género en 
la política exterior y la agenda de seguridad de su país. Este Consejo organizó una campaña 
de envío de postales al Gobierno, dando 1325 razones para que apoyara y difundiera la 
Resolución. Intelectuales y artistas tomaron parte en ella. La demanda más importante, en 
la que concentraron su acción, fue lograr el aumento de la representación de las mujeres en 
las instituciones nacionales, regionales e internacionales, en la prevención, la gestión y la 
solución de los confl ictos. 
Otra iniciativa fue la de la Federación de Mujeres Universitarias de Canadá. Esta 
organización presionó desde el principio a su Gobierno para que apoyara la 1325, con asignación 
de fondos para su activación tanto en Canadá como en otros países; buscando la oportunidad 
de incorporar en los procesos de resolución de confl ictos las voces y representación de las 
mujeres tanto en la prevención como en la facilitación de salidas de confl ictos armados, las 
operaciones de asistencia humanitaria y los procesos de reconstrucción. Asimismo le instaban 
a trabajar para la protección de las mujeres ante la violencia de género, particularmente 
la violación y otras formas de abuso sexual, y a impulsar que un 50% de los participantes 
en los procesos de paz sean mujeres. Para efectuar un seguimiento de este compromiso, la 
Federación pidió a su Gobierno que proporcionara informes regulares sobre los grupos de 
mujeres que están representados en las delegaciones y comités ofi ciales encargados del trabajo 
sobre la Resolución 1325. 
En la reunión organizada con motivo de su tercer aniversario, en octubre de 2003, el 
Subsecretario General para las Operaciones de Mantenimiento de la Paz (Department of 
Peace Keeping Operations, DPKO), en su informe, señalaba los pasos concretos dados por su 
Departamento para cumplir la 1325, en particular en las operaciones de mantenimiento de 
la paz llevadas a cabo en Sierra Leona, República Democrática del Congo, Kosovo, Timor 
Este y Afganistán. Los avances reseñados eran: el aumento del número de mujeres en las 
82.  Intervención realizada en la Comisión de Naciones Unidas sobre el estatus de las mujeres, Nueva York, 7 
de marzo, 2003. 
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operaciones de mantenimiento de paz; la integración en la concepción de las mismas de 
una perspectiva de género; la sensibilización específi ca hacia la perspectiva de género y la 
problemática del VIH y el sida; y la prevención y respuesta a las graves conductas de acoso 
sexual del personal involucrado en las operaciones de paz. En aquel momento, en los equipos 
de trabajo, la presencia femenina se había multiplicado por cuatro, situándose en un tercio 
del conjunto de los profesionales. El DPKO es uno de los departamentos en los que ha 
habido una mayor repercusión de la Resolución, incluyendo el nombramiento en 2004 de un 
Consejero de género.
En julio de 2004, en vísperas del cuarto aniversario, España, por entonces Miembro del 
Consejo de Seguridad, enviaba un informe explicitando lo que había hecho nuestro país para 
poner en práctica la R-1325. En él se indicaba la participación femenina en el conjunto de los 
cuerpos del Ejército español, algunos de cuyos miembros estaban involucrados en esos años 
en distintas misiones de paz. El texto mencionaba también los proyectos abordados por la 
Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID) siguiendo la 
Resolución. 
Posteriormente se han aprobado dos documentos de política relevantes para la implemen-
tación de la Resolución 1325: el Plan de Acción del Gobierno de España para la aplicación de la 
Resolución 1325 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas (2000) sobre Mujeres, Paz y 
Seguridad, aprobado en 2007, y el Plan de Acción: Mujeres y Construcción de la Paz de la Coope-
ración Española. En el ámbito de la Cooperación Española, en los últimos años, se ha avanza-
do en la integración del enfoque de género en la política de desarrollo española. El III Plan 
Director de la Cooperación Española 2009-2012, aprobado por el Consejo de Ministros el 13 de 
febrero de 2009, establece como prioridad la eliminación de la violencia contra las mujeres y 
las niñas. Otro elemento importante de este plan es el refuerzo que hace de la incorporación 
del análisis de género “Contemplar el impacto diferencial que el confl icto tiene sobre las mu-
jeres”. Se ha elaborado una Estrategia Sectorial de Género de la Cooperación Española (2007), 
que contempla específi camente esta cuestión, y además existe una Estrategia de cooperación 
Multilateral orientada, entre otros objetivos, a fortalcer el multilateralismo en el ámbito de 
las metas internacionales de igualdad de género. En ese contexto, España se convirtió con-
vertido en el primer donante de UNIFEM y uno de los promotores de la creación de ONU 
Mujeres. 
Al fi nalizar el quinto año, los datos sobre la aplicación de la Resolución 1325 fueron 
interpretados de manera diferente por distintas instancias. Para el Departamento de 
Información Pública de Naciones Unidas, del interés que suscita la Resolución 1325 da 
idea el hecho de haberse traducido a setenta idiomas y diez más en proceso; que muchas 
organizaciones de mujeres la hayan utilizado como forma de presión; que el Secretario 
General haya nombrado para encabezar dos misiones de observación, de las 26 operaciones 
de paz en marcha, a dos mujeres: Heidi Tagliavini, Representante especial del Secretario 
General en la Misión de Observación de Naciones Unidas en Georgia (UNOMIG) y Carolyn 
McAskie, para un puesto similar en Burundi (ONUB). No obstante, para OSAGI (2005), la 
Ofi cina de la Asesora Especial en Cuestiones de Género y Adelanto de la Mujer, la inclusión 
femenina sigue siendo muy baja. En junio de 2005, en las operaciones de mantenimiento de la 
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paz de Naciones Unidas, las mujeres eran el 25% del personal civil, el 4,4% de la policía civil 
y el 1% de los contingentes militares. 
A primeros de marzo de 2006, ante las conversaciones sobre el estatus de Kosovo, los grupos 
de mujeres de la zona, la red de Mujeres de Kosovo (representada por Igbale Rogova) y las 
Mujeres de Negro (representantes: Stasa Zajovic, Vera Markovic y Jovana Vucovic) se unieron, 
elaboraron una plataforma común y reclamaron su inclusión en las conversaciones. Quienes 
fueron una fuerza de paz en los momentos de la guerra, los grupos de mujeres que trabajaron 
constantemente para lograr la paz, vieron crecer las difi cultades para ser reconocidas a la hora 
de negociar. No obstante, tuvieron en sus manos la 1325, una herramienta a la que apelar para 
ser tenidas en cuenta.
En países como el Congo, Sudán y Uganda, con Estados frágiles, defi ciencias de servicios 
y violencia persistente, la proliferación de carencias tiende a posponer la igualdad entre 
hombres y mujeres. La Resolución 1325 es ignorada en las esferas del poder y también en la 
sociedad civil, salvo por los grupos que trabajan con las mujeres. No se vislumbra que dar 
protagonismo y voz a las mujeres es parte fundamental de la solución, como se ha visto en 
otros lugares. Sí que se toma en consideración su papel en la rehabilitación de niños y niñas 
unidos a los grupos armados, la dinamización de encuentros entre personas de los distintos 
bandos para discutir preocupaciones comunes como el acceso al agua limpia o la presión 
hacia una priorización de los presupuestos a favor de los servicios sociales, en lugar de hacia 
los gastos militares. 
En el Congo, la mayoría de las mujeres vive en áreas rurales remotas, donde se ocultan 
diversas milicias; el Estado es frágil y, sus instituciones, en particular el Ejército, abusivas. 
El frágil sistema institucional no está preparado en asuntos de género ni de violencia al 
respecto. Se estima que por los enfrentamientos armados y falta de servicios, desde 1998 
hasta 2004 hubo 4 millones de muertos; y que aún hoy, unas 38.000 personas mueren al 
mes debido a la malnutrición y enfermedades superables. Las milicias armadas llevan a la 
inseguridad permanente de su población. Un millón de armas ligeras están en circulación 
en el área, en manos del Ejército, la policía, ciudadanos privados, unidades de autodefensa, 
milicias o delincuentes. Las mujeres están dedicadas a la supervivencia, fuera del alcance de 
la protección ante los ataques sexuales y de los programas de prevención del VIH y el sida, 
con pocas posibilidades de acceso a centros de salud reproductiva y de justicia; viven el día a 
día bajo diversas amenazas: impunidad, sida, complicaciones de salud, inseguridad alimen-
taria y pobreza. La agresión sexual es una de las más extendidas, estando los miembros de las 
Fuerzas Armadas de la República Democrática del Congo entre los mayores perpetradores. 
A mediados de 2004, saltaban a la prensa los abusos y explotación sexual de los cascos azules 
de Naciones Unidas, los peacekeepers de la Misión de las Naciones Unidas en la República 
Democrática del Congo (MONUC). Como respuesta, Kofi  Annan instituyó una política de 
tolerancia cero. Pese a las difi cultades, las mujeres jugaron un papel importante en generar 
la paz que ha hecho posible la convocatoria, en 2006, de las primeras elecciones en muchos 
años. Pero fueron sistemáticamente excluidas de las conversaciones de alto nivel. En las que 
condujeron al alto el fuego de Lusaka, en 1999, no hubo ninguna. En el Diálogo Inter-Con-
golés de 2002, que fue la Convención Nacional dirigida a la reconciliación social y política, 
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las mujeres fueron el 10%. Para lograr esta participación utilizaron la 1325 y el apoyo de 
anteriores Jefes de Estado africanos, UNIFEM, PNUD y la Unión Africana. Las mujeres 
construyeron una agenda común y sus esfuerzos culminaron en 2002, en un Foro Nacional, 
en Kenia, en el que 60 representantes femeninas de los mayores partidos del Diálogo, produ-
jeron la Declaración de Nairobi y el Plan de Acción. Cuando el Diálogo se reinició, en 2003, 
ellas pasaron a ser el 12% (36 de 300 participantes) y lograron que se añadiera el artículo 51 
a la Constitución transitoria, un artículo que garantizaba su participación en la transición. 
En las primeras elecciones democráticas, el 30 de julio de 2006, el 51% de los votantes eran 
mujeres (de un total de 25,6 millones de personas registradas). El artículo 14 de la Constitu-
ción estipula que el Gobierno debería trabajar para la igualdad en las instituciones locales, 
provinciales y nacionales, pero entre los candidatos legislativos las mujeres sólo eran el 10%. 
Como dice una de ellas, todavía los hombres deciden y las mujeres sufren las decisiones (In-
ternational Crisis Group: 2006).
Bajo los auspicios de la ONU y el Banco Mundial, en el taller-estudio de género, llevado 
a cabo en la región de los Grandes Lagos surgieron, entre otras, las siguientes propuestas: 1) 
desarrollar programas más potentes sobre los derechos de las mujeres y las niñas; 2) desarrollar 
programas comunitarios para concienciar sobre los derechos humanos; 3) mejorar la coope-
ración y la colaboración entre los programas existentes; 4) mejorar el apoyo a excombatientes 
(necesidades básicas: nutrición, agua, salud y transporte) y unirlo a otros programas nacionales 
y proyectos comunitarios (reconstrucción, salud, violencia sexual y protección de los niños); 5) 
aumentar el número de mujeres en puestos de autoridad; y, 6) reclutar expertas en género para 
asesorar y apoyar a los equipos técnicos83.
Desde el año 2004, el Secretario General de la ONU ha publicado un informe anual de se-
guimiento de la implementación de la Resolución 1325, con especial énfasis en el ámbito de las 
Naciones Unidas. Estos informes permiten contar con un análisis sobre el estado de la cuestión, 
y en ocasiones ofrecer propuestas y recomendaciones para los Estados Miembros. Por ejemplo, 
el informe del Secretario General presentado en abril de 2010 recomienda un conjunto de in-
dicadores sobre la aplicación de esta Resolución. 
El informe del Secretario General sobre las mujeres y la paz y la seguridad, hecho en nom-
bre del Consejo de Seguridad del 27 de septiembre de 2006, revisa el plan de acción para 
aplicar la 1325. Un plan preparado por la Ofi cina del Asesor Especial para asuntos de Género 
y avance de las mujeres, en cooperación estrecha con a Red Entre-Agencias sobre Mujeres e 
Igualdad de Género (Inter-Agency Network on Women and Gender Equality, IANWGE). El 
informe da cuenta de las contribuciones hechas, hasta la fecha por 39 entidades de Naciones 
Unidas. El Plan cubre virtualmente todas las áreas de acción importantes en el campo de las 
mujeres, la paz y la seguridad, refl ejando el mandato del Consejo de Seguridad en su Resolu-
ción 1325; propone 269 acciones y proporciona una estructura de trabajo para actividades in-
teragencias durante el periodo 2005-2007. Los ámbitos de acción son: prevención de confl ictos 
83.  UNIFEM/World Bank Kigali, Rwanda, 31 October-2 November 2005, “Taking a Gender-Perspective to 
Strenghen the Multi-Country Demobilisation and Reintegration Program (MDRP) in the greater Great Lakes 
Region”.
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y aviso temprano; operaciones de establecimiento de la paz (peace-making), mantenimiento de 
la paz (peace-keeping) y construcción de la paz (peace-building); respuesta humanitaria; recons-
trucción post-confl icto y rehabilitación; desarme, desmovilización y reintegración; prevención 
y respuesta ante la violencia de género en los confl ictos armados y prevención y respuesta a la 
explotación y abuso sexual llevado a cabo por personal de Naciones Unidas, socios y perso-
nal relacionado. Propone políticas de incorporación del género a la corriente principal (gender 
mainstreaming), desarrollo de estrategias, construcción de capacidades y apoyo a las organi-
zaciones locales de mujeres, a la investigación y a la gestión del conocimiento y servicios de 
asesoramiento. El informe incluye, también, una serie de buenas prácticas en las distintas áreas 
de acción (Security Council, 2006).
Por otra parte, el Consejo de Seguridad de la ONU aprobó en el año 2008, la Resolución 
1820 sobre la violencia sexual como arma de guerra, y en el año 2009 dos resoluciones más, la 1888 
que concreta los compromisos adquiridos mediante la Resolución 1820, y la 1889 que hace 
lo mismo con la Resolución 1325. Es decir, que mientras la Resolución 1325 ofrecía el marco 
general de actuación y constituía la primera aproximación a la cuestión de las mujeres, la paz 
y la seguridad, la 1820 hace referencia a una única cuestión de las abordadas por la 1325 —la 
violencia sexual como arma de guerra— y la 1888 y 1889 concretan posibles pasos y medidas 
para garantizar el cumplimiento de las anteriores resoluciones. 
Las cuatro resoluciones deben ser entendidas de manera complementaria, puesto que tras 
la aprobación de la Resolución 1820, la violencia sexual como arma de guerra ha adquirido una 
importancia creciente en los debates públicos.
La Resolución 1325 ha ido acompañada de la defi nición de Planes de Acción por parte de 
algunos países, que han tratado de operacionalizar esta Resolución y de llevarla a la práctica. 
A mediados de 2010, a diez años de adoptarse la Resolución 1325, 31 países habían adoptado 
Planes Nacionales para garantizar su efectiva implementación en el ámbito nacional e inter-
nacional84. 
El proceso de elaboración de los Planes de Acción y la defi nición de su contenido ha 
variado mucho de un país a otro. En general se abordan un amplio número de cuestiones, 
que oscilan desde el número de mujeres reclutadas para las operaciones de mantenimiento 
de la paz hasta la participación en los procesos de toma de decisiones en el plano nacional o 
la atención y los servicios legales de las víctimas de violencia sexual. Los planes de los países 
donantes difi eren signifi cativamente en estrategia y enfoque de los planes de países en situa-
ción posbélica.
También han jugado un papel importante, las misiones de mantenimiento de la paz de 
las Naciones Unidas, que han apoyado activamente la implementación del Plan Nacional de 
Acción y han realizado esfuerzos signifi cativos por incorporar temas de género dentro de sus 
propios programas de paz y seguridad. Por ejemplo, se ha incrementado la participación de 
las mujeres en las misiones y se ha incorporado capacitación sobre género para las tropas. Este 
ha sido el caso de la Misión de Liberia (UNMIL). En el marco de la OTAN, en el caso de 
84.  De los 31 países con Planes de Acción, 18 son europeos. Véase: http://www.peacewomen.org/pages/
about-1325/national-action-plans-naps#National_Action_Plans. 
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Afganistán, se ha incluido en la misiones militar la perspectiva de género a partir de diversos 
programas. De igual manera en el Plan de Acción de la Organización para la Seguridad y Co-
operación Europea (OSCE) para la Equidad de Género (2004) se estipula que las estructuras 
de OSCE deben promover la Resolución 1325 (Beetham y Popovic, 2009).
También se han realizado esfuerzos regionales para explorar la posibilidad de contar con 
un Plan de Acción más amplio, que implique a diversos países. Por ejemplo, en agosto de 2009, 
la organización Femmes Africa Solidarité (FAS), el Secretariado de la Conferencia de los Gran-
des Lagos y el Gobierno de Finlandia convocaron a una Reunión Regional de los Grandes 
Lagos sobre la Resolución 1325. 
Casi ningún Plan de Acción contiene indicadores que sirvan para medir el progreso de 
la aplicación de la R-1325. Esta preocupación ha sido recogida por diferentes organizaciones 
que abogan por la aplicación de la Resolución. En relación con la defi nición de indicadores, en 
noviembre de 2009 la organización noruega FOKUS85 junto con INSTRAW realizaron un 
seminario que contó con la participación de más de 100 mujeres procedentes de organizaciones 
de todo el mundo, en el que se abordó esta cuestión en profundidad y que dio como resultado el 
documento que afi rma que esos indicadores deberían abordar tres grandes cuestiones (Gwen-
dolyn y Popovic 2009): la participación de las mujeres en los procesos de paz; la prevención, 
protección y judicialización de violencia sexual y de género; y la promoción de los derechos de 
las mujeres. 
Por su parte, Naciones Unidas ha desarrollado un trabajo intenso en torno a la defi nición 
de indicadores, en el que han participado 14 entidades de la ONU bajo el liderazgo de la Ofi -
cina de la Asesora Especial en Cuestiones de Género y el papel técnico de UNIFEM. Además 
los indicadores fueron confeccionados en estrecha consulta con Estados Miembros y grupos de 
mujeres de la sociedad civil de todo el mundo. En el proceso de elaboración se han tenido en 
cuenta los indicadores presentes en los Planes nacionales, así como otras iniciativas nacionales 
e internacionales sobre mujer, paz y seguridad. 
Estos trabajos han culminado en el informe del Secretario General (S/2010/173) presentado 
el 27 de abril de 2010. Este recomienda un conjunto de indicadores mundiales sobre la aplica-
ción de la Resolución 1325 en cuatro áreas: la participación de las mujeres en todos los aspectos 
de la prevención y Resolución de confl ictos; la prevención de la violencia contra las mujeres; la 
protección de los derechos de las mujeres durante y después de los confl ictos; y las necesidades 
de las mujeres en los procesos de recuperación y socorro. 
Se trata del seguimiento a la petición del Consejo de Seguridad expresado en la Resolución 
1889 de octubre de 2009, sobre un conjunto de indicadores destinados a utilizarse a nivel mun-
dial para vigilar la aplicación de la Resolución 1325. El uso de los indicadores representará un 
paso claro hacia la mejora de la rendición de cuentas y la aplicación de la histórica Resolución 
del Consejo de Seguridad.
El Consejo de la Unión Europea, aprobó en 2008 dos documentos que defi nían la estrategia 
europea para la aplicación de la Resolución 1324 y la Resolución 182086. En julio de 2010, el 
85 Consultar en: http://www.fokuskvinner.no.
86.  Estos dos documentos son el Comprehensive EU Approach to the Implementation of UNSCR 1325 and 1820 y 
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Consejo de la Unión Europea adoptó un conjunto de indicadores para evaluar su aplicación, 
sobre cuya base se ha elaborado un informe de seguimiento sobre su grado de cumplimiento, 
publicado en mayo de 201187. Este informe muestra las diversas acciones se han realizado como 
el establecimiento del Grupo de Trabajo de la UE sobre Mujer, Paz y Seguridad, el inter-
cambio anual de información entre los Estados miembros sobre la aplicación de la Resolución 
1325 y los programas de formación y capacitación en género que se han impulsado. También 
se plantea, la necesidad de garantizar un mayor apoyo político de la UE para la participación 
de las mujeres en los procesos de paz, y la inclusión de las mujeres en la UE, en los puestos de 
toma de decisiones, como por ejemplo en el Servicio Exterior y en otras instancias.
También en el ámbito del Consejo de Europa, el Consejo de Ministros aprobó en junio 
de 2010 la “Recomendación a los Estados miembros sobre Participación de las mujeres y los 
hombres en la prevención y resolución de confl ictos y construcción de la paz”, lo que supone 
un apoyo para avanzar en la aplicación de la Resolución 132588. 
LA INCLUSIÓN DE LAS MUJERES, NECESARIA PERO NO SUFICIENTE
Es importante subrayar esta idea: no todas las mujeres que están en el poder o llegan a lugares 
de decisión están dispuestas a defender las cuestiones de género y los derechos de las mujeres. 
La inclusión de las mujeres no garantiza el avance de la igualdad de género, lo que corrobora 
la visión no esencialista del ser hombre o mujer. En Irak, por ejemplo, casi la mitad de las 
mujeres elegidas al Parlamento pertenecen a la lista del Ayatollah Ali al-Sistani, de la Alianza 
Unidad Iraquí. En coherencia con su partido mantienen posturas conservadoras, alejadas de 
la reclamación de derechos. Así, la Dra. Jenan al-Ubaedey defi ende la poligamia y el derecho 
del marido a pegar a sus mujeres, siempre que “no deje señales” (Al-Ubaedey citado en Las-
ky, 2006). 
Tampoco existe una evidencia clara de que ellas sean mejores negociadoras, que se comu-
niquen mejor o sean más dialogantes que los hombres. Hasta hoy no hay estudios rigurosos al 
respecto. Del que realizó Sanam Anderlini (2000) se puede concluir que se necesita mantener 
una relación entre las mujeres que llegan a la toma de decisiones y los grupos que efectúan las 
tareas más de base. En el estudio de casos realizado por Anderlini se aportan ejemplos que 
muestran la importancia de llevar la fuerza de los movimientos de mujeres a la política de 
paz. Su conclusión es que lo importante en los procesos de paz es encontrar líderes —muje-
res y hombres— que estén por empujar la agenda de la justicia y la igualdad de género pues, 
aunque les atañe especialmente, dicha agenda no es un asunto particular de las mujeres. La 
cuestión radica en el traslado a la mesa de negociación de las posturas e iniciativas de los grupos 
de mujeres por la paz y de las mujeres anónimas que sostienen la vida cotidianamente. Si la 
paz es un bien y la aportación de las mujeres un plus necesario, habrá que favorecer la trans-
la Implementation of SCR 1325 as reinforced by 1820 in the context of European Security and Defence Policy .
87.  Véase en: http://register.consilium.europa.eu/pdf/en/11/st09/st09990.en11.pdf
88.  Recomendación a los Estados miembros sobre participación de las mujeres y los hombres en la preven-
ción y resolución de confl ictos y construcción de la paz. Consejo de Europa. CM/Rec (2010) 10.
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posición de su experiencia de sostenibilidad de la vida a un liderazgo que puede ser fructífero 
en la prevención y transformación de confl ictos armados; y habrá que dar pasos no sólo para 
lograr que se oiga su voz en las mesas negociadoras, sino también para favorecer el avance de 
este paradigma para todos. 
RESISTENCIAS Y AVANCES 
Se ha mencionado ya cómo el trabajo por la paz que llevan a cabo las mujeres, en grupos 
organizados e iniciativas de base, no tiene su correlato en el nivel de la toma de decisiones. 
Al igual que sucede con el inicio de la guerra o la responsabilidad de las hostilidades, las 
decisiones sobre los avances o estancamientos en el proceso de negociar la paz se encuentran 
predominantemente en manos de los hombres. El protagonismo de las mujeres en las 
organizaciones civiles y de base no es fácilmente trasladable a la mesa de negociaciones. 
Existen resistencias por todas partes: por la inercia del poder establecido, por las facciones 
que contienden y por las propias mujeres que, a menudo, no quieren sentarse con los líderes 
responsables de los crímenes de ambos lados. Los argumentos que se esgrimen para la exclusión 
femenina de la toma de decisiones: que son las partes contendientes las que han de negociar 
la paz y que la presencia o ausencia de las mujeres no es relevante (Anderlini, 2000). Se olvida 
que ellas resultan afectadas por los confl ictos bélicos de un modo específi co, por el papel social 
que se les atribuye y por el tipo diferencial de agresiones que sufren. También se olvida que la 
paz es un proceso que pertenece a las comunidades, no sólo a los líderes, y que es importante 
que todo el conjunto social se involucre en las tres tareas a abordar tras un confl icto armado: 
la reinserción de los combatientes, la reconstrucción y la reconciliación. Ahora bien, no basta 
con estar para infl uir efectivamente en los acuerdos. Según Luz Méndez (2005), participante en 
las negociaciones de paz de Guatemala, es preciso articular agendas de consenso y una fuerza 
social y política que las respalde89.
Además, frente a una visión limitada de las negociaciones de paz, en la que sólo cuentan los 
elementos estrictamente bélicos, hay que tener en cuenta que éstas no son un acontecimiento 
puntual sino un proceso que va a marcar el futuro desarrollo de la vida del país en cuestión. 
Un proceso que incluye asuntos muy diversos e importantes: acuerdos para compartir el poder, 
para la reconstrucción económica, para la desmovilización y reintegración de los combatientes; 
legislación sobre derechos humanos, sobre la regulación del acceso a la tierra, a la educación y 
a la salud; el estatus de las personas desplazadas, el papel de la sociedad civil, etc. Es cuando 
se piensa en las negociaciones como un proceso del que depende la estructura social que va a 
reconstruir la convivencia, cuando se ve la importancia de la participación de las mujeres en él.
El avance que ha supuesto disponer de la R-1325 como herramienta no ha de ocultar las 
enormes resistencias que todavía existen frente a las políticas de inclusión de las mujeres, 
la incorporación de la perspectiva de género en los procesos de paz y la valoración de la 
89.  Luz Méndez, Presidenta del Consejo consultivo de la Unión Nacional de Mujeres Guatemaltecas (UNA-
MG), en su intervención en las Jornadas “Las mediaciones femeninas. Una práctica de paz”, Barcelona, 2005.
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racionalidad latente en el paradigma de la sostenibilidad de la vida. El Grupo de Trabajo sobre 
Mujeres, Paz y Seguridad, en su informe del quinto aniversario, explicita las resistencias que 
pone la estructura de Naciones Unidas para incorporar sus recomendaciones y las difi cultades 
para lograr que se asignen fondos específi cos para su extensión y aplicación. Éstas comienzan 
en el mismo Consejo de Seguridad. Al mismo tiempo resalta la importancia que está teniendo 
la R-1325 para muchas mujeres del mundo. La Resolución ha sido un catalizador, un 
instrumento que han tomado en sus manos las organizaciones de mujeres para presionar y 
conseguir que sus voces sean escuchadas en los procesos de paz y en la reconstrucción de sus 
sociedades. De hecho, es la única Resolución del Consejo de Seguridad que tiene un respaldo 
y una monitorización a escala mundial, incluso la OTAN ha llevado a cabo talleres sobre ella. 
Bajo su infl uencia, algunos países han respondido de forma activa con estrategias y planes 
desarrollados a nivel nacional, llegando a crear un grupo de países amigos de la 132590. España 
se ha unido a este grupo. El 30 de noviembre de 2007 el Consejo de Ministros aprobaba un 
Plan de Acción del Gobierno de España para la Aplicación de la Resolución 1325 del Consejo de 
Seguridad de las Naciones Unidas (2000) sobre Mujeres, Paz y Seguridad, Así mismo, en febrero 
de 2008, la Dirección General de Planifi cación y Evaluación de Políticas de Desarrollo 
fi nalizó un Plan de Acción sobre Mujeres y Construcción de la Paz desde la Cooperación Española 
al Desarrollo. 
En marzo de 2010, a diez años de la adopción de la Resolución 1325, se realizó la a revisión 
de la Declaración de Beijing+15 en su 15 aniversario de su aprobación. En esta reunión se 
reconocieron los avances que se han producido en la creación de mecanismos institucionales 
para la igualdad de género y en el incremento de leyes para proteger a las mujeres contra 
violencia. Sin embargo, la falta de aplicación de estas leyes hace que la violencia contra las 
mujeres se siga perpetuando, sin que se experimenten cambios sustanciales en la vida diaria 
de la mayoría de ellas. La violencia contra las mujeres es califi cada como una “pandemia 
global” y un obstáculo para el progreso y el cumplimiento de las metas internacionales de 
desarrollo. Por ello, en ese año 2010 se pusieron en marcha numerosas iniciativas. Naciones 
Unidas lanzó la Campaña UNITE to End Violence against Women (Unidos para poner fi n 
a la Violencia contra las Mujeres91 y esta cuestión también fue abordada en la Asamblea 
General de septiembre de 2010 sobre los Objetivos de Desarrollo del Milenio, dada que éstos 
están inextricablemente unidos a las medidas que se plantean en la Plataforma de Acción 
de Beijing.
En el XI aniversario de la aprobación de las Resolución del Consejo de Seguridad 1325, 
sobre Mujeres, Paz y Seguridad, el Consejo de Seguridad incluyó en su agenda el debate sobre 
la participación de la mujer y su papel en la mediación y en la resolución de confl ictos. En ese 
debate se ha utilizado por primera vez el conjunto de 26 indicadores para medir los progresos 
realizados en la aplicación de la Resolución 1325. La adjudicación en el mes de octubre del 
90.  El grupo de países amigos de la 1325 está formado por Australia, Bangladesh, Camerún, Canadá, Chile, 
Colombia, Croacia, Finlandia, Alemania, Guinea, Jamaica, Japón, Corea, Liechtenstein, México, Namibia, 
Países Bajos, Nueva Zelanda, Noruega, Filipinas, Singapur, Sudáfrica, Suiza, Suecia, Tanzania, el Reino Uni-
do y los Estados Unidos. Véase Lynes y Toorry 2005.
91.  Consultar en: http://www.un.org/en/women/endviolence/.
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Premio Nobel de la Paz a tres mujeres que han sido claves en los procesos de construcción de 
la paz y el reconocimiento por parte del Comité del Premio Nobel de la Paz de la importancia 
que ha tenido la Resolución 1325 en este proceso ha sido importante en este aniversario. 
A modo de balance fi nal, después de algo más de una década desde la aprobación de la 
Resolución, puede decirse que ha sido una herramienta efi caz para fortalecer un movimiento 
internacional de mujeres sobre el eje de paz y seguridad y para defi nir una agenda local sobre 
mujer y paz, con una perspectiva internacional. También ha sido muy útil para exigir a sus 
gobiernos e instituciones multilaterales, un mayor compromiso en facilitar la participación 
de las mujeres en los procesos de paz y en la rehabilitación posbélica, así como una mayor 
participación política y en la toma de decisiones. Además, hay una corriente de feministas que 
defi ende una defi nición más amplia de la 1325, introduciendo la inseguridad y la violencia más 
allá de los confl ictos armados. 
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5.  Democracia, pobreza y violencia en 
 América Latina: viejos y nuevos actores 
DIRK KRUIJT
LA VIOLENCIA TRADICIONAL: DICTADURAS, FUERZAS ARMADAS 
Y ENEMIGOS DEL ESTADO
Hasta los años noventa del siglo pasado, quienes analizaban la violencia en América Latina 
no tenían difi cultades sobre la interpretación del papel de los actores principales. La violencia 
era procedente de actores del Estado que generalmente pertenecían a un conglomerado de 
organismos nebulosos relacionados con las fuerzas del orden, de la seguridad del Estado y del 
sistema de contrainteligencia, y de los servicios oscuros —semi-privados o institucionaliza-
dos— asociados a las Fuerzas Armadas y a la policía.
Básicamente, la violencia y el terror giraban alrededor de confl ictos políticos internos. Eran 
principalmente los gobiernos militares en las décadas de los sesenta hasta los noventa los que 
combatían a los enemigos del Estado: al comunismo, a la guerrilla y las organizaciones polí-
tico-militares, a los intelectuales y sacerdotes de la izquierda, a los líderes sindicalistas y cam-
pesinos, a los representantes de los maestros y pobladores de los barrios populares, a todos 
aquellos supuestamente opositores beligerantes del régimen. Lo que estos gobiernos por lo 
general tenían en común era la ideología de la seguridad nacional. Las “guerras internas” y las 
“luchas contra el terrorismo interno” en América Latina coincidieron, en su mayoría, con los 
gobiernos cívico-militares de seguridad nacional durante el período de la Guerra Fría, enton-
ces gobiernos de mano dura y de carácter represivo. 
El instrumento de control por excelencia de esos gobiernos fue el conjunto de servicios 
asociados a su columna vertebral, las Fuerzas Armadas y las fuerzas del orden: la inteligencia 
militar, los servicios paralelos de la seguridad del Estado y los cuerpos para-policiales y para-
militares. Durante las décadas de la lucha contrainsurgente y contra-terrorista se expandió el 
sistema de inteligencia y de seguridad de tal modo que sus nexos ofi ciales y extraofi ciales fue-
ron difícilmente distinguibles. Inteligencia militar y civil, casi siempre unifi cadas bajo órdenes 
del Ministerio de la Defensa, fueron dirigidas contra “enemigos internos” dentro del territorio 
nacional. Inteligencia civil, inteligencia forense e inteligencia de seguridad eran sinónimo de 
inteligencia militar. También en los gabinetes cívico-militares de aquella época predominaba 
la inteligencia castrense, generalmente el cerebro de la dictadura militar (Kruijt, 2001). 
Por lo general se había tejido una estructura burocrática de subordinación del sector público 
a los mandos militares. En algunos países centros militares de altos estudios, como la Escola de 
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Guerra (ESG) en Brasil, el Centro de Altos Estudios Militares (CAEM) en Perú y el Centro 
de Estabilidad Nacional (Centro ESTNA) en Guatemala funcionaban como academias de 
entrenamiento ideológico y administrativo para los estamentos superiores castrenses, policiales 
y ministeriales. Generaciones enteras de burócratas civiles fueron adiestradas en estos centros 
cívico-militares. Al otro lado, la administración pública y la gerencia de complicados programas 
de desarrollo regional o sectorial comenzaban a formar parte de la carrera de los ofi ciales de las 
Fuerzas Armadas. Proyectos nacionales de desarrollo eran proyectos nacionales de seguridad. 
En casi todos los países, con la excepción de Chile, las fuerzas policiales eran supervisadas 
por ofi ciales del Ejército. El predominio militar sobre las fuerzas policiales se expresaba por 
nombramientos de (ex) militares como jefes de cuerpos nacionales de policía o de (ex) generales 
como ministros de Gobierno o del Interior. La policía dependía normalmente del análisis de la 
inteligencia militar y no tenía capacidad investigadora en asuntos criminales o forenses.
El crimen organizado estaba relativamente controlado. Al margen operaban bandas de la nar-
coeconomía, pero se podía detener la violencia de esta economía clandestina relativamente bien. 
El análisis de la violencia, en otras palabras, podía limitarse al estudio de dos actores: las fuerzas 
militares y paramilitares y los (supuestos) enemigos del Estado (Bodemer et al., 2001: 189–253).
En toda América Latina, sin embargo, las décadas de los años ochenta y noventa fueron 
el período de la reintroducción de la democracia. En algunos casos (Argentina, Brasil, Chile y 
Guatemala) esta transición fue acompañada por un largo período de presencia de los milita-
res entre bastidores. Esta presencia velada se manifestó en enlaces personales e institucionales 
entre el gabinete, el sector público, las instituciones armadas y los servicios de inteligencia y 
seguridad (Loveman, 1999; Silva, 2000). Hay que tomar en cuenta, no obstante, que la transi-
ción hacia la democracia en Latinoamérica no ha sido el producto de una trayectoria uniforme. 
La mayoría de las transiciones han necesitado un periodo relativamente largo, de diez hasta 
quince años, con avances y retrocesos, y con actores que aceleraban los procesos, y otros que los 
obstaculizaban. Pero, como bien concluye Rojas (2003), la seguridad hemisférica e interna es 
ahora una competencia de gobiernos civiles y democráticamente electos. Por lo menos parece 
que, por el momento, los estamentos militares dejaron de pensar en su papel tradicional como 
árbitro e interventor de la política nacional en los países del Cono Sur, las naciones andinas y 
centroamericanas (Koonings y Kruijt, 2002; Kruijt y Koonings, 2004).
En situaciones en las que antes, tal vez, se hubiera pensado en la presión política o en golpes 
de Estado, hoy sorprende el perfi l bajo y la neutralidad que existe frente a acontecimientos 
políticos internos. Es interesante darse cuenta de que ninguno de los cambios de gobierno 
habidos por métodos no electorales durante los últimos diez años se realizaron por un golpe 
o un pronunciamiento militar, sino por lo que se ha denominado la “democracia de la calle”: 
renuncias presidenciales ante movimientos populares espontáneos, protestas en los barrios, 
marchas populares y huelgas de brazos caídos, transformándose en movimientos políticos, 
frentes regionales de protesta y organizaciones populares ad hoc. Los cambios presidenciales 
en Ecuador, por ejemplo, fueron determinados de esta manera, aunque con el apoyo explícito 
de las Fuerzas Armadas, que se unieron al movimiento popular. En ese país, tres presidentes 
fueron expulsados de esa forma entre el 2000 y 2005. El presidente Gutiérrez, tras convulsiones 
de las masas populares, tuvo que refugiarse en el Brasil en la primavera de 2005. La caída del 
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régimen de Fujimori en Perú fue acompañada y, al fi nal inducida, por varios movimientos 
civiles de protesta en el 2000 y 2001. El organizador de las marchas populares, Alejandro To-
ledo, fue elegido presidente, para luego tener que enfrentarse con una serie de movimientos de 
protesta semejantes, organizados en frentes regionales en los años 2002 y 2003. En Venezuela 
se evidenció el fracaso de la intervención militar para relevar al mandatario Hugo Chávez ante 
los movimientos populares que lo llevaron de regreso al Palacio de Mirafl ores y que le han 
permitido sobrevivir a cuatro huelgas nacionales y a un golpe de Estado. A raíz de la evidente 
crisis económica en la Argentina, a fi nales de 2001, hubo fuertes enfrentamientos por parte de 
la población solamente con las fuerzas policiales, sin ninguna participación militar. En me-
dio de grandes disturbios (el presidente De la Rua tuvo que huir) en un período convulso de 
quince días hubo cinco gobernantes que tomaron el poder y renunciaron, desembocando en 
la presidencia de Duhalde para completar el mandato ejecutivo vacante (Camou, 2002: 26-27). 
En 2004 el presidente haitiano Aristide salió del país (o fue sacado) en un avión rumbo al exilio 
africano. En octubre de 2003 fueron los cocaleros bolivianos quienes lideraron el movimiento 
nacional de protesta contra el presidente Sánchez de Lozada, situación que fue resuelta cuan-
do el vicepresidente Carlos Mesa asumió las funciones de la presidencia. En el verano de 2005 
también tuvo que renunciar en medio de disturbios prolongados dominados por la “democra-
cia de la calle”. El triunfo del Movimiento al Socialismo (MAS), que llevó al presidente Evo 
Morales al poder en las elecciones de diciembre de 2005, fue antecedido —y en cierto sentido 
es el sucesor legítimo— de una serie de movimientos sociales que se enfrentaron sistemática-
mente al gobierno de turno (Crabtree, 2005).
LA REDEMOCRATIZACIÓN Y LAS FUERZAS ARMADAS
Con el avance de la democracia se volvió a poner énfasis en el papel de la policía y se limitó pa-
ralelamente la infl uencia de los servicios de inteligencia. En Argentina, las Fuerzas Armadas 
dejaron el Gobierno desprestigiado después de la derrota en la Guerra de las Malvinas, que 
signifi có al mismo tiempo el fracaso del gobierno militar (McSherry, 1997). Se reorganizó alre-
dedor del año 2000 el sistema de inteligencia militar y de la policía (Saín, 2002, 2003), reequi-
pando la policía con inteligencia forense e informática sobre asuntos como la narco-economía, 
la criminalidad, el lavado de dinero y el terrorismo. La presencia política de las instituciones 
armadas argentinas se ha reducido visiblemente. A raíz de la evidente crisis económica en la 
Argentina, a fi nales de 2001, hubo fuertes enfrentamientos por parte de la población. Sin em-
bargo, lo hicieron solamente con las fuerzas policiales sin ninguna intervención militar. 
En el caso del Brasil había una transición lenta pero estable que empezó en 1985 con la 
presidencia de Sarney y que llegó a su fi n en 1998, cuando el presidente Cardoso reorganizó 
el Ministerio de la Defensa, nombró un ministro civil y reestableció el sistema nacional de 
inteligencia. Como lo demuestra Hunter (1997), los diferentes gobiernos civiles ejecutaron sig-
nifi cativos recortes en los presupuestos militares incluso antes de unifi car la cartera de dicho 
ministerio y de disolver el sistema de los ministros da casa que privilegiaba considerablemente 
la presencia política de ministros castrenses. El sistema brasileño de inteligencia, una familia 
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extensa y prestigiosa de redes interconectadas en los años de la dictadura (Fico, 2001: 71-148), 
siguió funcionando hasta el comienzo de los años noventa. En 1992, no obstante, el Serviço 
Nacional de Informações (SNI) fue seriamente reducido y parcialmente desmantelado (Atunes, 
2002: 112). En diciembre de 1999 se creó un nuevo sistema de inteligencia, la Agência Brasileira 
de Intêligencia (ABIN). Zaverucha (2005) proporciona un análisis crítico del sistema de seguri-
dad y de inteligencia brasileño en los años posteriores, pero concuerda también con la conclu-
sión de que tanto las Fuerzas Armadas como los servicios de inteligencia y seguridad operan 
dentro de la legalidad de la democracia y la ley.
En el caso de Chile, la transición del régimen militar a un gobierno civil e independiente 
tomó casi quince años después del cambio ofi cial del régimen. Como lo describen Agüero y 
Stark (1998) el montaje de la reinstitucionalidad civil en un país donde los estamentos milita-
res y el anterior dictador se habían asegurado el poder a través del control (desde los “enlaces 
institucionales” entre el sector público y la Comandancia General hasta nombramientos en el 
Senado de por vida y con garantías de amnistía) se convirtió en el trabajo de una entera genera-
ción de políticos y cuadros civiles (Agüero, 1998; Fuentes, 2000; Huneeus, 2002). La transición 
completa ha requerido mucha sutileza y diplomacia de parte de los gobiernos civiles y sus 
asesores. El desprestigio internacional de la fi gura de Pinochet después de su arresto en Lon-
dres contribuyó también al cambio de actitud de una nueva generación de ofi ciales superiores 
militares frente a su ex comandante en jefe y frente a las autoridades civiles de los gobiernos 
democráticos.
En la mayoría de los países del Caribe, la seguridad es asunto de gobernantes y de legisla-
dores civiles (Bobea, 2002, 2003). En Centroamérica, región de varias guerras civiles, coincidía 
la paz con el retiro político de las Fuerzas Armadas (Rojas, Arévalo y Sojo, 1997; Arnson, 
1999). Tanto en Nicaragua como en El Salvador y Guatemala se transformaron los anteriores 
movimientos de guerrilla en partidos políticos, operando dentro de la ley y solicitando el voto 
del electorado. En estos tres países, durante casi todo el siglo XX ha durado la época de la hege-
monía militar en materia de administración o de arbitraje político (Acuña Ortega, 1993; Pérez 
Brignoli, 1993; Torres-Rivas, 1993). 
En El Salvador, desde los años veinte hasta mediados de los ochenta del siglo pasado el 
orden político se controlaba desde el Ministerio de Defensa, el partido ofi cialista, la institución 
armada, la inteligencia nacional, dos cuerpos de policía militarizados y asociaciones de para-
militares. La organización política sucesora del partido ofi cialista era ARENA, fundada por 
el ex mayor D’Aubuisson. En 1985 se separaron formalmente los escuadrones de la muerte y 
el partido. Cuando la guerra civil llegó a un empate militar y se acudió en 1990 a las negocia-
ciones, se decidió en los acuerdos de paz la desmovilización de los cinco ejércitos guerrilleros 
aglutinados en el Frente Farabundo Martí de Liberación Nacional (FMLN), la limpieza gene-
ral de la institución armada (llegando al relevo de 104 ofi ciales, empezando con el ministro de 
Defensa), la disolución de los cuerpos de la policía y la reorganización del sistema de inteligen-
cia nacional. La institución armada de Guatemala, igual que su contraparte salvadoreña, ha 
controlado la escena política nacional durante gran parte del siglo XX. Una larga serie de jun-
tas, jefes militares de facto, presidentes militares elegidos o fraudulentamente llegados al poder 
controlaron hasta 1985 la presidencia del país, los gobernadores (nombrados por el presidente) 
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y los alcaldes, dirigían la economía nacional en armonía con el Comité Coordinador de Aso-
ciaciones Agrícolas, Comerciales, Industriales y Financieras (CACIF), asociación única de los 
empresarios y terratenientes de Guatemala. Frente a ellos estaba la guerrilla, dirigida desde los 
años sesenta por algunos jóvenes militares, líderes estudiantiles y sindicalistas, y transformada 
en los años setenta en un movimiento nutrido por el campesinado indígena. 
Desde fi nales de los años ochenta se llegó a un proceso complicado de negociaciones de 
paz (Kruijt y Van Meurs, 1997; Rosada-Granados, 1998; Balconi y Kruijt, 2004). Como conse-
cuencia de los acuerdos, entre 1996 y 1997 se redujo la institución armada en términos tanto de 
personal como de presupuesto. En el caso de El Salvador, los diferentes cuerpos de la policía 
fueron disueltos y se instaló una nueva Policía Nacional Civil, entrenada por sus homólogos 
españoles (Glebbeek, 2003).
En Nicaragua, los Somoza, padre e hijos, establecieron una dictadura dinástica a partir de 
su dominio sobre la Guardia Nacional, la cual a la vez desempeñaba el papel de Fuerzas Ar-
madas y policía de su poder económico y el de una alianza político-empresarial (Millett, 1977; 
Walter, 2004). Una guerrilla de la cual una de sus tendencias forjó una alianza política interna 
(con la oposición legal) y externa (con países como Costa Rica, Cuba, Panamá y Venezuela) y 
que lideró en los años 1978 y 1979 con éxito una serie de insurrecciones urbanas, llegó al poder 
y transformó las columnas guerrilleras y las milicias procedentes de sus fi las y las de sus sim-
patizantes en un ejército regular (el Ejército Popular Sandinista) y en una policía (la Policía 
Sandinista) con afi liación institucional al régimen. En 1990, tras la guerra civil con fuerzas 
irregulares entrenadas y fi nanciadas por la CIA (la Contra), el Gobierno sandinista sufrió una 
derrota electoral, se transformó tanto el Ejército y la policía, junto con una drástica reducción 
de ofi ciales y efectivos, deshaciéndose del sistema de seguridad del Estado, pero manteniendo 
el núcleo de sus ofi ciales, en un Ejército y en una policía nacional, formalmente bajo la dirigen-
cia política de sus respectivos ministros, pero de facto en directa vinculación con la Presidencia 
de la República (Close, 2005; Lacayo, 2005). 
En Perú, durante la década de gobierno de un “dictador civil”, el presidente elegido se 
deshizo de su Parlamento por un autogolpe. Durante sus años de gobierno, se reenfatizó 
el papel de las instituciones armadas como brazo prolongado del Ejecutivo, mientras que 
se expandió la posibilidad de actuación de los servicios de inteligencia y de seguridad del 
Estado. En el caso peruano no es arbitrario denominar el régimen del triunvirato de Fujimori 
(presidente), Montesinos (jefe de inteligencia) y Hermoza (jefe de las Fuerzas Armadas) como 
una “dictadura civil” (Kruijt y Tello, 2002). La caída del régimen de Fujimori fue acompañada 
y, al fi nal inducida, por varios movimientos. El organizador de las marchas de protesta, 
Toledo, fue elegido presidente, para luego tener que enfrentarse a una serie de movimientos de 
protesta semejantes, organizados en frentes regionales en los años 2002 y 2003. La resistencia 
de parte de las Fuerzas Armadas quedó fuera de la discusión por varios años, a raíz del 
encarcelamiento de unos cincuenta generales y almirantes acusados de corrupción, en una 
dinámica de testimonios acusatorios cruzados. Cuando se publicó el informe de la Comisión 
de la Verdad y Reconciliación, en 2004 y 2005, las Fuerzas Armadas protestaron contra los 
procesos jurídicos a alrededor de un 1% de sus efectivos. Con ello, cambió la suerte del Sistema 
Nacional de Inteligencia (SIN), que bajo Montesinos consistía en dos organizaciones paralelas, 
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una para recolectar inteligencia y otra para intimidar a los adversarios políticos, chantajear a 
supuestos rivales y actuar como escuadrón de la muerte. El presidente Toledo nombró a varias 
personas de su confi anza en los cargos de ministro del Interior, viceministro de la policía, 
ministro de la Defensa y jefe del Sistema de Inteligencia. Todos ellos llegaron de las fi las de 
ONG de investigación o de vigilancia de los derechos humanos (Costa y Basombrío, 2003; 
Basombrío 2004a, 2004b).
En el caso de México, por otro lado, se transformó el sistema político autoritario del parti-
do unitario del Partido Revolucionario Institucional (PRI) en un sistema mucho más abierto, 
procurando mantener, por una parte, las instituciones armadas fuera del contexto político e 
integrando, por otra, a todo el sector de seguridad —el servicio de inteligencia, la policía, la 
aduana, la inteligencia fi scal, etc.— que había sido formado por los Estados Unidos y Canadá 
(Benítez Manaút, 2002, 2003). 
También en Venezuela se evidenció el fracaso de la intervención militar para relevar al 
presidente electo Chávez ante los movimientos populares que lo llevaron de regreso al Pa-
lacio de Mirafl ores y que le han permitido sobrevivir a cuatro huelgas nacionales y un golpe 
de Estado. Las reformas políticas en Venezuela, llegando a la República Bolivariana, fueron 
acompañadas por una avalancha de procedimientos democráticos: elecciones y plebiscitos. En 
medio de todo este proceso reformista, el papel de las Fuerzas Armadas, purifi cadas de la 
ofi cialidad adversa al mandatario, se ha ampliado para ser un instrumento de ejecución del 
programa de gobierno. Asimismo el Gobierno del presidente Chávez recurrió a la creación de 
milicias populares.
Colombia, sin embargo, es en varios sentidos una excepción. Presenta el panorama de una 
lucha armada donde tres actores —las Fuerzas Armadas, la guerrilla dividida en dos frentes 
y un conjunto nacional de bandas paramilitares— forman parte de un sistema de violencia 
crónica interrumpida por momentos de empate en la mesa de negociaciones. Esta guerra in-
terna crónica se desarrolla en el contexto de un gobierno nacional civil y democráticamente 
electo de cuya legitimidad no hay duda. La violencia en el país parece ser interminable. A 
nivel regional y local deben distinguirse la fragmentación y la proliferación casi inimaginable 
de actores armados cuyos frentes de lucha se modifi can periódicamente (PNUD, 2003). Co-
lombia es un país con importantes “enclaves políticos” donde el Gobierno está en manos de los 
paramilitares o de la guerrilla. Las consecuencias de la convulsión confl ictiva de carácter casi 
perpetuo parecen ser la pérdida casi aceptada del monopolio sobre el uso legítimo de la fuerza 
por las autoridades democráticas, acompañadas por una serie igualmente casi interminable de 
negociaciones de paz que parecen haber estado condenadas al fracaso (Leal Buitrago, 2004, 
Koonings y Nordquist, 2005).
LÍNEAS DE FALLA DE LA DEMOCRACIA LATINOAMERICANA
En toda Latinoamérica, no obstante, hay dos líneas de falla sobre las cuales puede desmo-
ronarse el proceso de consolidación de la democracia. Hay que recordar que la democracia 
reestablecida en los años ochenta coincidió con una década de crisis económica y de programas 
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de ajuste estructural. En el lenguaje de las instituciones de las Naciones Unidas, como la Co-
misión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), el Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo (PNUD) y la Organización Internacional del Trabajo (OIT), los 
años ochenta llegaron a ser tipifi cados como “la década perdida para América Latina”. Efecti-
vamente, fueron años de reestructuración económica y social con grandes consecuencias para 
las clases medias, la clase obrera urbana, los habitantes de los barrios populares y la población 
rural. Se aumentó el proceso de la exclusión crónica de vastos segmentos de la población. Como 
consecuencia, se generalizó en las mismas décadas de los años ochenta y noventa la pobreza 
masiva, la informalización de la economía y de la sociedad y la exclusión social de conside-
rables segmentos de la población. Los “nuevos pobres”, procedentes de la clase media baja y 
de la clase obrera, han sido las primordiales víctimas de la crisis y de las políticas de ajuste. 
La pobreza, una característica sobre todo del ámbito rural en la primera parte del siglo XX, 
también comenzó a manifestarse de forma amarga en la segunda mitad del siglo en las ciuda-
des, y más aún, en las grandes metrópolis de los países latinoamericanos. La masiva exclusión 
urbana, probablemente transgeneracional, empezó a ser sinónimo de confl ictos sociales y de 
radicalización política. Relacionada con la cultura de la pobreza y la orientación política de 
los excluidos existe una profunda desconfi anza —expresada en la variedad de publicaciones 
del Latinobarómetro— frente a las instituciones formales de la democracia tales como el Par-
lamento, los partidos políticos, el sistema legal y las cortes y hasta los sindicatos laborales. En 
otras palabras, una de las principales consecuencias sociales y políticas de la exclusión social 
es la erosión de la legitimidad del orden civil, político y público. La enorme exclusión urbana 
ha tenido también otra consecuencia: los ghettos de los privilegiados (Caldeira, 2000), donde 
buscan refugio de sus miedos frente a “la sociedad de afuera” y donde las barreras protegen 
“un Estado hostil hacia buena parte de su población, manifestadas en múltiples formas de dis-
criminación” (O’Donnell, 2003: 14-15).
En segundo lugar, la manifestación de nuevas formas de violencia, esta vez no inmediata-
mente asociadas a la existencia de regímenes dictatoriales o al funcionamiento de los “Estados 
de terror”, sino a la presencia y actuación de nuevos actores armados. Hay una conexión entre 
la exclusión social y la violencia. En apariencia se nutren mutuamente en territorios urbanos 
cuando las autoridades del orden y de la ley se retiran o sólo están presentes en forma represiva: 
entrando con unidades especializadas en la lucha urbana, generalmente incorporadas dentro 
de las fi las de las fuerzas policiales. Es interesante notar que las Fuerzas Armadas en general 
son renuentes a estar asociadas con la lucha contra estos nuevos actores violentos privados. En 
toda América del Sur dejaron estas tareas represivas a la policía. Solamente en tres países cen-
troamericanos —El Salvador, Honduras y Guatemala—, actúan junto a la policía, y eso tras la 
explícita solicitud del gabinete y el Parlamento.
Para perfi lar todavía mejor el contexto de la violencia y el miedo, cabe enfatizar que mu-
chos de los problemas por analizar se encuentran básicamente, más no exclusivamente, en el 
entorno urbano. No es para asombrarse, dado el hecho de que tres de cada cuatro ciudadanos 
latinoamericanos viven en ciudades. Más aún, el entorno urbano es donde se presenta, prime-
ro, la mayor concentración de la pobreza nacional y, segundo, la brecha social más grande y 
más resentida entre el bienestar de las élites y de las clases medias, y la precariedad de los po-
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bladores de los barrios populares, de las comunas, de las barriadas, de las villas, y de las favelas, 
donde se encuentra el denominador común de la pobreza, la exclusión social, la desigualdad y 
la marginalización de manera aglomerada en el sentido económico, social y espacial. 
Más aún, es también el entorno donde se concentran la inseguridad urbana, la violencia y el 
miedo de los ciudadanos. La asociación entre la pobreza y la violencia no nace solamente de un 
síndrome de miedo que tienen las élites y los integrantes de las clases medias con respecto a la 
amenaza que constituirían los pobres. En forma exagerada y estigmatizante las clases adinera-
das identifi can los barrios marginales como la cuna de la violencia social, de la criminalidad, y 
de la venganza. Como lo han demostrado los estudios empíricos de Moser, McIlwaine y Rod-
gers, también son los pobres los que identifi can, y esta vez como las víctimas, la coincidencia 
de la pobreza y la marginalización con la presencia de actores armados que compiten por la 
hegemonía sobre el espacio urbano con las autoridades legítimas de la ley y el orden que con 
frecuencia, por su ausencia o su no actuar, dejan campo libre a quienes por la fuerza buscan 
un liderazgo territorial urbano (McIlwaine y Moser, 2001, 2004, 2006; Moser, 2004; Moser y 
McIlwaine, 1999, 2004; Moser y Rodgers, 2005).
POBREZA URBANA, DESBORDE POPULAR Y LA EROSIÓN 
DEL ORDEN SOCIAL FORMAL
Tradicionalmente, la ciudadanía de segunda clase ha sido identifi cada con las poblaciones 
indígenas y con el campesinado minifundista. Hasta la segunda mitad del siglo XX, la pobreza 
extrema y la exclusión social en América Latina tenían un rostro predominantemente rural: 
se trataba, sobre todo, de la población indígena con carencias económicas, sociales y políticas 
que se traducían en una ciudadanía de segunda clase (Bastos, 1998: 100-101). En algunos 
países la exclusión social de los indígenas adquirió un estatus casi permanente. Por esta razón 
Solares (1992: 50) tipifi caba a Guatemala como “un Estado sin ser una nación”. Y Flores Ga-
lindo (1994: 213) caracterizaba a Perú, por la segregación entre mestizos e indios, como “una 
república sin ciudadanos”.
Sin embargo, la informalidad urbana se ha hecho sentir en toda su fuerza como resultado 
de la crisis económica y de los años del reajuste estructural que han experimentado casi todos 
los países del continente. La presencia de enormes contingentes de pobres, principalmente en 
las grandes aglomeraciones urbanas, comenzó de forma gradual a ser identifi cada como un 
problema de suma importancia. En otra publicación, sobre la dinámica de la pobreza urbana, 
la informalidad y la exclusión social en América Latina, introdujimos la noción de una nueva 
clase transgeneracional de habitantes urbanos pobres a partir de la década de los años ochenta 
en adelante (Kruijt, Sojo y Grynspan, 2002), “ciudadanos informales”. El PNUD (2004) lanzó 
la noción de “ciudadanía de baja intensidad”. Entre 1950 y 1980, la economía informal en el 
continente (medida en términos de autoempleo) creció del 15% al 20% de la población econó-
micamente activa (PEA), para acelerarse considerablemente más en las dos décadas posteriores 
a 1980 (Galli y Kucera, 2003: 24-26). Desde Monterrey en el norte de México, hasta Puerto 
Montt, en el sur de Chile, los informales y los autoempleados “invadieron” el espacio público 
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de las calles. Invadieron, literalmente, los anillos de miseria que rodean los cascos urbanos. Al 
comienzo del siglo XXI, Latinoamérica es la región donde segmentos signifi cativos de la pobla-
ción, en algunos casos constituyendo la mayoría de la población nacional, son a la vez pobres, 
informales y excluidos. La economía informal está compuesta sobre todo por autoempleados 
cuya actividad económica es de supervivencia diaria (Alba Vega y Kruijt, 1995). Los microe-
mpresarios forman, dentro de la informalidad, una élite relativa. Portes y Hoffman (2003: 51) 
enfatizan el hecho de que existe una zona gris entre la informalidad y la economía formal. Sin 
embargo, ellos también indican el proceso de marginalización estructural de la informalidad. 
Ésta tiene, además, un rostro étnico: la etnicidad es un factor de estratifi cación. Entre los me-
canismos de supervivencia predominan lazos de etnicidad y de religión, relaciones de familia 
(reales o simbólicas) y cercanía en términos de lugar de nacimiento o de pertenencia a los 
barrios populares. La economía y la sociedad informal se hallan excluidas del empleo estable, 
del ingreso regular, de los sindicatos laborales, de la legislación laboral y del acceso a las insti-
tuciones sociales que proveen servicios básicos, como los servicios de vivienda.
Datos de la CEPAL, el PNUD y la OIT siguen sistemáticamente la evolución de la pobre-
za en América Latina desde 1980 hasta la fecha. Entre 1980 y 2002 el porcentaje de pobres en 
Latinoamérica subió de 41% al 44%; el porcentaje de pobres urbanos pasó de 30% a 38%; y el 
de los pobres rurales incrementó de 60% a 62% (CEPAL, 2006: 64). Hay que tomar en cuenta, 
no obstante, que el porcentaje más alto se dio en el año 1990 con 48% para América Latina; 
41% para la pobreza urbana y 65% para la pobreza rural. La relativa reducción de la pobreza se 
atribuye, sin embargo, no principalmente al mejoramiento de las economías internas, sino a los 
efectos de la migración externa, y por ende, a las remesas familiares de los últimos quince años. 
El fl ujo de remesas a la región representó en 2004 alrededor de 45.000 millones de dólares, cifra 
superior tanto a la inversión extranjera directa como a la asistencia total de los donantes; y con 
un crecimiento fuerte en comparación con el año 2001 cuando el monto total de las remesas 
en América Latina era poco menos de 25.000 millones de dólares. Del volumen total de las re-
mesas en 2004, casi 55% fue de los países mesoamericanos. México adquirió un total de 17.000 
millones de dólares. Las pequeñas economías de cuatro países centroamericanos, de los cuales 
destacan El Salvador y Guatemala, recibieron un total de 7.800 millones de dólares (CEPAL, 
2006: 94-98).
Atendiendo a la consolidación de la economía informal y, por ende, del orden social y cul-
tural informalizado en la región, puede observarse que el desempleo ponderado abierto urbano 
creció entre 1985 y 2003 de 8% a 11%. El porcentaje del empleo urbano cubierto por el sector 
informal disminuyó entre 1990 y 2003 de 57% a 53%. Consecuentemente, el empleo generado 
en el sector informal creció de 43% a 47% (OIT, 2004: 91, 93). Estas cifras indican un proceso 
de descomposición de clase y de la reestructuración del orden social en toda América Latina. 
Sectores económicos, jerarquías sociales y estructuras institucionales paralelas se originaron en 
la formalidad y la informalidad, resultando en un orden económico, social, político y cultural 
mucho más heterogéneo, girando en torno a la división de la riqueza y de la pobreza, de la inte-
gración y de la exclusión. Una institucionalidad formal e informal se desarrolló con una lógica, 
moralidad y sanciones propias: el orden reglamentado de la economía y de la sociedad informal 
a diferencia de la anarquía disfrazada de la pobreza, la informalidad y la exclusión social.
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La economía y la sociedad informal generan asimismo brechas demográfi cas y la desinte-
gración de la estructura de las familias. América Central, cuyas sociedades son atormentadas 
por la pobreza y por los efectos de sus guerras internas, tal vez presenta el ejemplo más ex-
presivo de tales rupturas. Mahler (2002) muestra un panorama de los procesos migratorios, 
tanto internos como externos, de los países centroamericanos: el desplazamiento interno de los 
refugiados por la violencia de las guerras civiles y la migración extraregional hacia México y 
los Estados Unidos. Unos 1.130.000 de los 30 millones de centroamericanos viven ahora per-
manentemente en los Estados Unidos. El 40% de ellos proviene de El Salvador. Otros 700.000 
se encuentran en este país como indocumentados. Mahler analiza una serie de estudios de la 
CEPAL para subrayar la importancia de las remesas, que mantienen las economías domésticas 
de El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua. Pérez Sáinz (2004) complementa este es-
bozo con un análisis más preciso de la dependencia familiar de las remesas, dada la reducción 
estructural del mercado de trabajo centroamericano, las tasas de desempleo de las mujeres y 
de los jóvenes, del monto de las familias quebradas y de la desesperación de los familiares que 
quedaron en el país mientras los miembros masculinos salieron al exterior por la imposibilidad 
de adquirir un ingreso en el mercado laboral doméstico.
Este efecto de la pobreza y de la exclusión está provocando un desborde popular, para 
usar las palabras proféticas del antropólogo peruano Matos Mar (1980). En su ensayo predijo 
la desinstitucionalización de las estructuras sociales tradicionales de la sociedad capitalina y 
nacional y la emergencia de una sociedad urbana cualitativamente nueva a partir del papel de 
los pobladores de los “pueblos jóvenes”, el eufemismo político usado en la década de los años 
ochenta para los habitantes de las barriadas y los migrantes en los barrios de invasión. Predijo 
también el nacimiento tímido de una diversidad de nuevas organizaciones que pretendían re-
presentar a los empresarios informales y los autoempleados, como las cámaras regionales de los 
artesanos y los comedores populares en los barrios de miseria de Lima Metropolitana. Todas 
esas organizaciones tienen en común la relación ambivalente de dependencia en las institucio-
nes profesionales de desarrollo, como las fundaciones religiosas y eclesiásticas, las ONG, los 
donantes extranjeros, los bancos privados con un rostro humano y de la fi nanciación de gobier-
nos municipales y nacionales. Veinte años más tarde, en una edición actualizada que también 
toma en cuenta los procesos de las dos décadas intermedias, Matos Mar (2004) efectivamente 
analiza el colapso de las instituciones que tradicionalmente funcionaron como el sostén del 
orden democrático: el decaimiento de los partidos políticos, la erosión del status del poder 
legislativo y del sistema judicial, el ocaso del prestigio de los magistrados y de las autoridades 
de la ley y del orden, el colapso de las anteriormente poderosas centrales y confederaciones de 
sindicatos de los trabajadores y el debilitamiento de las demás entidades de la sociedad civil, 
como las cámaras de industria y de comercio y los colegios profesionales de médicos, abogados, 
ingenieros, etc. Matos Mar termina su análisis con un tono de cierto optimismo, aluciendo a 
la posibilidad del cierre de la brecha entre la informalidad de la sociedad y la formalidad del 
Estado a través de reformas sociales y políticas. Pero, ¿realmente es viable tal agenda de reins-
titucionalización más o menos pacífi ca? Las instituciones paralelas, las jerarquías paralelas 
y los sectores paralelos que emergieron en el cauce de las líneas divisorias de la pobreza, la 
informalidad y la exclusión social ya pueden haber constituido un orden económico, social y 
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político más o menos duradero, aunque heterogéneo. Las Instituciones formales e informa-
les se regulan según su propia lógica, legitimidad, moralidad y sanciones: el orden cívico de 
la economía y de la sociedad formal junto a la semianarquía de la pobreza, la informalidad 
y la exclusión social.
DEL DESBORDE POPULAR AL DESBORDE DE LA VIOLENCIA: 
EXCLUSIÓN, INSEGURIDAD Y VIOLENCIA
La ciudadanía informal tiene un rostro violento. A fi nales de los años setenta Walton (1976, 
1977) introdujo el concepto de “ciudades divididas”. Durante la década de los años ochenta las 
ciudades divididas o fragmentadas fueron analizadas sobre todo en términos de la miseria y/o 
de la exclusión urbana y, generalmente tipifi cadas, en términos de la dicotomía entre las elites 
y la clase media alta versus los habitantes de las favelas o barriadas. Sin embargo, a partir de los 
años noventa, se comenzaron a identifi car las profundas divisiones urbanas con la falta de segu-
ridad humana y la escasez de la presencia de autoridades protectoras en las partes descuidadas 
del territorio urbano, donde la pobreza suele coincidir con la violencia. El caso de Río de Ja-
neiro, por ejemplo, cuyas favelas paupérrimas son sinónimo de áreas de acceso limitado dentro 
de las fronteras metropolitanas, adquirió una reputación deprimente en el círculo de autores y 
analistas de la violencia urbana. La publicación de Ventura (2002 [1994]) sobre la cidade partida 
fue seguida por una serie de publicaciones (Barcillos, 2003; Chaves, Pandolfi  y Grynspan, 2003; 
Evangelista, 2003; Zaluar, 1994, 2001). Después de reestudiar las favelas y sus habitantes, de 
su investigación de los años setenta, treinta años más tarde, Perlman (1976, 2005: 22) llega a la 
conclusión desconcertante de que el “mito de la marginalidad” se ha transformado en la “reali-
dad de la marginalidad”. Su reestudio demuestra que violencia e inseguridad urbana, junto al 
estigma de vivir en una favela, son los mecanismos más poderosos que contribuyen a esa “nueva 
marginalidad”. El debate sobre el panorama de la violencia urbana en los territorios metropoli-
tanos de América Latina es descrita, en la actualidad, por estudios comparativos (De Olmo et al., 
2000; Rotker, Goldman y Balan, 2002; Koonings y Kruijt, 2004; y, Moser y Mcllwaine, 2004). 
La violencia, no obstante, no está arraigada solamente en la vida diaria de los pobres urba-
nos, sino es, o era, también una característica de las prolongadas guerras civiles de los países de 
Centroamérica y de las naciones andinas. Ya mencionamos el cambio de actores en el panora-
ma de la violencia y el terror. En efecto, los principales actores del terrorismo de Estado en las 
décadas de los años sesenta, setenta y ochenta, o sea, los militares, las instituciones asociadas a 
la seguridad del Estado y la policía, se retiraron mayoritariamente para conceder paso a actores 
no estatales, quienes operan en enclaves urbanos de la violencia, pugnando y combatiendo en-
tre sí el dominio sobre territorios urbanos; por lo general, el hábitat de los pobres y marginados. 
Actores armados, parte de ellos procedentes de las instituciones y de bandas de combatientes 
(Fuerzas Armadas, paramilitares, frentes guerrilleros) y otra parte perteneciente a bandas cri-
minales y bandas juveniles, lograron montar sistemas paralelos de violencia en países como 
Colombia, Guatemala y México y, en un sentido tal vez más restringido, en la Argentina, 
Brasil, El Salvador, Honduras y el Perú.
DEMOCRACIA, POBREZA Y VIOLENCIA EN AMÉRICA LATINA: VIEJOS Y NUEVOS ACTORES  163
C de la paz.indd   163 30/03/2012   10:34:13
164  CONSTRUCCIÓN DE LA PAZ, SEGURIDAD Y DESARROLLO...
Colombia y Guatemala son, tristemente, dos excelentes ejemplos de cadenas de causalidad 
entre la violencia generalizada en el ámbito nacional y enclaves de paz en el ámbito local. Sin 
embargo, la violencia nacional también se ha traducido en múltiples formas de violencia local. 
La Guatemala posbélica es atormentada por nuevas formas de violencia causada por bandas 
juveniles, ex fuerzas paramilitares que buscaron empleo en la criminalidad, y ex fuerzas mi-
litares y de la policía que se refugiaron en la criminalidad y el tráfi co de droga (Sieder et al., 
2002). Según los datos publicados en el diario El Periódico en 2004, el número total de fuerzas 
paramilitares empleadas por el Gobierno durante la década de los años ochenta y noventa era 
de 1.200.000, sobre una población total de 12 millones. De estos 1.200.000, unos 400.000 viven 
actualmente en los Estados Unidos. En Colombia se ha institucionalizado el desborde de la 
violencia durante los últimos treinta años. El confl icto político también ha tenido consecuen-
cias para la violencia relacionada con el tráfi co de drogas y la criminalidad local. La guerra civil 
en este país es reproducida a escala ampliada en las múltiples “microguerras” focalizadas en las 
áreas metropolitanas y las comunas urbanas. 
Describiendo el escenario complicado de la violencia colombiana, Pécaut (1999) introdujo 
la noción de la “banalidad de la violencia”. Posteriormente, el mismo autor (Pécaut, 2001, 2003) 
discutió extensamente la situación colombiana donde la exclusión, el crimen y la violencia em-
pezaron a formar parte del vórtice del crimen organizado con base en la producción y el comer-
cio de la droga dentro del confl icto civil del país (PNUD, 2003; Koonings y Nordquist, 2005). 
El confl icto interno prolongado transformó el país en una serie de pequeños teatros de guerra 
donde los múltiples actores armados tratan de interferir (Leal Buitrago, 1999, 2001). En el ám-
bito nacional se puede hacer la distinción entre las fuerzas estatales de seguridad, las FARC 
(Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia) y el ELN (Ejército de Liberación Nacional) 
como actores armados de la “izquierda” y las AUC (Autodefensas Unidas de Colombia) como 
las fuerzas paramilitares unifi cadas de la “derecha”, organizadas por iniciativa de las élites ru-
rales y los representantes de la economía clandestina para proteger sus intereses. Detrás de esta 
confi guración de nivel nacional hay eslabones entre las fuerzas legales de seguridad y fuerzas 
“oscuras” entre las fuerzas del orden y la ley y las fuerzas; del desorden; entre las fuerzas para-
militares y los escuadrones de la muerte; y, entre la economía ofi cial y la economía clandestina. 
Al observar el ámbito local aparece una estructura enormemente fragmentada. Escobar 
(2002) muestra la articulación de alianzas que se modifi can casi continuamente entre los socios 
locales y los actores nacionales. Avilés (2001: 43-47) menciona más de cien asociaciones parami-
litares, unifi cadas durante los seminarios y las conferencias de los años noventa en instituciones 
como Convivir, un agrupamiento de movimientos de combatientes y de vigilantes fi nanciados 
por empresarios rurales y compuesto en centenares de comités y serenazgos locales. Por su 
parte Ceballos Melguizo (2001: 115-124) proporciona un impresionante análisis sobre la frag-
mentación de la violencia en Medellín durante la década de los años ochenta y noventa. 
En estos micromundos de la violencia en Colombia operan consorcios criminales como las 
“bandas de la pesada”, o redes de empresarios clandestinos y de contrabando, y autoridades 
provinciales y locales que emplean criminales para el trabajo “sucio” ocasional organizado 
desde sus ofi cinas. Hay también grupos de subalternos de los líderes de las mafi as que actúan 
como intermediarios en el mercado macabro de los contratos de la muerte y la criminalidad de 
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mayor escala; galladas (pandillas juveniles) en torno al tráfi co de cocaína; y los sicarios (jóvenes 
que matan por contrato) para los subcontratos de la muerte a pedido. Las llamadas bandas de 
chichipato que llevan armas caseras, roban tiendas, casas, vehículos y asaltan peatones en la 
calle en los barrios de la pobreza, usando bazuco, una base de coca potente, como estimulante 
diario. Existen grupos de protectores y de “limpieza social” que se dedican a realizar ejecu-
ciones por contrato, mientras que las agrupaciones fragmentarias de paramilitares, milicias y 
criminales locales encuentran empleo en masacres y en otros actos violentos. 
También han surgido grupos de milicias de carácter híbrido que están compuestos de in-
dividuos de clase baja, procedentes de las fuerzas de la guerrilla de la izquierda y criminales 
comunes, organizados en bandas locales. El tráfi co de droga ha acompañado su surgimiento. 
Estos grupos entraron en el mercado de la protección en la década de los años noventa, ac-
tuando como adversarios de los “escuadrones de la muerte” y agrupamientos de “limpieza 
social” de la derecha. Presentándose como grupos protectores de los barrios, comenzaron a 
combatir y a matar a los criminales y a los trafi cantes de droga y bazuco. Los primeros tenían 
nombres como las “Milicias Populares del Pueblo y para el Pueblo” (MP/PP), “Milicias Popu-
lares Valle de Aburrá” (MP/VA), “Milicias para América Libre”, etc. Todos éstos establecie-
ron lazos con bandas y líderes locales de la izquierda. Fueron el producto de la anomia local, 
originada por el crecimiento explosivo de las pandillas criminales y de la crisis y dispersión 
de la izquierda armada después de la política del presidente Betancur para la reinmersión en 
la sociedad (Leal Buitrago, 2004). La consecuencia inmediata fue el fenómeno de los “campa-
mentos de paz” donde los jóvenes presentes recibieron adoctrinamiento ideológico y entrena-
miento en el uso de las armas. Algunos ex militantes de la izquierda encontraron empleo en el 
mercado de la protección y la autodefensa. Otros entraron en las bandas de droga. La retórica 
revolucionaria fue reutilizada para facilitar nuevas actividades de extorsión disfrazadas como 
impuestos populares y donaciones revolucionarias. Otros grupos, como “Los Capuchos”, co-
menzaron a actuar como ronderos, ajusticiando pequeños criminales, lo que aportaba apoyo 
popular y cierta legitimidad. Estas agrupaciones se subdividieron rápidamente y nuevos ele-
mentos de carácter eminentemente criminal adquirieron el liderazgo. Los milicianos forma-
ron luego nuevas bandas, esta vez de escala menor y en abierta rivalidad y competencia con 
las bandas puramente criminales y con la policía. El proceso de fragmentación continuó en 
los siguientes años.
Después de los acuerdos de paz en Guatemala (1996), que formalmente concluyeron un pe-
ríodo de 36 años de guerra civil se observan tres diferentes categorías de actores armados al mar-
gen de la ley. Primero, esta el fenómeno de los “poderes oscuros”, agrupaciones de ex-guerrilleros 
y ex-militares, algunos de ellos asociados a la antigua inteligencia militar, que se unieron con 
los incipientes carteles dentro de la nueva y fl oreciente narcoeconomía.92 La segunda categoría 
de actores armados lo forman las bandas de la criminalidad común, especializadas en robo 
de vehículos, secuestros y matanzas subcontratadas. La tercera categoría son las pandillas 
juveniles que en la Centroamérica posbélica son llamadas “maras”. Son bandas que esta-
blecieron sus territorios en los barrios populares de El Salvador, Honduras, Guatemala, y 
92.  Véase Goldman (2007), Peacock y Beltrán (2004) y Sieder et al. (2002).
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en menor grado, en Nicaragua y en México. Participan en pequeñas guerras territoriales 
y extorsionan a la vez a pequeños empresarios, comerciantes, taxistas y chóferes del trans-
porte público en los barrios populares. Al comienzo de este siglo, las maras son oficial-
mente consideradas como la amenaza principal de la seguridad nacional en el “triángulo 
norte” de Centroamérica. Como se indica infra, miles de jóvenes, entre 12 y 30 años de 
edad, pertenecen a alguna de las maras o pandillas juveniles, que tienen una presencia 
nacional macabra, por ser responsables en Guatemala del 20% de los homicidios, y en El 
Salvador y Honduras del 45% de los homicidios en 2003. 
VACÍOS LOCALES DE GOBIERNO
La proliferación de las “miniguerras” y de los actores armados (urbanos) involucrados en Amé-
rica Latina está relacionada con el fenómeno de los vacíos locales de gobierno. Estos vacíos se 
forman a raíz de una prolongada ausencia de las autoridades y de los representantes legales de 
la ley y el orden en áreas específi cas (Kruijt y Koonings, 1999: 12). En estos vacíos emerge una 
simbiosis osmótica entre el Estado, y en particular la policía y el sistema legal, la criminalidad 
común y elementos criminalizados de (ex-) miembros de las Fuerzas Armadas, de la policía, 
de las unidades paramilitares y de los combatientes guerrilleros. En consecuencia, se adaptan la 
ley y la justicia local al resultado del orden oscilante entre las fuerzas paralelas de grupos loca-
les de poder y autoridades morales, representantes electos de asociaciones de vecinos, poblado-
res o moradores, sacerdotes o pastores evangélicos, a veces empresarios exitosos o propietarios 
de emisoras locales de radio o televisión en alianzas fl uctuantes.
Es interesante puntualizar que en este contexto de violencia inherente y de “miniguerras” 
por el control de pequeños territorios (urbanos) cuyos teatros tienen un alto grado de volati-
lidad, las Fuerzas Armadas no desempeñan un papel preponderante. En los países del Cono 
Sur y, en cierto modo, también en los países andinos y centroamericanos, como ya en décadas 
anteriores en México, las Fuerzas Armadas se retiraron de la arena pública para reformular 
sus objetivos institucionales hacia el establecimiento de Fuerzas Armadas profesionales como 
en los países miembros de la OTAN. Consecuentemente, las instituciones armadas dejaron 
prudentemente la confrontación pública con actores violentos no estatales a las fuerzas especiales 
de la policía, entrenados en el combate urbano. No obstante, mientras que las manifestaciones de 
esa nueva violencia gradualmente asumen rasgos permanentes, la anomalía de esta situación 
comienza a indicar el fenómeno del Estado ausente (por lo menos de manera parcial) en ma-
teria de seguridad y justicia.
Otro rasgo es la proliferación de la vigilancia privada: la policía privada, los guardianes 
privados nocturnos en los barrios de la clase media e, incluso, en los distritos populares, serenos 
particulares, escuadrones especiales de protección, fuerzas inconfundibles de protección del 
sistema bancario y fi nanciero, fuerzas de justicia privada, comandos paramilitares, y escua-
drones de muerte, entre otros. Originalmente vinculadas con las guerras civiles prolongadas 
en países como Colombia y Guatemala, estas asociaciones de orden y protección privadas se 
expandieron en toda América Latina y en algunos Estados del Caribe, como Jamaica. 
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En tercer lugar, podemos mencionar los nuevos actores armados en las favelas, en las villas, 
en las barriadas o en las comunas de miseria donde la autoridad local de facto es el trafi cante o 
el drug lord, quien da órdenes para los ajusticiamientos, pero funciona, además, como provee-
dor fi nanciero de las ONG en su territorio. Durante una entrevista del autor con Deusimar da 
Costa, presidenta de la Federaçao Municipal das Asociações de Favelas do Rio de Janeiro (FEMA-
FARJ/FAR-Rio), ella enfatizó de manera muy franca que la coexistencia pacífi ca con los trafi -
cantes locales era un asunto común y corriente. “Ellos también son moradores”, dijo la señora, 
“y la presencia de ellos no nos molesta”. “Ellos tienen el poder de intervenir y, a pesar de todo, 
son moradores. “Mantenemos, como puede decirse, una vida simbiótica. No estamos inclina-
dos de llamar a la policía en cada momento”93. No se trata de pequeños bolsones o territorios 
olvidados dentro de las aglomeraciones urbanas, sino de jurisdicciones de facto de considerable 
tamaño y proporción, tal vez conformando el 25% del contorno urbano en metrópolis como 
Río de Janeiro y São Paulo, Buenos Aires, Bogotá y Medellín, México DF y Guadalajara, entre 
otras ciudades importantes. Los trafi cantes, mayoritariamente jóvenes o jóvenes adultos, son 
los nuevos dueños urbanos de la violencia. Ellos actúan en sus barrios también como los nuevos 
representantes de la ley paralela, no por justicia sino ajusticiando. A veces cobran impuestos 
paralelos y demuestran una cierta benevolencia hacia el desarrollo local paralelo, ofreciéndose 
a fi nanciar las ONG locales en las favelas y villas marginalizadas. En algunos casos también 
negocian explícitamente con los líderes religiosos locales, quienes aprendieron a convivir en 
relaciones de coexistencia pragmática. Durante dos entrevistas del autor con Jonas Pedreina, 
presidente de la Asociaçaõ de Moradores en una de las favelas del Cono Norte de Rio de Janeiro, 
el entrevistado dejó claro que el trafi cante local en repetidas veces se había ofrecido a fi nanciar 
las obras sociales de la iglesia y de las ONG afi liadas a la asociación de habitantes “sin ninguna 
condición”; pero que tanto él como el pastor evangélico habían entendido que el arreglo impli-
caría el permiso de reclutar jóvenes para tareas de protección y de transporte de contrabando. 
Tanto el pastor como el líder barrial habían rechazado las propuestas94. El mismo fenómeno se 
presenta en el Gran Buenos Aires95. Los trafi cantes en las villas argentinas, las favelas brasile-
ñas, los tugurios colombianos y en zonas guatemaltecas han reproducido escenarios de guerra 
o guerrilla nacional en los territorios urbanos. 
Algunos miles de niños y adolescentes funcionan como soldados de la droga en las guerras 
urbanas en Rio de Janeiro. Zaluar (2000) tipifi có, con mucha razón, la relación entre las ban-
das juveniles y el comercio de drogas en las favelas de Rio de Janeiro como una integración 
perversa de la economía clandestina y la violencia urbana. En este contexto también hay que 
analizar el nuevo papel de las bandas juveniles criminales (maras) en Centroamérica. En El 
Salvador, Honduras, Guatemala y, en menor grado, en Nicaragua las maras son ofi cialmente 
consideradas como amenaza principal de la seguridad nacional (Savenije y Andrade-Eekhoff, 
2003; Savenije, 2004). Decenas de miles de jóvenes entre 12 y 30 años de edad pertenecen a una 
de las maras o pandillas juveniles, que tienen una presencia nacional macabra al ser responsa-
93.  Entrevista del 28 de agosto de 2003, Rio de Janeiro.
94.  Entrevistas del 29 y 30 de agosto de 2003, Rio de Janeiro.
95.  Comunicación personal con Marcelo Saín, Vice-ministro de Seguridad en la provincia de Gran Buenos 
Aires, 26 de junio de 2003, Santiago de Chile.
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bles del 20% (Guatemala) y 45% (El Salvador y Honduras) de los homicidios ocurridos durante 
2003 (Peetz, 2004). Las estimaciones del número de los mareros por país difi eren de manera 
considerable. Peetz (2004: 59) cita diferentes fuentes que estiman el número de jóvenes mare-
ros entre 14.000 y 200.000 en Guatemala; 10.500 y 35.000 en El Salvador; y 36.000 y 100.000 en 
Honduras. Nicaragua cuenta tal vez con 4.500 mareros; Costa Rica, con 2.600; Panamá, con 
1.385; y Belice, con cien. La economía marera centroamericana depende del control territorial 
y el acceso al transporte y comercio local de drogas. La escala de operaciones en términos de la 
violencia percibida es tan grande que los parlamentos de El Salvador y de Honduras aproba-
ron una legislación especial antimarera que permite operaciones de mandos especiales de las 
fuerzas policiales y militares (operación “Libertad” en Honduras en 2003, “Plan Mano Dura” 
en El Salvador en 2003). En El Salvador el número de víctimas de la violencia marera ya ha pa-
sado el número total de los muertos durante la guerra civil. En 2004 los presidentes de Guate-
mala, Nicaragua, El Salvador y Honduras fi rmaron un acuerdo para concertar esfuerzos para 
combatir la violencia criminal juvenil en los tres países. En abril de 2005 los Jefes del Estado 
Mayor de las instituciones armadas de estos tres países solicitaron al Jefe del Comando Sur de 
Estados Unidos (USSOUTHCOM), el general Bantz Craddock, asistencia técnica y fi nanciera 
para crear una fuerza especial combinado el ejército y la policía para combatir el tráfi co de las 
droga y las demás actividades de las maras96. El hecho hace alusión a la confrontación, en Co-
lombia durante la década de los noventa, entre los carteles de droga, el gobierno nacional y las 
fuerzas especiales norteamericanas.
CONCLUSIONES
La exclusión social y los fenómenos asociados, como la pobreza, la discriminación y la infor-
malidad, conforman un contexto fértil para que puedan brotar los gérmenes de la violencia y 
el terror en los segmentos pobres y marginados de las metrópolis y de las grandes conglomera-
ciones urbanas (Briceño-León, 2002; Davis, 2004). Cuando la exclusión social, como en el caso 
de América Latina, se profundiza o se consolida en “ciudades divididas” en el ámbito espacial, 
social, cultural, o cuando la ausencia de los actores legítimos de la ley y del orden se manifi esta 
de forma crónica, se abre el camino para los actores armados privados e informales, que pasan 
a ocupar el lugar de la policía y la justicia, transformando los barrios pobres y marginados en 
espacios de desintegración social, del terror y del miedo, y del dominio de loss criminales, (Ko-
onings y Kruijt, 2006). Hay una tendencia hacia la consolidación de este fenómeno, tomando 
en cuenta que la juventud de estos barrios, favelas, barriadas o comunas de miseria, está acos-
tumbrándose desde su niñez a la “normalidad” de la violencia, siendo “catequizados” por la 
violencia doméstica habitual (Moser y McIlwaine, 2004), por la violencia omnipresente en la 
calle (Rotker et al., 2002) y por la incesante actuación represiva de la policía que, cuando está 
presente, lo hace con la pistola o la ametralladora en la mano. Las políticas públicas que preten-
den combatir la exclusión social y “pacifi car” la relación cívico-policial, entonces, aparentan ser 
96.  Siglo Veintiuno (Guatemala), 15 de abril de 2005.
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si no una solución, por lo menos un freno a este proceso de deterioro. Combatir la exclusión so-
cial, fortalecer el tejido social local, equilibrar bien las tareas represivas y las tareas preventivas 
de la policía nacional y local, fortalecer los gobiernos municipales y locales y, sobre todo, ganar 
y mantener la confi anza de las organizaciones populares locales, parecen ser los ingredientes 
del “cóctel” de buen gobierno en asuntos de seguridad cívica. Uno de los ejes centrales es la 
confi anza mutua entre las fuerzas del orden y la población local y la participación voluntaria 
en comités de seguridad local.
El arriba citado informe del PNUD (2004) sobre el estado de la democracia en América 
Latina, que hace uso de una enorme encuesta del Latinobarómetro, informaba que la mayoría 
de la población latinoamericana preferiría un gobierno de tinte autoritario que llegara a en-
contrar una solución a la pobreza masiva. Eso lleva a formular preguntas sobre el carácter de 
la estabilidad del orden político que implica la existencia generalizada de una ciudadanía de 
segunda clase. La pobreza dentro de un contexto de violencia parece ser el mecanismo estándar 
de integración de los marginalizados urbanos. Segmentos considerables de la población de La-
tinoamérica sobreviven en la economía y sociedad informal donde diariamente se comparte la 
pobreza y la violencia. Muchos de los actores armados de esta nueva violencia son reclutados de 
las fi las de los informales y los excluidos. Este fenómeno de la exclusión-con-violencia compar-
tida por las masas de los pobres urbanos contribuye a la destrucción de los fundamentos mo-
rales del orden democrático y de los perímetros de la ciudadanía. La violencia crónica, incluso 
dentro de los límites de los enclaves territoriales restringidos, ayuda a la erosión de la legitimi-
dad del orden político. Es paradójico que varios gobiernos latinoamericanos —al igual que los 
líderes populares y las autoridades religiosas en su respectivo contexto local—, hayan aceptado 
una coexistencia pacífi ca de facto con los actores no estatales de la violencia, a condición de que 
ellos no constituyan públicamente una amenaza para las autoridades políticas en el ámbito na-
cional. La pregunta clave es, por supuesto, por cuánto tiempo más se puede mantener la estabi-
lidad del orden económico, social y político en América Latina en el contexto de este precario 
equilibrio entre niveles “aceptables” de exclusión y niveles “aceptables” de violencia.
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6.  “Avaricia” y “agravios” en las guerras de 
Angola: su persistencia como obstáculo al 
proceso de rehabilitación97
KARLOS PÉREZ DE ARMIÑO
INTRODUCCIÓN
Tras más de cuatro décadas de guerras devastadoras, que ocasionaron una de las peores crisis hu-
manitarias recientes, el confl icto armado en Angola llegó a su fi n en el año 2002. Desde entonces, 
el país afronta un proceso de rehabilitación posbélica caracterizado por ciertas peculiaridades res-
pecto a otros escenarios de reconstrucción habidos en la posguerra fría, así como por algunas luces 
y bastantes sombras. En tal proceso, que cuenta con una escasa incidencia de las Naciones Unidas 
y de los donantes internacionales, los avances hacia una democracia integradora y un desarrollo 
humano que satisfaga las necesidades básicas de la mayoría están resultando excesivamente lentos, 
inciertos e insufi cientes. La falta de un “dividendo de la paz” para la mayoría está generando un 
aumento de la frustración y del malestar que difi culta la reconciliación, y podría ser germen de 
confl ictos socio-políticos de nuevo cuño. La tesis central de este artículo es que gran parte de los 
problemas que originaron la guerra, y que se vieron agravados por ella, no están siendo afrontados 
de forma adecuada en este período crítico de la historia del país, con el consiguiente riesgo de que 
las heridas no cicatricen correctamente. En particular, tales problemas se podrían agrupar en dos 
grandes categorías. Por un lado, los socioeconómicos, concretamente la pobreza y la creciente des-
igualdad social, derivadas de un sistema depredador en el que las elites políticas vienen utilizando 
el poder como un instrumento de lucro y de acaparamiento fraudulento de los recursos del país, 
a costa de la miseria de la mayoría. Por otro, los agravios y disputas de tipo político, relacionados 
con la falta de democracia, el autoritarismo y los sentimientos de exclusión política de diferentes 
sectores políticos y grupos étnico-territoriales. Ambas dimensiones, la económica y la política, se 
corresponden grosso modo con dos enfoques empleados con frecuencia por la literatura centrada en 
las causas de las guerras civiles recientes: el de la avaricia (greed) y el del agravio (grievance). 
97.  Los contenidos de este artículo se derivan de la realización del proyecto de investigación titulado “Se-
guridad humana, desarrollo humano y gobernabilidad como claves de los procesos de reconciliación y re-
habilitación posbélicas”, fi nanciado por la Universidad del País Vasco. Ref: 1/UPV 00111.323-H-15866/2004. 
Igualmente, son resultado del trabajo de campo realizado por el autor en Angola durante los veranos de 2001 
y 2004. El autor agradece la colaboración prestada por las múltiples personas y organizaciones que fueron 
entrevistadas o proporcionaron apoyo en dichas visitas.
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El inadecuado afrontamiento de muchos de esos problemas y su pervivencia en este período 
de posguerra pueden explicarse, en gran medida, por otro enfoque presente en la bibliografía 
sobre el desarrollo, el denominado “maldición de los recursos”: los países pobres con una de-
pendencia excesiva de la exportación de recursos naturales tienen cierta tendencia a disponer de 
unas menores tasas de desarrollo humano y de democracia98. Ciertamente existen otros muchos 
factores que condicionan el modelo económico y político de un país. Pero, en cualquier caso, la 
fl oreciente economía del petróleo en Angola tiene una incidencia decisiva en la pervivencia de 
múltiples rasgos de malgobierno, como son el uso patrimonial del Estado por la elite, el auto-
ritarismo, la corrupción o la represión. Las prácticas depredadoras del poder para apropiarse 
de los recursos naturales de ese país son la principal causa de la falta de avances claros hacia un 
modelo políticamente más democrático e integrador, y económicamente más equitativo. 
En cuanto a la estructura del capítulo, primero haremos un breve repaso histórico, inci-
diendo en las diferentes guerras habidas en Angola, los sucesivos acuerdos de paz, y las princi-
pales consecuencias de la violencia sufrida. Segundo, se interpretarán las causas del confl icto, 
a la luz de la bibliografía sobre este país y sus guerras civiles. En tercer lugar, se analizará en 
qué medida, y por qué, numerosos factores socioeconómicos y políticos que contribuyeron a 
las sucesivas guerras habidas en Angola perviven hoy en día. Finalmente, se extraerán algunas 
conclusiones sobre la marcha del proceso y las perspectivas de futuro.
APROXIMACIÓN HISTÓRICA. LAS GUERRAS DE ANGOLA
Muchos factores de la situación actual del país tienen un carácter estructural y profundas raíces 
históricas que se hunden cuando menos en el período colonial, así como en el autoritarismo y 
la violencia dominantes tras la independencia. Por ejemplo: la débil presencia del Estado en 
gran parte del territorio, los sentimientos de agravio y exclusión de diferentes grupos étnicos y 
regiones, el autoritarismo y la falta de una cultura de ciudadanía basada en derechos, la econo-
mía extractiva y depredadora, y una muy desigual estructura de clases sociales.
Angola comprende una amplia diversidad étnico-cultural y un territorio en el que existieron 
varios reinos nativos, algunos de gran importancia, como el Kongo. Así, este país es fruto del 
dominio colonial ejercido por Portugal (y los Países Bajos entre 1641 y 1648) durante casi cinco 
siglos, desde su llegada en 1483 hasta 1975. Los portugueses establecieron inmediatamente un 
lucrativo sistema de captura y tráfi co de esclavos hacia América, contando con la colaboración 
de las autoridades de los reinos locales, dando lugar a la aparición de una clase de ricos comer-
ciantes nativos. De todos modos, el control colonial ejercido por Portugal fue bastante débil. 
Sin llegar a instaurar un sistema de gobierno sólido como otras potencias coloniales, se limitó a 
controlar algunos puertos costeros, desde donde se desarrolló un activo comercio con el interior, 
cuyo control sólo se dio a fi nales del XIX y principios del XX. Además, la presencia de colonos 
portugueses fue escasa, incrementándose sólo durante los veinte años previos a la independen-
cia (en 1975 sumaban 340.000 personas). El sistema colonial se basó en la esclavitud, abolida en 
98.  Entre la abundante bibliografía al respecto, un estudio genérico es el de Ross (2001).
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1880, aunque otras formas de trabajo forzado perduraron hasta mediados de los años sesenta. 
La economía colonial se centró en la explotación de algodón, caucho, madera, minerales y, so-
bre todo, café, pero hacia 1960 el motor de la economía colonial pasó a ser el petróleo. 
El colonialismo portugués, a diferencia del de otras potencias europeas, no se basó en el 
gobierno indirecto mediante las elites locales, ni realizó esfuerzos por desarrollar estructuras 
para el autogobierno, ni para capacitar cuadros locales. Sus políticas privilegiaban a los colonos, 
frecuentemente pobres e ignorantes. En una escala intermedia entre los colonos blancos y los 
indígenas, carentes de derechos, estaban los assimilados, un reducido número de nativos (1% del 
total al proclamarse la independencia) que había hecho suya la lengua y cultura portuguesas, 
y que había obtenido el derecho a voto, la ciudadanía portuguesa y un cierto estatus socioeco-
nómico. Entre ellos se encontraba un grupo más específi co, el de los mulattos, conformado por 
familias enriquecidas incluso ya al comienzo del período colonial, con el tráfi co de esclavos y 
otras actividades. La existencia de los mulattos y los assimilados, que han conformado las elites 
del país tras la independencia, constituye otro elemento más de complejidad y división en la 
sociedad angolana, añadido al étnico y al geográfi co (Malaquías, 2007: 29-33).
En este contexto de discriminación y de una economía orientada a los intereses de la me-
trópoli, algunos sectores locales de assimilados y otros grupos nativos minoritarios con cierta 
formación (maestros, religiosos, bajos funcionarios), desarrollaron un sentimiento de agravio 
que alentó su conciencia nacionalista. Así, a fi nales de los años cincuenta, comenzó la lucha por 
la emancipación de la colonia, y con ella un período de cuatro décadas de confl icto armado casi 
ininterrumpido, con cuatro guerras consecutivas: a) la guerra de la independencia (1957-1975), 
fi nalizada con la independencia; b) la guerra del mato (bosque) (1975-1991), que concluyó con 
los Acuerdos de Bicesse; c) la guerra de las ciudades (1992-1994), cuyo fi n llegó con el Protocolo 
de Paz de Lusaka; y d) la última guerra (1998-2002), fi nalizada con el Memorando de Enten-
dimiento de Luena.
La guerra por la independencia fue librada por tres organizaciones nacionalistas, enfren-
tadas entre sí, pues cada una tenía sus propias bases étnico-regionales: el MPLA (Movimiento 
Popular de Liberación de Angola), apoyado especialmente por los kimbundus del norte, aun-
que con el perfi l más multiétnico y urbano de las tres; el FNLA (Frente Nacional de Libera-
ción de Angola), representativo de los bakongo del norte; y la UNITA (Unión Nacional para 
la Independencia Total de Angola), respaldada sobre todo por los ovimbundu del centro-sur. 
Otra diferencia signifi cativa radicaba en la clase social de sus líderes: mientras los de la UNI-
TA y del FNLA eran principalmente assimilados educados en las escuelas de los misioneros, el 
MPLA estaba controlado principalmente por mulattos (Malaquías, 2007: 33).
La declaración de independencia en 1975 tuvo lugar de forma caótica, con la “huida” de 
las autoridades y la mayoría de los colonos portugueses, y sin un traspaso formal del poder. 
Esto facilitó que las tres organizaciones citadas continuaran la guerra, pero esta vez entre sí. El 
MPLA, con apoyo de soldados cubanos y material soviético, logró controlar la capital y fundar 
la República Popular de Angola. Por su parte, la UNITA (junto al FNLA, que pronto se di-
solvería) constituyó en Huambo la República Democrática de Angola, contando con el apoyo 
de Sudáfrica y de EE. UU. Se conformó así un confl icto armado característico del período de la 
Guerra Fría, en el que un bando era aliado del bloque socialista y, el otro, del capitalista.
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El ocaso de la Guerra Fría facilitó el inicio de varias reformas económicas y políticas. A fi na-
les de los ochenta, el país había emprendido cierta liberalización de la economía, procediendo a 
privatizar propiedades públicas (que las elites acapararon a bajo coste) e integrándose en 1989 
en el Fondo Monetario Internacional (FMI) y el Banco Mundial. A su vez, en 1991 se implantó 
un sistema pluripartidista y se legalizaron numerosas asociaciones, así como medios de comu-
nicación independientes. Todo ello posibilitó que ese año se fi rmaran los Acuerdos de Paz de 
Bicesse y que, en 1992, se celebraran unas elecciones, bajo la supervisión de Naciones Unidas. 
Ante su derrota en las urnas, la UNITA, muchas de cuyas tropas no habían sido aún desmovili-
zadas, inició de inmediato la “guerra de las ciudades”, sitiando y bombardeando numerosos núcleos 
urbanos. El estallido del confl icto provocó un colapso económico, una nueva oleada de desplazados, 
una grave crisis humanitaria, y la progresiva pérdida de apoyos externos de esa organización. Des-
de aproximadamente 1993, EE. UU. dejó de respaldarla, legitimando y apoyando al gobierno del 
MPLA, como hicieron también Naciones Unidas y otros Gobiernos (Messiant, 2004a: 108). 
La guerra fi nalizó en 1994 con el Protocolo de Paz de Lusaka, que estipulaba la creación de 
un Gobierno de Unidad Nacional con algunos ministros de la UNITA. Naciones Unidas fue 
incapaz de hacer cumplir los acuerdos entre las partes, quienes continuaron armándose y gene-
rando tensión, de modo que una nueva y última guerra estalló en diciembre de 1998. Pronto se 
constató un progresivo debilitamiento económico, geopolítico y militar de la UNITA, en gran 
medida debido a la pérdida de sus principales apoyos internacionales, así como a las sanciones 
que le impuso, en 1998, el Consejo de Seguridad, en particular la que prohibía venderle armas 
o comerciar diamantes de las zonas que controlaba, lo que mermó su fi nanciación. Con una 
creciente carencia de medios, la UNITA fue reduciendo se capacidad operativa, y perdiendo 
sus principales bases territoriales y las zonas diamantíferas. La alternativa fue el paso de una 
guerra convencional a otra de guerrillas, con prácticas aún más destructivas y crueles, que ge-
neraron una nueva crisis humanitaria. 
Aunque diferentes sectores sociales venían abogando, desde fi nales de los noventa, por un 
fi nal dialogado al confl icto, el Gobierno optó por la derrota de la UNITA, cosa que, como dice 
Messiant (2004b), también hicieron tácitamente las potencias principales y las multinacionales 
con intereses en el país. Esto fue lo que aconteció cuando, el 22 de febrero de 2002, el Ejército 
dio muerte, en la provincia de Moxico, a Jonas Savimbi, el carismático líder de esa organiza-
ción. De inmediato los jefes militares de ambas partes iniciaron negociaciones a puerta cerrada 
y sin presencia de otros actores nacionales (resto de partidos políticos, organizaciones sociales, 
iglesias, medios de comunicación) o internacionales (Naciones Unidas, países de la troika que 
habían velado por el acuerdo de Lusaka). El nuevo tratado de paz, presentado como un acuer-
do conciliatorio, supuso más bien la rendición militar de UNITA, edulcorada con la concesión 
a sus líderes de algunos puestos en embajadas y Gobiernos provinciales, así como, según fuetes 
no ofi ciales, de la explotación de algunas zonas diamantíferas.
El acuerdo de paz se plasmó en el Memorando de Entendimiento de Luena, fi rmado el 
4 de abril de 2002 entre ambos Ejércitos99. El documento estableció la amnistía para todos 
los crímenes cometidos durante el confl icto, la integración de 5.047 soldados de la UNITA 
99.  El proceso conducente a este acuerdo y sus características pueden verse en Griffi ths (2004).
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en el Ejército y la policía, y la desmovilización del resto de las Fuerzas Militares de UNITA 
(FMU), que desaparecieron formalmente el 2 de agosto. La amplia operación de desmovili-
zación de sus 92.000 soldados (junto a casi 400.000 familiares) fue ejecutada por los Gobier-
nos provinciales y el Ejército bajo la supervisión de un organismo del Gobierno, sin que se 
le concediera a Naciones Unidas papel signifi cativo alguno, a diferencia de lo habitual en 
otros procesos similares.
Este acuerdo de paz de Luena supuso una paz basada en la victoria del Gobierno y la con-
solidación de las elites del MPLA, lo cual delimita el marco del actual proceso de rehabilitación 
posbélica del país100.
LAS CONSECUENCIAS DE LA GUERRA
La guerra de Angola ha sido una de las más largas y destructivas de las últimas décadas, 
provocando la quiebra de la economía, la agudización de diversas fracturas sociales y 
desequilibrios estructurales, así como una grave crisis humanitaria. En efecto, la violencia 
generó aproximadamente un millón de muertos, unos 450.000 refugiados en los países 
vecinos y unos cuatro millones de desplazados internos hacinados en la capital, otras ciu-
dades y la costa. Además, provocó la destrucción de la mayoría de las infraestructuras físi-
cas del país; la existencia de una enorme cantidad de minas antipersona y anticarro (entre 
seis y siete millones), que difi cultan el comercio, el movimiento de personas y la agricultura; 
y el colapso de prácticamente todos los sectores económicos, salvo la producción de dia-
mantes y de petróleo. En particular relevante fue el hundimiento de la antaño floreciente 
agricultura, que quedó limitada a una actividad de mera subsistencia familiar incapaz 
de abastecer al país; así como el corte de las relaciones comerciales campo-ciudad. Como 
consecuencia, al finalizar el conflicto, Angola debía importar casi todos los productos que 
necesitaba.
El confl icto causó, además, un grave deterioro de las condiciones alimentarias y sanitarias, 
favoreciendo la aparición de epidemias y hambrunas. En el año 2003, el 31% de los niños me-
nores de cinco años tenía un peso inferior a la media para su edad, como refl ejo de la desnutri-
ción, al tiempo que en diferentes zonas del país han persistido, hasta al menos 2005, bolsas de 
población sufriendo hambruna. En 2002, sólo un 50% de la población tenía acceso a fuentes de 
agua mejorada, lo que ha contribuido a las altas tasas de morbilidad de Angola (junto al co-
lapso de los servicios sanitarios, los bajos niveles de inmunización, la incapacidad de comprar 
medicamentos, etc.).
En conjunto, el confl icto ocasionó un grave deterioro de las condiciones de vida y uno de 
los mayores niveles de vulnerabilidad socioeconómica del mundo. Prueba de ello es que pasó 
100.  No obstante, hay que recordar que tal acuerdo dejaba al margen otro confl icto armado, el librado en 
Cabinda entre el Ejército y el FLEC (Frente de Liberación del Enclave de Cabinda) y otras organizaciones que 
luchan desde hace tres décadas por la independencia de este territorio rico en petróleo. Dadas las peculiari-
dades de esta guerra, y que afecta a un enclave aislado geográfi camente del resto de Angola, no procedere-
mos aquí a su análisis.
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a contar con una de las tasas de esperanza de vida más bajas del continente, 40,8 años en 2003 
(42,3 las mujeres y 39,3 los hombres), y la segunda mayor tasa de mortalidad infantil del plane-
ta en ese mismo año (260 por 1.000). No en vano, en el 2003 ocupaba el puesto 160, de un total 
de 177, en la clasifi cación del Índice de Desarrollo Humano del PNUD (PNUD, 2005: 246). 
Igualmente, se convirtió en uno de los países del mundo con mayores tasas de pobreza: 68% de 
la población la sufría en 2001 (94% en el campo y 57% en las ciudades). Un rasgo distintivo de 
Angola es el fuerte peso de la pobreza urbana, fruto de varias oleadas de desplazados que, hu-
yendo de la guerra, se hacinaron en los musseques, o arrabales de las urbes, caracterizados por 
la insalubridad, la falta de servicios básicos y el desempleo. Aún así, la pobreza es más amplia 
y aguda en el campo, especialmente en las zonas del interior más afectadas por la guerra y con 
más difícil acceso101.
La guerra no sólo aumentó la pobreza, sino también las desigualdades sociales. Del mismo 
modo, contribuyó a agravar algunos de los importantes desequilibrios estructurales (económi-
cos, demográfi cos, territoriales, etc.) del país. Así, por ejemplo, el éxodo de desplazados hacia 
las ciudades provocó un alto porcentaje de población urbana que durante la guerra representó 
la mitad de la total, si bien para 2003 había descendido al 35,7%. Este hacinamiento urbano, 
combinado con una de las mayores tasas de crecimiento demográfi co del mundo (2,8% anual), 
da lugar a un amplio contingente de jóvenes (un 60% tenía menos de 20 años en 2002) sin em-
pleo, con escasa formación, socializados en la violencia y faltos de perspectivas, convirtiéndolas 
en un potencial foco de inestabilidad. Por último, la guerra, junto al desplazamiento pobla-
cional y la urbanización, han erosionado fuertemente la sociedad rural tradicional, con sus 
mecanismos de autoridad y solidaridad, lo que ha incrementado la vulnerabilidad de buena 
parte de la población. 
Con el fin de la guerra, la situación experimentó una mejoría inmediata. Uno de los 
cambios más evidentes fue la posibilidad de acceder a amplias zonas del interior de An-
gola, que habían permanecido aisladas durante años. Esto permitió el proceso de retorno 
de los refugiados asentados en países vecinos y el de los desplazados internos. Para oc-
tubre de 2005 tales procesos se dieron prácticamente por concluidos, bien porque habían 
retornado a sus lugares de origen, o bien porque decidieron quedarse en sus lugares de 
asentamiento o trasladarse a otros. No obstante, la reintegración socioeconómica de esos 
dos colectivos, así como la de los soldados de UNITA desmovilizados, viene afrontando 
múltiples problemas102. 
101.  Las cifras referidas a las tasas de pobreza en Angola, así como a otras muchas dimensiones del bienestar 
(educación, salud, etc.), son dispares e imprecisas. No obstante, una de las mejores fuentes de información 
en la materia es el informe realizado, en 2002, por el United Nations System in Angola.
102.  Entre tales problemas destacan la falta de empleo, infraestructuras y servicios públicos, lo que les ha 
dejado en unas condiciones sanitarias y alimentarias penosas; además de la frecuente carencia de docu-
mentos de identidad, lo que les ha privado de derechos y dejado expuestos a abusos; y las difi cultades de 
convivencia debido a las animadversiones políticas o disputas por el acceso a la tierra. A ello se añade que la 
ayuda prestada por el Gobierno para el retorno y para la reintegración socioeconómica de estos sectores, ha 
sido tardía e insufi ciente. Sobre tales difi cultades a la reintegración de refugiados retornados, desplazados y 
desmovilizados, véase Human Rights Watch (2005).
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INTERPRETACIÓN DEL CONFLICTO: AVARICIA, AGRAVIO, 
Y ECONOMÍA DE LA GUERRA
Como hemos visto, el confl icto armado comenzó como una revuelta de organizaciones naciona-
listas en lucha por la independencia. Al conseguirse ésta en 1975, la guerra perduró como una 
lucha por el poder entre dichas organizaciones, con bases étnico-territoriales diferentes y apoya-
das por cada uno de los bloques. Los autores discrepan sobre la naturaleza de la guerra y, con-
cretamente, sobre qué factor fue el fundamental en el inicio de la guerra civil: la confrontación 
bipolar propia de la Guerra Fría o la lucha interna entre esas organizaciones. En cualquier caso, 
como señala Messiant (2004), los intereses estratégicos extranjeros, regionales e internacionales, 
han tenido un papel decisivo en el confl icto angolano y han contribuido a su gravedad.
Ahora bien, a fi nales de los ochenta, una vez acabados el apartheid sudafricano y la Guerra 
Fría, y tras la renuncia del MPLA al marxismo-leninismo, el confl icto perdió toda justifi cación 
de tipo ideológico. ¿Por qué pervivió entonces hasta el año 2002? Las principales explicaciones 
que se han dado son las siguientes:
     1)  Las tensiones étnico-regionales. El discurso de la UNITA ha esgrimido como problema 
político de fondo, el sentimiento de relegamiento histórico y discriminación respecto al 
poder de Luanda por parte de los ovimbundus, su principal base étnico-social ubicada 
en el Planalto Central (provincias de Huambo y Bié). 
     2)  Unas percepciones y aspiraciones irreconciliables. Ambas organizaciones, MPLA y UNI-
TA, se conformaron como dos opciones irreconciliables en su lucha por un poder que 
no querían compartir, y dando lugar en sus zonas de interés a regímenes autoritarios y 
represivos. Varios factores han infl uido: a) El hecho de que ambas surgieran como mo-
vimientos nacionalistas de liberación, considerándose a sí mismas representantes genui-
nas de la nación y no como meros partidos, provocando actitudes excluyentes (Meijer, 
2004). b) Su carácter de apéndices de sendos bloques enfrentados durante la Guerra 
Fría. c) Sus bases sociales diferentes y, en cierto modo, representar mundos distintos. 
La UNITA tiene su principal apoyo entre los ovimbundus del Planalto Central y, en 
general, ha representado sobre todo al mundo rural tradicional. El MPLA ha contado 
con unas bases étnicamente más diversifi cadas, pero ha representado principalmente a 
los mulattos y a los kimbundus de la costa y del norte, teniendo históricamente un perfi l 
más urbano. d) Las contrapuestas personalidades de sus líderes. Jonás Savimbi, líder de 
la UNITA, era un profundo conocedor y manipulador de la mentalidad agrícola tradi-
cional y utilizaba una agresiva retórica anti-urbana que atemorizaba a buena parte de 
los habitantes de las ciudades. Por su parte, el presidente Eduardo Dos Santos, con su 
cultura urbana y portuguesa, nunca ha conectado con la mayoría rural. 
     3)  El control de los recursos naturales. Muchos coinciden en que, desde principios de los años 
noventa, el principal motivo de la guerra radicó en el deseo de las elites de ambos lados 
por controlar la producción de diamantes y, sobre todo, la del petróleo. La UNITA se 
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ha fi nanciado fundamentalmente gracias a los diamantes de las zonas del noreste, que 
tenía ocupadas. Sin embargo, esa fuente de ingresos se vio muy mermada a fi nales de los 
noventa debido a las sanciones del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas a las com-
pras de diamantes de UNITA, así como a la conquista por el Ejército de muchas de esas 
áreas a partir de 1999. Es importante observar que la zona del centro-sur, donde habita 
la principal base social de UNITA, no es rica en diamantes, por lo que un hipotético 
acuerdo de paz basado en un Estado federal que le permitiera controlar las provincias 
donde fuera mayoritaria, no le hubiera garantizado su control de los diamantes. Así 
pues, resultaba imprescindible ostentar todo el poder desde Luanda, y esto empujaba a 
una guerra en clave de todo o nada.
 Por su parte, el Gobierno siempre ha contado con los ingresos del petróleo, el único 
sector no paralizado por la guerra y que, además, ha experimentado un fuerte y progre-
sivo auge. La mayoría de los yacimientos se encuentran en el mar, al norte de la capital, 
dato geográfi co que tiene suma importancia. Dado que los pozos marítimos estaban 
seguros y no eran accesibles a la UNITA, la industria del petróleo constituía lo que se 
ha denominado un “santuario económico” para el régimen de Luanda. Siempre ha sido 
el sostén económico del Estado y de la elite luandesa, de modo que a ésta no le resultaba 
imprescindible controlar el resto del territorio nacional.
     4)  La funcionalidad de la guerra para preservar los intereses de la elite. La reanudación de la 
guerra, en 1992, le sirvió al régimen como excusa para frenar las reformas democratizado-
ras emprendidas el año anterior como requisito previo a la paz con la UNITA, así como 
para no celebrar nuevas elecciones, o instaurar instituciones plenamente democráticas. La 
guerra se convirtió, de esta manera, en un instrumento para preservar los intereses políti-
cos, sociales y económicos de las elites luandesas en el poder, cuyos privilegios y enrique-
cimiento dependían de la inexistencia de mecanismos democráticos de control político. 
Aunque se mantuvo una apariencia pluralista para mantener cierta legitimidad interna e 
internacional, la guerra sirvió para justifi car la adopción de medidas que subvirtieron los 
procedimientos democráticos creados, la opacidad en la gestión pública (facilitadora de la 
corrupción), las prácticas de patronazgo, el control social, así como la represión y violación 
de derechos humanos con la excusa de la seguridad nacional (Hodges, 2001:169, 173).
 En defi nitiva, la mayor parte de los analistas interpretan que el principal motivo de 
la prolongación del confl icto a partir del fi nal de la Guerra Fría fue la búsqueda del 
poder político por las elites de ambas partes como instrumento para acceder a los enor-
mes recursos naturales del país. Muchos consideran que, durante los años noventa, los 
intereses creados por la guerra hacían que ninguna de las dos partes tuviera intención 
real de acabar con ella y rivalizar democráticamente en un escenario pluripartidista. 
Como dice Malaquías: “la paz, incluso la de tipo negativo, se demoró porque la guerra 
era demasiado benefi ciosa a demasiados actores domésticos clave” (2007: 10). Por su 
parte, otras explicaciones, como las diferencias étnico-regionales y la contraposición y 
animadversión entre ambos líderes, caben ser interpretadas más bien como elementos 
coadyuvantes, pero no sufi cientes en sí mismos.
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Estas explicaciones del confl icto armado, que contemplan la lucha tanto por los recursos 
naturales como por el control del poder político, no son aplicables sólo a Angola, sino que 
son objeto de estudio de la amplia bibliografía existente sobre las causas de las guerras civiles 
recientes. Observemos brevemente tal debate teórico, pues nos puede ayudar a interpretar las 
razones del confl icto de Angola y los elementos que puedan estar subyaciendo aún en la ac-
tualidad.
Prácticamente todos los autores reconocen hoy la importancia que los factores económicos, 
en concreto la denominada “economía política de la guerra”103, tienen en las guerras civiles, 
para su fi nanciación, e incluso, como estímulo para su prolongación. Ahora bien, se discute en 
qué medida los benefi cios económicos derivados de las guerras son el factor causal único, o si 
también son relevantes las reivindicaciones de tipo político, social, o étnico-cultural, motivadas 
por percepciones de discriminación o injusticias, tales como: los altos niveles de desigualdad, 
la falta de derechos políticos, la opresión de minorías o la mala gestión económica. El dilema 
entre esas dos posturas se ha plasmado en uno de los debates más infl uyentes en la actualidad 
dentro del análisis de las causas de las guerras, el denominado “avaricia versus agravio” (greed 
versus grievance). Esto es, los adscritos a la idea de la “avaricia” estiman que son los incentivos 
del lucro económico los que motivan los confl ictos violentos, mientras que los identifi cados con 
el “agravio” prestan atención, también, a los sentimientos de discriminación o injusticia104.
La perspectiva de la “avaricia”, formulada principalmente en estudios esponsorizados por 
el Banco Mundial, defi ende que la “avaricia” es la principal causa de las guerras civiles, mi-
nimizando o desestimando la importancia de los “agravios” políticos o identitarios. Destacan 
Paul Collier y Anke Hoeffl er, que han realizado estudios econométricos y estadísticos para 
determinar las causales de las guerras civiles en el período 1960-1999. Los autores llegan a 
la conclusión de que el indicador más sólido de riesgo de una guerra civil es la oportunidad 
para la violencia organizada; es decir, los movimientos rebeldes encuentran un poderoso in-
centivo para el uso de la violencia allá donde existen recursos naturales fácilmente accesibles 
o extraíbles; así como una masa de jóvenes con bajo nivel de instrucción. De esta manera, los 
discursos de los movimientos rebeldes en torno a los agravios políticos, sociales y étnicos no 
serían sino falsas narrativas para mantener la motivación interna del grupo, atraer apoyos del 
exterior y oscurecer la verdadera razón de la rebelión: la oportunidad de obtener un benefi cio 
económico de la guerra. Los grupos rebeldes no serían movimientos de protesta movilizados 
por agravios políticos o socio-económicos, sino la última manifestación del crimen organizado 
(Collier, 2001: 144).
Por el contrario, el enfoque denominado del “agravio” admite la importancia de las moti-
vaciones económicas, pero entiende que los agravios políticos también son relevantes. Uno de 
los autores más destacados en esta línea es David Keen, quien considera que la deslegitimación 
103.  La “economía política de la guerra” consiste en “la forma en que son generados y explotados recursos 
económicos por parte de las facciones y los actores, internos y externos, localizados en áreas específi cas 
caracterizadas por el llamado confl icto interno, con el fi n de sostener su propia existencia y perseguir sus 
propios intereses políticos y económicos” (Douma, 2001:11).
104.  Una visión general del debate avaricia versus agravio puede verse en Berdal y Malone (2000); y Ballentine 
y Sherman (2003).
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del agravio como factor causal es más bien el resultado de una posición política conservadora 
que sigue la tradición colonial de desestimar toda rebelión como la acción de bandas crimina-
les. Su contra-argumentación gira en torno a los cuatro ejes siguientes (Keen, 2000, 2002):
     a) Los análisis econométricos no son técnicamente neutrales, podrían servir para justifi car 
tanto una visión como la otra y, en cualquier caso, no pueden emplearse para desestimar 
estudios realizados desde la sociología, la antropología o la ciencia política. 
     b) La deslegitimación de los discursos de agravios de los grupos rebeldes (muchas veces 
dirigidos contra el status quo que favorecen precisamente a instituciones como el Ban-
co Mundial), estigmatizándolos a todos como criminales, reduce la capacidad tanto de 
comprensión de las motivaciones de los actores armados, como de solucionar éstos.
     c) La visión de la avaricia se centra en los movimientos rebeldes, pero omite que con fre-
cuencia también los actores estatales y elites gobernantes manipulan el confl icto para 
su propio lucro y poder. Así, se criminaliza a aquéllos mientras que se contribuye a la 
impunidad de éstos.
     d) Priorizar la avaricia y negar el agravio implica olvidar que, en realidad, ambos interac-
túan en los confl ictos. De esta manera, aunque quizá el confl icto pueda tener su origen 
en diferentes agravios, con frecuencia estos sentimientos son manipulados por determi-
nados individuos y grupos en benefi cio propio. 
Una posible conclusión sobre este debate la aportan los modelos causales elaborados por 
Biong Deng (2002: 14) y Cliffe y Luckham (2000: 294). Estos autores concluyen que las guerras 
civiles contemporáneas, sobre todo en África, suelen estar originadas, en primer lugar, por 
agravios socio-económicos y políticos provocados por factores a nivel global, nacional y comu-
nitario; pero que, una vez surgidas, se ven sostenidas e intensifi cadas por la avaricia y la agenda 
económica de determinados actores, estatales y no estatales, a través de factores de reproduc-
ción de la violencia que operan igualmente en los niveles global, nacional y comunitario.
Estos debates teóricos nos ayudan a interpretar las causas del confl icto en Angola. La gue-
rra por la independencia fue motivada por los agravios generados por el sistema colonial, que 
negaba a la población nativa tanto derechos como oportunidades económicas. Tras la inde-
pendencia, la guerra civil viene marcada por la confrontación bipolar entre los dos bloques, 
pero ésta en realidad se superpone a la lucha, gestada antes de la independencia, entre tres 
organizaciones nacionalistas que tienen importantes diferencias —geográfi cas, étnicas, de cla-
se socioeconómica e ideológicas— y aspiran a controlar todo el poder político, debido a su 
incapacidad para conseguir un acuerdo con el que compartir éste y los recursos del país, como 
dice Malaquías (2007: 12). 
En el caso de la UNITA, su lucha se articula en gran medida en torno a sentimientos de 
discriminación y exclusión de los ovimbundus, que provienen de la época colonial y continúan 
en el contexto del régimen autoritario poscolonial. Ahora bien, tal y como señala Keen, estos 
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factores de agravio no operan aislados, sino que se interrelacionan y se ven instrumentalizados 
por los intereses materiales de diferentes actores. Como hemos visto, la guerra en Angola ha 
sido un instrumento de las elites de ambas partes, en mayor medida de las del lado guberna-
mental gracias a su control del petróleo, para afi anzar su poder político y expandir su poder 
económico. Se constata así lo que dicen Biong Deng y Cliffe y Luckham, por cuanto, iniciado 
el confl icto, su propia dinámica generó intereses que propiciaron la persistencia del mismo.
Las dos dimensiones que grosso modo podríamos denominar como agravios y avaricia; esto 
es, las disputas políticas y la lucha por el control de los recursos naturales, han sido los prin-
cipales factores del confl icto armado en Angola tras su independencia. Ahora bien, incluso 
hoy en día, una vez acabada la guerra, muchos de estos factores de fondo continúan activos 
y están interrelacionados entre sí. Tal interrelación entre los agravios y la avaricia se plasma 
en el estrecho vínculo causal existente entre el malgobierno imperante en el país, marcado 
por un Estado patrimonial a manos de unas elites depredadoras, y la abundancia de recursos 
naturales, principalmente petrolíferos. La combinación perversa entre codicia y avaricia, entre 
abundancia de recursos y malgobierno, es la que se analiza a continuación. 
La codicia. Petróleo, despojo y desigualdad
Angola podría ser uno de los países económicamente más pujantes del continente, debido a 
la gran riqueza de recursos diversos de los que dispone. Además del petróleo y los diaman-
tes, cuenta con abundancia de minerales (oro, hierro, fosfatos, uranio, etc.), gas, caladeros de 
pesca, maderas nobles, recursos hídricos y un potencial agrícola que en el pasado le convirtió 
en uno de los principales exportadores de café y algodón. Todo este potencial contrasta con 
la destrucción y pobreza reinantes, y no parece que se esté poniendo al servicio de un modelo 
de desarrollo humano que satisfaga progresivamente las necesidades de la mayoría. La causa 
radica, fundamentalmente, en el sistema tanto político como económico del país. 
De forma análoga a lo que ocurre en el plano político, el modelo económico de Angola 
presenta características: su transición inacabada hacia la economía de mercado, la ausencia 
de normas claras, la distorsión derivada de su enorme dependencia del petróleo y una vasta 
corrupción. 
La economía centralizada socialista fue dando paso, ya en los años ochenta, a la introduc-
ción de diferentes medidas liberalizadoras, las cuales se llevaron a cabo en condiciones de caos 
y falta de transparencia. Así, se instauró una cierta economía de mercado, pero no una autén-
tica libertad e igualdad de competencia entre los actores económicos. De hecho, gran parte de 
la actividad económica pasó a ser controlada por monopolios y grupos de interés vinculados al 
poder político, con un amplio uso de prácticas fraudulentas e incluso violentas. Otra medida 
fue la privatización de bienes públicos (tierras, empresas, edifi cios, etc.), realizada sin trans-
parencia, tasaciones previas ni licitaciones públicas, y que la nomenclatura aprovechó para 
agrandar su propio patrimonio a precio de saldo (Ferreira, 2006: 27). 
Como hemos visto, la reaparición de la guerra en 1992 sirvió para justifi car la paralización 
de las reformas económicas y políticas emprendidas. Como consecuencia, la situación actual es 
un sistema económico híbrido, en el que coexisten formas propias del capitalismo con algunos 
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mecanismos de intervención estatal heredados del modelo socialista anterior. Esta confusión 
es utilizada por las elites para preservar sus privilegios, haciendo negocios lucrativos al tiempo 
que marginaban a posibles competidores. Se trata de una forma distorsionada de capitalismo 
con características depredadoras, basadas en el uso fraudulento del poder político y adminis-
trativo para el propio enriquecimiento. 
En efecto, desde comienzos de los noventa hasta el fi n de la guerra, el caos político y norma-
tivo propio de una situación bélica ha servido para justifi car la gran opacidad que caracteriza 
la gestión de los recursos públicos y las cuentas estatales. El aparente caos ha sido un instru-
mento utilizado por funcionarios, militares y otros sectores poderosos para activar diferentes 
mecanismos fraudulentos de enriquecimiento: obtención de créditos subsidiados, actividades 
en condiciones de monopolio —importación de armas y todo tipo de productos, compañías 
de seguridad, etc.—, apropiación de zonas diamantíferas, registro a su nombre de tierras ru-
rales o urbanas ocupadas o poseídas consuetudinariamente por comunidades y personas, etc. 
Las pocas normas existentes en la gestión pública no son respetadas, los contratos estatales no 
se realizan mediante subastas, la contabilidad del Gobierno no está sujeta a inspección y, de 
hecho, el Tribunal de Cuentas apenas es operativo. En lugar de transparencia e igualdad de 
condiciones, prima el clientelismo, el amiguismo y la arbitrariedad.
De hecho, el Futungo —el círculo presidencial o elite superior del país—, ha desarrollado 
dos instrumentos para preservar el poder. Uno de ellos es la represión política, utilizada cuan-
do falla el otro mecanismo, un amplio sistema de patronazgo o clientelismo. Éste garantiza la 
fi delidad de funcionarios y militares, e incluso el silencio de la oposición, mediante la provisión 
a determinadas personas de diferentes benefi cios materiales (concesión de tierras, yacimien-
tos, créditos subsidiados, donativos del presidente, etc.). En este sentido, la fundación FESA 
(Fundación Eduardo dos Santos) se ha convertido en un nuevo instrumento del patronazgo 
presidencial105.
La principal benefi ciaria de la corrupción y del sistema de patronazgo es la elite en el poder, 
denominada nomenclatura del petróleo, mediante el desvío fraudulento de grandes sumas 
procedentes de la exportación de petróleo, que se pierden en el llamado “Triangulo de las Ber-
mudas”, compuesto por la compañía petrolera estatal Sonangol, la Presidencia y el Ministerio 
de Finanzas106. Además de esos desvíos de fondos extrapresupuestarios, también se practican 
desvíos dentro del presupuesto, mediante partidas irreales o infl adas. Hay que añadir que los 
masivos desvíos de fondos, así como su posterior ocultación, es posible gracias a la connivencia 
y oscurantismo con que funcionan las multinacionales petrolíferas y el sistema bancario inter-
105.  La FESA recauda fondos procedentes de las multinacionales petrolíferas, al margen del presupuesto del 
Estado, para gastar una parte en servicios sociales que ese mismo Estado tiene desatendidos, todo ello como 
donación del presidente. Bajo un manto de fi lantropía, los intereses extranjeros pagan así sus favores al poder 
político. Véase al respecto el excelente artículo de Messiant (2001).
106.  Según un informe de Human Rights Watch de 2004 (Some Transparency, No Accountability), tomando 
datos del FMI, entre 1997 y 2002, unos 4.200 millones de dólares (703 millones de media anual) procedentes del 
petróleo fueron desviados por los gobernantes, sin que aparecieran en el presupuesto nacional. Esto equiva-
lió a una media del 9,5% del PNB del país, o a la suma de los gastos sociales del presupuesto del Estado y de 
la ayuda internacional recibida por Angola. Igualmente, el Gobierno no ha revelado el paradero de unos 600 
millones de dólares de ingresos extra en 2004 generados por el alza de los precios del petróleo.
C de la paz.indd   188 30/03/2012   10:34:19
nacional (con sus paraísos fi scales) en un contexto de desregulación económica internacional, 
por lo que los problemas de gobernabilidad en Angola no son sólo nacionales, sino también 
globales, como bien apunta Sogge (2006: 19).
La perturbación derivada de la guerra le sirvió al Gobierno como excusa para mantener la 
opacidad en la gestión pública y para encubrir actividades fraudulentas por las elites107. Igual-
mente, también fue la justifi cación para resistirse a implementar los mecanismos de control y 
transparencia presupuestarios solicitados por el FMI y el Banco Mundial, perjudiciales para 
los intereses de una elite que se lucra gracias a su ausencia. Una vez acabada la guerra, el Go-
bierno ha seguido siendo reticente a incrementar su transparencia, habiendo dado sólo algunos 
tímidos pasos en la materia.
En este contexto de uso del poder político para el despojo de los recursos económicos del 
país destacan la tierra, los diamantes y, sobre todo, el petróleo. A continuación su importancia 
en la actividad económica del país y como mecanismos de apropiación de riqueza.
La tierra es uno de los principales recursos de Angola, el cual dispone de zonas bastante 
fértiles y un notable potencial agrícola. Sin embargo, la violencia supuso la destrucción de la 
economía rural y un fuerte retroceso de la agricultura, que ha quedado limitada a prácticas 
de subsistencia familiar sin margen para la comercialización en los mercados urbanos. Esta 
desagrarización del país constituye una grave amenaza para alcanzar un futuro de desarrollo 
humano y equitativo, puesto que es la agricultura familiar el sector económico que tiene más 
posibilidades de proporcionar empleo masivo, reducir la pobreza, repartir la riqueza y exten-
der un mínimo bienestar a toda la población. 
Uno de los problemas que más amenaza la agricultura familiar es la gran incertidumbre 
existente en torno al acceso y control legal de la tierra de cultivo, amenazada por el proceso de 
apropiación por parte de sectores empresariales e individuos poderosos, que desde principios 
de los noventa, han ido registrando a su nombre propiedades antes estatales o tierras comuna-
les. En este contexto, en agosto de 2003 se aprobó una nueva Ley de Tierras, referida al suelo 
agrícola y también al urbano, que muchos consideran que ha servido para avalar legalmente 
la citada usurpación de tierras. Esto vendría ratifi cado por el interés que el Gobierno parece 
tener en primar la agricultura comercial a gran escala, en contraste con el olvido de la agricul-
tura familiar (Pacheco, 2004). En suma, el proceso de usurpación de la tierra rural al servicio 
de explotaciones comerciales, así como el del suelo en las ciudades para planes urbanísticos, 
constituye un potencial foco de inestabilidad y confl icto. 
En cuanto a los diamantes, Angola es el cuarto mayor productor mundial, y su produc-
ción crece constantemente108. La importancia de este sector radica no sólo en las divisas 
que proporciona, sino en su importante potencial de creación de empleo. Los diamantes 
107.  Un conocido informe de Global Witness (2002), titulado All the Presidents’ Men, aportó evidencias de que 
el caos derivado de la guerra fue aprovechado por las elites angolanas y sus socios extranjeros para apropiar-
se fraudulentamente de los benefi cios del petróleo.
108.  En el año 2000 su exportación supuso 1.100 millones de dólares, de los cuales 350 millones se exportaron 
ilegalmente mediante redes de contrabando (de ellos 100 millones por UNITA). Así, ese año aportaron el 6% 
del PNB, el 9% del valor de las exportaciones y tan sólo el 2% de los ingresos fi scales (66 millones de dólares). 
La producción está aumentando fuertemente, y se espera que para el año 2010 alcance los 5.000 millones de 
dólares, convirtiéndose en el tercer productor mundial (Gordon, 2004).
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fueron la principal fuente de financiación de la UNITA, pero desde finales de los noventa 
los territorios donde se explotan fueron en forma progresiva conquistados por el gobierno. 
Sin embargo, tradicionalmente su explotación se ha caracterizado por la opacidad y porque 
sus beneficios para el Estado han sido escasos, debido a que muchos militares y hombres 
de negocios se han beneficiado de concesiones no registradas, sin control ni gravámenes 
fiscales; gran parte de la producción la han venido realizando garimpeiros informales, mu-
chos de ellos congoleses; y siempre ha existido un abundante contrabando ilegal hacia 
países importadores. No obstante, tras el fin de la guerra, el Gobierno y la elite se vienen 
esforzando por regular y controlar la producción y comercialización de diamantes. Por 
ello, en diciembre de 2003, la policía y el Ejército iniciaron la Operación Brillante, por la 
expulsaron violentamente a 250.000 garimpeiros ilegales y contrabandistas de diamantes a 
sus países de origen. 
En cuanto al petróleo, su explotación se convirtió en el principal sector económico a comien-
zos de los años setenta, si bien ha experimentado un fuerte aumento a partir de 1997, gracias a 
las nuevas tecnologías de extracción en aguas profundas. Así, con unas reservas constatadas de 
más de 8.000 millones de barriles, la producción ha aumentado hasta unos dos millones diarios 
previstos para 2007. Con ello se ha convertido en el segundo mayor productor de África y en 
el octavo mayor proveedor de EE. UU., a quien exporta el 40% de su producción. Numerosas 
multinacionales petrolíferas de este país, y en menor medida, también de otros, como Francia, 
Reino Unido o China (a la que exporta el 30% de la producción), están presentes en Angola. 
El auge del sector le ha convertido en el segundo país africano con mayor inversión extranjera 
directa, que supera a la ayuda externa, así como en uno de los que más ganancias fi scales e 
ingresos de divisas tienen en el continente.
En defi nitiva, el petróleo es el auténtico sostén de la economía nacional y del Estado. Ahora 
bien, como demuestran numerosos estudios comparativos de diversos países productores de 
petróleo, todo desarrollo que dependa fuertemente de este producto suele ser causante de nu-
merosos desequilibrios y distorsiones, dando lugar a lo que se suele denominar la “maldición 
de los recursos”109. Como consecuencia de tal dependencia, el modelo de desarrollo centrado en 
el petróleo, eje de la economía de Angola, resulta:
     a)  Económicamente distorsionado y extravertido. Se concentra abrumadoramente en la ex-
tracción y exportación del petróleo y, secundariamente, de los diamantes, contando con 
un peso muy reducido las actividades productivas, incluida la agricultura, lo que obliga 
a importar prácticamente todo del exterior. La del petróleo es una “economía de encla-
ve”, bastante aislada del resto de sectores económicos, con lo que no actúa como motor 
de su desarrollo. Además, es una economía orientada a satisfacer mercados y necesida-
des exteriores, no nacionales.
109.  Un lúcido análisis de la “maldición” (curse) que los diamantes y, sobre todo, el petróleo, representan 
para Angola en diferentes planos (modelo socioeconómico, sistema político, papel de los actores externos, 
etc.), puede verse en Hodges (2001 y 2004). En relación al impacto pernicioso del sector petrolífero en la falta 
de transparencia y rendición de cuentas del Gobierno, véase Human Rights Watch (2004a).
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     b)  Socialmente inequitativo. El sector petrolífero contribuye al enriquecimiento de las elites, 
pero no benefi cia a la mayoría de la población y genera muy poco empleo (unos 10.000 
angolanos, de ellos 5.000 en la empresa pública Sonangol). 
     c)  Políticamente nocivo. Como en otros países, la riqueza petrolífera tiende a promover un 
régimen político autoritario, corrupto, falto de transparencia y desinteresado por las 
necesidades de la mayoría. 
     d)  Geográfi camente descompensado. La ubicación del petróleo en la costa norte de Angola 
puede contribuir a perpetuar una cierta desconexión o desinterés histórico de las elites 
gobernantes hacia las regiones interiores del centro y sur.
     e)  Geopolíticamente muy dependiente del exterior. Las multinacionales occidentales, y 
EE. UU., benefi ciarios del petróleo angolano, tienen un fuerte peso en la política y 
economía del país.
Así pues, en términos generales, podemos decir que el proceso de reconstrucción económica 
en Angola presenta unas características preocupantes, por cuanto va consolidando un modelo 
de desarrollo socioeconómico con grandes desigualdades. Las principales son: 
     a) El proceso se está llevando a cabo sin apenas debate político o público sobre los principa-
les problemas y alternativas existentes, y sin la participación de la sociedad civil. Es un 
proceso marcado por los intereses de las elites en el poder y con poco margen para hacer 
valer los intereses de los sectores sociales vulnerables. 
     b) Está descansando, en gran medida, en las inversiones privadas extranjeras, en los secto-
res, actividades y zonas geográfi cas que les interesan, más que en políticas estatales, que 
son las que podrían tener un carácter socialmente integrador y a escala nacional. Esto 
inevitablemente empujará hacia un modelo de desarrollo basado más en las oportuni-
dades de mercado que en las necesidades y derechos de la población. Se perfi la así un 
modelo de desarrollo social y geográfi camente desigual, concentrado en los sectores aco-
modados y en las zonas con actividad económica (Luanda, algunas ciudades y la costa).
     c) Se está centrando, sobre todo, en el ámbito de las grandes infraestructuras, más que en 
los medios de vida de la mayoría de la población o en los servicios sociales, con lo que 
están quedando desatendidas las grandes necesidades sociales de aquella.
     d) Apunta a un modelo económico rentista, más que productivo, basado en incrementar la 
extracción de petróleo y de otros recursos naturales. Este esquema permitirá reproducir 
los intereses creados, tanto a nivel de las elites como de las multinacionales extranjeras. 
Pero si no hay una diversifi cación de la economía, no será posible reducir las altas tasas 
de pobreza existentes. 
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     e) En este sentido, se está prestando una muy escasa atención a la promoción de los medios 
de sustento de la población más pobre, en concreto a la reconstrucción de la economía 
rural, especialmente de la agricultura campesina, el sector económico con más potencial 
para crear empleo masivo, garantizar un desarrollo humano y mínimamente equitativo, 
y facilitar la reintegración socioeconómica de los retornados y desmovilizados. 
     f) No en vano, en el proceso de rehabilitación, el Gobierno está prestando una insufi ciente 
atención, recursos e iniciativa política a la lucha contra la pobreza y a la provisión de ser-
vicios sociales básicos para el conjunto de la población. En muchos sectores, como salud 
o educación, bien no se han elaborado documentos estratégicos que formulen las estra-
tegias y políticas nacionales, o no se han concretado y materializado sus contenidos110. 
     g) Se está reforzando otra de las características del modelo económico angolano, es decir, 
la falta de una libre concurrencia en igualdad de condiciones por parte de diferentes ac-
tores económicos, por cuanto las actividades económicas lucrativas se basan en el control 
de los resortes del Estado, el patronazgo político y la corrupción. 
     h) El Gobierno parece haber optado por fi nanciar la reconstrucción del país fundamen-
talmente con recursos propios, procedentes del petróleo, y con fi nanciación bilateral, 
en particular de China. Con ello, ha renunciado a los créditos en términos ventajosos 
de los organismos fi nancieros internacionales, así como a un incremento de los fl ujos 
de ayuda internacional. La razón es que tales créditos multilaterales, la convocatoria de 
una Conferencia de Donantes (que no se ha llegado a realizar), y la renegociación de la 
deuda del país, están supeditados a una serie de condicionalidades y reformas impues-
tas por el FMI, entre las que fi guran la mejora de la transparencia y la reducción de la 
corrupción. 
 Aunque durante años el Gobierno parece haber buscado el acuerdo con el FMI, las 
reformas realizadas han sido muy modestas, y esa organización nunca ha dado su cer-
tifi cación. Finalmente, el Gobierno al parecer renunció a tal acuerdo en 2004, cuando 
el presidente Dos Santos rechazó públicamente por “humillantes” las condiciones de 
los organismos fi nancieros internacionales y anunció que el país realizaría en solitario 
el camino de la reconstrucción111. Signifi cativamente, unos días después, el Gobierno 
110.  Entre otros documentos, cabe mencionar que, en febrero de 2004, el Gobierno aprobó el documento Es-
trategia de Combate a la Pobreza. Reinserción Social, Rehabilitación y Reconstrucción y Estabilización Económica, 
como marco de referencia para la defi nición de estrategias y programas sectoriales en diez áreas prioritarias 
(reinserción social, seguridad y protección civil, seguridad alimentaria y desarrollo rural, VIH y sida, educa-
ción, salud, infraestructuras básicas, empleo y formación profesional, gobernación, y gestión macroeconó-
mica). Sin embargo, se le ha criticado que se adoptó por ser una de las condiciones de la comunidad interna-
cional para movilizar ayuda internacional, que apenas se consultó a las organizaciones sociales y ONG en su 
elaboración, y que no se ha formulado plan operativo alguno para llevarlo a la práctica. 
111.  La opción por los fondos privados y bilaterales, como rechazo al chantaje de las “injustas condiciones 
económicas y políticas” impuestas por los donantes internacionales y el FMI, fue anunciada por el presidente 
Dos Santos el 18 de febrero de 2005. Véase “Angola: Deciding to go it alone”, 21 de febrero de 2005. Disponible 
en http://www.irinnews.org.
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anunciaba la fi rma de un acuerdo con China, por el cual ésta, a cambio de petróleo, 
concedía un crédito de 2.250 millones de dólares para la reconstrucción112. Este acuerdo 
ha permitido a la elite gubernamental aumentar su margen de autonomía y esquivar 
unas condiciones y reformas lesivas para su poder y mecanismos de apropiación de la 
riqueza. 
En defi nitiva, la rehabilitación posbélica se está orientando, lamentablemente, hacia un 
modelo de desarrollo caracterizado por unas grandes y crecientes diferencias socioeconó-
micas, marcado por la miseria y penuria de la mayoría, junto al enriquecimiento de una 
elite que usa el poder político para llevar a cabo prácticas depredadoras de los recursos del 
país113. 
AGRAVIOS Y MAL GOBIERNO
Como hemos visto, la exclusión socioeconómica está estrechamente relacionada con la exclusión 
política; esto es, con los mecanismos de control patrimonial del poder, incluidos la corrupción 
y el clientelismo, en benefi cio de las elites y perjuicio de la mayoría. Así pues, aunque muchos 
factores relativos a los “agravios” (económicos, políticos e identitarios) ya han sido abordados, 
es oportuno abundar en ellos explicando algunas de las características del sistema político an-
golano y las insufi cientes reformas políticas emprendidas en el proceso de rehabilitación.
Ciertamente, hay que reconocer que tras la guerra existen algunos signos positivos que pue-
den contribuir a emprender reformas políticas hacia un sistema político más democrático e 
integrador. Entre ellas cabría mencionar: a) la desmilitarización de la UNITA y su conversión 
exclusivamente en un partido político; b) el auge de una sociedad civil independiente, aunque 
aún débil; c) la existencia de algunos medios de comunicación independientes y críticos; d) el 
incipiente proceso de descentralización de Angola, que podría incrementar el respeto a la di-
versidad del país, la participación política y la movilización de recursos locales; y, e) la previsible 
celebración de las elecciones legislativas y presidenciales, reiteradamente aplazadas y sin fecha 
aún defi nida, pero en torno a las cuales gira buena parte del debate político actual en el país.
A pesar de estos elementos que pueden contribuir a la reforma del sistema político, lo cierto 
es que éste sigue caracterizado por rasgos autoritarios y patrimoniales. Todo ello obstaculiza 
la construcción de un escenario de democracia integradora, de desarrollo humano equitativo, 
y, en suma, de reconciliación. 
El sistema político angolano se creó en el marco de un régimen monopartidista de orienta-
ción comunista, aunque heredando los rasgos autoritarios y burocráticos del colonialismo por-
tugués. Las reformas de 1991 y las elecciones de 1992 abrieron un cierto espacio democrático, 
pero que se vio mermado por la reapertura de la guerra ese último año. Así, desde entonces, el 
112.  “Angola: oil-backed loan will fi nance recovery projects”, 3 de marzo de 2005. Disponible en http://www.
irinnews.org.
113.  Un estudio de los retos económicos del país y de las reformas que serían precisas (aunque prestando 
poca atención a otras variables, como las políticas y las sociales), puede verse en Collier (2005).
“AVARICIA” Y “AGRAVIOS” EN LAS GUERRAS DE ANGOLA...   193
C de la paz.indd   193 30/03/2012   10:34:20
194  CONSTRUCCIÓN DE LA PAZ, SEGURIDAD Y DESARROLLO...
sistema político ha presentado unas características mixtas, propias de un impasse prolongado: 
tiene rasgos de una dictadura autoritaria, como la represión y una dudosa legitimidad social 
y democrática; pero también algunos elementos democráticos, como cierto pluripartidismo y 
cierta libertad mediática. 
Con el fi nal de la guerra en 2002, se vuelve a poner sobre la mesa la necesidad de reanudar 
las reformas democratizadoras. Sin embargo, diferentes factores e inercias actúan como obs-
táculo. Hoy por hoy el Estado sigue teniendo un perfi l básicamente autoritario y autocrático, 
basado en un poder despótico concentrado en el presidente Dos Santos, sin separación de pode-
res ni otros atributos democráticos, y con una clara identifi cación Estado-MPLA. Este partido, 
como herencia del tiempo del monopartidismo, sigue patrimonializando los recursos estatales, 
desde el funcionariado hasta el Ejército, o las empresas y medios de comunicación públicos. 
Así, con una legitimidad política y social muy limitada, el sistema se sostiene básicamente 
por la combinación de cinco elementos: a) la represión, el control y la “cultura del miedo”; b) la 
corrupción y cleptocracia, partiendo desde las esferas más altas del poder; c) las redes clientelís-
ticas o de patronazgo; d) la cooptación de las elites de los grupos ideológico-étnicos opositores; 
y e) una estrecha alianza con EE. UU. y Occidente vinculada a la explotación del petróleo. 
Algunos de estos aspectos, en parte ya vistos, merecen un mayor desarrollo. 
Como resultado de una historia de guerra y monopartidismo autoritario, Angola tiene un 
régimen militarizado, basado en el control y la represión de la población. Su Ejército es uno 
de los más poderosos de la región, con fuerte incidencia en la política y la economía, pues altos 
ofi ciales encabezan numerosos ministerios y empresas públicas, al tiempo que se han conver-
tido en empresarios, utilizando el poder del Estado y creando redes de intereses. El control 
social se completa con diferentes fuerzas policiales, con unos poderosos servicios secretos y con 
la denominada Organización de Defensa Civil, unas milicias armadas vinculadas al MPLA, 
que no sólo no han sido desmanteladas al concluir la guerra, sino que últimamente parecen 
estar siendo reactivadas y rearmadas con cargo al presupuesto del Estado. Esta circunstancia 
arroja serias dudas sobre la voluntad del régimen de apostar por un escenario democrático y 
pluripartidista, en el que fuera factible incluso su desalojo pacífi co del poder. Tales milicias 
han sido acusadas de diversos ataques violentos a seguidores de la UNITA.
Otro rasgo de la política y la sociedad angolanas es una arraigada cultura del silencio y del 
miedo, consecuencia de la represión, la polarización generada por la guerra, el recuerdo de 
sangrientas purgas políticas dentro del régimen, o los asesinatos de disidentes. El amedren-
tamiento ha contribuido a la impunidad de las numerosas violaciones de derechos humanas 
cometidas por las fuerzas del Estado.
Por otro lado, como ya hemos señalado, el régimen se caracteriza por unos altos niveles de 
corrupción y falta de transparencia, que posibilitan el latrocinio de los recursos naturales por 
parte de las elites, y benefi cios extra a funcionarios y a otros individuos conectados con el po-
der. Según la organización Transparencia Internacional, Angola era en 2002 el tercer país más 
corrupto del mundo. Este problema se ha convertido en uno de los principales obstáculos para 
el potencial de desarrollo del país, así como en una fuente de desconfi anza de los Gobiernos 
donantes hacia éste. Aunque en los dos últimos años parece haber habido algunos avances en 
materia de transparencia presupuestaria, en general el régimen está demostrando capacidad 
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y pericia para resistir a las presiones de la comunidad internacional de cara a luchar contra la 
corrupción y la opacidad.
En defi nitiva, cabe decir que el Estado angolano es un instrumento al servicio de los privile-
gios y del enriquecimiento de la elite urbana conectada al poder político de Luanda, con varios 
círculos concéntricos: en el centro se sitúa el llamado Futungo de Belas, esto es, el círculo más 
próximo al presidente; después las redes de patronazgo compuestas por políticos, militares y 
hombres de negocios; por último otras clases acomodadas urbanas. 
Como consecuencia de todo lo anterior, existe una clara desconexión entre el poder y la 
sociedad (Malaquías, 2007: 126): se ha roto la relación de reciprocidad entre el Estado y los 
ciudadanos; esto es, el “contrato social” por el que los ciudadanos aceptan el imperio de la ley 
a cambio de que el Estado cumpla sus funciones, proporcione servicios básicos y respete los 
derechos humanos. Esta disociación entre las elites urbanas y el resto de la población pobre, 
tanto rural como urbana, tiene diversas explicaciones. Una de ellas es histórica, y tiene que ver 
con la estratifi cación social generada por la administración colonial, con la aparición de los 
mulattos y los assimilados como clases privilegiadas respecto al resto de los indígenas, y que hoy 
detentan el poder. Otra se deriva de la experiencia política postcolonial, marcada por la violen-
cia, el autoritarismo y la exclusión política. Y una tercera está relacionada con la economía y 
la geografía del petróleo. En efecto, el enriquecimiento de las elites depende del control de los 
ingresos derivados del petróleo, cuya producción se concentra en la zona marítima al norte del 
país. Asegurado el control de este recurso, la elite no ve ligada su propia prosperidad a la 
del conjunto del país, menos aún al desarrollo de la población rural del interior. 
Esto ayuda a explicar que la reconstrucción del país se esté orientando hacia la economía 
extractiva y que se esté prestando tan poca atención a la satisfacción de las necesidades de la 
mayoría de la población. Dado que el régimen tiene su principal base social entre las clases 
medias y altas de las ciudades, sus políticas públicas se han caracterizado por un claro “sesgo 
urbano”, palpable en el olvido de la población rural y la priorización de los sectores política y 
económicamente poderosos. La prestación de servicios básicos es dramáticamente defi ciente, 
en parte como consecuencia de la guerra, pero también debido a una falta de voluntad política 
del régimen para afrontar con decisión las penurias de la mayoría. Muchos de tales servicios 
básicos han sido dejados en manos de las iglesias, las ONG y la cooperación internacional. 
Por otro lado, una vez fi nalizada la guerra, era de esperar la reanudación de las reformas 
democratizadoras iniciadas en 1991 y, a tal fi n, la puesta en marcha de un proceso de transición 
democrática, previo a las próximas elecciones, para garantizar que éstas puedan celebrarse en 
condiciones de igualdad y transparencia (Modiba, 2003: 83, 89). Sin embargo, tal proceso está 
siendo lento y poco visible. De hecho, después de reiterados aplazamientos, se desconoce la fe-
cha de las elecciones, y la elaboración del censo electoral está afrontando diversos problemas114. 
114.  Entre el 15 de noviembre de 2006 y el 15 de junio de 2007 se llevó a cabo un proceso de registro en el censo 
electoral, período que coincide con la época de lluvias, lo que suscita problemas logísticos y de comunica-
ciones. Además, el registro está afrontando problemas técnicos, falta de medios, favoritismos partidistas en 
el nombramiento del personal encargado, defi ciente información de la población, etc. A todo ello se añade el 
desconocimiento de la fecha de las elecciones, lo que difi culta el diseño de las estrategias de los partidos, el 
interés de la comunidad internacional y la sensibilización ciudadana (Norte, 2007: 1).
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Además, no se ha procedido a corregir el control patrimonial del Estado por parte del MPLA, 
a garantizar la división de poderes en aquél, ni a incrementar la libertad de los medios de co-
municación.
Varios factores ayudan a explicar por qué las reformas políticas no avanzan, concretamen-
te, por qué razón el régimen no tiene la necesidad imperiosa ni la urgencia de acometerlas. 
Destacamos las siguientes: 
     a)  El hecho de que la guerra fi nalizara por la victoria militar del Gobierno del MPLA, 
lo cual ha afi anzado al régimen, y no mediante una negociación entre las partes, que 
hubiera llevado a afrontar los problemas del país y a crear una democracia pluralista e 
integradora (Meijer, 2004; Griffi ths, 2004). 
     b)  La escasa incidencia de Naciones Unidas y de los donantes occidentales en el proceso de 
reconstrucción, a diferencia de otros contextos de rehabilitación. El acuerdo de Luena 
se hizo de espaldas a ellos, y después han jugado un modesto papel como suministrado-
res de ayuda, no como supervisores de los acuerdos o como promotores de documentos 
estratégicos para la rehabilitación.
     c)  La relativa autonomía política y económica que al régimen le proporcionan los crecien-
tes recursos procedentes del petróleo, así como los créditos concedidos por China sin 
condicionalidades políticas. 
     d)  La alianza estratégica del régimen con EE. UU., por la necesidad que éste tiene del 
petróleo angolano (Fernandes, 2004: 15-168; Sogge, 2006: 2-4).
En defi nitiva, el sistema político angolano, que se resiste al cambio, da lugar a dos niveles 
de exclusión. Por un lado, la política de los oponentes, por cuanto los resortes del Estado son 
controlados patrimonialmente por los dirigentes del MPLA, sin división partido-Estado, ni 
división de poderes dentro de éste, ni mecanismos efectivos de control democrático. Además, 
se trata de un sistema con muy escasos espacios para la participación política de la sociedad 
civil y poco integrador de las diferentes sensibilidades etnico-geográfi cas del país. Por otro, la 
exclusión socioeconómica y pobreza de la mayoría de la población, marginada del disfrute a 
los recursos nacionales debido a las prácticas depredadoras y clientelísticas que determinan su 
apropiación. 
CONCLUSIONES 
Los procesos de rehabilitación posbélica son de especial importancia en la historia de un país, 
pues ofrecen la oportunidad de reconstruirlo sobre nuevas bases y corregir problemas estruc-
turales. No parece que éste sea el caso de Angola, donde gran parte de los problemas de fondo 
apenas se están viendo abordados. De este modo, persisten numerosas fracturas de fondo que 
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contribuyeron al surgimiento de la guerra civil y a su prolongación, y que, en un sentido am-
plio, se pueden ubicar en el campo de la avaricia (apropiación de los recursos) y de los agravios 
(disputas políticas). En síntesis, no se está procediendo a un reparto más equilibrado del poder 
político y económico, que siguen concentrados en unas pocas manos.
En el plano socioeconómico, no se está reconstruyendo el país sobre unas nuevas bases más 
justas y equitativas, sino que se va confi gurando un modelo de desarrollo caracterizado por 
una economía extractiva y una sociedad con grandes y, lo que es peor, crecientes desigualdades. 
Como dice Ferreira (2005: 520), la mayoría de la población apenas se ha constatado un “divi-
dendo de paz”, con una mejora de sus condiciones de vida. El Gobierno no está poniendo sus 
crecientes ingresos al servicio de un desarrollo humano y mínimamente equitativo, al tiempo 
que presta pocos recursos y voluntad política a implementar programas para universalizar los 
servicios básicos, luchar contra la pobreza o recuperar la agricultura familiar. 
En el plano político, el régimen y las elites que lo sustentan se han visto afi anzados por su 
victoria militar, por el peso geopolítico y los recursos que les proporciona el petróleo, y por la 
escasa capacidad de los organismos y donantes internacionales para incidir en sus políticas. De 
este modo, el Estado sigue siendo un patrimonio de determinadas elites, urbanas y ligadas al 
MPLA, que lo utilizan para enriquecerse mediante prácticas depredadoras y corruptas. Ade-
más, no se está llevando a cabo un auténtico proceso de transición democrática, con reformas 
orientadas a preparar unas elecciones libres y en igualdad de condiciones, y a implantar un 
sistema basado en las ideas de ciudadanía y derechos humanos. Aunque existen algunas liber-
tades públicas, el régimen sigue caracterizado por el autoritarismo y la arbitrariedad, así como 
por una combinación de clientelismo, cooptación de los líderes de la UNITA y represión. 
Como vemos, perduran mecanismos y estructuras que generan la exclusión socioeconómi-
ca y política de gran parte de la población. El proceso de rehabilitación no se ha diseñado ni 
se está orientando hacia la construcción de un modelo político y económico integrador, que 
incluya las diferentes sensibilidades étnico-regionales, y que garantice las necesidades básicas 
de la población. 
En estas condiciones, difícilmente puede hablarse de un auténtico proceso de reconciliación 
nacional. Por un lado, la lentitud e insufi ciencia en la extensión de las libertades y la mejora de 
las condiciones socioeconómicas no facilitan la creación de un contrato social entre el Estado y 
los ciudadanos. Por otro, el fi n de la guerra se asentó en la impunidad, sin contemplar medidas 
no ya de castigo, sino simplemente de conocimiento de la verdad, reconocimiento de las atro-
cidades cometidas o de perdón. 
Como conclusión, constatamos que continúan muchos de los problemas estructurales que 
han marcado el sistema socioeconómico y político de Angola tras su independencia, y que se 
derivan de una perversa relación entre la abundancia de sus recursos naturales y el malgobier-
no. Tal continuidad afecta negativamente a la reforma política, el modelo de reconstrucción 
socioeconómica y las posibilidades de reconciliación. Atendemos así a un proceso de rehabi-
litación posbélica defi ciente e insatisfactorio, que no está garantizando una paz sostenible ni 
“positiva”, esto es, superadora de algunas de las causas de fondo del confl icto armado ni de las 
heridas que éste generó. En estas condiciones, en los últimos años parece aumentar en amplios 
sectores sociales el descontento y la frustración respecto al proceso de rehabilitación, en cuan-
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to que no les está permitiendo salir de la exclusión política y socioeconómica. Aunque nadie 
augura hoy en Angola que esto pudiera llevar a un nuevo estallido de la guerra, no se puede 
excluir la posibilidad de que se estén gestando otras formas de confl ictos, armados o no, asocia-
dos a problemas socioeconómicos, o, incluso, étnico-territoriales.
Para conjurar ese riesgo y alcanzar una paz positiva, superadora de la violencia estructural, 
Angola precisa de cambios en el sistema político que democraticen tanto el poder como el ac-
ceso a sus cuantiosos recursos económicos.
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7.  Desposeimiento, ocupación y unilateralismo. 
La dimensión socio-económica del 
 confl icto israelo-palestino
ISAÍAS BARREÑADA 
Algunos confl ictos tienen en sus orígenes fundamentos económicos, pero todos los confl ictos 
armados tienen importantes consecuencias económicas y sociales, especialmente los de muy 
larga duración. El objetivo de este capítulo es poner en evidencia la dimensión socioeconómica 
del confl icto israelo-palestino. Es un confl icto en el que lo económico está presente desde sus 
inicios, pues sus primeras expresiones fueron los enfrentamientos entre colonos sionistas y la 
población autóctona árabe palestina en torno a la posesión y el uso de la tierra. En segundo 
lugar, al tratarse de un confl icto que tiene más de un siglo, el impacto económico ha sido 
profundo. Finalmente, el intento fallido de su resolución ha tenido importantes componentes 
económicos; incluso la crisis del proceso de paz es indisociable del desigual reparto de los divi-
dendos de la paz y de la frustración económica y social de los palestinos.
Este confl icto nació ligado al colonialismo europeo, pero a lo largo del tiempo se ha ido 
transformando y haciendo más complejo. Un hito clave fue la partición del territorio, la crea-
ción de un Estado de esencia colonial y la dispersión de la población autóctona en 1948. Por 
otra parte, no ha podido permanecer inmune a otras tensiones globales —desarrollo de los 
movimientos de liberación nacional, Guerra Fría, guerra contra el terrorismo— y regionales 
—pugnas interestatales en Oriente Medio, confl icto del Golfo—. Sin embargo, a pesar de las 
mutaciones del confl icto, Israel ha mantenido muchas características colonialistas. Sus prácti-
cas tanto militares, de ordenación del territorio y de gestión de la población árabe en Cisjorda-
nia y Gaza, como también los discursos políticos dominantes en casi todo el espectro partidario 
del país, resultan difíciles de interpretar sin tener en cuenta el peso de la ideología colonial. 
Un segundo elemento, ligado al anterior, es que el confl icto ha tenido siempre una dimensión 
económica con consecuencias sociales relevantes. Resulta muy difícil desligar la evolución de 
las relaciones israelo-palestinas o la crisis del proceso de paz, del entramado económico sobre 
las que tienen lugar. El deterioro de las condiciones de vida de la población palestina en los 
últimos quince años y la mala gestión de la Autoridad Palestina son indisociables de la victoria 
electoral de Hamas en 2006 y de la insatisfacción y frustración política.
Por todo ello, merece la pena dar visibilidad a las dimensiones sociales y económicas de este 
confl icto en sus diferentes momentos. Desde sus orígenes, a fi nales del siglo XIX, señalando el en-
frentamiento entre los colonos sionistas y la población autóctona árabe por la tierra y el trabajo, y el 
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desplazamiento de los campesinos sin tierras y su urbanización forzada y proletarización, que fue-
ron el detonante de los primeros enfrentamientos. También la construcción del Estado de Israel, 
a partir de 1948, con la apropiación de los bienes de los refugiados, la expropiación de la minoría 
árabe y la ayuda externa. La ocupación de Cisjordania y Gaza en 1967, con la consiguiente cons-
titución de un mercado cautivo, la utilización de mano de obra árabe, la apropiación de recursos 
naturales y el impacto de la colonización sobre el territorio. Y, fi nalmente, el proceso de paz en los 
años noventa y su crisis, asociados al mantenimiento de la dependencia económica de los enclaves 
palestinos respecto de Israel, el deterioro de las condiciones de vida y la frustración entre los pales-
tinos, el impacto de las medidas unilaterales israelíes y el papel político de la ayuda internacional.
COLONIALISMO Y DESPOSEIMIENTO
Los inicios del confl icto se remontan a fi nales del siglo XIX. En las principales ciudades de las 
provincias árabes del Imperio Otomano se fueron fraguando movimientos nacionalistas que rei-
vindicaban la autodeterminación de la población autóctona, haciendo valer su identidad árabe. 
Al mismo tiempo en Europa, al calor de los movimientos nacionalistas románticos, se articuló un 
singular y minoritario movimiento nacionalista judío, el sionismo, cuya razón de ser respondía 
al doble propósito de protección, tanto de la judeofobia persistente en algunos países, como de la 
imparable asimilación de las comunidades judías en el marco de los Estados liberales. El sionis-
mo propugnaba la creación de una entidad estatal para los judíos dispersos por el mundo que les 
diera seguridad y les permitiera conservar su identidad y desarrollar su cultura. Para llevar a cabo 
su proyecto nacional, en un principio los sionistas barajaron diversos emplazamientos en África y 
América del Sur, pero fi nalmente vieron en Palestina, cuna del judaísmo antiguo, el lugar ideal. 
Desde principios del sig XX, con un claro proyecto político estatal, el sionismo propició la insta-
lación de judíos europeos en Palestina, territorio todavía bajo administración otomana. Durante el 
Mandato Británico (1922-1948), establecido por la Sociedad de Naciones, la inmigración prosiguió 
y la comunidad colona fue alcanzando dimensiones cada vez mayores. Mientras otras provincias 
otomanas, también bajo administración mandataria, fueron alcanzando su independencia, Pales-
tina continuó bajo control británico. El proyecto nacional árabe palestino colisionó abiertamente 
con los colonos cuando se hizo evidente el proyecto estatal judío: con el crecimiento de la comu-
nidad inmigrada —aunque siempre fuera minoritaria—, con la ampliación de sus propiedades 
siguiendo planes de control territorial, con el desarrollo de prácticas excluyentes y discriminato-
rias con fi nes proteccionistas y de cohesión comunitaria, y cuando el yichuv, la comunidad judía en 
Palestina, empezó a establecer instituciones autónomas a modo de protoestado judío. 
El proyecto estatal sionista requería población, territorio e instituciones. En primer lugar 
promovió la llegada de colonos. En sucesivas oleadas, y con el apoyo de entidades y fondos 
privados de colonización, llegaron inmigrantes de muy variado origen: unos convencidos pio-
neros, otros menos motivados por la empresa sionista, pero empujados por la situación en sus 
países de origen. En 50 años la comunidad judía se elevó hasta más del 30% de la población 
palestina. En 1918, sobre una población de 700.000, los colonos judíos eran 56.000, el 8%; en 
1946, sobre 1.850.000, los judíos eran 608.000, el 33%.
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Esta población fue asentada siguiendo planes de colonización del territorio, a través de 
la compra de tierras, en una estrategia de expansión territorial y de organización del espacio 
bajo su control. Desde muy pronto se fi jaron planes para concentrar las compras de tierras sin 
población árabe en un mismo distrito y asegurar en ellas una mayoría demográfi ca, condición 
ineludible para “convertir la tierra en territorio”115. A este proceso de compra y poblamiento se 
le llamó, en lenguaje político religioso, “redimir la tierra”. Los resultados en materia de adqui-
sición de tierras fueron importantes aunque más modestos que los demográfi cos; en 1948 sólo 
el 12% de la tierra era de propiedad judía y en su mayor parte (90%) había sido vendida por 
terratenientes árabes absentistas. En otros casos, las compras se complementaron con la apro-
piación de facto de tierras comunales, y más tarde, en los años cuarenta, de tierras públicas.
Junto a la adquisición de tierras, la comunidad colona desarrolló prácticas proteccionistas 
que debían hacer económicamente viable la empresa y que facilitaran la cohesión comuni-
taria. Así tomó forma la “judaización del comercio y del trabajo”; es decir, la extensión de 
la preferencia judía. En lo laboral suponía el empleo preferente de inmigrantes judíos, con 
el consiguiente desplazamiento de los trabajadores árabes (Izquierdo, 2006). En las primeras 
décadas, la fuerza de trabajo judía era escasa —situación que cambiaría a partir de mediados 
de los años treinta— y cara, mientras que la mano de obra árabe —procedente de las zonas 
rurales y recientemente proletarizada— era numerosa y barata. Por ello, con el objeto de evitar 
la competencia del trabajo árabe barato, se promovió la separación y se creó un mercado de tra-
bajo dividido (split labor market), asimilable a un régimen de apartheid económico. El “trabajo 
hebreo” suponía la contratación preferente de judíos en las industrias judías en las ciudades. 
Estas prácticas excluyentes y discriminatorias, que afectaban a grandes masas de árabes pales-
tinos pobres y las radicalizaban políticamente, se agudizaron tras la revuelta de 1929. La “ju-
daización del trabajo” fue una pieza clave de la colonización y contribuyó de manera singular 
a crear las bases económicas del Estado judío.
Otro de los principales logros sionistas fue la preparación de condiciones organizativas para 
la creación del Estado judío, el encuadramiento de los inmigrantes. La Agencia Judía, creada 
en 1929, tenía por objeto no sólo alentar la inmigración e integrar a los recién llegados, sino 
organizar la comunidad judía a través de instituciones de autogobierno. En suma, a lo largo 
de cuatro décadas, al amparo primero de las autoridades otomanas y luego de las británicas, 
los sionistas adquirieron tierras, crearon colonias e instalaron en ellas a una población signi-
fi cativa; se desarrollaron instituciones, estructuras de autodefensa, organizaciones políticas y 
sindicales, un verdadero embrión de gobierno; se promovió el hebreo moderno como nueva 
lengua nacional y se fraguó una narrativa colectiva legitimadora —la reunifi cación del pueblo 
disperso, la empresa colonizadora, la modernización, etc…— que fortalecía la nueva concien-
cia e identidad nacional.
Las razones económicas —desposeimiento, competencia y exclusión— estuvieron, por 
lo tanto, en el origen de los primeros enfrentamientos entre colonos sionistas judíos y árabes 
115.  La adquisición de tierras por parte de las organizaciones sionistas se vio facilitada por la situación exis-
tente: varias modalidades de propiedad y uso colectivo de la tierra, una tardía e incompleta legalización (re-
gistro) de la propiedad, y el acaparamiento de la tierra por terratenientes absentistas, que pronto estuvieron 
dispuestos a venderla. 
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autóctonos. Luego, cuando se hizo evidente el proyecto político sionista, los enfrentamien-
tos tomaron otro cariz y fue creciendo la espiral de violencia —entre 1936 y 1939 se produ-
jeron importantes revueltas árabes—, lo que llevó a los ocupantes británicos a considerar la 
posibilidad de dividir el territorio. Tras la II Guerra Mundial y ante la inminente retirada 
británica, la recién creada Organización de las Naciones Unidas mediante la Resolución 
181 de la Asamblea General, 29 de noviembre de 1947, propuso formalmente la partición 
del territorio y la creación de dos Estados, uno árabe palestino con mayoría de población 
árabe, y otro con mayoría judía. La propuesta fue rechazada por los árabes, pues a sus ojos 
legalizaba la empresa colonial sionista y arrebataba a los árabes palestinos una parte impor-
tante de su territorio.
Entre las diversas interpretaciones del confl icto árabe-israelí, una de las más recurrentes 
ha sido la caracterización del sionismo como una forma de colonialismo, es decir una relación 
de dominación que supone la ocupación de territorios extranjeros, la subordinación de la 
población local y la separación entre el grupo dominante y la población dominada. General-
mente el colonialismo es la empresa de un Estado que tiene fi nes de explotación o de implan-
tación de población, sin embargo el sionismo no fue la empresa colonial de un Estado sino la 
acción privada de un movimiento nacionalista europeo que aprovechó la expansión colonial 
de las potencias de Europa. El movimiento nacional judío se identifi có con el colonialismo, 
buscó muy pronto la protección de las potencias occidentales y actuó a su vez como un Estado 
colonial.
En la historiografía del confl icto se han dado tres grandes interpretaciones del sionismo 
que de alguna forma tienen en cuenta el colonialismo. Tradicionalmente el sionismo se ha 
presentado como un movimiento de liberación nacional —frente a los británicos en Palesti-
na—, y de esta forma la izquierda sionista ha sostenido que el confl icto israelo-palestino ha 
sido un enfrentamiento entre dos movimientos nacionales por un mismo territorio, igualan-
do las partes y equiparando la legitimidad de sus reivindicaciones116. Una segunda interpre-
tación subraya el apoyo del colonialismo británico al sionismo, movimiento con mentalidad 
colonial (Pappe, 2007). De hecho, el sionismo desarrolló prácticas propias del colonialismo 
—separación de la población, control territorial—, y no tuvo problema en califi car de co-
lonial a su empresa117. Otra corriente considera el sionismo político en Palestina como una 
expresión y modalidad del colonialismo, ligado al imperialismo europeo (Rodinson, 1973; 
Stevens, 1971; Shafi r, 1989; Shalev, 1992). Estas dos últimas interpretaciones han sido asu-
midas por la nueva historiografía israelí que subraya el enfrentamiento entre colonos y la 
población autóctona, y explica cómo la sociedad colona terminó entrando en competencia 
con los británicos (Kimmerling, 1983; Shafi r, 1996). 
116.  El historiador Zeev Sternhell, admitiendo que la empresa sionista fue de carácter colonial, subraya su 
legitimidad o necesidad histórica, dada la persecución de los judíos en Europa. Este argumento le lleva a 
sostener que esa necesidad cesó en el momento en que se estableció el Estado de Israel y ya no puede ser 
invocada con legitimidad para la ocupación posterior. Por su parte, Shafi r ha estudiado cómo la empresa sio-
nista ha seguido diversos modelos colonialistas, trazando una continuidad entre los primeros asentamientos 
en el siglo XIX y las prácticas de colonización en Cisjordania y Gaza después de 1967.
117.  El vocabulario sionista en Palestina incluía términos como yichuv —colonia, para denominar a la comuni-
dad judía inmigrada—, hityashvut —colonización—, tnuat hahityashvut —movimiento colonial.
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La propuesta de partición del territorio por parte de Naciones Unidas, en noviembre de 
1947, y la declaración unilateral del Estado de Israel, en mayo de 1948, provocaron el esta-
llido de la primera guerra árabe-israelí. La breve contienda (mayo de 1948 - abril de 1949) 
tuvo varios resultados trascendentales para el proyecto sionista: Israel se impuso como una 
realidad estatal en la región; amplió el territorio bajo su control más allá del asignado por la 
ONU y se operó un casi total vaciamiento de población autóctona con el gran éxodo de cen-
tenares de miles de palestinos. Todo ello contribuyó a reforzar lo que se venía construyendo 
hacía cinco décadas.
A partir de 1949 el confl icto adquiere cuatro dimensiones, que desarrollan dinámicas 
diferenciadas, pero interrelacionadas y que se infl uyen mutuamente. Por un lado, se es-
tablece el Estado de Israel, que es reconocido por la comunidad internacional y que toma 
una dinámica de construcción estatal nacional. Por otro, los palestinos viven una fractura 
trascendental. Una parte importante de la población árabe autóctona palestina se ve despla-
zada de sus lugares de origen: son los refugiados. Una pequeña porción de población árabe 
permanece en sus comunidades, pero éstas son integradas en Israel: se trata de los palestinos 
israelíes. Finalmente, otra parte permanece en los territorios que siguen bajo control árabe: 
los palestinos de Cisjordania y Gaza. 
ESTADO COLONIAL Y COLONIALISMO INTERIOR
A partir de 1949, Israel se consolida progresivamente como Estado. Afi rma su control sobre 
el 78% de la Palestina histórica, a pesar de la provisionalidad de sus fronteras —líneas de cese 
del fuego— y del acoso exterior, y organiza el territorio en función de sus prioridades de se-
guridad y desarrollo. Al mismo tiempo incrementa su población promoviendo la inmigración 
judía. Entre 1948 y 1960 entraron en Israel 970.000 inmigrantes, y en los tres primeros años se 
duplicó la población. Este fl ujo no ha cesado a lo largo de seis décadas. Sólo en los años noventa 
llegó un millón de inmigrantes de la ex Unión Soviética. A principios de 2011, Israel cuenta 
con una población de 7,4 millones, de los cuales 5,8 millones de judíos lo que supone cerca del 
43% de la población judía mundial. La inmigración ha generado una sociedad muy heterogé-
nea, atravesada por múltiples fracturas, la principal es la que existe entre judíos —inmigrados 
o descendientes de inmigrados— y árabes autóctonos.
Israel adopta un sistema político democrático liberal y pluralista, en el que los laboristas 
tendrán hegemonía durante largo tiempo (1949-1977), seguido de una etapa conservadora na-
cionalista (1977-1992) y con un período posterior de alternancia. Como nueva entidad estatal 
muy pronto obtiene reconocimientos y establece relaciones diplomáticas con un número sig-
nifi cativo de países; en 1949 ingresa en Naciones Unidas. El estado de guerra permanente y 
el acoso exterior, así como los enfrentamientos bélicos con sus vecinos (1956, 1967, 1973, 1982, 
2006), han hecho que la defensa y la seguridad constituyan elementos claves de la política y de 
la identidad del país. 
Israel ha sido presentado como un ejemplo de desarrollo rápido y exitoso hasta con-
vertirse en el país desarrollado que es en la actualidad. Tiene una renta per cápita alta 
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—en torno a los 29.000 dólares en 2010— y se sitúa en el puesto 17 sobre 185 en el ranking 
del Índice de Desarrollo Humano (2011). Si las primeras décadas estuvieron marcadas 
por un sistema de corte socializante —la epopeya pionera en los cincuenta, seguida de la 
expansión económica en los sesenta—; hoy se trata de una economía abierta basada en los 
servicios y la alta tecnología. La economía israelí en la actualidad está muy globalizada y 
tiene una posición fuerte en el mundo, plenamente inserta en comercio internacional —se 
encuentra entre los primeros países con mayores tasas de import/export per cápita—, si-
tuándose entre los primeros exportadores del mundo de productos con alto valor añadido, 
como los diamantes pulidos, la informática, la tecnología y el armamento. Tiene acuerdos 
de libre comercio con la Unión Europea (desde 1975) y EE. UU. (1985), y acceso a sus 
programas tecnológicos.
Sin embargo, merece la pena señalar que dos elementos han sido claves en la cons-
trucción del Estado de Israel y su desarrollo económico: la ayuda externa y la apropiación 
de bienes palestinos. El Estado de Israel es un caso único en el que la ayuda externa ha 
sido fundamental, por sus dimensiones, tanto en su establecimiento como en su desarro-
llo. Su rápido progreso se debe, en gran medida, a la ingente ayuda exterior, privada y 
pública, recibida desde su creación. Junto a las transferencias privadas procedentes de 
las comunidades judías hay que señalar el continuado respaldo de diversos países, hasta 
la actualidad. Las ayudas europeas, y luego las millonarias reparaciones alemanas por el 
Holocausto —estimadas en más de 25.000 millones de euros—, suponen un primer aporte 
considerable de recursos. Sin duda alguna destaca el papel de Estados Unidos, país del 
que Israel ha sido el principal receptor de ayuda entre 1976 y 2004. Entre 1949 y 2010 
recibió de Washington una ayuda acumulada estimada en más de 109.000 millones de dó-
lares; dos tercios de la cual es ayuda directa militar de diferente tipo. En los últimos años, 
la ayuda directa de carácter civil —financiera, ligada a la compra de productos estadouni-
denses, apoyo a migrantes, garantías de créditos…— se ha reducido considerablemente 
en favor de la ayuda militar. En 2010 Israel recibió 2.800 millones en ayuda esencialmente 
militar (Sharp, 2010).
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Cuadro 1. Ayuda de EE. UU. a Israel
Fuente: Sharp, 2010.
Un segundo elemento, menos conocido, ha sido la apropiación de bienes palestinos. En 
primer lugar de los desplazados y refugiados, tras la limpieza étnica (al-nakba, la catástro-
fe) practicada durante la guerra de 1948-49. Luego vino la apropiación de la mayor parte 
de las tierras de los palestinos que permanecieron en Israel.
Entre 1948 y 1949 se produjo el éxodo masivo de palestinos desde los territorios que 
pasarían a ser israelíes hacia Cisjordania y Gaza y hacia los países árabes vecinos (Líba-
no, Siria, Jordania). Se estima que hubo más de 800.000 desplazados. A raíz de aquella 
guerra, más de 300 pueblos árabes fueron destruidos o reocupados. El Estado israelí se 
apropió de los bienes “abandonados” de los refugiados —miles de hectáreas de tierras, 
casas y bienes muebles— mediante la Ley sobre la Propiedad de los Ausentes (1950). Más 
tarde, el Custodio de los Bienes de los Ausentes los cedió a instituciones y a privados is-
raelíes. Según la Resolución 194 de la Asamblea General de las Naciones Unidas (1948), 
los refugiados no sólo tienen el derecho a retornar a sus comunidades de origen, sino 
también a ser compensados por sus bienes perdidos. Israel se ha negado al retorno y a las 
compensaciones.
DESPOSEIMIENTO, OCUPACIÓN Y UNILATERALISMO...   207
C de la paz.indd   207 30/03/2012   10:34:23
208  CONSTRUCCIÓN DE LA PAZ, SEGURIDAD Y DESARROLLO...
Los refugiados palestinos
La guerra de 1948-49 provocó el primer desplazamiento masivo de palestinos. En 1950 la 
Agencia de Naciones Unidas para los refugiados palestinos (UNRWA, creada en 1950)118 
censaba 914.000. A principios de 2011 la UNRWA tenía registrados 4,96 millones de 
refugiados y constituyen el grupo de refugiados más numeroso a escala mundial. Ges-
tionaba 58 campos donde vive el 30,5% de esta población y les sigue prestando algunos 
servicios (educación, salud y asistencia de emergencia). Las mayores concentraciones de 
refugiados están en Jordania (40%) y Cisjordania y Gaza (41%). Su número crece al 4,2% 
anual y en los últimos veinte años (1991-2011) su cifra se ha multiplicado por dos.
Dispersos por varios países, viven situaciones jurídicas diferentes. En algunos países tie-
nen altos niveles de integración (Jordania, Siria), en otros viven situaciones de segrega-
ción-exclusión (Líbano). Muchos tienen problemas de empleo y de vivienda. 
Los refugiados del exterior fueron la base sobre la que se organizó el movimiento na-
cional palestino, la Organización para la Liberación de Palestina (OLP), sobre la que se 
recompuso el sentimiento de identidad nacional palestina y se organizó un Estado en el 
exilio que logró reconocimiento y apoyo internacional. La OLP combinó el encuadra-
miento de la población palestina refugiada, la acción diplomática y la lucha armada para 
liberar el territorio ocupado. De manera progresiva, esta organización fue aceptando la 
fórmula de la partición territorial, pero exigiendo la materialización de los derechos na-
cionales palestinos: libre determinación, derecho a disponer de un Estado y retorno de los 
refugiados. Con el proceso de paz, a partir de 1993, la OLP se mutó en ANP, y redujo al 
mínimo la dirección política y las estructuras de encuadramiento de la población refugia-
da que se ha sentido abandonada. 
El desposeimiento de los palestinos con ciudadanía israelí contribuyó, asimismo, a la 
construcción del Estado israelí. A raíz de la guerra de 1948-49, de los desplazamientos for-
zados y del régimen de excepción militar al que fueron sometidos hasta 1966, muchos de 
sus bienes muebles y tierras fueron apropiados por Israel. Las expropiaciones de tierras han 
proseguido hasta hoy. Desde 1948 los árabes han perdido la mayor parte de sus tierras; en 
la actualidad sólo son propietarios del 3,5% y no pueden alquilar o comprar el 80% de la 
tierra del país por estar en manos de instituciones nacionales semiprivadas (Mossawa Cen-
ter, 2005). A esto se suma la disponibilidad de esta población como mano de obra barata y 
fl exible. Todo ello ha supuesto un importante aporte, nunca cuantifi cado, a la construcción 
y consolidación de Israel. 
118.  véase http://www.un.org/unrwa/.
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Los palestinos con ciudadanía israelí
Una dimensión de la cuestión palestina a la que se le presta poca atención es sin lugar 
a dudas la de los palestinos en Israel, también denominados árabes israelíes, palestinos 
israelíes o palestinos del 48. En 1949, unos 150.000 palestinos permanecieron en lo que 
sería el Estado de Israel y se les adjudicó la ciudadanía israelí. Aunque formalmente se les 
aseguraba el respeto a su lengua y religión, siempre fueron considerados un cuerpo extraño 
y sospechoso de constituir una quinta columna, siendo sometidos a un estrecho control 
(vigilancia, aislamiento y recorte de derechos), y a políticas de cooptación de notables 
y de fragmentación tribal para evitar su organización autónoma. Entre 1949 y 1966 
vivieron bajo un régimen de excepción (gobierno militar) que facilitó su concentración 
y segregación espacial, las confi scaciones de tierras y su sujeción política. La pérdida de 
sus tierras forzó una rápida proletarización en la economía judía; las restricciones han 
impedido hasta hoy el desarrollo de un sector económico árabe.
La minoría árabe —1,28 millones a principios de 2011— supone casi una quinta parte 
de la población israelí. Si bien su situación socio-económica es mucho mejor que la de 
los demás palestinos, los árabes tienen los peores indicadores económicos y sociales en 
Israel: mayor desempleo —entre 1,5 y 2 veces la media nacional; 36 de las 40 localidades 
con mayores tasas de desempleo son árabes—, renta inferior —su salario medio es entre 
30 y 35% más bajo que el de la población judía—, baja presencia en la función pública 
y discriminación presupuestaria de sus localidades. Además, cuenta con los peores 
indicadores de salud, educación y vivienda y los mayores niveles de pobreza —el número 
de familias árabes por debajo de la línea de la pobreza duplica al de las familias judías— 
(Mossawa, 2008). Entre los grupos más vulnerables se encuentra la población beduina. 
Sesenta años después de la creación del Estado de Israel, más de un centenar de pueblos y 
aldeas árabes —en el centro, norte, y Negev—, en los que viven casi 100.000 personas, no 
están legalmente reconocidos, no fi guran en los mapas y no reciben servicios públicos.
Ciudadanos de segunda, esta población que se ve a sí misma como autóctona del país, está 
crecientemente politizada desde los años setenta y demanda el fi n de la discriminación. 
El tratamiento dado a la minoría árabe no deja de ser una modalidad de colonialismo 
aplicado a una parte de la población del nuevo Estado. Los palestinos israelíes son el 
resto de la población autóctona que permaneció en el Estado creado por el movimiento 
colonialista. La discriminación y el control de la minoría suponen una extensión del 
colonialismo a las relaciones interétnicas en el interior de Israel.
MÁS DE CUATRO DÉCADAS DE OCUPACIÓN DE CISJORDANIA Y GAZA
Otra consecuencia de la primera guerra árabe-israelí fue la no materialización de un Estado 
árabe palestino tal como estableció Naciones Unidas. Cisjordania fue anexada a Jordania y 
Gaza pasó bajo el control de Egipto. Esto supuso la separación e incomunicación entre los dos 
territorios, lo que dio pie a dinámicas sociales distintas, ahondando en su diferenciación. Me-
nos de dos décadas más tarde, en junio de 1967, el Ejército de Israel invadió el resto del territo-
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rio de la Palestina histórica (Cisjordania, la franja de Gaza y Jerusalén-Este). La derrota árabe 
y la ocupación israelí fueron una segunda catástrofe para los palestinos. La actuación israelí 
provocó una vasta condena internacional y en noviembre de ese año, el Consejo de Seguridad 
de la Naciones Unidas aprobó la Resolución 242 que exigía a Israel la retirada de los territorios 
ocupados por la fuerza. 
La ocupación israelí dio lugar a un nuevo éxodo de la población palestina y al inicio de la 
política de construcción de asentamientos de la población judía en los Territorios Palestinos 
ocupados (TPO). Dada la condena internacional y la importante población palestina residente, 
Israel no anexó estos territorios, excepción hecha de Jerusalén y su entorno, y los mantuvo en 
un régimen al que denominó “de administración”. Según el derecho internacional, a lo largo 
de cuatro décadas, Cisjordania y la franja de Gaza han estado bajo ocupación militar israelí. 
Este régimen ha supuesto un estado de excepción permanente, legislando mediante ordenes 
militares, la persecución de los nacionalistas palestinos, la apropiación de sus recursos natura-
les, la gradual expropiación de tierras para la instalación de colonos judíos y bases militares, la 
anexión unilateral y la progresiva judaización de la parte oriental de Jerusalén —donde se ha 
pretendido poner fi n a la mayoría demográfi ca árabe— y, en fi n, la total subordinación de la 
economía palestina a la israelí. 
Naciones Unidas reitera periódicamente que a los TPO en 1967, incluido Jerusalén, 
les es aplicable la Convención de Ginebra relativa a la Protección de Civiles en Tiempo 
de Guerra (12 de agosto de 1949), y demanda a Israel, a quien considera poder ocupante, 
el fin de la ocupación y el respeto de los derechos humanos y del derecho internacional 
humanitario. 
Si bien la situación política y militar de Cisjordania y Gaza es conocida dada su continua 
presencia en los medios de comunicación, merece la pena detenerse en la dimensión socioeco-
nómica de la ocupación.
     1)  La población palestina en las zonas ocupadas. A pesar de una continua emigración, volun-
taria o forzada, la población de los TPO no ha cesado de incrementarse. Según fuen-
tes palestinas (PCBS, 2010) en 2009 se estimaba en casi 4 millones: 2.448.000 (63%) en 
Cisjordania y 1.490.000 (37%) en Gaza, con una tasa de crecimiento del 3,3%119. En 
Gaza la densidad demográfi ca alcanza las 4.073 personas por kilómetro cuadrado. 
En general se trata de una población muy joven —45% es menor de 15 años—, con una 
tasa de fecundidad muy alta —4,09 hijos por mujer en 2009—, suponiendo una singular 
excepción a los procesos de transición demográfi ca que se viven en toda la región. Las 
limitaciones naturales y económicas de los TPO han obligado a esta población a buscar 
sus ingresos en el exterior, sea en Israel o en los países vecinos. Esta dinámica demográ-
fi ca ha supuesto para Israel la agravación del dilema de la gestión de esta población y ha 
alimentado el discurso de la amenaza demográfi ca palestina.
119.  El conjunto de la población palestina se estimaba en 10.740.000 personas en 2009, repartida entre Cisjor-
dania y Gaza (4.000.000, un 37%), Israel (1.280.000, un 11%), países árabes (4.960.000, un 46%) y otros países no 
árabes (610.000, un 6%) (PCBS, 2010).
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     2)  El impacto de los asentamientos. La ocupación ha conllevado el continuo desposeimiento de 
tierras, cultivables o yermas, por razones de seguridad y para instalar colonias. Los asenta-
mientos israelíes en los TPO suponen una violación del artículo 49 de la Cuarta Conven-
ción de Ginebra que prohíbe la implantación de población en los territorios ocupados, y 
por lo tanto, todos son ilegales. El establecimiento de colonias se inició en 1968 y se aceleró 
en la década de los ochenta con los gobiernos conservadores; su crecimiento no se detuvo 
durante el proceso de paz. Las colonias son localidades judías, de nueva creación, ubicadas 
en los territorios ocupados, tanto en zona rural como urbana. Unas son residenciales y 
otras tienen actividad productiva; unas tienen un objetivo de seguridad, otras, de control 
territorial y están las que responden a razones simbólicas, como la reocupación judía de un 
emplazamiento judío de la antigüedad. Todo asentamiento supone la expropiación de tie-
rras, la construcción de infraestructuras de acceso y servicios, y el despliegue de medios de 
seguridad. Los hay de muy diversos tamaños; algunos son barrios integrados en Jerusalén 
Este o enclaves en ciudades árabes como Hebrón. Hubo asentamientos en el Sinaí hasta 
principios de los ochenta y también existen en el Golán sirio. Los asentamientos han sido 
construidos con fondos públicos y privados; sus habitantes disfrutan de créditos blandos y 
de exoneraciones fi scales, por lo que son atractivos para una parte de la población israelí.
     3)  La reordenación del territorio en función de los intereses del ocupante. La ocupación militar, 
la construcción de colonias y sus infraestructuras y la presencia de colonos ha supuesto 
una alteración brutal del paisaje y ha limitado las posibilidades de movilidad de la po-
blación árabe. Se han declarado zonas de uso y acceso limitado o prohibido, como en 
las cercanías de las fronteras y las zonas de seguridad. Otras áreas se han destinado a 
infraestructuras para las colonias. 
     4)  La apropiación de los recursos naturales. La ocupación y la colonización han posibilitado 
la apropiación por parte del ocupante de los escasos recursos naturales disponibles. Es el 
caso de las tierras de cultivo, en ciertas áreas como el valle del Jordán, ahí las expropiacio-
nes han tenido un impacto directo en la economía local eminentemente rural; asimismo 
la declaración de zonas de acceso limitado por razones de seguridad, ha privado a las 
poblaciones beduinas ganaderas de sus áreas de pasto tradicionales. Otro caso muy ilus-
trativo es el del agua, un recurso escaso y estratégico en esta región. Con la ocupación, 
Israel se hizo con el control del 80% de los recursos hídricos de los TPO. Desde 1967, me-
diante órdenes militares emitidas por las autoridades de ocupación, Israel ha restringido 
la explotación de las aguas subterráneas, ha congelado la cuota palestina de agua desti-
nada al regadío y se ha ido apropiando de una parte importante del agua disponible en 
Cisjordania y el Valle del Jordán, pero también del Golán y del sur de Líbano. Para ello 
ha clausurado pozos tradicionales, ha realizado perforaciones profundas y desvíos y ha 
impuesto restricciones de uso a los palestinos y políticas de precios diferenciadas. La res-
tricción del consumo palestino tiene por objeto proteger el consumo israelí del acuífero 
occidental. Los israelíes consumen cuatro veces más de agua por habitante y año (400-450 
metros cúbicos) que los palestinos (120 metros cúbicos), y los colonos, más de siete veces.
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     5)  La ocupación económica y la creación de un esquema de dependencia. En el momento de 
la ocupación la economía palestina se basada en gran medida en la agricultura, con una 
muy reducida industria local y algunas actividades de servicios como el turismo, en 
suma era de dimensión modesta y bastante vulnerable. La ocupación y el control israelí 
de las fronteras supusieron una rearticulación de la economía y el dominio del mercado 
palestino. Desde 1967 los productos israelíes inundan los TPO a los que han convertido 
en mercado cautivo. Asimismo el control israelí de las aduanas y los aranceles permiten 
el control de las relaciones comerciales con el exterior: limitación a las importaciones 
directas y exportaciones vía Israel con etiquetado propio.
 Una dimensión clave de la ocupación económica se desarrolló en el campo laboral. Jun-
to al trabajo en los TPO (familiar, en pequeñas empresas, en la administración o en 
la economía informal), muy pronto Israel empezó a utilizar mano de obra árabe en 
una modalidad muy particular de trabajo transfronterizo diario. Se trataba del empleo 
temporal, que estaba mejor remunerado que el empleo en las localidades árabes en sec-
tores que requerían mano de obra barata (agricultura, construcción). En 1990, 135.000 
trabajadores palestinos cruzaban diariamente la Línea Verde, sus ingresos suponían 
entre el 25 y 30% del PIB palestino a fi nales de los ochenta (50% en Gaza). El trabajo en 
Israel era un aporte clave en los ingresos familiares, que se sumaba a las remesas de los 
emigrantes en Irak y en los países del Golfo.
LA DIMENSIÓN SOCIOECONÓMICA DEL PROCESO DE PAZ (1993-2000). 
SEPARACIÓN Y POLÍTICA DE HECHOS CONSUMADOS
El inesperado levantamiento popular (Intifada), en diciembre de 1987, puso en evidencia el 
rechazo a la ocupación. La multiforme resistencia civil palestina tuvo un enorme impacto po-
lítico y simbólico que trascendió las fronteras y supuso una llamada de atención a la sociedad 
israelí y a la comunidad internacional. Por otra parte, la decisión tomada por el Consejo Na-
cional Palestino (CNP, especie de Parlamento creado por la OLP en el exilio), en noviembre 
de 1988 en Argel, por la que se aceptaba una solución fundada en la coexistencia de los dos 
Estados, mostró la disposición palestina a encontrar un acuerdo político. Con esta decisión his-
tórica, la OLP reconocía a Israel en el 78% del territorio de la Palestina histórica y limitaba su 
proyecto de Estado palestino a Cisjordania y la franja de Gaza, incluido Jerusalén-Este, sobre 
el restante 22%.
La decisión del CNP, junto a otros factores regionales e internacionales como el fi n de la 
Guerra Fría y la primera guerra del Golfo, abrieron la vía a la Conferencia Internacional para 
la Paz en Oriente Medio, celebrada en Madrid a fi nales de 1991, y a las conversaciones bilate-
rales y multilaterales entre delegaciones israelíes, palestinas y árabes, encaminadas a resolver 
diferencias y establecer acuerdos de paz. Habían pasado 43 años desde la creación de Israel y 
24 años desde la ocupación. En el plano palestino, la Conferencia de Madrid dio pie, tras la 
llegada de los laboristas al Gobierno en junio de 1992, a conversaciones directas con la OLP y 
la puesta en marcha de lo que se conoció como el “Proceso de Oslo” a fi nales de 1993. La rú-
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brica de la Declaración de Principios en Washington, con el presidente Clinton de anfi trión, se 
presentó como el inicio de un esperanzador proceso encaminado a alcanzar la paz en la región. 
Parecía que israelíes y palestinos iban a poner fi n a décadas de enfrentamientos. El optimismo 
cundió entre la comunidad internacional. 
El llamado proceso de paz israelo-palestino consistió en un esquema de negociaciones bi-
laterales y que se basaba en el principio de “paz por territorios”. Israel aceptaba retroceder en 
su ocupación militar a cambio de ir defi niendo con los palestinos una formula política que per-
mitiera el autogobierno de éstos. Según lo negociado, a partir de fi nales de 1993 se operó una 
retirada gradual de ciertas áreas de Cisjordania y Gaza. En 1994 se estableció una Autoridad 
Palestina —a la que los palestinos añadieron el califi cativo de “nacional”—, una administra-
ción provisional con algunos rasgos estatales —instituciones, procedimientos de legitimación 
democrática, acción y reconocimiento exterior, cuerpos de seguridad…— y con competencias 
limitadas, en lo que suponía la primera experiencia de pre-estado palestino y de cuasi-ciudada-
nía palestina. Israel mantendría presencia militar y el control del territorio y de las fronteras. 
Un segundo principio del proceso de Oslo fue la gradualidad. A lo largo del período interino, 
que habría de durar cinco años, se negociarían varios acuerdos parciales, pero se posponía la 
discusión de los temas más sensibles —futuro de Jerusalén y de las colonias, estatuto defi nitivo 
de la entidad palestina, refugiados— hasta el fi nal. Esta gradualidad debía permitir la creación de 
confi anza mutua que facilitara encontrar puntos de acuerdo.
Si bien hubo repliegue militar israelí de ciertos territorios, varios acuerdos parciales y la 
ANP empezó a funcionar como una entidad casi estatal, el proceso de Oslo fracasó. Tras cinco 
años de negociaciones, los resultados resultaron ser claramente insatisfactorios para los palesti-
nos: autonomía limitada a unos pocos enclaves, deterioro de la condiciones de vida, continua-
ción de la colonización y de la violencia. A pesar de que los negociadores israelíes proclamaron 
haber llegado muy lejos en las concesiones hechas a los palestinos, los acuerdos alcanzados y 
su escasa implementación nunca garantizaron las condiciones mínimas para la creación de un 
Estado palestino viable, ni satisfi cieron los derechos palestinos sobre Jerusalén, ni ofrecieron 
una respuesta adecuada a la tragedia de los refugiados palestinos (Álvarez-Ossorio, 2003; Ál-
varez-Ossorio e Izquierdo, 2004).
Al concluir el período interino en 1999, los palestinos sólo llegaron a controlar, y de ma-
nera parcial e intermitente, el 40% de Cisjordania (17% con autonomía avanzada) y el 70% 
de la franja de Gaza (50% con autonomía avanzada), donde, sin embargo, se concentraba el 
90% de la población. También resultó el fraccionamiento del territorio y la desconexión entre 
Cisjordania y Gaza. Durante el proceso de paz siguieron las incursiones del Ejército israelí, 
no cesó la confi scación de tierras para la implantación de colonias judías, se duplicó el número 
de colonos y se intensifi có la ocupación. A esto ha de añadirse el colapso de la actividad eco-
nómica, devastada por los cierres militares impuestos por Israel, con sus secuelas de aumento 
del desempleo, del deterioro de las condiciones de vida y la pobreza. Todo ello con una acen-
tuación de la dependencia económica, tanto de Israel como de la ayuda internacional. Una 
gran parte de la frustración palestina respecto al proceso de paz y pérdida de confi anza en las 
negociaciones y en su propia dirección política tuvo que ver con la situación socio-económica 
provocada por los acuerdos.
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Este fracaso se debió menos a la interferencia de radicales de ambos bandos como a la com-
binación de diferentes razones estructurales que fundamentaban el esquema negociador y que 
aquí sólo se pueden apuntar someramente: la asimetría y el desequilibrio entre las partes nego-
ciadoras, el gradualismo —posibilitando los incumplimientos en función de política interna de 
Israel—, la no defi nición de objetivos fi nales claros y explícitos aceptados por ambas partes, la 
intervención parcial de actores externos y la carencia de mecanismos de salvaguardia. Pronto 
se hizo evidente que los objetivos de las partes eran incompatibles; para Israel el proceso debía 
permitir conservar lo logrado en veinticinco años de ocupación y legalizar sus actuaciones; para 
la OLP debía servir para poder realizar a medio plazo su proyecto nacional y dar una solución 
a los refugiados. Otra contradicción patente y sin embargo obviada fue pretender hacer la paz 
mientras se establecía un orden de separación cada vez más radical entre israelíes y palestinos. 
Con el simplifi cador eslogan “paz por territorios”, la comunidad internacional aceptó un 
proceso de paz sui generis, no para solucionar el confl icto acorde con el derecho internacional, 
sino para desactivar a toda costa el enfrentamiento y lograr un acuerdo mediante una fórmula 
alcanzable con concesiones por ambas partes. A Israel se le pidió que cumpliera parcialmente 
el derecho internacional retirándose de los TPO; a los palestinos, que renunciaran al derecho 
internacional y abandonaran su demanda de retorno de los refugiados. Finalmente, Oslo re-
sultó ser una fórmula parcial que abordó de modo defi ciente la problemática de Cisjordania y 
Gaza, que pospuso la cuestión de los refugiados y que no abordó el apartheid de los palestinos 
con la ciudadanía israelí. 
Para Israel, el proceso de paz respondía a la necesidad acuciante de normalizar sus relacio-
nes en la región, lo que pasaba por desactivar el confl icto con los palestinos. La paz debía per-
mitir una reorganización regional, basada en los principios de liberalización y estabilidad (paz 
para negocios), en la que Israel debería desempeñar una nueva forma de dominio y control con 
otros medios. Israel fue el principal benefi ciario de los “dividendos de la paz”, no tanto por el 
desvío de los recursos militares a nuevos fi nes o la modifi cación de las relaciones con su entorno 
inmediato, sino por su apertura y acceso a nuevos mercados estratégicos, esencialmente asiáti-
cos, cuyos vínculos previos habían estado condicionados por el boicot árabe. 
El acuerdo de paz con Jordania (1994) posibilitó una gradual deslocalización de empresas 
y el establecimiento de proyectos conjuntos dirigidos al mercado estadounidense (Qualifi ed 
Industrial Zones); proceso que se extendería a Egipto en 2004. Israel aprovechó esta nueva si-
tuación para absorber un aporte migratorio considerable y altamente cualifi cado (la ola de 
inmigrantes rusos) y para llevar a cabo una liberalización interna y una plena inserción en la 
economía globalizada, desempeñando un papel clave en la industria de las nuevas tecnologías y 
las fi nanzas globales. Entre 1995 y 2000, Israel vivió un crecimiento considerable —entre 5,9% 
y 6,4% en 2000—, que repercutió en un aumento de la renta y del nivel de vida, aunque, al ser 
simultáneo con un debilitamiento del sistema de bienestar, también generó tensiones y nuevos 
fenómenos sociales.
La “paz con separación” provocó una modifi cación sustancial del mercado de trabajo israe-
lí, sustituyendo, desde mediados de los noventa, el empleo palestino en Israel por trabajado-
res inmigrantes asiáticos y de Europa Oriental en la construcción, la agricultura y el servicio 
doméstico. La presión de los empleadores provocó que en 2002-2003 llegase a haber 300.000 
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trabajadores inmigrantes. Esta dinámica generó un nuevo grupo de población: trabajadores 
extranjeros temporales con residencia prolongada, infra pagados, en situación legal precaria 
—65% de los cuales en situación irregular al permanecer en el país a la expiración de su contra-
to—, con prestaciones sociales limitadas, sin protección y frecuentemente víctimas de violación 
de derechos (FIDH-EMHRN, 2003). Esta mano de obra también competía y desplazó a los 
trabajadores israelíes menos cualifi cados y con menores salarios, en primer lugar a la minoría 
árabe, el grupo más desfavorecido de la propia sociedad israelí.
Los palestinos apenas se benefi ciaron de los dividendos de la paz. Para ellos el proceso de 
paz fue acompañado por un deterioro evidente de su economía y un empeoramiento de sus 
condiciones de vida, en lo que la economista estadounidense Sara Roy ha llamado “des-desa-
rrollo” (Roy, 1998 y 1999). 
Desde el punto de vista económico, una pieza clave del proceso de paz, que antecedió in-
cluso la puesta en marcha de la Autoridad Nacional Palestina, fue el Protocolo Económico de 
París (abril de 1994). Este acuerdo fi jó los procedimientos y regulaba las relaciones económicas 
entre Israel y los Territorios Palestinos en lo concerniente a comercio, impuestos, moneda, etc. 
Con él se mantenía el control israelí de fronteras y se establecía una casi unión aduanera. El 
acuerdo se basaba en el principio básico de libre comercio con Israel, regulaba el comercio con 
terceros, y estipulaba plena libertad de movimiento para los palestinos, lo que nunca se llegó a 
dar. Asimismo Israel se comprometía a transferir a la ANP los impuestos (aranceles e impues-
tos indirectos) que recolectaba en su nombre. El Protocolo establecía un mecanismo de gestión 
económica acorde a la fase de interinidad, pero esencialmente prolongaba la dependencia eco-
nómica palestina respecto a Israel. A raíz del Protocolo Económico y de las medidas israelíes, 
los territorios palestinos se hicieron totalmente dependientes del mercado israelí —77% del 
comercio es con este país— y de la ayuda externa.
La progresiva retirada israelí y la creación de enclaves de autonomía palestina, donde resi-
día la mayor parte de la población, supusieron traspasar a la ANP las competencias y respon-
sabilidades en materia de servicios. La ANP se convirtió en el principal empleador palestino: 
funcionarios, maestros, policías, etc. Y todo ello con unos ingresos precarios dada la falta de un 
sistema fi scal efi caz, la dependencia de la ayuda externa y de las transferencias fi scales israelíes, 
pues el 60-70% del presupuesto procede de los aranceles y del IVA. Entre 1994 y 1997, los re-
sultados económicos fueron muy modestos; entre 1997 y 1999 se registró un cierto crecimiento, 
en el que la ayuda externa desempeñó un importante papel. Globalmente, entre 1993 y 1999, el 
PIB creció un 20%, pero la renta per cápita bajó un 8%.
En Israel el proceso de paz se asoció con la necesidad de separación, principio que se argu-
mentó con imperativos de seguridad, pero que también respondía a un repliegue identitario 
judío israelí derivado de la superación de algunas líneas rojas tradicionales. Con los avances en 
las negociaciones y la retirada de tropas israelíes se fue fragmentando el territorio, se desconec-
taron Cisjordania y Gaza, y la ciudad de Jerusalén se hizo inaccesible para la mayor parte de los 
palestinos. Se instalaron decenas de puestos militares y se limitó la movilidad de los palestinos 
con restricciones de acceso a ciertas áreas, así como permisos de paso, según criterios de edad y 
antecedentes. Se extendieron los controles y cierres —bloqueo de tránsito por ciertas vías, aisla-
miento de localidades, toques de queda, cortes de circulación…—, tanto preventivos como de 
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castigo, tanto internos —entre localidades palestinas— como externos —hacia Israel, entre los 
dos enclaves o hacia el exterior—, colapsando la actividad económica y convirtiéndose en una 
modalidad de castigo colectivo. Cualquier desplazamiento entre localidades conllevaba horas, 
cambios de medio de transporte, cruce de controles y superación de barreras, además de some-
terse a la imprevisibilidad de los militares. Todo ello tuvo un enorme impacto en la actividad 
económica y social: los suministros de la industria no podían llegar a tiempo, los productos no 
se podían comercializar normalmente, ni las personas llegar a sus lugares de trabajo, de estudio 
o mantener relaciones sociales y familiares de manera normal.
Las restricciones de movilidad tuvieron un efecto directo en el empleo. Con la puesta en 
marcha del proceso de paz se redujo drásticamente la posibilidad de trabajar en Israel: de 
135.000 permisos ofi ciales en 1990 y 115.000 en 1992, se pasó a 65.000 en 1994. El empleo en 
Israel llegó a reducirse a una tercera parte. Asimismo se cerraron las posibilidades de trabajo 
en el exterior (Irak, Golfo). El desempleo adquirió tasas importantes, hasta 15,5% entre 1997 
y 1999. El establecimiento de la ANP creó, sin embargo, posibilidades de empleo en el sector 
público, dependiente de la ayuda externa y de las transferencias fi scales. El crecimiento modes-
to y las difi cultades de empleo tuvieron un impacto directo en el deterioro de las condiciones 
de vida de la población. Para el palestino de a pie, desde muy pronto, el proceso de paz se vio 
acompañado de difi cultades económicas.
El proceso de paz no impidió que prosiguieran las políticas de hechos consumados. La colo-
nización no se detuvo, se intensifi có. Si en un primer momento la presencia de colonos en TPO 
fue para los negociadores israelíes una palanca de presión en sus negociaciones con la OLP, a 
partir de 1996 el movimiento colono escapó del control de los laboristas, imponiéndose como 
una fuerza autónoma apoyada por la derecha y empeñada en hacer la colonización irreversi-
ble. A lo largo del proceso de Oslo el número de colonos pasó de 270.000 en 1993 a 371.000 en 
el año 2000.
En esta situación la ayuda internacional desempeñó un papel económico y político muy im-
portante. Antes de 1994, la UNRWA y las ONG palestinas venían recibiendo ayuda externa. 
A partir de esa fecha, la ayuda adquirió dimensiones importantes, dirigiéndose esencialmente 
en tres rubros: el apoyo al presupuesto de la ANP, las emergencias y la ayuda humanitaria, y la 
asistencia técnica y los programas de desarrollo para atender a las necesidades de la población. 
Entre 1994 y 2000 la ayuda alcanzaba una media de 500 millones de dólares anuales. La ANP 
canalizó el 87% de esa ayuda y las ONG cerca del 8%. Esta masiva inyección de ayuda hizo 
de los palestinos uno de los más altos receptores de ayuda per cápita del mundo —más de 300 
dólares por persona y año—, aunque superados por los israelíes. 
Al calor de esta renta externa se articuló un entramado de intereses de funcionarios, em-
presas y ONG y se fundó un sistema extremadamente vulnerable a las presiones externas. Los 
principales donantes fueron la UE y sus Estados miembros, los países árabes y EE. UU. En este 
compromiso internacional con la ANP y el proceso de paz siempre hubo un debate si priorizar 
el fortalecimiento de la ANP, el desarrollo de sus programas o fi nanciar infraestructuras. La 
ayuda externa se convirtió en un factor determinante de la situación económica, pero también 
supondría un elemento clave para la ANP y para la sociedad civil palestina; y sería fundamen-
tal para proveer asistencia de emergencia y humanitaria.
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IMPLOSIÓN DEL PROCESO DE PAZ Y UNILATERALISMO (2000-2010)
La crisis defi nitiva del proceso de paz se hizo patente con la fallida cumbre de Camp David II 
en julio de 2000. Con apoyo estadounidense el primer ministro israelí Ehud Barak pretendió 
que los palestinos aceptaran una propuesta de estatuto fi nal que suponía la anexión de grandes 
colonias y parte de Jerusalén —es decir, el no retorno a las fronteras de 1949—, la fragmen-
tación del territorio en varios cantones, el establecimiento de una entidad palestina con sobe-
ranía limitada y con tutela militar israelí, el fraccionamiento de Jerusalén Este legalizando la 
ocupación, y como colofón, el no retorno de refugiados. A pesar de las presiones, el entonces 
presidente Arafat no se prestó a rubricar el ultimátum israelí. Esto signifi có, en primer lugar, 
la ruptura del diálogo político. A esto siguió el estallido de un nuevo levantamiento, también 
conocido como Intifada al-Aqsa, el 28 de septiembre de 2000, expresión de la frustración gene-
rada por el proceso de Oslo, reafi rmación de las demandas nacionales y rechazo a toda solución 
parcial.
La revuelta fue respondida con la reocupación israelí de algunas áreas autónomas y una 
brutal represión. La llegada de Ariel Sharon a la jefatura del Gobierno de Israel a principios 
de 2001 con un discurso de fi rmeza y mano dura, y el recrudecimiento de las acciones suicidas, 
cometidas por varias facciones políticas palestinas, terminaron por ahondar aún más la crisis. 
Varias iniciativas diplomáticas intentaron contener los enfrentamientos y restablecer los meca-
nismos de diálogo y de negociación. La más signifi cativa fue planteada por el Cuarteto —for-
mado por EE. UU., la Federación Rusa, Naciones Unidas y la Unión Europea— y se conoce 
como la “Hoja de Ruta” (abril 2003) que preveía una serie de medidas —cese de la violencia, 
paralización de la colonización, etc.—, para retomar las negociaciones y encauzar gradual-
mente la resolución política del confl icto, también establecía un nuevo calendario que incluía el 
establecimiento de un Estado palestino en un plazo corto y la negociación de un estatuto fi nal. 
Si bien fue aparentemente suscrito, tanto por palestinos como por israelíes, la iniciativa nunca 
llegó a alterar la dinámica dominante: hechos consumados por parte de Israel, respondida con 
resistencia por parte palestina. A esto se sumó el hecho de que tales iniciativas diplomáticas se 
vieron poco estimuladas por la política estadounidense en Oriente Próximo, la nueva cruzada 
“antiterrorista” y su atención prioritaria en Irak.
Pero para entender la dinámica prevaleciente desde fi nales de 2000, en lo que se podría de-
nominar el nuevo escenario post Oslo, en el que se ha suspendido el diálogo y se han reanudado 
los enfrentamientos, hay que prestar atención al giro político que se opera en Israel. El rechazo 
palestino a la propuesta de Camp David II, según los israelíes la “más generosa jamás ofrecida”, 
dio pie a un discurso y unas prácticas que han marcado los años posteriores. Por un lado, Israel 
dejó de reconocer al interlocutor palestino si este no estaba dispuesto a plegarse a su voluntad; 
así Arafat dejó de ser un “socio legítimo para la paz” y fue recluido entre las ruinas de su cuartel 
general en Ramallah hasta su fallecimiento. Sin embargo, por otro lado asumió la irreversibili-
dad de un Estado palestino en algún momento. A lo largo de los noventa, se estableció en Israel, 
entre casi toda la población y los actores políticos, el convencimiento de que no había marcha 
atrás y que una entidad palestina era ineludible. De esta forma, si por un lado el Estado pales-
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tino era inevitable y por otro no había interlocutor para negociar su establecimiento, se impuso 
el convencimiento de que Israel debía establecer unilateralmente el Estado palestino, dónde, 
cómo y cuando mejor le conviniera. Esta lógica de la defi nición unilateral de la futura entidad 
palestina sería asumida de facto por los diferentes Gobiernos de unidad nacional.
Este unilateralismo ha tomado varias formas: cese de las negociaciones, recurso a la violen-
cia a gran escala y, de manera muy singular, la transformación del paisaje y la reordenación del 
territorio para conformar un micro Estado palestino funcional a los intereses israelíes. Por un 
lado la violencia del ocupante se incrementó y adquirió nuevas modalidades: asesinatos selec-
tivos de activistas políticos, castigos colectivos a las familias de responsables de atentados y de-
tención de cargos electos, incluyendo diputados y ministros. Por otro, se operaron actuaciones 
de enorme trascendencia: la construcción del muro de separación, el Plan de túneles y carre-
teras para consolidar la ocupación y preparar la anexión de colonias, la retirada de Gaza en el 
verano de 2005, el establecimiento de una nueva modalidad de control externo y, fi nalmente, el 
Plan de convergencia como legitimación del consenso unilateralista sionista. Con ello se llevó a 
cabo una intensa transformación del territorio: de un territorio palestino con colonias se avan-
zó hacia un territorio israelí con enclaves palestinos. En ciertas áreas se operó una separación 
y desconexión selectiva y, en otras, una anexión. Se inauguró así una nueva fase o modalidad 
de ocupación, no tanto por un cambio de naturaleza, sino por su intensifi cación y manifi esta 
voluntad de anexión; se operó un rediseño de la ocupación con voluntad anexionista.
La expresión más visible de las políticas unilaterales es la construcción del muro de sepa-
ración. Iniciado en junio 2002 durante el primer Gobierno de Sharon, retoma, sin embargo, 
viejos proyectos de la época laborista. Se trata de una barrera física con tramos de muro y de 
valla metálica, con una longitud proyectada de entre 700 y 800 kilómetros, de los que a fi nales 
2010 ya habían sido construidos 520. Su trazado discurre en muy limitada medida por la Lí-
nea Verde, mientras que en un 80% se interna en el interior de Cisjordania. En sus inicios fue 
presentado como una medida para prevenir las infi ltraciones, pero terminó asumiéndose que 
su objetivo era fi jar una nueva frontera de facto que permitiera la anexión de las áreas donde 
se concentra el 76% de colonos (Currea-Lugo, 2005; Escudero, 2006). Su construcción tiene un 
impacto múltiple. En primer lugar supone nuevas expropiaciones de tierras120; se estima que 
afecta al 10% de la superfi cie de Cisjordania (con lo que se eleva al 46% la superfi cie afectada 
por la colonización, los asentamientos y las infraestructuras). Altera la red de infraestructuras 
locales y rompe las prácticas espaciales existentes. Aísla o destruye fuentes, pozos y aljibes, 
reduciendo enormemente el acceso de los palestinos a sus fuentes de agua. El muro separa a 
decenas de comunidades; algunas ciudades, como Qalqilya, están casi rodeadas. A lo largo de 
su recorrido el muro limitará la movilidad de centenares de miles de pobladores. Además, se 
crea una nueva realidad entre la Línea Verde y el muro, la llamada “área cerrada”, que aboca a 
sus habitantes a una evacuación “voluntaria”; es difícil, que se busca provocar la partida de sus 
habitantes. En lo que supone una nueva fase de desplazamiento de población (Badil Resource 
Center et al. 2006), que sigue a las de 1948 y 1967, el muro desplaza al menos a 12.000 personas 
y aísla a más de 40.000. El muro tiene un singular impacto en Jerusalén al crear una ruptura en 
120.  Información detallada sobre el impacto humanitario del muro en: http://www.ochaopt.org.
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la periferia oriental de la ciudad. Por un lado aísla barrios enteros de Cisjordania, y, por otro, 
deja a 60.000 de los 230.000 palestinos de la ciudad al Este del muro, que se verán obligados a 
pedir permisos para entrar en su ciudad. 
En suma el muro tiene numerosas implicaciones: altera la Línea Verde, anexa asentamientos, e 
impone unilateralmente el diseño territorial de Camp David II. En julio de 2004 la Corte Interna-
cional de Justicia (CIJ) emitió una opinión consultiva que condenó tajantemente su construcción e 
instó a Israel a desmantelarlo y a compensar a los afectados por el daño producido (CIJ, 2004). 
En agosto de 2005, Israel forzó la evacuación de 16 asentamientos de la Franja de Gaza y de 
unos 8.000 colonos. Tal medida, llevada a cabo sin coordinación con la ANP, respondía a la do-
ble necesidad de deshacerse de un territorio sin valor estratégico y cuyo control resultaba onero-
so, y de mostrar al exterior la capacidad israelí de retirarse y “desocupar” algunas áreas. En rea-
lidad, con la retirada se inauguró una nueva modalidad de ocupación: Israel sigue controlando 
las fronteras, el espacio marítimo y aéreo, el movimiento de bienes y gran parte del suministro 
eléctrico, y continúa haciendo incursiones militares en la zona (Dugard, 2005; EMHRN, 2005; 
Adley, 2005). Se mantiene, por lo tanto, el control israelí, ahora externo, y la dependencia. Según 
el Banco Mundial, una Franja de Gaza aislada de Israel es económicamente inviable; cualquier 
proyecto político para este territorio requiere de ayuda externa, acceso al mercado internacional 
y de relaciones económicas, laborales y comerciales (The World Bank, 2004). De hecho, la des-
conexión de Gaza tuvo un año antes un antecedente económico de enorme signifi cado: en junio 
de 2004 Israel decidió el cierre de la zona industrial fronteriza de Erez, buque insignia de la 
cooperación industrial del proceso de Oslo, donde había fábricas mixtas y trabajaban 4.500 obre-
ros de Gaza, reinstalándolas en zonas de desarrollo en el interior de Israel. La “desconexión” israelí 
de Gaza fue presentada benignamente por los medios internacionales de prensa, subrayando el 
dolor y la resistencia de los colonos a abandonar sus hogares. El Gobierno se comprometió a dar 
compensaciones millonarias a los colonos y se les facilitó su reinstalación en Cisjordania y en 
zonas árabes de Israel, es decir, acentuando otras situaciones ilegales o problemáticas.
 En septiembre de 2004 se inició el llamado “Plan de Túneles y Carreteras”, un programa de 
obras que se articula con el muro y que supone la intensifi cación de la edifi cación de infraestruc-
turas para los asentamientos del oeste de Cisjordania susceptibles de ser anexionados. El plan 
consta de 24 túneles y refuerza el sistema de carreteras segregadas. Con ello se consolida la ocu-
pación y los hechos consumados. Aunque ofi cialmente entre 1991 y 2006 sólo se construyeron 
cinco asentamientos nuevos, la población colona en Cisjordania y Jerusalén no dejó de crecer. 
Finalmente, estas prácticas unilaterales fueron dotadas de legitimidad democrática israelí 
con ocasión de las elecciones legislativas de 2006. Durante la campaña electoral, la nueva for-
mación política Kadima hizo que el plan de Sharon, denominado “Plan de Convergencia”, 
obtuviera de facto el consenso unánime de los principales partidos políticos. El plan declara 
hacer del muro la nueva frontera de Israel con Cisjordania, contempla una retirada limitada de 
Cisjordania, la evacuación de 60.000 colonos, la anexión de entre el 9 y el 12% de Cisjordania 
donde se hallan los principales asentamientos occidentales (los tres grandes núcleos de Ariel, 
Maale Adumim y Etzion) y de Jerusalén —donde viven 200.000 y 190.000 colonos respecti-
vamente—, y prevé convertir el Valle del Jordán en zona militar cerrada. También supone 
reducir a 100.000 el número de palestinos del Gran Jerusalén y deshacerse de 140.000. 
DESPOSEIMIENTO, OCUPACIÓN Y UNILATERALISMO...   219
C de la paz.indd   219 30/03/2012   10:34:25
220  CONSTRUCCIÓN DE LA PAZ, SEGURIDAD Y DESARROLLO...
LAS IMPLICACIONES SOCIOECONÓMICAS DEL FRACASO 
DEL PROCESO DE PAZ Y DEL UNILATERALISMO
Si para Israel la razón de ser del proceso de paz era la normalización económica externa y las 
expectativas de dividendos, la crisis del proceso y el estallido de la intifada al-Aqsa tuvieron in-
dudables costes. Sin embargo su impacto directo resultó ser difícilmente estimable al coincidir 
con el colapso de los valores tecnológicos a nivel mundial en 2000-2001 y el retraimiento del 
turismo en Oriente Medio en 2001. 
Después de la expansión de los noventa, Israel vivió, entre 2001 y 2004, una grave recesión 
(crecimiento muy bajo o negativo, desempleo, infl ación, caída de la inversión externa y del 
turismo, défi cit público), con un coste estimado en 12.000 millones de dólares y una caída del 
11% del PIB per cápita. Pero esta situación fue superada muy rápidamente. A partir de 2004 
Israel experimentó una notable recuperación económica con un crecimiento del 5,2% en 2005, 
el pago de la deuda, la recuperación de inversión externa y una nueva ola de privatizaciones, 
pero que llevó aparejada efectos sociales colaterales: el aumento de las desigualdades y la po-
breza, y el deterioro de los servicios, acarreando también tensiones sociales. 
Desde entonces la bonanza no impide una muy extendida preocupación por el aumento de 
las desigualdades y las consecuencias económicas del confl icto. A pesar del extendido consenso 
anexionista, en Israel cada vez se cuestiona más el coste social y económico de la política colo-
nizadora. La ocupación tiene un indudable coste económico para Israel al desviar recursos en 
infraestructuras, en defensa de los colonos, en subvenciones o en reparaciones con motivo de 
una evacuación forzosa (Swirski, 2005). Si bien las cifras difi eren enormemente de un autor a 
otro, es probable que suponga cerca del 1% del PIB anual. La decisión de retirada unilateral 
de Gaza en 2005 tuvo en cuenta esta cuestión y supuso un doble mensaje a la población israelí: 
Israel puede retirarse de algunas áreas en las que la presencia de unos pocos colonos resulta 
cara, pero la retirada total de todos los colonos, que suponen entre el 8 y el 9% de la población 
judía israelí, tiene un coste político excesivo y un coste económico inabordable. Según fuentes 
israelíes, la retirada de Gaza, con apenas 8.000 colonos, costó entre 2.000 y 3.000 millones de 
dólares, incluyendo compensaciones, reubicación y repliegue militar); una retirada total, sin 
contar la demolición del muro, alcanzaría entre 10.000 y 25.000 millones (Makovsky, 2006). 
En cambio para los palestinos, la crisis de Oslo supuso retornar a una situación mucho peor 
que la existente antes de 1991. Se interrumpieron las negociaciones y se agudizaron el asedio 
y los hostigamientos. La frustración se agravó con el mal gobierno de la ANP (Shikaki, 2006), 
fortaleciendo a los críticos con Oslo, dentro y fuera de la OLP. La situación sofocante, especial-
mente en Gaza, contribuyó sin lugar a dudas a la fragmentación social. Esta situación ha tenido 
evidentes consecuencias económicas y sociales (Consejo Económico y Social, 2007), además de 
políticas. Al aislamiento israelí de la ANP y del presidente Arafat, se sumaron las presiones ex-
ternas; desde 2003, EE. UU. condicionó cualquier ayuda e intervención política a las reformas 
de la ANP. A fi nales de 2004 fallecía Yaser Arafat y algunos vieron una posibilidad de cambio. 
Bajo presión externa, los palestinos eligieron a un nuevo presidente y se dieron pasos para con-
trolar la violencia. En febrero 2005, los diferentes grupos palestinos acordaron en El Cairo una 
tregua, mientras se renovaban autoridades locales y preparaban las elecciones legislativas.
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A lo largo de 2006, los acontecimientos políticos dieron pie a una exacerbación de la crisis 
y del colapso institucional. En las elecciones legislativas de enero, Hamás obtuvo más escaños 
que Fatah; Ismail Haniyeh fue designado primer ministro y se estableció un Gobierno de 
cohabitación, con una presidencia de Fatah (OLP) y un ejecutivo de Hamás, organización no 
miembro de la OLP. Estos resultados, cuya legalidad y legitimidad nadie pudo cuestionar, 
expresaban la frustración política y el descontento generalizado. 
Sin embargo, este paso democrático fue la excusa para un acoso de nuevo cuño hacia los pa-
lestinos. El primer ministro israelí, Ehud Olmert, se negó a negociar con la nueva ANP y a rea-
lizar transferencias fi nancieras a menos que aceptara tres condiciones: reconocimiento de Israel, 
renuncia a la violencia y respeto a los compromisos anteriores. El Cuarteto asumió el mismo 
discurso y, por primera vez, hizo uso de la coerción económica sobre los palestinos: estableció 
un bloqueo fi nanciero —ayuda— y político —cese de lazos con el ejecutivo—, al que se suma-
ron los países árabes. Es decir se condicionó el diálogo político y la ayuda. Rompiendo con una 
política diferenciada en la materia, también la UE optó por primar la seguridad (de Israel) sobre 
el fortalecimiento de la ANP y la gobernanza (FRIDE, 2006). Estas medidas serían criticadas 
desde los más diversos ámbitos, no sólo no gubernamentales. James Wolfensohn, ex presidente 
del Banco Mundial, enviado del Cuarteto y encargado de supervisar la retirada israelí de Gaza, 
que llevaba denunciando el bloqueo y las actitudes de Israel y llamando a un imprescindible 
involucramiento de la comunidad internacional, dimitiría en mayo de 2006 ante la actitud del 
Cuarteto e Israel. John Dugard, relator especial de Naciones Unidas para los derechos humanos 
en los Territorios Palestinos, también denunciaría este tipo de coerción económica a la ANP, 
en vez de optar por procedimientos políticos y diplomáticos (Consejo de Derechos Humanos, 
2006). El mismo señalaba con acritud (Dugard, 2007): “(punto 54) El pueblo palestino ha sido 
sometido a sanciones económicas, siendo la primera vez que un pueblo ocupado haya sido tra-
tado de esta manera. Es difícil de entender. Israel que viola un gran número de resoluciones del 
Consejo de Seguridad y de la Asamblea General relativas a modifi caciones territoriales ilícitas 
y a la violación de derechos humanos, y no ha implementado la opinión consultiva de la Corte 
Internacional de Justicia de 2004, se ha librado de sanciones económicas. Sin embargo, el pueblo 
palestino, en vez de la Autoridad Palestina, ha sido objeto que las que son quizás las formas más 
rigurosas de sanciones internacionales impuestas en los tiempos modernos”.
A esta situación de acoso se han sumado dos hechos de especial relevancia. En julio de 
2007, un violento enfrentamiento entre las dos principales fuerzas políticas palestinas consuma 
una división: Gaza queda en manos de Hamas y Cisjordania bajo el control de Fatah. Ambas 
partes se consideran legítimas, pero solamente la ANP presidida por Mahmud Abbas es reco-
nocida por los principales actores externos y vuelve a recibir ayuda. Gaza queda aislada, sus 
fronteras bajo control israelí y egipcio, sin apenas ayuda internacional. A fi nales de diciembre 
de 2008 y principios de enero de 2009, Israel lleva a cabo una operación militar de gran enver-
gadura contra Gaza, infl igiendo enormes daños materiales y humanos, superando el millar de 
muertos. Esto terminó de minar la infraestructura de este enclave y deteriorar drásticamente 
las condiciones de vida de su millón y medio de habitantes, sumando a las ya de por si enormes 
carencias unas urgentes necesidades asistencia humanitaria y de reconstrucción. Desde enton-
ces las dinámicas que se viven en los dos enclaves son de nuevo sustancialmente diferentes.
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Esta última década, marcada por el unilateralismo israelí, las presiones externas, la división 
palestina y las ofensivas militares israelíes, ha visto la acentuación de los problemas ya apunta-
dos a lo largo del Proceso de Oslo. 
     —  Israel ha hecho un uso profuso de la palanca fi nanciera —cese de transferencias y reten-
ción de impuestos— para hacer presión sobre las autoridades palestinas y castigar a la 
población. Esto ha provocado défi cit, llevando a la ANP al borde del colapso y obligan-
do a reorientar la ayuda externa para atender salarios y gastos de funcionamiento.
     —  La reocupación de algunas zonas autónomas, los ataques militares y los castigos colecti-
vos han infl igido importantes daños a las infraestructuras básicas, la industria local, las 
viviendas e instituciones. Proyectos estratégicos han sido paralizados; el aeropuerto de 
Gaza fue destruido y las obras del puerto pospuestas. 
     —  La violencia no ha cesado, de manera continua han tenido lugar asesinatos selectivos 
u ofensivas de envergadura. Desde fi nales de 2000 a fi nales de 2009 ha habido cerca de 
7.250 muertos, a los que hay que sumar miles de heridos (PCBS, 2010). A mediados de 
2011 hay entre 6.000 y 7000 presos políticos palestinos en cárceles israelíes. 
     —  Desde fi nales de 2000, la movilidad se ha hecho, si aún cabe, más difícil (World Bank 
Technical Team, 2007). Cisjordania nunca ha dejado de estar colapsada por centenares 
de controles permanentes y móviles. Los días de clausura total se paraliza la actividad 
económica y social. Jerusalén es una ciudad inaccesible para los palestinos. Mientras 
se extienden las infraestructuras para los colonos, una gran parte de la red viaria está 
prohibida a los palestinos. Algunos acuerdos parciales sobre movilidad, promovidos por 
el Cuarteto, apenas han tenido efecto por los reiterados incumplimientos israelíes. La 
fragmentación territorial es un hecho.
     —  Esta situación tiene una repercusión directa en lo económico y en materia de condicio-
nes de vida. En los primeros años posteriores al colapso del proceso de Oslo se vivieron 
momentos de regresión socioeconómica sin precedentes, con el colapso de la actividad 
económica, destrucción, desempleo, caída de ingresos y pobreza (International Mone-
tary Fund/World Bank, 2006); entre 2004 y 2006, la renta per cápita cayó a un tercio. 
A partir de 2007, la situación ha mejorado sensiblemente en Cisjordania donde se han 
hecho enormes esfuerzos por recuperar la actividad económica y el crecimiento. En 
cambio Gaza, bloqueada y hostigada, ha tenido muchos más problemas.
     —  El empleo en los TPO ilustra de manera muy clara esta situación de colapso económico. 
La ocupación refl eja directamente el impacto de los cierres y del bloqueo económico, las 
permanentes presiones y trabas sobre la ANP principal empleador del país, el cierre de 
las posibilidades de emigración al Golfo y la sustitución del trabajo palestino en Israel. 
El Banco Mundial (2011) señala que el desempleo en Cisjordania y Gaza ha sido de los 
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más altos a nivel mundial en la pasada década, con picos que superaron el 30% en 2002 
y que todavía superan el 20% en 2010. Según la Organización Internacional del Trabajo 
(2011) durante estas dos décadas el desempleo ha sufrido altibajos según momentos de-
terminados, alcanzando sus mayores cotas en Gaza —por encima del 35% en 2010— y 
entre los jóvenes, que ha llegado a estar por encima del 50% en Gaza). Estas difi cultades 
para encontrar empleo explican la baja tasa de actividad femenina en Palestina. Asi-
mismo, el desempleo ha acentuado radicalmente la brecha de ingresos per cápita entre 
Israel y los TPO.
     — La colonización israelí conlleva expropiaciones de tierras y tiene un impacto directo 
en la actividad económica. En estos veinte años el número de colonos se ha duplicado, 
superando en 2010 los 516.000, distribuidos en unos 140 asentamientos, 21 de los cuales 
en Jerusalén. La población colona crece en un 5% anual. Este aumento ha supuesto más 
casas, más carreteras, más seguridad, y por lo tanto, más expropiaciones de tierras priva-
das palestinas y comunales. El paisaje ha sido transformado radicalmente. Hoy se hace 
difícil reconocer la Cisjordania de 1990 y la parte oriental de Jerusalén ha sufrido una 
intensa judaización con el objeto de alterar la relación demográfi ca y hacer irreversible 
la ocupación. La retirada israelí de Gaza en 2005, si bien ha eliminado la presencia de 
colonos en la franja, ha acentuado el problema en Cisjordania.













Cisjordania 101.100 133.200 193.000 268.400 304.500 119 (123*)
Franja de Gaza 4.300 5.300 6.700 0 0 0 (16*)
Jerusalén Este 141.000 157.300 172.000 186.800 192.000 21
Total en TPO 258.400 309.200 387.800 460.800 516.000 140
+ Golán sirio 12.000 13.400 16.000 18.000 20.000 32
* hasta septiembre de 2005.
Fuente: Foundation for Middle East Peace www.fmep.org a partir de datos del Israel Central Bureau of Statistics, Sta-
tistical Abstract of Israel
     — Los problemas de empleo, de movilidad, las confi scaciones de tierra, la tala de árboles, el 
saqueo del agua y la destrucción de infraestructuras, la disminución de los ingresos, las res-
tricciones a servicios básicos y el crecimiento de población tienen un impacto directo en 
las condiciones de vida. Esto ha hecho caer la renta sensiblemente respecto de lo que era a 
principios de los noventa. En la primera mitad de la década, la pobreza alcanzó al 35% de la 
población y hasta 60% en algunos momentos, con especial incidencia en Gaza. Después de 
los ataques israelíes del verano de 2006, el 87% de familias de la Franja estaba en situación de 
pobreza, y el 80% dependía de la ayuda de UNRWA para sobrevivir. En los últimos años, 
un denodado esfuerzo propiciado por las autoridades y un incremento de la ayuda interna-
cional han permitido reducir estas tasas al 16% en Cisjordania y al 30-33% en Gaza (2009).
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     —  En repetidas ocasiones, las agencias de Naciones Unidas, el Banco Mundial y los or-
ganismos de ayuda han expuesto la grave situación humanitaria. En 2003, el enviado 
especial de Naciones Unidas para el derecho a la alimentación (Ziegler, 2003), en un 
informe que tuvo gran resonancia y produjo protestas israelíes, denunció la situación 
humanitaria en las áreas palestinas atribuyéndola a las medidas israelíes de seguridad 
impuestas desde fi nales del año 2000, al muro y a las confi scaciones: “Israel provoca 
conscientemente una catástrofe humanitaria”. En su informe, Jean Ziegler señaló con-
tundentemente la crisis humanitaria, el aumento de la malnutrición y pobreza, la cre-
ciente dependencia de la ayuda y la vulnerabililidad de la población. Asimismo indica-
ba las causas de esta crisis alimentaria: los cierres y las restricciones de movimiento, la 
destrucción, expropiación y confi scación de tierras, la estrategia de “bantustanización” 
o aislamiento en comunidades, que hace imposible un futuro Estado territorialmente 
viable. Según él, estas prácticas suponen una violación patente de la obligación legal, de 
acuerdo al derecho internacional, que tiene la fuerza ocupante en los TPO de asegurar 
el derecho a la población civil a la alimentación y al agua. 
El bloqueo a la franja a partir de 2006 y el cese de la ayuda internacional a Gaza durante 
varios años acentuaron aún más las diferencias con Cisjordania donde en los últimos 
tres años la ANP de Abbas-Fayad ha llevado a cabo importantes progresos organiza-
tivos y económicos. Sendos informes de Naciones Unidas, del Fondo Monetario Inter-
nacional y del Banco Mundial señalaron en abril de 2011 que las funciones de la ANP 
son sufi cientes para ser consideradas las de un gobierno estatal (International Monetary 
Fund 2011; World Bank 2011). En cambio según Naciones Unidas (Offi ce of the Special 
Coordinator, 2011), aproximadamente el 70% de la población de Gaza —alrededor de 
1,1 millones de personas— depende en la actualidad de la asistencia humanitaria de las 
Naciones Unidas. El 10% de los empleos en Gaza son patrocinados por la UNRWA. 
La tasa de desempleo es actualmente del 40% y los salarios reales de los que están em-
pleados han disminuido en un 30% desde que Israel impuso el bloqueo. Además, el 90% 
de las fábricas de Gaza están detenidas por falta de acceso a materias primas. En este 
contexto la economía del sector privado de Gaza está prácticamente detenida y el 38% 
de las familias de Gaza se enfrentan a la inseguridad alimentaria.
LA ECONOMÍA POLÍTICA DE LA AYUDA EXTERNA
Como ya se ha indicado, la ayuda externa fue un elemento clave para la ANP durante el pro-
ceso de paz. Con la crisis de éste y la suspensión israelí de las transferencias, la ayuda externa 
adquirió una importancia aún mayor. Su monto se incrementa a partir de 2001, ganando peso 
los capítulos de ayuda humanitaria y de emergencia, así como el apoyo a los gastos corrientes de 
ANP. Se pasa de una media anual de 528 millones de dólares anuales en 1999-2000 —88% desa-
rrollo, 9% emergencia y 3% apoyo presupuestario— a 1.023 millones de dólares de media anual 
en 2001-2004 —28% desarrollo, 29% emergencia y 43% apoyo presupuestario— (UNCTAD, 
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2006), lo que eleva el volumen medio de ayuda per cápita (505 dólares en 2002). Sin embargo, 
este fl ujo no logra paliar los efectos de la ocupación y de la violencia, ni detiene la catástrofe 
humanitaria. Además, ante los pocos avances de las iniciativas internacionales, la ayuda se em-
pieza a condicionar a reformas políticas. A partir de 2004, por presiones de EE. UU., incluso la 
UE reorienta parte de su ayuda a programas de reformas internas de la ANP.
Tras los resultados electorales de 2006, los grandes donantes utilizan la ayuda como palan-
ca de presión política. Ante el inminente colapso de la ANP (150.000 empleados sin sueldo), 
la crisis humanitaria y el riesgo de agravamiento, en junio de 2006, el Cuarteto establece un 
mecanismo alternativo para canalizar la ayuda llamado Mecanismo Internacional Temporal 
(TIM) a través del cual se gestiona directamente la ayuda, evitando al Gobierno palestino. El 
mecanismo es severamente cuestionado: la ayuda ya no sólo distorsiona por omisión, sino de 
manera activa (FIDH, 2006). El TIM se estructura en tres capítulos: (I) con fondos de varios 
donantes y gestionado por el Banco Mundial, se canalizan medios para los servicios básicos; (II) 
con fondos europeos se fi nancia la provisión de combustible, la electricidad, el agua y los ser-
vicios sanitarios; y (III) con fondos de varios donantes y mediante la entrega directa de dinero 
en efectivo (direct cash assistance) se provee asistencia a la población con bajos ingresos y más 
vulnerable. En 2006, la ayuda externa alcanzó los 1.200 millones de dólares, el 56% de la ayuda 
de UE era humanitaria.
El boicot internacional al ejecutivo de la ANP supone la utilización por parte de la comu-
nidad internacional de la palanca económica para presionar a los palestinos, sumándose a las 
presiones israelíes (Internacional Crisis Group, 2006). Las sanciones internacionales a Hamás 
tienen diferentes efectos. En primer lugar recaen sobre la población, acentuando la situación 
de pobreza (Oxfam, 2007). También contribuyen a debilitar a la ANP, al exacerbar los enfren-
tamientos intrapalestinos y alimenta la ingobernabilidad.
Finalmente, con la división palestina operada en 2007, los donantes internacionales vuel-
ven a encontrar en la ANP de Ramallah a un interlocutor acorde a sus deseos. Paradójica-
mente, cuanto peor avanza la resolución política del confl icto, mayor es el aporte fi nanciero 
internacional.
CONCLUSIONES
Las condiciones socioeconómicas —necesarias tanto para la sobrevivencia, como para la satis-
facción de necesidades básicas y el desarrollo— son un elemento clave en el desarrollo del con-
fl icto. Lo económico forma parte del confl icto desde sus orígenes y este factor ha sido utilizado 
reiteradamente y de múltiples formas a lo largo del tiempo. Israel ha desarrollado prácticas de 
apropiación colonial y desposeimiento, con la ocupación, las expropiaciones y los castigos co-
lectivos. Junto a una política que busca el politicidio palestino (incapacitación de los palestinos 
a la autodeterminación y al autogobierno), también ha socavado intencionadamente la viabili-
dad material de un futuro Estado palestino. La presión económica forma parte del arsenal del 
ocupante para castigar y doblegar a los palestinos. Dov Weiglass, consejero del primer ministro 
israelí, expresaba públicamente en 2006 la necesidad de “hacer que los palestinos adelgazaran 
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sin llegar a morirse”. A su vez, en el lado palestino, el deterioro de las condiciones de vida ali-
menta la frustración y la radicalización política. Dadas estas condiciones, la resistencia no ha 
sido solamente política, sino, además, de supervivencia.
Aunque pueda parecer secundario, el contenido económico es esencial en la resolución del 
confl icto. Todos los análisis y estudios económicos de prospectiva señalan la necesidad de reac-
tivar los fl ujos de bienes, personas y transferencias fi scales. Es imprescindible suspender los 
cierres, activar el comercio exterior, restablecer el trabajo palestino en Israel y asegurar una in-
yección de ayuda durante cierto tiempo. A largo plazo es inconcebible una paz con separación, 
pues sólo la paz con convivencia es estable y duradera. En enero de 2004, economistas pales-
tinos, israelíes e internacionales, reunidos bajo el nombre de Grupo de Aix, elaboró una “Hoja 
de Ruta económica”, en la que se subrayaba la necesidad de una base económica viable para 
resolver el confl icto (Aix Group, 2004). Ésta señalaba que “para promover una recuperación 
económica, vital requisito para la paz, ambas partes tienen que volver a poner los temas econó-
micos en su agenda prioritaria. Cosa que no están haciendo”. Otro detallado estudio llevado a 
cabo por la RAND Corporation sobre la viabilidad de un Estado palestino también indicaba 
claramente varios requisitos económicos: la necesidad de continuidad territorial, la apertura de 
las fronteras para los intercambios, el acceso a los recursos naturales y, en especial al agua, una 
importante ayuda internacional y la evacuación de las colonias (Rand, 2005). 
El papel de la comunidad internacional ha sido clave en esta situación. Por un lado, a lo 
largo de dos décadas, ha canalizado un volumen muy importante de ayuda a la ANP, pero el 
monto y la prolongación de esta dinámica también corren el riesgo de despolitizar su inter-
vención reduciéndola a una función exclusivamente humanitaria. La ANP ha recibido mucha 
ayuda, sin embargo ésta ha servido para compensar sólo parcialmente los incumplimientos y 
las políticas de hechos consumados israelíes; es decir, para “des-responsabilizar” a Israel de 
sus obligaciones y compromisos, mientras que la comunidad internacional ha sido muy poco 
efectiva a la hora de presionar a Israel (Le More, 2008). 
La ayuda, tanto ofi cial como de las ONG, se ha concebido en una lógica de reconstruc-
ción post-confl icto —fortalecer el Estado, extender servicios—, pero no ha tenido sufi ciente-
mente en cuenta la ocupación y la necesidad de descolonización (Hanafi  y Tabar, 2005). En 
este contexto cabe preguntarse si la ayuda ha contribuido a la descolonización o, en cambio, a 
mantenerla, fi nanciándola indirectamente. En los últimos años, el continuo acoso israelí y el 
gravísimo deterioro de las condiciones de vida de la población, han orientado gran parte de la 
ayuda externa hacia lo humanitario. Pero si bien la situación que se vive en los TPO es un caso 
de emergencia compleja y prolongada, en la que se entremezclan crisis política, de seguridad, 
económica y humanitaria, reducir la intervención externa a este último aspecto es despolitizar 
la cuestión palestina.
La comunidad internacional tiene en Palestina uno de sus más grandes retos. Puede contri-
buir a su resolución o, por su inactividad o parcialidad, avivar las llamas del confl icto. La ayuda 
no debe seguir sustituyendo al desarrollo ni a la intervención política. Es difícil imaginar una 
fórmula de paz justa y duradera en la región que no incorpore cooperación entre las partes y 
medidas tendientes a reducir la enorme brecha existente entre Israel y los Territorios Palesti-
nos. Por ello, junto a una intervención política para detener el confl icto y forzar negociaciones 
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con la legalidad internacional como referente central, la comunidad internacional debería ha-
cer uso de la palanca económica de manera constructiva, y no como lo ha hecho hasta ahora. 
Hace cincuenta años Albert Memmi decía, con motivo de las independencias del Magreb, 
que el colonialismo sólo tiene sentido si proporciona privilegios a los colonizadores (Memmi, 
1957). Israel sigue obteniendo benefi cios del confl icto. Quizás ya sea hora de romper la lógica 
colonial y de aplicar sanciones económicas internacionales a este país.
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8.  “La reconstrucción armada”: desarrollo y 
 contrainsurgencia en Afganistán
LUIS ELIZONDO121
Hace una década se derrumbó como si fuera polvo el régimen Talibán. Frente a la superioridad 
militar estadounidense —el entonces único actor extranjero interviniente— la victoria, que más 
tarde se tornaría ilusoria, solo tardó unas pocas semanas en llegar. Sin embargo, el confl icto, en 
realidad, estaba sólo por comenzar. 2011 ha sido el año más violento en el país desde hace más de 
una década (VOA News, 2011). El confl icto en Afganistán, parece reiterar los ecos de la historia: 
Afganistán es fácil de “tomar”, pero prácticamente imposible de “mantener”.
Con los ataques terroristas de 2001, Afganistán renovó su estatus de “campo de batalla” in-
ternacional y se ubicó en la primera línea de la errada lucha contra el terrorismo que ha defi nido 
la primera década del siglo XXI. Ante el nuevo escenario post 11-S, Afganistán se convirtió una 
vez más en uno de los receptores más importantes de la comunidad de donantes y, a raíz de ello, 
se abrió una nueva etapa en su relación con Estados Unidos y la comunidad internacional.
El presente capítulo hará un repaso de los últimos diez años de la guerra con el objetivo de 
resaltar las características principales de su evolución y transformación en la actual insurgen-
cia. Se analizará la estrategia de la Administración de Barack Obama que ha optado por for-
talecer la contrainsurgencia como vía para encontrar una salida al confl icto y asegurar no solo 
la estabilidad y las capacidades de las instituciones de seguridad de Afganistán, sino también 
las de Pakistán. Por su importancia y relevancia, se comentará sobre la escalada de la violencia 
armada en Pakistán, que obedece a dinámicas internas pero que infl uye y es infl uenciada por 
el confl icto afgano. Finalmente, se analizará, a través de las tres principales estructuras inter-
nacionales presentes en el país, el vínculo —articulado desde el exterior— entre la seguridad 
y el desarrollo en Afganistán.
DE “GUERRA NECESARIA” A “GUERRA OLVIDADA”: 2001-2008
Semanas después de los atentados del 11 de septiembre, Washington articuló su respuesta lan-
zando la operación “Libertad Duradera” (OEF-A, en inglés). La reacción de la Administra-
ción de Bush —que optó por no aceptar la colaboración militar de sus Aliados europeos y de 
121.  Miembro del Servicio Exterior Mexicano e Investigador asociado del Instituto Complutense de Estudios 
Internacionales (ICEI). Las opiniones presentadas en este capítulo son estrictamente personales y no nece-
sariamente refl ejan las de las instituciones con las que se encuentra vinculado el autor.
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Canadá conforme al Artículo 5 del Tratado del Atlántico Norte— se organizó con una gran 
velocidad y con una rapidez similar se derrotó al régimen de los Talibán (véase Schroen, 2005). 
La coyuntura política, tanto dentro y fuera de Afganistán, parecía anunciar la apertura de una 
ventana de oportunidad para la sociedad afgana.
Mientras se conducían las operaciones fi nales contra el régimen derrotado, la comunidad 
internacional y cuatro delegaciones afganas se reunieron en Bonn, Alemania con el objetivo de 
trazar el camino para el establecimiento de las nuevas instituciones de gobierno. Los Talibán 
no fueron convocados a participar en el proceso, y por tanto el Acuerdo de Bonn ha sido un 
pacto entre vencedores. Este hecho ha defi nido, en gran parte, el proyecto estatal “pos-talibán”, 
así como la implicación y las prioridades de la comunidad internacional en el país.
Al concluir del proceso de Bonn, Afganistán parecía contar —al menos en el papel— con el 
esqueleto de las instituciones propias de un “Estado democrático moderno”. Sin embargo, diez 
años después de la fi rma del Acuerdo de Bonn, la legitimidad y la capacidad de dichas institucio-
nes para asentar su preeminencia en la sociedad y en el territorio afgano, y así reclamar su primacía 
como pilares del Estado, están siendo seriamente cuestionadas, tanto dentro como fuera del país.
La relación entre la “construcción estatal” y la “consolidación de la paz” en Afganistán 
tiene sus bases en la llamada “Guerra Global contra el Terror”. Desde la Casa Blanca, la in-
tervención en Afganistán se concibió como una operación de contraterrorismo de segunda 
importancia frente al proyecto neoconservador en Irak (Rashid, 2008). Los demás aspectos de 
la intervención en el país, como la seguridad y el desarrollo de la población afgana recibieron 
una atención secundaria y, además, debían sumarse a los esfuerzos por alcanzar los objetivos 
de la misión. Estas actuaciones fueron envueltas en la retórica y en las aspiraciones idealizadas de 
la Administración de Bush de construir instituciones democráticas de manera acelerada y al 
costo más bajo, y a crédito122.
La Administración Bush aplicó una política dual en la que por una parte asistía al débil y 
dependiente Gobierno de Karzai y, por otra, apoyaba con armas y fi nanciamiento a los desacre-
ditados “señores de la guerra”. Los resultados de dicha política han sido desastrosos y han sido 
un importante factor detrás del resurgimiento de los “señores de la guerra”, tal como se obser-
vó en el proceso electoral de agosto de 2009, reconocido como fraudulento, en el que Karzai 
resultó “victorioso”. Antes de 2001, dichos actores no estatales carecían de la fuerza y de la 
infl uencia que gozan ahora. Desde Washington, el subsecretario de Defensa, Paul Wolfowitz, 
promovió la idea de “subcontratar” a “milicias independientes” o “señores de la guerra” para 
cazar y capturar a los miembros de al-Qaeda. Ello afi rmó que la seguridad de la población 
afgana estaba subordinada a los intereses de seguridad de Washington (véase Bhatia, et al., 
2004; Rashid, 2008). Actualmente, ambos ámbitos de seguridad parecen ser más vulnerables 
que en 2001. Los “señores de la guerra” se fortalecieron y rindieron pocos resultados al plan de 
Wolfowitz. Este plan, a su vez, ha minado los esfuerzos hacia el desarrollo y la seguridad de 
los afganos y, ultimadamente, hacia el fortalecimiento de las incipientes instituciones estatales. 
122.  Se estima que lo gastado en las guerras en Irak y en Afganistán, junto con los gastos de la seguridad 
interior, representan más del 25% del total de la deuda que Estados Unidos ha acumulado desde 2001 (véase 
Bilmes y Stiglitz, 2011).
232  CONSTRUCCIÓN DE LA PAZ, SEGURIDAD Y DESARROLLO...
C de la paz.indd   232 30/03/2012   10:34:28
Los desacreditados “señores de la guerra” recobraron su poder. Mientras tanto, los Talibán es-
timados aquel entonces irrelevantes —política y militarmente— regresaron a las áreas tribales 
de la Provincia de Khyber Pakhtunkhwa123 de Pakistán donde se reagruparon y organizaron 
la insurgencia actual. Ocho años después, la Administración de Obama, que ha criticado dura-
mente al Gobierno de Karzai por apoyarse en los “señores de la guerra”, parecía olvidar que su 
resurgimiento fue resultado, en parte, de las políticas de la propia Casa Blanca (Rashid, 2008).
Las motivaciones detrás del retorno de la comunidad internacional al país son importantes, 
ya que tienen la función de ordenar las prioridades, establecer los compromisos y fi jar el “plan 
de trabajo” con los actores afganos, con los Estados de la región y con los demás actores en el 
país. Como muestran los hechos, el contexto derivado de la reacción de Washington, de su 
interacción con los Estados de la región, Irak incluido, y de la contraofensiva de los Talibán y 
de al-Qaeda, no ha sido un entorno favorable para la seguridad y el desarrollo de la población 
afgana. Ultimadamente, el contexto ha dado pie para una relación incompleta, poco sostenible, 
subordinada y tergiversada entre la paz, la seguridad y el desarrollo.
La OEF-A lanzada por Estados Unidos en octubre de 2001 partió de una serie de imperati-
vos militares y políticos que establecieron los fundamentos de la intervención en el país (véase 
Elizondo, 2008: 28). La compleja imbricación de imperativos político-militares priorizó el pro-
yecto neoconservador sobre las necesidades reales de la sociedad afgana. El reducido esfuerzo 
por atender dichas necesidades no permitió un proceso de apropiación más amplio por parte de 
la población local. Para el teniente general David Barno, quien entre 2003 y 2005 estuvo a cargo 
del entonces Mando de las Fuerzas Combinadas en Afganistán (OEF-A), “la reconstrucción 
posbélica no formaba parte de la formula” (Barno, 2007: 33). Indudablemente, desde 2001 ha 
habido algunos avances en cuestiones de desarrollo, salud y educación, no obstante, no se han 
cosechado los resultados deseados y la sociedad afgana así parece percibirlo.
El paradigma de la intervención partió de un proceso no negociado entre las partes en confl icto 
(el Acuerdo de Bonn de 2001) y se caracterizó por una intervención desequilibrada al servicio de 
la lesiva “Guerra Global contra el Terror” (Rashid, 2008; Rubin, 2006; Woodward, 2010). Dicha 
guerra supuso la llegada de tropas estadounidenses a Afganistán, que históricamente ha sido el 
gran “premio” geopolítico de la región. En 2005 Karzai y Bush conjuntamente declararon que sus 
países formarían una “Asociación Estratégica”124 mediante la cual se concedía el derecho a Was-
hington de establecer bases militares en el país y la garantía de que sus soldados pudiesen “actuar 
con libertad”. Este hecho aseguró a Estados Unidos —tras la careta de la lucha contra el terro-
rismo—, una importante posición geoestratégica frente a tres adversarios: Irán, China y Rusia. 
Aseguró, además, proximidad territorial a Pakistán, una de las potencias nucleares de la región y 
uno de los Estados más inestables del mundo, según los criterios de algunos índices125. Finalmente, 
supone una posición clave en la competencia por los recursos energéticos de Asia Central.
123.  Anteriormente llamada Provincia de la Frontera del Noroeste.
124.  En el otoño de 2011 los Gobiernos de Obama y de Karzai abrieron un proceso de negociación para actuali-
zar los términos de dicha “Asociación Estratégica”, lo cual podría tener repercusiones sobre el futuro estatus 
de las fuerzas armadas estadounidenses en Afganistán.
125.  Pakistán ocupa el décimo lugar en el índice de los llamados Estados “fallidos” de 2010 de Foreign Policy / 
The Fund for Peace; Afganistán ocupa el sexto lugar.
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Poco después de la intervención de 2001, se declaró a Afganistán como un éxito, y por tan-
to, se le consideró como un escenario de “posconfl icto” y de “reconstrucción”. Defi nido así, la 
retórica del proyecto neoconservador en Afganistán idealizó la creación de un Estado afgano 
aliado de corte occidental con una economía de mercado y una democracia ejemplar para los 
países de la región. Sin embargo, el caso afgano corrobora que la democracia y el desarrollo de 
las instituciones estatales no es un evento o un edifi cio, sino un proceso que debe tener sus raí-
ces en la sociedad, y que tarda décadas en evolucionar, según las dinámicas socio-políticas del 
lugar (véase el capítulo de Boege et al. en este mismo volumen). La retórica de la “reconstruc-
ción” y de la “democratización”, además de infundada, careció de interés real y ha generado 
una profunda dependencia en el exterior (Surhke, 2007).
Pese a la insistencia del discurso de estar en situación de “posconfl icto”, que duró varios 
años, la implicación de Estados Unidos y de la comunidad internacional en Afganistán ha sido 
marcadamente militar. Entre 2001 y 2005, el presupuesto de operaciones militares de Was-
hington fue once veces más grande que el presupuesto combinado de la “reconstrucción”, de 
la asistencia económica, del entrenamiento de las fuerzas de seguridad afganas y de la ayuda 
humanitaria (Robichaud, 2006).
El objetivo principal de la Administración de Bush en Afganistán era luchar contra al-Qae-
da y los Talibán, haciendo pocas distinciones entre ellos, con medios militares de alta tecnología 
y con el apoyo local de los “señores de la guerra”. En breve, dicho objetivo quedó desplazado 
frente a la invasión de Irak, y Afganistán, para efectos de la Casa Blanca, se convirtió en una 
“guerra olvidada”. A consecuencia de la falta de análisis, estrategias equívocas y lesivas y de 
la inefi caz aplicación de los recursos, se creó un vació de seguridad en gran parte del país, que 
perjudicó los procesos del desarrollo local y que favoreció el reagrupamiento de los Talibán. 
Dicho vacío fue llenado por los “hombres fuertes locales” y los “señores de la guerra”, muchos 
de ellos con nexos a la industria del cultivo del opio.
DOS ESTADOS, ¿UN DESAFÍO?: LA ESTRATEGIA “AFPAK” DE OBAMA
El presidente Obama heredó de su antecesor una situación verdaderamente complicada en 
Afganistán, que desde hace varios años se extendía sigilosamente hacia Pakistán, adaptándose 
a las dinámicas locales de dicho país. Durante la campaña electoral del otoño de 2008 Obama 
políticamente hizo suya la guerra en Afganistán y ubicó al país junto con Pakistán en lo más 
alto de su agenda de política exterior y de seguridad. Tras diez años de “Guerra Global contra 
el Terror”, los desafíos, los riegos y las amenazas derivadas de la región parecen ser más graves 
y globales de lo que eran en 2001. Retóricamente Obama marca el fi n del énfasis en la “Guerra 
Global contra el Terror”, rebautizando la misión bajo el término mucho más técnico y escasa-
mente repetido de “Operaciones de Contingencia en Ultramar”126.
A fi nales de marzo de 2008 el presidente Obama anunció su nueva estrategia “AfPak” (en 
alusión a Afganistán y a Pakistán) (Véase Aguirre, 2009; e, IGADI, 2009). Su objetivo funda-
126.  Overseas Contingency Operations en inglés.
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mental consiste en “desbaratar, desmantelar y derrotar a al-Qaeda y sus zonas de refugio en 
Pakistán, y prevenir su resurgimiento en Pakistán y en Afganistán” [nótese el énfasis en Pakistán 
al anteceder a Afganistán] (Casa Blanca, 2009). La estrategia aspiraba a superar la confusión, 
ambigüedad y desatención que reinó durante la época de Bush. Con estos ajustes, la estrategia 
desambigua la retórica con la intención de renovar el apoyo de la población estadounidense, de 
los Aliados y de la población afgana, y reafi rma el objetivo de derrotar a al-Qaeda e impedir 
que el territorio afgano sirva de base para cualquier grupo terrorista. La estrategia enfatiza su 
naturaleza contraterrorista y contrainsurgente, subraya la importancia estratégica de construir 
un ejército afgano sólido y marca un incremento sustancial de los “esfuerzos civiles” en los 
ámbitos de la gobernabilidad y del Estado de derecho, de la economía, y del desarrollo. En todo 
caso, a juzgar por el enfoque, la estrategia sigue siendo inminentemente militar.
La estrategia aspira a detener y contener el caos afgano-pakistaní fi jando “metas realistas y 
alcanzables”, cuyo logro, según señala, supondría la salida de las tropas estadounidenses. Estas 
metas son:
     —  Deshacer las redes terroristas en Afganistán y especialmente en Pakistán con el objetivo 
de impedir cualquier capacidad para planifi car y ejecutar ataques terroristas internacio-
nales;
     —  promover más capacidades, transparencia y efi cacia dentro del Gobierno afgano, con el 
objetivo de que sirva a la población afgana y que eventualmente pueda funcionar con 
ayuda internacional reducida, particularmente en aquellos ámbitos relacionados con la 
seguridad interna;
     —  desarrollar fuerzas de seguridad afganas que sean independientes y que puedan enca-
bezar la lucha contrainsurgente y contraterrorista con la asistencia reducida de Estados 
Unidos;
     —  brindar asistencia a Pakistán para que mejore su estabilidad constitucional y su econo-
mía con la fi nalidad de ofrecer mayores oportunidades a su población127; e,
     —  involucrar a la comunidad internacional para que apoye activamente los esfuerzos para 
el logro de estos objetivos en Afganistán y en Pakistán, contando con el liderazgo de 
Naciones Unidas.
127.  La estrategia que Obama lanzó en la primavera de 2009 contempla una ayuda anual para el desarrollo y 
para el fortalecimiento institucional de Pakistán de 1.500 millones de dólares durante el periodo de 2009-2013, 
que se desembolsa a condición y en la medida que Islamabad actúe contra las redes terroristas en su territo-
rio. La magnitud de la ayuda es tal, que supera la suma total de ayuda estadounidense desembolsada entre 
1951 y 2007 (Wilder, 2009: 9). Tras lanzar esta estrategia la Casa Blanca autorizó 3.000 millones en ayuda militar, 
específi camente para operaciones de contrainsurgencia. A dicha cantidad se suman 5.000 millones de dólares 
a los que se comprometieron una treintena de países en la Conferencia de Donantes celebrada en abril de 2009 
en Tokio. En total, entre 2001 y 2009 Pakistán ha recibido de Washington cerca de 18.000 millones de dólares 
en ayuda militar y al desarrollo. Sin embargo, con el deterioro de la relación ilustrada a lo largo de 2011 en los 
diversos desencuentros, es altamente factible que la ayuda económica y militar de Washington a Islamabad 
se reduzca a un mínimo (Hughs, 2011).
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Durante la era de Bush, al-Qaeda y la ascendente insurgencia afgana eran catalogados 
como una unidad y como un sólo enemigo que tenía que ser derrotado por la vía militar. La 
estrategia de Obama ha buscado entender mejor los matices y redefi nir al enemigo en toda su 
complejidad: al-Qaeda, sus aliados y otros grupos terroristas, sean estos grupos de talibs y/o 
grupos asociados. Los sectores del Estado pakistaní que han estado apoyando a los Talibán 
no fueron nombrados como “enemigos”, pero desde hace varios años están siendo señalados 
por la Administración de Obama como parte del problema. Las tensiones entre estos sectores 
y la Administración de Obama, exacerbadas por la intervención unilateral de Washington 
que mató al terrorista Osama bin Laden, el ataque de las milicias de Haqqani a la Embajada 
estadounidense en Kabul —con el presunto apoyo, afi rmado por algunos, de los servicios de 
inteligencia pakistaníes— y el atentado que mató al ex - presidente afgano y mediator ofi cial 
entre el Gobierno de Karzai y los Talibán, Burhanduddin Rabbani, han llevado la relación 
estadounidense pakistaní a su punto más bajo en la última década. Lamentablemente, el fi n de 
esta caída en la relación no parece vislumbrarse (Hughs, 2011; Riedel, 2011).
La estrategia lanzada por Obama parte de la hipótesis de desambiguar al enemigo y de com-
prender mejor su naturaleza heterogenea, para, luego de debilitarlos militarmente, crear un es-
pacio para una salida negociada del confl icto con los sectores más “moderados” de la insurgencia. 
En principio, esta redefi nición aspira a establecer una distinción entre los insurgentes afganos y 
pakistaníes que luchan por razones nacionalistas o por incentivos económicos, de aquellos moti-
vados por ideales yihadistas. La tesis de Washington sobre la insurgencia afgana, expresada en pa-
labras del vicepresidente Joe Biden, sostiene que su núcleo duro equivale al 5% de sus miembros, 
y por tanto debe ser combatido y eliminado, otro 25% podría estar abierto a algún tipo de persua-
sión, mientras que el restante 70%, combatientes de a pié en su mayoría, lucha sólo por dinero.
En base a dicho cálculo, se ha buscado fracturar y “descascarar” a la insurgencia mediante 
las operaciones de contrainsurgencia, el diálogo, la inclusión política, la reconciliación y el 
poder del desarrollo. La gran interrogante es si esto es posible. ¿Acaso está luchando la mayor 
parte de los insurgentes por motivos económicos? La respuesta de esta pregunta es importante 
para confi rmar y operar la tesis señalada arriba. ¿Será la pobreza y el desempleo la causa pro-
funda de la violencia, o serán factores secundarios útiles para movilización de la población? La 
insurgencia no parece “competir/luchar” en el ámbito de la construcción de clínicas, carreteras, 
escuelas, ni en la provisión de otros bienes públicos tangibles. Sin embargo, sí parece que com-
pite en el ámbito de la gobernabilidad, en el de la representatividad de sectores de la población 
pashtun y en el de la imposición de su “Estado de derecho”.
¿Estarán dichos combatientes dispuestos a dejar las armas en apoyo a un Gobierno tan débil 
y reconocidamente corrupto como el de Karzai? ¿Estarán dispuestos a unirse al actual proyecto 
de construcción estatal impulsado desde el exterior? En Afganistán portar un arma es símbolo 
de poder y garantía de seguridad; tras treinta y un años de guerra, entregar las armas implica 
un acto de gran de confi anza en el futuro, o más bien temor, respecto al proyecto de Estado y de 
sociedad que se está construyendo. Por el momento, parece que hay poca confi anza. Una even-
tual retirada de las tropas extranjeras podría neutralizar el yihadismo y el anti-imperialismo 
como factor aglutinador de la insurgencia; pero, expondría con violencia interna, las fracturas y 
la heterogeneidad de la insurgencia. Ambas vías pintan un camino potencialmente desolador.
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Al igual que en la guerra contra los soviéticos, la actual insurgencia está enmarcada en 
tres poderosas fuentes de legitimidad y de movilización: el Islam, el nacionalismo y la tra-
dición. En otras palabras, los insurgentes caracterizan su resistencia en el marco de una re-
sistencia yihadista, nacionalista y anti-imperialista que aglutina a distintos grupos (Nojumi, 
2002; Surhke, 2006). Identifi car, distinguir, luchar y dialogar de forma “diferenciada” con 
y contra los nacionalistas-tradicionalistas y los yihadistas es una tarea altamente compleja y 
minada de riesgos. La ecuación solo se complica más al considerar los intereses legítimos 
de Pakistán, pero articulados, a la vez, por las políticas lesivas de Islamabad en su enfrenta-
miento con la India.
Desde hace tiempo ha habido esfuerzos calculados por entablar un diálogo político 
entre Estados Unidos, el Gobierno de Afganistán y dos facciones de la insurgencia: los 
Talibán e Hibz-e-Islami (milicias de Gulbuddin Hekmatyar). Los esfuerzos parecen in-
clinarse por dialogar con dichos actores de forma separada. El esfuerzo por establecer ca-
nales de dialogo con los Talibán parece haber tomado impulso en septiembre de 2008 en la 
Meca con el apoyo de Arabia Saudita, pero no ha habido grandes avances (véase del Viso, 
2010). Desde entonces el Gobierno de Karzai ha sido el principal promotor del dialogo 
político con la insurgencia.
Recientemente, en el verano de 2011, aparecieron los primeros indicios de una búsqueda de 
establecer el diálogo político con las milicias de Jalaluddin Haqqani, considerada actualmente 
como la facción más peligrosa de la insurgencia (BBC News, 2011). Aparentemente, el contac-
to entre los Haqqani y el Departamento de Estado fue mediado por los servicios de inteligencia 
de Pakistán. La actual situación parece pintar un contexto claro: Estados Unidos está dispuesto 
a negociar, pero toda negociación debe contar con el beneplácito de Islamabad.
Sin embargo, a juzgar por los actuales acontecimientos, el camino hacia el dialogo polí-
tico y la salida negociada llevará al confl icto por un trayecto de aun más violencia. Hillary 
Clinton lo expuso de forma muy sucinta: “luchar, dialogar y construir”; reiterando, a la vez, 
el marco y los términos en el que se articula la seguridad y el desarrollo (Associated Press, 
2011)128. Todo indica que 2011 será más violento que el año anterior129, y 2012 bien podrá 
seguir el mismo curso. Frente a la eventual negociación política, en ningún caso las niñas 
y las mujeres afganas deberán pagar la factura del diálogo, todo resultado deberá servir de 
base para el avance y la protección de sus derechos en sintonía con las nociones afganas de 
la justicia.
Por otra parte, en el ámbito de las operaciones contraterroristas, cabe preguntarse: ¿será 
posible derrotar a un enemigo tan abstracto y desterritorializado como al-Qaeda y sus afi liados 
con los medios y las estrategias actuales? Lo anterior, tomando en cuenta que el general David 
Petraeus ha declarado que al-Qaeda opera principalmente desde Pakistán, y no desde Afganis-
tán (Dreazen, 2009). Múltiples fuentes estiman que la presencia de al-Qaeda en Afganistán es 
mínima; de entre 20 y 100 combatientes (Katzman, 2011: 17; Woodward, 2010: 162).
128.  Clinton expresó esta fórmula de “lucha, dialogo y construcción” en su visita a Afganistán, y añadió: 
“ellos [Pakistán] pueden ayudarnos o frenarnos, pero no nos detendremos”.
129.  De acuerdo con las Naciones Unidas, durante los primeros ocho meses de 2011 se registró un incremento 
del 40% en incidentes violentos (VOA News, 2011).
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Paralelamente, en el marco de la estrategia contrainsurgente, se ha optado por armar a 
algunas milicias tribales para que luchen contra la insurgencia en sus localidades (The Econo-
mist, 2009). Este enfoque no parece ser la mejor opción para lograr la seguridad, ya que se basa 
la lógica de armar aún más a la población en un entorno donde hay poca confi anza respecto al 
futuro del proyecto de Estado que se busca construir. Este tipo de iniciativas implica revertir 
los logros del Programa de Desarme, Desmovilización y de Reintegración realizado entre 2003 
y 2005. Por otra parte, expone a dichas milicias a la infi ltración y al control de los “señores de 
la guerra”, de los narcotrafi cantes y/o de otros grupos armados (Waldman, 2009: 6-7). A fi nales 
de la década de los años ochenta los soviéticos lo intentaron y no funcionó; es más, fue uno de 
tantos factores que recrudeció la guerra civil que suscitó tras la salida del Ejército Rojo. El fl ujo 
de armas combinada con la naturaleza fragmentada de la sociedad afgana no parece ser una 
fórmula adecuada.
El aumento del esfuerzo civil
Una de las piezas claves de la estrategia lanzada en 2009 consiste en impulsar el llamado “es-
fuerzo civil”, que ha sido mal enfocado y seriamente limitado por la inseguridad y la “securi-
tización” de la ayuda (véase el capítulo de Sanahuja y Schünemann en este mismo volumen). 
Dicho plan ha representado un serio desafío para la Administración de Obama. Lo anterior 
ha implicado el reclutamiento, la preparación y el envío de especialistas estadounidenses al 
difícil terreno afgano. Según informes, muchos de los civiles son en realidad miembros de 
la Guardia Nacional y agentes de la CIA en vestimenta civil, por lo que el esfuerzo ha sido 
poco “civil” (Siddique, 2009; Cook, 2009). Además, realizan gran parte de su trabajo bajo la 
protección disuasoria de contingentes militares. Estos factores generan más confusión entre las 
identidades de los actores, profundizando aún más la “militarización” del esfuerzo civil. En 
todo caso, los esfuerzos por proyectar el “rostro civil” de la intervención son palpables. Según el 
Departamento de Estado, entre 2009 y 2011 el personal civil estadounidense pasó de 261 a 1.300 
elementos, con el objetivo de llegar a 1.450 para el año 2014 (Johnson, et al., 2011).
La estrategia civil da prioridad a sectores clave como la educación y la agricultura, ambos 
sumamente importantes para el desarrollo del país. El acceso a la educación ha registrado im-
portantes avances, posibilitando el acceso a 6,2 millones de niños y niñas (International Crisis 
Group, 2011). El sector agrícola, junto con el desarrollo de las infraestructuras rurales, es parti-
cularmente importante para asegurar medios de vida sostenibles fuera de la narco-economía130. 
El 70% de la población vive en zonas rurales; sin embargo, la ayuda destinada a la agricultura 
asciende a tan solo el 4% de la ayuda desembolsada (Michailof, 2009; véase también Johnson, 
et al., 2011).
En todo caso, se deberán revisar y subsanar los vicios y los efectos negativos de la ayuda 
registrados desde hace varios años, y que en realidad redunda en poca efectividad en relación 
a las necesidades de la población afgana (Internacional Crisis Group, 2011). Casi el 50% de la 
130.  Paradójicamente la narco-economía sostiene a una importante parte de la población rural, corrompe al 
Gobierno y fi nancia la insurgencia. Afganistán produce más del 90% del opio del mundo. 
C de la paz.indd   238 30/03/2012   10:34:30
ayuda es ligada, es decir, condicionada a la compra de los productos y servicios del donante. El 
40% de la ayuda regresa al donante por medio de impuestos, comisiones y salarios. Mientras 
que un funcionario del Gobierno gana 2 dólares al día131, el sueldo anual de un consultor expa-
triado oscila entre los 250.000 y 500.000 dólares. De la misma forma, las agencias y las organi-
zaciones no gubernamentales (ONG) ofrecen salarios que superan por mucho a aquellos que 
ofrece el Gobierno. Lo anterior distorsiona la economía local y genera incentivos para la “fuga 
de cerebros” del Gobierno a ONG y contratistas, lo que ultimadamente mina los esfuerzos 
por fortalecer las capacidades de las instituciones afganas. Estos, entre otros efectos negativos, 
reclaman atención.
Las revisiones de la estrategia de Obama: 
la escalada en búsqueda de una salida del confl icto.
Desde que lanzó su estrategia, la Administración de Obama la ha revisado en dos ocasiones: 
en diciembre de 2009 y de 2010. Los resultados de las revisiones se resumen en la escalada de 
la presencia militar con el objetivo de revertir la inercia que favorece la insurgencia y buscar 
una salida al confl icto. Con su presencia incrementada Washington busca frenar el momentum 
de los Talibán y proteger los centros poblados para que el Gobierno afgano pueda reclamar su 
espacio y fundamentar su legitimidad.
La revisión del invierno de 2009 implicó el envío adicional de 30.000 soldados estadouni-
denses, que se sumaron a los 68.000 soldados que ya estaban desplegados. Paralelamente, la 
Administración de Obama presionó duro para que sus aliados enviaran más soldados. Con esta 
escalada, en el otoño de 2010 la presencia militar internacional alcanzó su máximo histórico: 
152.000 soldados132. Al anunciar el envió de más tropas, Obama enfatizó que la escalada busca 
revertir la situación dentro de un periodo de 18 meses, tras el cual, iniciaría el repliegue, de 
acuerdo a las condiciones del teatro de operaciones (julio de 2011). 
Por su parte, la revisión de 2010, realizada poco después de la Cumbre de la OTAN en 
Lisboa, simplemente reafi rmó la estrategia y cambió el enfoque del discurso “del inicio de la 
retirada de las tropas en 2011” a “la entrega de la responsabilidad de la seguridad a las au-
toridades afganas para fi nales de 2014”. Con lo anterior, se amplió el corsé temporal que se 
había autoimpuesto y satisfi zo las peticiones de sus generales de dar más tiempo a la estrategia 
contrainsurgente. En todo caso, Obama es claramente consciente del grave riesgo de empan-
tanarse al estilo de Lyndon B. Johnson en Vietnam (Woodward, 2010), por ello, pese a que las 
condiciones sobre el terreno son poco alentadoras, en julio de 2011 comenzó la primera fase de 
repliegue. Para el cierre de 2011, se espera que haya concluido el primer repliegue de 10.000 
soldados estadounidenses (Katzman, 2011)133.
131.  A modo de comparación, cabe añadir que un soldado talib gana aproximadamente 10 dólares al día por 
luchar.
132.  Haciendo una comparación histórica, cabría agregar que dicha cifra supera por mucho la cantidad de 
soldados desplegados por la Unión Soviética durante la década de los años ochenta que osciló entre los 
105.000 y los 115.000 soldados.
133.  Al iniciar 2011, había aproximadamente 99.000 soldados estadounidenses. Tras la primera fase del replie-
gue, se prevé que 2012 comience con 89.000 soldados desplegados, de los cuales se espera que 23.000 hayan 
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Con estas revisiones, parece que el primer periodo presidencial de Administración de Oba-
ma se ha caracterizado por su apuesta militar. Pese a que cada vez hay mayores expresiones 
a favor del dialogo político, los tres años de la presidencia de Obama reafi rman la ruta de sa-
lida: escalar el confl icto en búsqueda de una salida negociada más favorable, o en palabras de 
Clinton: “luchar, dialogar y construir”. En este proceso se busca intensifi car el entrenamiento 
de las fuerzas de seguridad afganas a fi n de que se puedan hacer cargo de la seguridad. Esto, 
sin embargo, será difícil considerando la debilidad del Gobierno de Karzai que se tambalea 
bajo el peso de la corrupción. A medio y a largo plazo un ejército afgano de semejante tamaño 
supone complicaciones mayúsculas al ser fi scalmente insostenible y al estar viciado por su gran 
dependencia en el exterior, que le genera ilegitimidad.
PASHTUNISTÁN: EL CENTRO GEOGRÁFICO DEL 
FRAGMENTADO CONFLICTO “AFPAK”
El corazón geográfi co del confl icto se ubica principalmente en las tierras pashtunas de Afganis-
tán y en las Áreas Tribales Administradas Federalmente (FATA, en inglés) de Pakistán; jun-
tas, ambas áreas conforman la geografía de Pashtunistán. Pese a la existencia de sentimientos 
independentistas pashtunes en el pasado, principalmente del lado pakistaní, desde 1947, por el 
momento ningún grupo reclama de forma seria ni lucha abiertamente por la independencia de 
Pashtunistán. El actual confl icto, en el que participan distintos grupos armados, se desarrolla 
sobre la dinámica de las actuales fronteras y por motivaciones distintas. Nacionalismos aparte, 
el epicentro geográfi co del campo de batalla transfronterizo se ubica en Pashtunistán, un factor 
que no se debe obviar.
No obstante, y como es bien sabido, el campo de batalla supera dicha demarcación. La 
presencia de los Talibán afganos en la provincia pakistaní de Baluchistán, por ejemplo, es bien 
sabida. La cúpula de los Talibán dirigida por el mulá Omar se encuentra en la capital baluchí 
de Quetta (Rashid, 2008). A esta situación, hay que mencionar el movimiento independentista 
baluchí, el hecho de ser la provincia más pobre del país, y su codiciado valor geopolítico, por 
ser frontera con Irán y Afganistán, salida al mar, y zona de tránsito de dos proyectos que com-
piten por trazar oleoductos y gaseoductos por su territorio. Esta combinación de hechos podría 
signifi car la continuación y el incremento de tensiones en Baluchistán.
Tras su derrota en 2001 y en su retirada de Kabul, los Talibán regresaron a “casa”, es decir, 
a las áreas tribales de Pakistán. Fue ahí, durante la década de los años ochenta, donde muchos 
de ellos crecieron y se educaron en las madrasas. Durante dicha década, FATA sirvió de base 
para el “frente externo”, a partir del cual los muyahidin organizaron la insurgencia contra los 
soviéticos (Nojumi, 2002). En aquel entonces, como ahora, la porosa frontera entre Afganis-
tán y Pakistán134 sirvió de puerta trasera del confl icto y de canal a través del cual entraban los 
salido para septiembre de 2012. De ocurrir estos repliegues hipotéticos, a partir de septiembre de 2012 la pre-
sencia militar estadounidense en Afganistán sería similar a la de diciembre de 2009 cuando Obama anunció 
el aumento de soldados.
134.  Como curiosidad de la historia y de la geografía, la actual frontera, conocida como la “línea Durand” que 
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muyahidín y fl uían las armas y el dinero. Desde 2002, FATA ha servido de refugio para la 
insurgencia afgana y consiguientemente ha sido el puente a través del cual el confl icto se ha 
extendido y escalado en Pakistán. Los treinta y un años del confl icto afgano han resultado en 
el surgimiento de fuertes redes yihadistas y en la profundización del uso geográfi co de dichas 
áreas para la violencia armada, tal como ha ocurrido en repetidas ocasiones a lo largo de la 
historia (Loyn, 2008).
Pakistán encierra varias paradojas, tanto en el ámbito global como en el ámbito regio-
nal-local. Desde 2001, Pakistán ha sido el indócil socio estratégico de Estados Unidos, en-
tretanto, su territorio ha servido de refugio y base para la insurgencia Talibán, las milicias 
de Haqqani y al-Qaeda. Pakistán ha sido la zona de tránsito de bienes y de materiales hacia 
Afganistán, tanto de la insurgencia como de la contrainsurgencia. Parte de esto se explica 
por el hecho de que Islamabad nunca ha tenido un control efectivo sobre FATA. Por otro 
lado, se vislumbra otra paradoja, mientras que los Talibán afganos y las milicias de Haqqa-
ni son considerados por algunos sectores militares pakistaníes como un recurso estratégico 
frente al confl icto con la India, las operaciones militares pakistaníes en las áreas tribales 
refl ejan el confl icto violento que existe entre Islamabad y los Talibán pakistaníes. Dicho 
de modo simplifi cado, para Islamabad los Talibán afganos y las milicias de Haqqani son 
“útiles”, en tanto que los Talibán pakistaníes son “enemigos”. Estas paradojas evidencian la 
vulnerabilidad del Estado pakistaní y revelan el estado de fragmentación de sus políticas e 
instituciones de seguridad (Rashid, 2008).
La estrategia “AfPak” de Washington ha expandido —de forma matizada— el teatro de 
operaciones para incluir a Pakistán. Incluir “Pak” en la ecuación de la estrategia es una llama-
da de atención a Islamabad y una presión para que se implique de manera más decidida en la 
lucha contra los enemigos de Washington. A pesar que tácticamente Afganistán y Pakistán 
reciben un trato diferenciado, desde la perspectiva estratégica el general David Petraeus ha 
señalado que ambos países “constituyen un solo teatro, que requiere enfoques integrales que 
involucren de manera coordinada a todas las instancias relevantes [civiles y militares] del go-
bierno estadounidense (whole-of-government approach)” (Garamone, 2009).
No obstante, tratar a Afganistán y a Pakistán como un solo espacio estratégico, inde-
pendientemente del uso de diferentes tácticas, está generando importantes riegos e incenti-
vos para el confl icto. Tal como se señaló arriba, el trato diferenciado de ciertos sectores de 
seguridad pakistaní a los Talibán afganos y a los Talibán pakistaníes se debe, entre otros 
factores, a que son actores diferentes con distintas agendas; lo anterior a pesar del alto grado de 
interrelación que existe entre ambos grupos y su contacto con al-Qaeda y con las milicias 
de Haqqani.
Los Talibán afganos, encabezados por el mulá Omar, tienen como objetivo la expulsión 
de las tropas internacionales de Afganistán, el debilitamiento del Gobierno de Karzai y la 
implantación de su particular y radical interpretación de la ley islámica. Además de su orien-
Afganistán no reconoce, fue trazada en 1893 por los británicos sobre la montañosa geografía de las tierras 
pashtunas de tal forma que estratégicamente diese una ventaja militar al lado oriental —por aquel entonces 
la India Británica— frente a una posible expansión rusa desde el lado occidental. Hoy, y a más de cien años 
después, el trazado de la frontera juega contra los intereses del Occidente (Loyn, 2008).
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tación ideológica-religiosa, están guiados por motivaciones que declaran ser anti-imperialistas 
y nacionalistas (nacionalismo afgano dominado por la etnia pashtún, mas no pro-“pashtunis-
taní”), y por tanto, no tienen una “agenda global”. Por su parte, los llamados Talibán pakista-
níes, agrupados principalmente bajo el “Movimiento Talibán de Pakistán” (Tehreek-i-Taliban 
Pakistan, TTP) establecido formalmente en 2007135, tiene el objetivo de implantar su igual de 
radical interpretación de la sharia en Pakistán, pero, además, tienen una creciente actividad te-
rrorista transnacional, tal como muestran los frustrados planes terroristas del TTP en el metro 
de Barcelona en 2008 (Jordan, 2008; Baquero y Corachán, 2008) y el fallido intento en 2010 en 
la Times Square de Nueva York.
Pese a los lazos que unen a ambos grupos y la utilización de tácticas similares, los Talibán 
afganos son distintos de los Talibán pakistaníes. El hecho de que tengan el nombre común de 
“Talibán” tiende a generar confusión e imprecisión en el análisis de sus actividades y objetivos. 
Para los Talibán afganos, las áreas tribales —junto con Baluchistán— constituyen su zona de re-
fugio en relación al confl icto afgano, mientras que para los Talibán pakistaníes dicha zona es su 
hogar y centro permanente de operaciones (crecientemente globales). En virtud de lo anterior, 
las motivaciones y la naturaleza subyacente de los vínculos con otros grupos como, las milicias de 
Hekmatyar, las milicias de Haqqani y al-Qaeda, entre otros, atienden a distintas razones.
Gráfi co 1. La escalada a distancia: Ataques de aviones estadounidenses no 
tripulados en territorio pakistaní (2004- noviembre de 2010)
.
Nota: cabe señalar que el 66% de los ataques ocurridos a lo largo de 2011 han sido en Waziristán del Norte, lo que indica que la 
preocupación principal de Estados Unidos en Pakistán son las milicias de Haqqani.
Fuente: The New America Foundation. The Year of the Drone An Analysis of U.S. Drone Strikes in Pakistan, 2004-2011. Dis-
ponible en: (http://counterterrorism.newamerica.net/drones).
135.  El TTP es una organización que aglutina varios grupos yihadistas de Pakistán. A diferencia de los Talibán 
afganos, la estructura del TTP carece de un mando central, lo que lo hace una organización más fl exible. Su 
base principal de operaciones se ubica en Waziristán del Sur.
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Existe una línea delgada entre los Talibán afganos y los Talibán pakistaníes, que, con la 
escalada del confl icto en “AfPak”, puede volverse aún más tenue. Con el incremento de la vio-
lencia, las posibles fi suras entre estos grupos se vuelven más estrechas, lo cual tiene el potencial 
de generar condiciones que profundicen el confl icto a ambos lados de la frontera. Además 
de sus implicaciones jurídicas y políticas (véase The Economist, 2011), uno de los efectos de 
las operaciones de los aviones no tripulados estadounidenses en territorio pakistaní ha sido la 
penetración territorial de los Talibán pakistaníes a otras regiones de Pakistán, en busca, entre 
otros objetivos, de “profundidad estratégica” frente a dichos ataques. En la consecución de 
sus objetivos ofensivos y defensivos (de los Talibán pakistaníes), el fundamentalismo islámico 
se fortalece por el territorio de Pakistán. El incremento, por ejemplo, de las actividades de la 
llamada “red Talibán de Punjab” es preocupante136.
El horizonte de la escalada de la violencia en Pakistán ha llegado con una velocidad vertigino-
sa; el clímax y el posterior declive de su intensidad no parecen vislumbrarse. Las operaciones mili-
tares ordenadas en mayo de 2009 por el Gobierno de Pakistán, bajo la fuerte presión de Washing-
ton y de muchos sectores de la población pakistaní, contra los Talibán pakistaníes, han sido las 
más intensas en la historia del país. Las fuerzas armadas pakistaníes retomaron militarmente el 
control del valle de Swat y zonas aledañas, enviando un fuerte mensaje a los Talibán pakistaníes. 
Sin embargo, la operación supuso, en escasas semanas, el desplazamiento de más de 2,8 millones 
de civiles —hecho comparable al desplazamiento ocurrido en Ruanda en 1994— desatando una 
crisis humanitaria profunda y políticamente compleja (International Crisis Group, 2010).
Desde hace varios años las milicias de Jalaluddin Haqqani, (apreciado muyahidín de la CIA 
durante los años ochenta), se han convertido en la facción más violenta de la insurgencia. Los 
contactos entre Washington y esta facción en el verano de 2011 —bajo los buenos ofi cios de 
los servicios de inteligencia de Pakistán— revelan su cuota de poder en la ecuación de la paz 
negociada (BBC News, 2011). Los Haqqani han sido responsables de los atentados más es-
pectaculares y sofi sticados en Afganistán. La sospecha de vínculos entre algunos sectores de 
los servicios de inteligencia de Pakistán y las milicias de Haqqani, junto con la intervención 
unilateral estadounidense que mató a Osama bin Laden, han llevado la compleja relación de 
Washington y Pakistán a sus puntos más bajos. Tras el ataque de los Haqqani de 20 horas de 
duración a la Embajada de Estados Unidos en Kabul y al Cuartel General de la OTAN, el 
entonces Jefe del Estado Mayor Conjunto, el Almirante Mike Mullen, declaró ante el Senado 
de Estados Unidos que las milicias de Haqqani “son un brazo estratégico” de los Servicios de 
Inter-Inteligencia de Pakistán (Alandete, 2011).
La acusación directa y abierta de la máxima autoridad militar de Estados Unidos revela el 
mal estado de la relación con Pakistán. Pese a que la diplomacia estadounidense ha limado al-
gunas de las asperezas, el consultor externo Bruce Riedel137, quien tiene su cuota de infl uencia 
136.  Esta red, también conocida como Tehreek-i-Talibán Punjab, está conformada principalmente por Lashkar-
i-Jhangvi, Sipah-i-Sahaba Pakistán y Jaysh-i-Muhammad. Según Hassan Abbas estos grupos, que han luchado 
en Cachemira, tienen cada vez más vínculos con el Tehreek-i-Talibán Pakistán (Véase Abbas, 2009). En 2009 y 
2010 incrementaron sus actividades violentas en Punjab.
137.  En 2009 Bruce Riedel, antiguo funcionario de la CIA, encabezó como consultor externo la revisión de la 
estrategia estadounidense en Afganistán y en Pakistán.
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en la Casa Blanca, declaró que “es tiempo de adoptar una política de contención, lo que implica 
una relación más hostil” (Riedel, 2011). En este contexto, el fl ujo de las rutas de abastecimiento 
de Estados Unidos y la OTAN que cruzan el territorio pakistaní hacia Afganistán podrían 
servir para tomar el pulso de la relación entre el Occidente y Pakistán. Por diversas razones y 
como alternativa a la ruta pakistaní, Washington ha fortalecido las rutas de la llamada “Red de 
Distribución del Norte” que cruzan Rusia y las repúblicas centroasiáticas (Gjelten, 2011).
La preocupación primordial que condiciona el comportamiento de Pakistán no es el te-
rrorismo radical islámico, sino el confl icto histórico con la India y el reconocimiento por 
parte de Kabul de la actual frontera afgana-pakistaní. En este contexto, el reconocimiento y 
la legitimidad del programa nuclear pakistaní es, para Islamabad, una pieza fundamental. 
Hasta el momento, ante los ojos de Islamabad, Washington no ha sido capaz de reconocer 
plenamente y de brindar sufi cientes garantizas de seguridad a las preocupaciones profundas 
de Pakistán.
En perspectiva, los confl ictos en Afganistán y en Pakistán se solapan geográfi camente y 
comparten características y actores comunes, tan así que con la expansión del confl icto y con el 
fi n de enfatizar su naturaleza transfronteriza la Administración de Obama optó por la etiqueta 
“AfPak”. Como se señaló antes, “AfPak” no solo da cuenta de la dimensión transfronteriza del 
confl icto, sino que también incita a una mayor implicación de Pakistán en la agenda de Was-
hington. Sin embargo, dicha etiqueta puede ser peligrosa por su simplifi cación. Las dinámicas 
internas de cada lado de la frontera, de los diversos actores estatales y no estatales y de sus agen-
das rompen con dicha simplifi cación. Tal parece que se está frente a un espacio de confl icto 
con teatros de operaciones solapados, interrelacionados y paradójicos, ambos en trayectorias de 
violencia accedente.
Paradójicamente, en el ámbito de los actores no estatales, el refugio de los Talibán afganos 
y de las milicias de Haqqani es el campo de batalla de los Talibán pakistaníes. La geografía, 
los lazos étnicos y el fundamentalismo de la zona explican esta paradoja “refugio–campo de 
batalla”. Por otra parte, para los actores estatales, el “enemigo” de Estados Unidos y del Go-
bierno afgano (e. i. los Talibán afganos y las milicias de Haqqani) es un recurso estratégico de 
Pakistán, quien también es aliado de Washington, en una paradoja que se articula mediante el 
apoyo de ciertos sectores del Estado pakistaní a los Talibán afganos y a los Haqqani (Rashid, 
2008; Green 2011). Desde la perspectiva de la soberanía, el teatro pakistaní está formalmente 
fuera del alcance de Estados Unidos, no obstante, este accede e infl uye en él mediante aviones 
no tripulados, la presión diplomática, y, recientemente, mediante incursiones militares tras 
“blancos de alto valor” como ocurrió en la operación que ejecutó a Osama bin Laden. Formal-
mente Pakistán respeta la soberanía de Afganistán, sin embargo, algunos sectores de los servi-
cios de inteligencia y de las fuerzas armadas inciden en los procesos de Afganistán mediante 
los Talibán afganos y las milicias de Haqqani.
Conforme se complica la situación y la relación con Pakistán, el centro de gravedad de la estrate-
gia “AfPak” de Washington en ocasiones parece girar e inclinarse hacia una estrategia “PakAf”. Será 
importante observar las raíces, la interrelación, las similitudes y las diferencias detrás de la violencia 
armada a ambos lados de la línea Durand. Estas dinámicas complican la ecuación para la paz, la 
seguridad y el desarrollo sostenible, y por tanto, mantienen el violento oleaje de la desestabilización.
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PAZ, SEGURIDAD Y DESARROLLO EN AFGANISTÁN; LA ISAF (OTAN), 
LA OEF-A Y LA UNAMA: COLISIÓN, COLUSIÓN Y CONFUSIÓN.
La implicación de la comunidad internacional en Afganistán desde 2001 se manifi esta a través 
de tres entidades o estructuras principales que conjuntamente suponen el marco político-militar 
de sus operaciones. Este marco, dominado por Estados Unidos, ha sido fundamental al momen-
to de establecer y defi nir el contexto, la intervención y las prioridades de la comunidad inter-
nacional en Afganistán. Estas estructuras son: la operación “Libertad Duradera” en Afganistán 
(OEF-A); la Fuerza Internacional de Asistencia para la Seguridad (ISAF), bajo el mando de la 
Organización del Tratado del Atlántico Norte (OTAN); y, la Misión de Asistencia de las Nacio-
nes Unidas en Afganistán (UNAMA). Conjuntamente, representan e infl uyen la forma en que 
la comunidad internacional entiende y articula la paz, la seguridad y el desarrollo en el país.
Como se señaló en apartados anteriores, la OEF-A, inicialmente llamada operación “Justi-
cia Infi nita”, se lanzó en octubre de 2001 y representa la respuesta militar de Washington a los 
ataques del 11 de septiembre. Tras las dos revisiones de Obama, su propósito se precisa en seis 
objetivos operacionales: 1) revertir los avances de los Talibán; 2) negar a los Talibán el acceso y 
el control de centros de población y de producción clave; 3) desmantelar la capacidad operativa 
de los Talibán fuera de las “áreas seguras”, y así prevenir que al-Qaeda opere en Afganistán; 
4) desgastar y reducir a los Talibán al grado que las fuerzas de seguridad afganas los puedan 
contener; 5) incrementar el tamaño y las capacidades de las fuerzas y los cuerpos de seguridad 
de Afganistán; y, 6) construir de forma selectiva las capacidades del gobierno afgano, con las 
fuerzas armadas estadounidenses centradas en los ministerios de defensa y del interior (véase 
Woodward, 2010: 290 y 386).
La OEF-A está compuesta por soldados estadounidenses, por un total de aproximadamen-
te 48.000 efectivos en el verano de 2011138. Al ser una operación de contraterrorismo, y poste-
riormente ampliada para incluir la contrainsurgencia y el entrenamiento de las fuerzas del 
Ejército Nacional Afgano, su defi nición de seguridad y los instrumentos para cumplir con su 
misión se miden, como es natural, en relación a su mandato.
La ISAF, por su parte, tiene sus orígenes en el Acuerdo de Bonn y se creó mediante la Reso-
lución 1386 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas de diciembre de 2001. La ISAF 
es el resultado del acuerdo entre los distintos grupos que vencieron al régimen de los Talibán. 
Por casi dos años su área de responsabilidad estuvo limitada a Kabul y a sus alrededores. A 
partir de agosto de 2003 la OTAN se hizo cargo de su dirección. La Resolución 1510 de octubre 
de 2003 amplió el alcance geográfi co de su mandato para “Apoyar a la Autoridad Provisional 
Afgana y sus sucesoras en el mantenimiento de la seguridad en las zonas de Afganistán fuera 
de Kabul y sus alrededores, para que las autoridades y el personal de las Naciones Unidas y 
otro personal civil internacional dedicado en particular a operaciones humanitarias y de re-
construcción puedan actuar en un entorno seguro y facilitar asistencia de seguridad para llevar 
a cabo otras tareas en apoyo al Acuerdo de Bonn”.
138.  Como se señaló anteriormente, para fi nales de 2011 se espera una reducción de 10.000 soldados estado-
unidenses desplegados bajo los mandatos de la OEF-A e ISAF (OTAN).
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Pese a que su mandato emana de una Resolución del Consejo de Seguridad, cabe recordar 
que la ISAF (OTAN) no es una operación de las Naciones Unidas, y no son “cascos azules”. 
La Resolución 1510 supuso la expansión de la presencia de la ISAF (OTAN) en el resto del 
país, la cual se realizó mediante el despliegue de los llamados “Equipos de Reconstrucción Pro-
vincial” (PRT, en inglés). Hasta 2006, la presencia militar internacional se caracterizó por la 
presencia de aquellos PRT operando bajo el mandato de la OEF-A y los PRT bajo el mandato 
de la ISAF (OTAN). A partir del otoño de dicho año, todos los PRT en el país, actualmente 
veintinueve, quedaron bajo el mando de la ISAF (OTAN)139.
La UNAMA se creó en marzo de 2002 mediante la Resolución 1401 del Consejo de Segu-
ridad. Su mandato inicial fue apoyar al proceso político derivado del Acuerdo de Bonn. Sin 
ser propiamente una “operación de mantenimiento de la paz”, la UNAMA es una “misión 
integrada” sin componente militar dirigida desde el Departamento de Operaciones de Mante-
nimiento de la Paz de las Naciones Unidas. Los dos pilares de las Naciones Unidas, que entre 
1988 y 2001 coexistieron de manera separada en Afganistán y que a partir de 2001 se integraron 
bajo la UNAMA, son: el pilar político y el pilar de desarrollo y de asuntos humanitarios. 
Entre las tareas de su mandato destacan: a) proporcionar consejo político y estratégico; b) 
apoyar al Gobierno afgano con sus buenos ofi cios en los programas afganos de reconciliación; 
c) la coordinación de la acción humanitaria; d) gestionar todas las actividades de las Naciones 
Unidas en el ámbito humanitario, de desarrollo y de reconstrucción; e) apoyar los procesos 
electorales; f) velar por la protección de la población civil y monitorear los incidentes mortales 
de la población civil causados por alguna de las partes en confl icto; y, g) apoyar los esfuerzos 
por mejorar la gobernabilidad, el estado de derecho y combatir la corrupción. Este amplio 
catálogo de tareas las realiza desde sus dieciocho ofi cinas regionales y provinciales, con una 
plantilla aproximada de 1.600 civiles (el 80% de dicho personal son de nacionalidad afgana).
Gráfi co 2. La estructura tri-partita de la intervención internacional en Afganistán
Fuente: Elaboración propia; modifi cada de Elizondo (2008: 51)
139.  Actualmente los PRT están bajo los cinco Mandos Regionales de ISAF (OTAN), estos son: el Mando 
Regional Oeste, el Mando Regional Norte, el Mando Regional Este, el Mando Regional Sur y el Mando Regio-
nal de la Capital.
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Mientras que la existencia de la ISAF y de la UNAMA se deriva de una Resolución del 
Consejo de Seguridad (Resoluciones 1386 y 1401 respectivamente), la OEF-A carece de una 
autorización expresa de dicho órgano, por tanto, se podría argumentar que su existencia cons-
tituye un acto contrario al derecho internacional (Pozo, 2009: 8). La OEF-A es una de las 
expresiones más importantes de la “Guerra Global contra el Terror”. Si bien, su despliegue 
inicial en 2001, con el matiz de defensa legítima, contó con la simpatía política de muchos 
Estados de la comunidad internacional; su existencia, su carácter unilateral, sus instrumentos 
y tácticas son cuestionados por su dudosa legalidad. El mandato contraterrorista de la OEF-A 
ha sido el componente dominante de la presencia estadounidense en Afganistán y ha condicio-
nado la presencia y las prioridades de la comunidad internacional en el país. En este sentido, 
la ISAF (OTAN) y la UNAMA han servido de fuentes de legitimación de la OEF-A. Dicho 
servicio es el resultado del creciente grado de colusión que existe entre las tres estructuras, la 
cual no parece redundar en una mejora de la seguridad y el bienestar de la población afgana; 
ni tampoco, cabe añadir, de la paz y de la seguridad internacionales.
Desde 2006, y ante el deterioro de la situación, la ISAF (OTAN) —a petición y presión de 
Washington— progresivamente ha ampliado sus actividades a las esferas contraterroristas y 
contrainsurgentes, de tal forma que prácticamente todos los objetivos de la OEF-A se han va-
ciado en un “contenedor” con una bandera algo más legitima y multilateral: la ISAF (OTAN). 
En un inicio —y de cara a la intervención en Irak—, la creación y el despliegue de la ISAF 
(OTAN) respondía a un contexto defi nido, errónea y deliberadamente, como de “posconfl ic-
to”. Actualmente, tanto las cadenas de mando de la OEF-A como las de la ISAF (OTAN) 
responden al general John R. Allen, quien es la máxima autoridad militar internacional en 
Afganistán. Formalmente, Allen reporta los asuntos de la ISAF (OTAN) al almirante esta-
dounidense James G. Stavridis, actual Comandante Supremo Aliado de la OTAN, en Mons, 
Bélgica; mientras que los asuntos relacionados con la OEF-A los trata con el general James 
N. Mattis a cargo del Comando Central en Tampa Bay, Florida. Con el incremento de tropas 
estadounidenses, la ISAF (OTAN) se ha convertido en el caparazón externo de una misión 
estadounidense.
Las relaciones estructurales entre la OEF-A y la ISAF (OTAN) coluden en algunos ám-
bitos y en otros generan confusión y/o colisión. Desde hace varios años ha habido propuestas 
de unifi car por completo las cadenas de mando de ambas fuerzas (véase Dobbins, 2009), lo 
cual podría generar un mayor espacio para la “coherencia” de la misión, pero también, para 
la tensión y la colisión entre los aliados (Sanahuja, 2008). Los aliados europeos se resisten en 
ceder más control de sus fuerzas a mandos estadounidenses. Por su parte, desde hace varios 
años Washington ha criticado la rigidez, las limitaciones, las condiciones de actuación y la 
falta de una mayor contribución de tropas de los aliados europeos, particularmente Alemania, 
Francia, España e Italia. La colusión-integración de la OEF-A y la ISAF (OTAN) está gene-
rando tensiones que conducen a la fragmentación de los esfuerzos y a fricciones al interior de 
la OTAN. Este estado de colisión lo ilustra el teniente general estadounidense David Barno al 
señalar que “la OTAN llegó a Afganistán con determinadas expectativas respecto a su misión 
y ahora se encuentra frente a una realidad bastante diferente... Políticamente esto no nos ayu-
da [EE. UU.] frente a los Gobiernos [miembros de la OTAN], ni con sus ciudadanos”. Ante 
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esta situación de fragmentación interna, alimentada por la mencionada colusión externa, el 
neoconservador John Bolton señaló una ironía, “Afganistán parecía ser el futuro de la OTAN, 
pero podría convertirse en su cementerio” (Kuhn, 2009).
La colusión y colisión también es palpable en el ámbito del desarrollo. Como se señaló an-
teriormente, la UNAMA se creó para apoyar el proceso político establecido por el Acuerdo de 
Bonn y para encabezar los esfuerzos de rehabilitación y de desarrollo en el país. Sin embargo, 
la relación entre la OEF-A/ISAF (OTAN) y la UNAMA, es decir, entre la seguridad y el de-
sarrollo, defi nida desde el exterior, muestra señalas de desequilibrio. El personal militar inter-
nacional ha alcanzado su máximo histórico al llegar a la cifra de 152.000 efectivos en el verano 
de 2011, mientras que el personal civil internacional de la UNAMA, es de aproximadamente 
400 personas; expresado de otro modo, el ratio es de un civil expatriado de Naciones Unidas 
por cada 380 soldados internacionales. Este hecho también refl eja la diferencia abismal en los 
presupuestos de cada actor. En 2009, mientras que Estados Unidos gastaba aproximadamente 
100 millones de dólares al día, la comunidad internacional en su totalidad gastó 7 millones 
diarios en tareas de desarrollo140 (Michailof, 2009: 2).
Las cifras de arriba sólo son indicativas de la proporción de la presencia militar. En todo 
caso, y como advierte Suhrke (2006) más dinero y más ayuda no siempre se traducen en más y 
mejores resultados. La gran cantidad de ayuda que está llegando Afganistán está alimentando 
la corrupción, socavando la legitimidad del Gobierno y minando las capacidades de las institu-
ciones afganas (Suhrke, 2010).
La lógica de un escenario “defi nido” de “posconfl icto” condujo a la necesidad de que los 
esfuerzos de desarrollo y de reconstrucción se sumaran y apoyaran al proceso político. La 
UNAMA fue designada para encabezar el apoyo internacional a dicho proceso y, además, 
coordinar la ayuda humanitaria y de desarrollo en el contexto de una intervención militar de 
contrainsurgencia y de contraterrorismo. A consecuencia de las operaciones contraterroristas 
—cabe añadir— se fortalecieron a los “señores de la guerra” (véase Gannon, 2004; Schroen, 
2005). El desarrollo en Afganistán ha estado subordinado al proceso político, pero sobre todo 
a los imperativos militares de la OEF-A y de la ISAF (OTAN) (Donini, 2006; Elizondo, 2008; 
Oxfam International et al., 2010).
Las elecciones ampliamente reconocidas como fraudulentas de agosto de 2009 en las que 
Karzai resultó vencedor han afectado el proceso político y deteriorado la legitimidad de la 
UNAMA en el país, pero también, han servido de evidencia de las pocas alternativas que 
la comunidad internacional tiene a su alcance para abordar el caos. La debilidad del Estado 
afgano favoreció la continuidad de Karzai en el poder. Es a raíz de este défi cit democrático, 
parcialmente causado por el Occidente, que uno de los principios centrales de la ayuda estado-
unidense consiste en “trabajar con el gobierno de Karzai cuando sea posible y eludirlo cuando 
sea necesario” (Woodward, 2010: 386), lo cual ilustra que el vínculo entre el desarrollo y la 
seguridad es articulado en función de las necesidades y de los criterios del exterior.
140.  Cabe señalar que el Pentágono canaliza una importante parte de la ayuda al desarrollo para el logro de 
sus objetivos. En los últimos años ha representado aproximadamente el 20% de la totalidad de la Ayuda Ofi -
cial al Desarrollo de Estados Unidos (Patrick y Brown, 2007). Con el despliegue de más militares, esta brecha 
presupuestaria se ha ampliado (véase Jonhson et al., 2011).
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Los Equipos de Reconstrucción Provincial (Provincial Reconstruction Teams, PRT) mani-
fi estan la colusión y la instrumentalización del desarrollo al servicio de objetivos contraterro-
ristas y contrainsurgentes. Dichas unidades cívico-militares se establecieron con tres grandes 
propósitos: a) extender la autoridad del gobierno central afgano [objetivo político]; b) mejorar 
la seguridad [objetivo de seguridad]; y, c) promover la reconstrucción [objetivo de desarrollo] 
(Elizondo, 2008). La relación entre el Gobierno afgano, los PRT y la UNAMA no se desarro-
lla en planos de igualdad, lo que genera críticas y fricciones. Desde un principio, se suponía 
que los PRT eran un modelo transitorio y no una estructura permanente en torno a la cual 
organizar la presencia militar internacional e impulsar el desarrollo en el país. A juzgar por la 
situación actual, sus limitaciones en los ámbitos de la seguridad y del desarrollo son aparentes, 
y por consiguiente, dicho modelo debe ser revisado con detenimiento.
Uno de los componentes fundamentales de los PRT es el Programa de Respuesta de Emer-
gencia del Comandante (CERP, en inglés), que es el principal mecanismo de fi nanciación para 
los proyectos de estabilización y desarrollo de los PRT. Bajo el control y la discreción de cada 
comandante estadounidense, la suma de los fondos del CERP en 2010 equivalió al 5% del PIB 
de Afganistán. Así, es CERP es una parte fundamental de la labor de las fuerzas armadas es-
tadounidenses en Afganistán, y un claro ejemplo de cómo se está articulando la relación entre 
la seguridad y el desarrollo (Johnson et al., 2011). En esta dinámica, el dinero es visto como 
un arma, y la ayuda al desarrollo está siendo utilizada para aislar y reducir a la insurgencia y 
“ganar las mentes y los corazones” de la población afgana.
El comandante Herndon et al. (2004: 28), afi rman que para efecto de las llamadas “ope-
raciones basadas en efectos”, los PRT son considerados como “activos no militares”; al igual 
que, por ejemplo, la UNAMA y las ONG. Durante la insurgencia de la década de los años 
ochenta contra los soviéticos los soldados del Ejército Rojo eran considerados por Moscú 
como “defensores y constructores”; en la actual insurgencia son considerados por el general 
Petraeus como “guerreros y constructores de naciones”. Los PRT han afectado gravemen-
te el espacio humanitario y el trabajo de las ONG dedicadas al desarrollo. Al articular la 
relación entre el desarrollo y la seguridad, los PRT enmarcan el desarrollo como una meta 
de corto plazo ejecutada mediante los llamados “Proyectos de Impacto Rápido”. La formu-
lación de dichos proyectos está orientada hacia: a) la protección de los propios contingentes 
militares; b) “ganar los corazones y las mentes” de la población local; y, c) servir como 
estrategia de estabilización y desarrollo. Los criterios de distribución de la ayuda (sean de 
desarrollo o humanitaria) obedecen al cumplimiento de objetivos militares (Donini, 2009; 
Elizondo, 2008; International Crisis Group, 2011; Johnson et al., 2011; Roberts, 2009; Sa-
nahuja, 2005).
Al ser los PRT la estructura de seguridad y desarrollo dominante en el país, las funciones 
de la UNAMA y de la ONG coluden, colisionan y/o se confunden con ellos. Hasta el verano 
de 2009, el personal de la ISAF (OTAN) aun conducía vehículos de color blanco, que tradicio-
nalmente han simbolizado la identidad de los actores civiles y humanitarios en escenarios de 
confl ictos; además, el uso de vehículos blancos por parte de militares constituye una violación 
del Derecho Internacional Humanitario que exige la clara distinción entre los combatientes y 
los no combatientes (IRIN, 2009).
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Mientras que la aportación a corto plazo de los PRT es cuestionada, tal y como están confi -
gurados tampoco parece que podrán aportar mucho a largo plazo. Si el objetivo de las fuerzas 
internacionales es crear las condiciones mínimas para que el Gobierno afgano pueda sobrevivir 
después de la retirada de la mayoría las tropas extranjeras prevista para 2014, parece que los 
PRT están aportando poco al fortalecimiento de las capacidades de las instituciones afganas. 
Desde hace años, aproximadamente el 70% de la ayuda sortea al Gobierno afgano. Ello se debe, 
en parte, a la alta corrupción y a la falta de capacidad técnica y de absorción de Kabul. Como 
señalan Lurås et al. (2009), la falta de capacidad del Gobierno afgano de encabezar los esfuer-
zos de la distribución de los recursos mina su legitimidad como Estado, lo cual conduce a una 
mayor fragmentación de la ayuda que complica las relaciones entre la capital y las provincias.
El contexto afgano se caracteriza por su compleja situación de inseguridad, crisis huma-
nitaria, corrupción nacional e internacional y por su débil capacidad estatal, lo cual desde la 
perspectiva del desarrollo supone serias limitaciones a la gestión efi caz de la ayuda (Roberts, 
2009). A las bajas capacidades de gestión del Gobierno y a la “securitización” de la ayuda, se 
suma la “fragmentación” de la ayuda de los PRT que responden a la discreción de cada belige-
rante-donante a cargo de cada PRT. La relación entre la seguridad y el desarrollo —concebida 
como lineal por los PRT— se encuentra fragmentada a lo largo de las divisiones de la respon-
sabilidad geográfi ca de cada PRT. Consecuentemente, la distribución de la ayuda es desigual 
y su impacto y efi cacia son bajas.
Desde la perspectiva del desarrollo, las condiciones de inestabilidad, más las estructuras 
existentes, difi cultan el cumplimiento de los “Principios de la Declaración de París de 2005” 
—apropiación, alineación, armonización, la gestión orientada a resultados y la mutua respon-
sabilidad. En Afganistán, la relación entre la seguridad y el desarrollo se caracteriza por una 
colisión entre el desarrollo cortoplacista instrumentalizado por el sector militar y los objeti-
vos de desarrollo de largo plazo impulsados por las agencias de cooperación al desarrollo. En 
suma, el contexto afgano no es un entorno favorable para aplicación de la Declaración de París 
(Roberts, 2009), ya que es un escenario de confl icto (insurgencia – contrainsurgencia) en un 
Estado “débil” en el que simultáneamente se emprenden tareas de estabilización y de cons-
trucción en un contexto caracterizado por una aguda crisis humanitaria y, en el que además, 
se ha buscado abrir un espacio para una posible salida negociada del confl icto mediante una 
escalada del confl icto.
Al defi nir Afganistán como una situación de “pos-confl icto”, las necesidades humanitarias 
se reubicaron bajo la etiqueta de desarrollo, consecuentemente las actividades humanitarias 
quedaron funcionalmente vinculadas a la agenda político-militar impulsada por la OEF-A, la 
ISAF (OTAN) y la UNAMA. Para ésta última, la integración de los asuntos políticos con los 
de desarrollo y de ayuda humanitaria, ha supuesto la creación de una “parcialidad” legitimada 
y avalada por las Naciones Unidas en benefi cio de la OEF-A y la ISAF (OTAN) y en perjuicio 
del humanitarismo neutral e imparcial (Donini, 2009; Elizondo, 2008). El deterioro aparente 
de la situación ha conducido al reconocimiento de la existente crisis humanitaria141. A fi nales 
141.  El anuncio de Médicos sin Fronteras (MSF) en junio de 2009, por ejemplo, de su retorno a Afganistán 
fue un hecho positivo. En junio de 2004, tras haber sufrido un ataque en el que murieron cinco cooperantes 
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de 2008, tras tensiones internas, Naciones Unidas acordó el retorno de la Ofi cina de las Na-
ciones Unidas para la Coordinación de Asuntos Humanitarios (OCAH). A consecuencia de 
ello, la función humanitaria ha logrado cierta distancia de la agenda política de la UNAMA, 
pero no la sufi ciente. Superar la confusión y recuperar las capacidades de la coordinación hu-
manitaria perdida sigue siendo una asignatura pendiente. Rescatar en lo posible la “imparcia-
lidad” malograda a causa de la colusión de los objetivos políticos y militares que asignaron al 
humanitarismo la tarea de “ganar los corazones y las mentes” de la población en el marco de la 
estrategia de contrainsurgencia continua siendo una tarea pendiente (Donini, 2009).
La muerte de civiles a causa de las operaciones de la OEF-A y la IASF (OTAN) coloca a la 
UNAMA en una situación complicada. La coloca, por una parte, en una posición de debilidad 
frente a la población civil que la ve como una extensión de la presencia extranjera y, por otra, 
en una posición de fricción, y posible colusión con la OEF-A y la ISAF (OTAN) al condenar 
y monitorear las muertes civiles142. Pese a que desde 2008 estos incidentes mortales han dismi-
nuido marcadamente, éstos no obstante han dañado la percepción que tiene la población afgana 
sobre las fuerzas internacionales, el Ejército Nacional de Afganistán y la UNAMA. A partir 
de la Resolución 1806 del Consejo de Seguridad (2008), el mandato de la UNAMA incorporó 
la responsabilidad de monitorear la situación de los civiles y de coordinar los esfuerzos para 
asegurar su protección. Dicha protección pasa por la aplicación de las Resoluciones 1325 y 1820 
sobre género, paz y seguridad. A pesar de dicho mandato, pero sobre todo a causa de la escalada 
del confl icto, la tendencia de las muertes de civiles sigue incrementando. El despliegue de más 
tropas extranjeras ha signifi cado una menor dependencia en el poder aéreo. Pero, la aumentada 
presencia militar sobre el terreno, como resultado, ha incrementado los combates entre las fuer-
zas internacionales y la insurgencia, incrementándose también las muertes de los civiles.
En torno a esta “estructura tripartita” político-militar de carácter multidimensional (OEF-
A / ISAF(OTAN) / UNAMA) ha surgido (o bien, se ha acomodado) un andamiaje comple-
mentario o satelital, y/o secundario compuesto por actores internacionales multilaterales y ci-
viles con variantes niveles de implicación o independencia respecto a los mandatos de dicha 
estructura. Entre ellos se encuentran las agencias de Naciones Unidas (e.g. ACNUR, PMA, 
PNUD, etc.) ONG puramente humanitarias, ONG con mandatos dobles (desarrollo-humani-
tario), ONG afganas, ONG de inspiración islámica, organizaciones multilaterales fi nancieras 
como el Banco Mundial o el Banco Asiático de Desarrollo, contratistas privados y empresas de 
seguridad privada, entre otros actores. Este hecho revela, que el terreno afgano se caracteriza 
por una gran cantidad de actores y agendas, que en distintos niveles y ámbitos se complemen-
tan y coordinan, pero que con variantes grados también colisionan, coluden y/o se confunden.
y tras haber trabajado más de veinticuatro años allí, MSF decidió salir del país. En su anuncio de salida MSF 
condenó a los Talibán por no respetar a los actores humanitarios imparciales y neutrales y criticó fuertemente 
a las fuerzas internacionales, particularmente a las estadounidenses, por haber auspiciado la “politización” y 
la “militarización” de la ayuda, lo cual ha viciado el espacio humanitario.
142.  En 2010 la violencia contra la población civil incrementó en un 15%, falleciendo 2.777 civiles, según los 
registros de la UNAMA. Por su parte, en 2009 se registró la muerte de 2.412 civiles, un incremento del 14% 
respecto a 2008. Del total de muertes civiles de 2010, la causa del 75% se atribuyó a la insurgencia; gran parte de 
las muertes (55%, es decir, 1.141 civiles) fue el resultado de tácticas indiscriminadas como el uso de explosivos 
improvisados y de ataques suicidas (véase UNAMA, 2011; IRIN, 2010).
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REFLEXIONES FINALES
A lo largo de la historia, las guerras que las distintas potencias internacionales han librado en 
Afganistán han tenido poco que ver con la seguridad y el desarrollo de la población afgana. 
Los vínculos entre la construcción de la paz, la seguridad y el desarrollo se han articulado en 
torno a intereses externos.
Las tres estructuras señaladas en el epígrafe anterior constituyen la arquitectura principal 
a través de la cual Estados Unidos y la comunidad internacional legitiman su presencia y se 
relacionan con el “(re)naciente” Estado afgano, con el conjunto de la sociedad afgana, con 
otros actores internacionales y nacionales, con la insurgencia y con los grupos armados. Dichas 
estructuras han sido determinantes al momento de establecer la relación entre la seguridad y 
el desarrollo y el modo en que los distintos actores internacionales la deben abordar. Actual-
mente, las decisiones y la infl uencia de dichas estructuras tienen más peso que las del Gobierno 
afgano; hecho que podría estar minando la consecución del objetivo declarado de construir 
un Estado legítimo capaz de operar con sus propias instituciones. La colusión, la colisión y 
la confusión que genera dicha estructura están impidiendo la cooperación, la coherencia y la 
coordinación entre todos los actores (afganos e internacionales) necesaria para el logro de dicho 
objetivo.
Desde la perspectiva del desarrollo, la efi cacia y el impacto de la ayuda disminuyen en la 
medida en que esta colude y se alinea con objetivos puramente contrainsurgentes. El 60% de 
los fondos de la ayuda estadounidense para la “reconstrucción” ha sido desembolsado por el 
Departamento de Defensa (Johnson et al., 2011: 7). La ayuda difícilmente puede tener un im-
pacto duradero cuando el desarrollo es formulado desde el exterior y las necesidades locales son 
secundarias en importancia. En Afganistán existe una colisión entre el desarrollo cortoplacista 
al servicio de fi nes militares y el desarrollo menos visible de largo plazo. Bajo estas tensiones, el 
espacio para el humanitarismo neutral e imparcial se contrae y se llena de inseguridad.
El modelo PRT, que en un inicio era un ente transitorio, se ha convertido en un compo-
nente estructural de la seguridad y del desarrollo. Aparte de sus límites para garantizar la 
seguridad de la población afgana y la “securitización” de la ayuda que auspicia, los PRT están 
propiciando la fragmentación de la ayuda según la discreción de cada beligerante-donante 
dentro de su área geográfi ca de responsabilidad. Uno de los efectos de dicha fragmentación 
es la distribución desigual de la ayuda al desarrollo, concentrándose en las zonas de mayor 
confl ictividad. Por otra parte, los PRT y la maquinara de los beligerantes-donantes, no pare-
cen entender las tensiones históricas existentes en Afganistán entre la “modernización” y la 
tradición. En Afganistán la “modernización” inyectada desde el exterior ha sido una fuente de 
inestabilidad.
Las aportaciones a la seguridad y al desarrollo sostenible del modelo PRT parecen ser in-
sufi cientes y, por ende, se debería explorar y considerar su urgente transformación. Tal como 
está confi gurado y a diez años de su creación, el modelo PRT, en su sentido amplio, parece re-
presentar un obstáculo para un vínculo más sostenible y afgano entre la seguridad y el desarro-
llo. Entre otros factores, la consolidación de la paz en Afganistán exigirá la apropiación de la 
seguridad y del desarrollo por parte de la sociedad afgana en su conjunto. Dicha “apropiación” 
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tiene el desafío de superar el “control” extranjero y ser una expresión de la soberanía afgana. 
Tal vínculo será sostenible en la medida en que se refi era a la seguridad humana y al desarrollo 
humano de la población afgana de acuerdo con sus necesidades y nociones.
Desde hace varios años, las doctrinas militares de varios Estados, entre ellos Estados Unidos, 
han ampliado la esfera de actuación de las fuerzas armadas para incluir la ayuda humanitaria, 
el desarrollo y la estabilidad política. Afganistán es un caso ejemplar de esta articulación, en la 
que el desarrollo se entrelaza con los imperativos de la seguridad. En este contexto, el desarro-
llo se formula para mitigar las fuentes locales de la inestabilidad, lo cual no siempre coincide 
con las necesidades reales de la población ni redunda en el fortalecimiento de sus capacidades.
El hecho de que 2011 cierre con alrededor de 140.000 soldados internacionales indica el 
estado crítico de la situación. Todo indica que el incremento de soldados ordenado por Obama 
en 2009 no fue acompañado de un cambio profundo en la forma de articular la relación entre 
la seguridad y el desarrollo. Pese a la primera retirada de tropas internacionales del verano de 
2011, parece que 2012 será un año de más violencia. El tiempo será fundamental para Estados 
Unidos y la OTAN; ante ello es inevitable recordar las palabras amenazantes un comandante 
talib: “vosotros tenéis los relojes, nosotros el tiempo”. Históricamente el tiempo ha sido un 
arma de las insurgencias. Un estudio reciente sobre las principales insurgencias desde 1945 
(noventa en total) señala que las operaciones de contrainsurgencia consideradas como exitosas 
tardaron una media de catorce años para vencer a los insurgentes, mientras que las que fraca-
saron duraron aproximadamente once años143 (Jones, 2008).
A diez años del inicio de la intervención, la seguridad y el desarrollo de Afganistán conti-
núan en un estado delicado; algunos de los logros alcanzados podrían ser revertidos. En estos 
años Afganistán ha pasado de ser un Estado retóricamente declarado en “(re)construcción” 
a un escenario de “(contra)insurgencia”. La actual relación entre la seguridad y el desarrollo 
parece rendir pocos benefi cios y ser poco sostenible. Esta situación parece ser producto de una 
estrategia de contrainsurgencia y de contraterrorismo que combina instrumentos militares con 
instrumentos políticos y de desarrollo con el fi n del impulsar un proyecto de construcción esta-
tal exógeno —bajo en compromiso político y relativamente alto en lo económico— en un en-
torno carente de un acuerdo de paz. El contexto, la evolución de los eventos que lo han forma-
do y los distintos actores y fuerzas sociales del entorno, complican seriamente la articulación de 
un vínculo sostenible entre la seguridad y el desarrollo que reditué en benefi cio de la población 
afgana, de los países de la región y, ultimadamente, del mundo. Está claro que dicha relación, 
las formas de abordarla, los instrumentos y las estructuras para articularla reclaman una revi-
sión profunda, y replantearse en términos de las realidades y necesidades de Afganistán.
143.  Además, según el estudio el 43% de las insurgencias que contaron con una zona de refugio resultaron 
vencedoras.
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9.  La “construcción del Estado”, 
 la “construcción de la Nación” y la 
 comunidad política en Timor Oriental144
M. ANNE BROWN
Desde inicios de la década de los noventa, ha habido un interés renovado en explorar la “cons-
trucción de naciones” (nation-building) como camino hacia la paz en aquellas sociedades que 
buscan salir de confl ictos prolongados y que aun lidian con las divisiones que generan violencia. 
En efecto, el enfoque centrado en la “construcción de naciones” plantea preguntas fundamen-
tales. ¿Hasta dónde se entienden bien los factores que hacen que una nación o que un Estado 
funcione como una comunidad política? ¿Acaso ello implica alguna distinción entre el “Estado” 
y la “nación”? A lo largo de la historia ha habido debates y tradiciones de pensamiento que han 
abierto espacios para la refl exión sobre la naturaleza de las comunidades políticas. En la actua-
lidad, el contractualismo liberal, el institucionalismo liberal y variaciones de la teoría democrá-
tica (incluyendo sus variantes más críticas y radicales) constituyen algunas de las corrientes de 
pensamiento predominantes sobre la “comunidad política” (sin poder brindar una respuesta 
exhaustiva). Incluso, si uno se limita a estas tradiciones de pensamiento, ¿De qué manera o 
forma se podrían movilizar los factores que dichas corrientes identifi can como fundamentales 
para constituir una comunidad política? ¿Hasta qué grado es posible transferir de un país a otro 
los elementos que hacen que una comunidad política sea funcional, o bien, aquellos procesos 
de formación “nacional” con su particular complejo de culturas, interpretaciones de la historia 
y experiencias? ¿Cuál es la naturaleza de las relaciones que se establecen cuando agencias o 
gobiernos extranjeros recurren a elementos de “construcción nacional” en otros Estados? ¿Qué 
agenda, o qué combinación de agendas están estableciendo las prioridades de la “construcción 
nacional” con el objetivo de encarar el legado de un confl icto violento en un país como Timor 
Oriental?
Estas preguntas cobran mayor peso cuando se trata de “otras naciones”, es decir, una nación 
“vecina” y vulnerable que busca salir de un confl icto prolongado, y cuya seguridad y desarrollo 
depende de manera importante de otros Estados y entidades, y por tanto tiene pocas alternativas 
más que aceptar los “costes” fi jados por el campo de las relaciones altamente competitivas de la se-
144.  Este capítulo es una versión ampliada de un artículo publicado en Confl ict, Security and Development. 
Tanto el artículo como el capítulo parten de una ponencia presentada en la conferencia Timor Lest: Security, 
Development and the Nation-Building Agenda, organizada por Flinders University el 19 y 20 de septiembre de 
2008. Traducción de Luis Elizondo Belden.
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guridad internacional y del desarrollo (Sanahuja, 2005; Duffi eld, 2007). Los interrogantes respecto 
a cómo se percibe una comunidad política, sobre qué se entiende por “construcción nacional” y por 
“construcción estatal” (state-building) y qué elementos constituyen la combinación de agendas que 
buscan impulsar dichos proyectos de “construcción”, se aplican directamente a la experiencia de 
Timor Oriental desde el año 2000. Igualmente, dichas cuestiones tienen relevancia para lo que se 
podría llamar “la agenda internacional dominante de la construcción de la paz”, es decir, los prin-
cipales marcos de políticas conforme a los cuales determinadas y destacadas entidades internacio-
nales, multilaterales y nacionales han puesto en práctica las operaciones de construcción de la paz.
Este capítulo se centra en la amplia trayectoria de la “construcción estatal” posbélica en Ti-
mor Oriental, y se contextualiza en torno a cuestiones relativas a la naturaleza de la comunidad 
política. Posteriormente, examina el papel de la cultura y de las prácticas de gobierno local en 
el surgimiento de procesos de participación política y de la reconstrucción de la confi anza y de 
las relaciones políticas.
En 1999, el Ejército indonesio, apoyado por distintas milicias timorenses, salió de Timor 
Oriental, dejando tras de sí una estela impresionante de destrucción. Después de dos años de 
estar bajo la administración directa de Naciones Unidas, en 2002 Timor Oriental formalmente 
se convirtió en un Estado independiente. Los miembros de la comunidad internacional que 
trabajaron en el país consideraron los procesos de mantenimiento de la paz y de “construcción 
de la paz” del nuevo Estado como un éxito, y consecuentemente, los “cascos azules” de Nacio-
nes Unidas se retiraron en 2005. Sin embargo, para mediados de 2006 una disputa dentro del 
muy sensible sector de seguridad timorense se salió fuera de control, hundió a la capital en una 
crisis severa y provocó una ola de inestabilidad por todo el país. La capital se convirtió en el 
centro de un confl icto inter-comunal, generando nuevos fl ujos de desplazados internos y una 
nueva generación de personas dispersas a causa de la inestabilidad. La elite gobernante estaba 
inmersa en una intensa lucha política. Las fuerzas internacionales regresaron. Bajo distintas 
formas, la crisis continuó, con una de sus manifestaciones más dramáticas ilustradas en el aten-
tado casi mortal contra el presidente, y en el ataque contra el primer ministro perpetuado por 
un grupo rebelde de las fuerzas armadas el 11 de febrero de 2008.
Timor Oriental está haciendo un importante esfuerzo para superar los siglos que estuvo 
bajo control colonial y los veinticinco años de una brutal ocupación militar (1975-1999) que 
le siguieron, para transitar hacia la democracia y la paz. Casi una cuarta parte de la pobla-
ción perdió la vida —ya sea de manera directa o indirecta— a causa de la ocupación militar 
indonesia, que dejó tras de sí un legado de trauma, fracturas sociales complejas y cuestiones 
difíciles respecto a la justicia y a la reconciliación. La mayoría de los timorenses deseaban el 
fi n del Gobierno indonesio, y deseaban la independencia sin reservas. En esencia, la guerra en 
Timor Oriental no era una guerra civil. Sin embargo, tal dimensión de aparente unidad no ha 
eliminado las difi cultades profundas, propias de una transición de una ocupación violenta a 
una comunidad política participativa. La pobreza generalizada —que en algunas zonas está en 
proceso de agudizarse aun más—, aunada al notable fracaso de la independencia para mejora-
rel bienestar material, ha contribuido al profundo sentido de frustración145. Las rivalidades his-
145.  La esperanza de vida en Timor Oriental es de 55,5 años, la mortalidad infantil es de 90 por cada 1.000 na-
260  CONSTRUCCIÓN DE LA PAZ, SEGURIDAD Y DESARROLLO...
C de la paz.indd   260 30/03/2012   10:34:35
tóricas entre la elite, dentro de un contexto más amplio de incertidumbre y de división propio 
de una situación de pos-confl icto, han signifi cado la polarización profunda de la vida política, a 
la vez que se debilitan las capacidades para resolver los problemas (International Crisis Group, 
2006). Un complejo sentido de injusticia (incluyendo la injusticia distributiva) y el fracaso de 
generar sufi ciente empleo para los jóvenes (particularmente para la juventud urbana), que 
conduce a una sensación de exclusión, también ha contribuido a la vulnerabilidad social y po-
lítica (Scambary, Da Gama y Barreto, 2006). Además de ello, pero también alimentando estos 
factores, está la brecha entre el gobierno —altamente centralizado en Dili, y con poca capaci-
dad de estrechar lazos con las regiones— y una población mayoritariamente rural.
LA CONSOLIDACIÓN DE LA PAZ MEDIANTE LA 
“CONSTRUCCIÓN DEL ESTADO”
En general, la comunidad internacional ha buscado la seguridad, el desarrollo y la paz en Ti-
mor Oriental mediante un programa de “construcción estatal” que entiende al Estado como el 
único medio para el logro de dichos bienes públicos fundamentales. Esta visión es parte de una 
marcada tendencia internacional de acuerdo a la cual, desde el fi n de la Guerra Fría aquellos 
responsables de realizar y de ejecutar las operaciones internacionales de consolidación de la 
paz, han vinculado explícitamente la seguridad, el desarrollo y la paz a la “construcción del Es-
tado” y a la gobernanza. Desde 2001 ha habido mayor interés por la seguridad y preocupación 
en el “fracaso” estatal, lo que a su vez ha orientado los esfuerzos de la “construcción estatal” 
como medio para prevenir las condiciones que alientan la actividad terrorista, convirtiéndose 
así, en uno de los objetivos de las operaciones internacionales de “construcción de la paz” y de 
la “construcción del Estado” (Tschirgi, 2004). Los Estados “débiles” y/o en “vías del fracaso” 
son vistos como caldo de cultivo para el crimen y el terrorismo transnacional, para la prolifera-
ción de armas, y para otras amenazas a la seguridad “no tradicionales”, y por tanto inmersos en 
un círculo vicioso que incluye el confl icto violento. Dado que esta dinámica no puede ser limi-
tada dentro de las fronteras, los Estados “fallidos” son vistos como un riesgo para sus vecinos y 
como un factor importante en la formación de los confl ictos transnacionales. Las preocupacio-
nes de seguridad que infl uyen gran parte de los esfuerzos internacionales por “construir” un 
Estado, son principalmente aquellas preocupaciones propias de las potencias internacionales y 
regionales, y por consiguiente, dichos esfuerzos podrían tener sólo una relación indirecta con 
la naturaleza de los desafíos de seguridad que los propios Estados “vulnerables” están tratando 
de resolver.
El tipo de Estado que las operaciones de consolidación de la paz buscan se encuentra 
explícitamente en el modelo liberal democrático (Ho-won Jeong, 2005; Paris, 2004; Ri-
chmond, 2005). En palabras del entonces secretario general de Naciones Unidas “existen 
cidos vivos, 50% de la población es analfabeta, y 41% vive por debajo de la línea de la pobreza marcada por un 
ingreso diario de igual o menor a $0,55 dólares estadounidenses (PNUD, 2006). Las condiciones climáticas, la 
fertilidad de la tierra y la presión demográfi ca, han generado una gran presión sobre la agricultura y la pesca 
de subsistencia.
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muchas razones buenas para promover la democracia”. “La más importante ante los ojos 
de Naciones Unidas, es que, sostenida en el tiempo, la democracia es un medio altamente 
efectivo para prevenir el confl icto, tanto dentro, como entre los Estados” (Annan, 2000: 42). 
En Timor Oriental, el énfasis puesto en la democracia refl eja no sólo las prioridades de la 
consolidación de la paz y de la agenda de desarrollo de la comunidad internacional en el 
llamado “siglo democrático”, sino que también parece estar en sintonía con los deseos de 
los timorenses146. Sin embargo, el énfasis en la democracia y en la democratización plantea 
dos interrogantes que potencialmente podrían contradecir la afi rmación de arriba. El pri-
mer interrogante cuestiona la naturaleza de la democracia en el contexto timorense, sobre 
las formas y sobre los procesos que apoyarían la política participativa. Se podría esperar 
que la respuesta a dicho interrogante parta de la historia de la política democrática y de las 
estructuras estatales presentes en muchas sociedades, pero también de las experiencias, de 
los valores, de la cultura y de las circunstancias de los propios timorenses. El énfasis en el 
pueblo timorense, entendido, no como una entidad abstracta, sino específi camente como 
seres humanos, resulta ser un enfoque fundamental para la democracia en Timor Oriental. 
Independientemente de las respuestas planteadas sobre la naturaleza de la democracia, la 
calidad de la relación entre el gobierno (o la gobernanza) y el pueblo, así como la dignidad 
de los seres humanos constituyen una parte fundamental de las respuestas. El principio de 
soberanía popular incluye varias formas de responsabilidad del gobierno hacia el pueblo 
(que no se limita a la celebración de elecciones); implica que el bienestar de la población 
(como seres humanos) se ubique en el corazón del Estado y sea la raison d’être del gobierno. 
Dicho principio establece que la ciudadanía asume una importante responsabilidad en la 
orientación de la vida política del Estado, y también, incluye el desafi ante y fundamental 
derecho de la ciudadanía de tomar parte en las decisiones y en las direcciones que forman 
la acción colectiva (Keane, 1999). Independientemente de las dimensiones de la democracia 
que se podrían enfatizar, la relación entre el gobierno y la población formada por las cos-
tumbres de implicación, de responsabilidad, de respuesta y de participación es fundamental 
(Richmond y Franks, 2008).
El segundo interrogante que surge del énfasis internacional en la democratización cuestio-
na cómo las agencias externas podrían “construir”, o apoyar la “construcción”, de un Estado 
democrático liberal, donde los principales componentes de dicho tipo de Estado se consideran 
como dados. Este segundo interrogante se enfoca en las instituciones, es decir, en la amplia 
estructura ya conocida, que, en contraste con el primer interrogante, no especifi ca los vín-
culos entre tales instituciones y las sociedades a las que han de servir y ante las cuales han de 
tener sentido. Las agencias externas que dirigen estos procesos se han centrado en el segundo 
interrogante, o han considerado a ambos interrogantes como lo mismo. Tanto en el sentido 
práctico, como en el político, el objetivo de apoyar a la democracia en Timor Oriental se ha 
traducido en el esfuerzo por establecer instituciones, que son vistas como clave para la gestión 
de los Estados liberales y los procesos electorales.
146. Los timorenses votaron con entusiasmo desde (y a partir) de la votación por la autonomía en 1999, asu-
miendo importantes riesgos a su seguridad personal.
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Al igual que las estructuras políticas centradas en torno los partidos políticos y a los proce-
sos electorales, las instituciones consideradas como fundamentales incluyen la administración 
de la estructura de seguridad, un sistema legal, un sistema fi nanciero, y, departamentos de 
salud y de educación. En Timor Oriental se ha prestado mucha menos atención al apoyo al 
parlamento y a sus funciones que a las funciones del aparato burocrático del gobierno (Soux, 
Gairdner y Marstein, 2007). Lo anterior podría, en parte, refl ejar la creencia de que el funcio-
namiento del parlamento es demasiado “político” para la implicación segura de las agencias 
externas, mientras que por el contrario, se considera que el aparato burocrático desarrolla fun-
ciones más “técnicas”.
Este modelo, que entiende que la consolidación de la paz pasa por la “construcción del Esta-
do”, y que dicha “construcción” consiste en la “transferencia de instituciones” clave, ha, en gran 
parte, orientado la respuesta internacional hacia Timor Oriental desde el año 2000. El modelo, 
sin embargo, ha sido criticado desde numerosas perspectivas147. Un problema fundamental que 
surge al intentar construir una democracia primordialmente a través de la “transferencia de 
instituciones” es la falta de una comprensión profunda de la naturaleza del funcionamiento 
de la comunidad política, y desde luego, de la comunidad política democrática y participativa. 
Este enfoque, por ejemplo, no comprende lo que hace que Francia o Australia “funcionen” más 
o menos bien como comunidades políticas, al pensar que en esencia se trata de un conjunto de 
estructuras que pueden ser entregadas, cual si fuesen un producto; inclusive, antes de plantear-
se el cómo se podrían implicar de manera útil con el “tejido” de las relaciones de las sociedades 
que buscan sobreponerse al legado de un confl icto violento reciente. Sería extraordinariamente 
“reduccionista”, y sin duda excesivamente “mecanicista”, considerar que la comunidad política 
de un Estado o de una nación podría ser entendida simplemente por las instituciones clave de 
gobierno, por más importantes que estas pudieran ser (Carothers, 2006: 21).
Tomando el Estado de derecho, a modo de ejemplo, es evidente que un sistema de derecho y 
de justicia funcional no se reduce simplemente a la fuerza policial, a los juzgados y al cuerpo de 
leyes; sino que dichas dimensiones formales del Estado interactúan y dependen profundamente 
de la vida política, económica y cultural de la ciudadanía. Como señala Marc Galanter, “así como 
la salud no se encuentra en los hospitales, ni el conocimiento en las escuelas, la justicia tampoco se 
encuentra principalmente en las instituciones ofi ciales que la proveen” (citado en Krygier y Mason, 
2008: 11). La población no es una simple masa que se forma y canaliza a través de las instituciones 
de gobierno, la “sociedad” no existe en una esfera categóricamente distinta a la del “Estado”, a 
pesar de la especifi cidad de las instituciones de gobierno. Más bien, entra en juego un proceso de 
formación mutua, en el cual las instituciones políticas, legales y económicas funcionan en gran 
parte debido a que forman parte de las redes de las prácticas socales y normativas, que dichas insti-
tuciones ayudan a regular. “Intentar sólo tomar las reglas formales o la arquitectura de las institu-
ciones legales [u otras instituciones] de este denso ‘matorral’ de instituciones, culturas, tradiciones, 
costumbres y prácticas, sería como simplemente arrancar las hojas” (Krygier y Mason, 2008: 5).
147.  Las críticas incluyen aquellas planteadas por Roland Paris, At War’s End; Jochen Hippler, Nation-build-
ing; Oliver Richmond, The Transformation of Peace; Oliver Richmond y Jason Franks, Liberal Peacebuilding in 
East Timor; Thomas Carothers, The Problem of Knowledge; Martin Krygier y Whit Mason, Interpersonal vio-
lence, the rule of law and its enforcement.
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Al refl exionar sobre lo que constituye el Estado de derecho, Martin Krygier y Whit Mason 
(2008: 6) a primera instancia argumentan que dicho concepto, “en vez de ser un conjunto de 
instituciones, se entiende mejor como ‘el estado de asuntos’ integrado por elementos comple-
jos, de distintos niveles y de distintos ámbitos de procedencia”. “El Estado de derecho se ma-
nifi esta en la medida en que las instituciones legales, los conceptos y las opciones y los recursos, 
enmarcan, mejoran y apoyan las decisiones de la ciudadanía” (Krygier y Mason, 2008: 10). 
Krygier y Mason (2008: 10) sugieren que el “estado de los asuntos” no depende principalmente 
en las personas virtuosas, ni en las instituciones virtuosas, “sino de las relaciones virtuosas entre 
las personas”. En este sentido, dichas relaciones virtuosas deberían no sólo incluir una pauta de 
valores, prácticas y marcos conceptuales que orientan las interacciones entre las personas y que 
permiten la confi anza y el civismo, pero que también gobiernan las “estructuras sociopolíticas 
comunes de comunicación y de acción organizada” (Krygier y Mason, 2008: 10). Los procesos 
democráticos en particular, dependen en una multiplicidad de relaciones de comunicación, de 
implicación y de responsabilidad.
Una densa red de intercambios y de relaciones que vincule al gobierno con otras redes so-
ciales, políticas y económicas sería fundamental para la mayoría de las formas de gobierno que 
aspiran a un amplio grado de legitimidad. Si el objetivo gira en torno al apoyo a la gobernanza 
democrática, para la cual la participación y la comunicación son elementos fundamentales, 
entonces, un enfoque centrado en la burocracia gubernamental, sin prestar la misma atención 
a cómo dicha burocracia se relaciona con las comunidades, se vuelve menos adecuado. Por más 
importantes que sean los procesos electorales, estos no pueden llevar todo el peso de la repre-
sentación y de la relación entre la ciudadanía y el gobierno. En el contexto de Timor Oriental, 
así como en el de muchos otros Estados que buscan salir de la ocupación o de la guerra, las 
elecciones pueden ser lastradas por el complejo legado del confl icto violento.
La argumentación de arriba, sin embargo, no busca rechazar la transferencia de institucio-
nes per se (cuando dicha transferencia está respaldada por un análisis de las condiciones loca-
les). La salud quizás no exista en los hospitales, o el conocimiento en las escuelas, y, menos aun, 
en los departamentos de salud y de educación del gobierno central. No obstante, los hospitales, 
las escuelas y los departamentos administrativos constituyen importantes piezas de los sistemas 
que buscan producir y mantener la salud y el conocimiento. La transferencia de instituciones 
es simplemente un apartado de una serie de compromisos cívicos más complejos, profundos y 
amplios que involucran distintas culturas y comunidades. Dicho proceso de transferencia no 
debería guiar la operación, aunque sí podría jugar un papel sumamente importante. Pese a que 
sin duda existen formas institucionales con las cuales se podría trabajar y de las cuales se podría 
aprender —ninguna comunidad política existe en un vacío—, dichas formas no son productos 
que pueden ser “entregados” como si fuesen piezas de tecnología a las que luego se esperaría 
que funcionen. La experiencia de Australia en la región de las islas del pacífi co ha sido muy 
instructiva (Brown, 2007).
Existe una cantidad de consecuencias que se derivan de la simple reducción de un Estado 
a determinadas instituciones clave y de reducir la formación estatal a una simple operación 
de “transferencia de instituciones”. Algunas de dichas consecuencias son evidentes en el 
caso de Timor Oriental. En vez de estar en el centro de la política, la formación estatal suele 
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ser tratada como una actividad esencialmente “técnica”, o bien, como un ejercicio centrado 
en resolver problemas. Sin embargo, la formación estatal implica una serie de procesos lentos, 
complejos y difíciles a través de los cuales los distintos sectores de la población —con las múlti-
ples formaciones sociales, económicas y culturales a las que forman parte—, llega a verse como 
partes que comparten la comunidad política del Estado. Es mediante tales procesos que las 
estructuras y las prácticas que permiten esa implicación en la comunidad política se forman y 
se sostienen. Los países con una historia de confl icto violento también tienen que lidiar con di-
visiones múltiples y profundas. Abordar las tareas de formación estatal tras un confl icto, como 
si fuera un ejercicio técnico de gobierno socava la política participativa y democrática.
La transferencia de instituciones de gobierno liberal a sociedades que se encuentran or-
ganizadas bajo una cultura normativa de gobierno considerablemente diferente, sin prestar 
atención al engranaje de dicha cultura normativa, es poco útil para el surgimiento de gobiernos 
con sólidos vínculos con la ciudadanía. Lo anterior debilita no sólo la base para la gobernanza 
democrática y para la consolidación de la ciudadanía, sino también la legitimidad del gobierno 
y su efi cacia. La vida política del pueblo queda apartada del “Estado”, creándose una brecha 
entre las nuevas instituciones de “formato” técnico y las formas y el lenguaje de la comunidad 
política que tienen sentido para la población. Lo anterior implica que las interacciones entre 
las nuevas formas del “Estado” y las dinámicas políticas reales en el país corren un alto riesgo 
de ser disfuncionales, ya que dichas formas no han sido integradas o articuladas lo sufi ciente, y 
podrían estar, en esencia, avanzando objetivos contradictorios. Lo más común es que el debate 
o la lucha política —sea en el ámbito local o en el nacional—, se conduzca a través de los cana-
les dotados con relaciones oportunistas con las instituciones de gobierno. En Timor Oriental, 
esta cuestión ha surtido efectos serios de gran alcance. En el ámbito de la “política de elite”, ello 
ha contribuido a la mistifi cación de la lucha de poder entre las principales fi guras políticas. La 
falta de conexión entre el gobierno y la mayoría de la población ha contribuido a la creciente 
sensación de alienación y marginalización148. Estos factores se combinan para crear condiciones 
para la inestabilidad. En Timor Oriental, que busca hacer frente a su historia de ocupación 
violenta, dichos factores se presentan con particular preocupación. 
Esta dinámica no es exclusiva de Timor Oriental, o de los Estados en situaciones de “pos-
confl icto”. Es común que la estructuras de gobierno de los Estados poscoloniales haya sido 
instalada en sociedades con una larga historia de estructuras de gobierno local (Migdal, 1988). 
Las marcadas diferencias entre las instituciones del Estado y la cultura, los valores y la vida de 
las comunidades locales han creado órdenes políticos híbridos (Boege, et al., 2008). Los siste-
mas introducidos o formales, sean políticos, judiciales, policiales y administrativos no encajan 
con los mecanismos consuetudinarios de gobierno local y con las normas culturales. Podrían, 
inclusive, interactuar de manera destructiva convirtiéndose en el contexto, en la fuente, o en 
un factor que origine serios problemas de gobernabilidad y que causen la erosión de la respon-
sabilidad. La tensión que genera la vida económica y la tenencia de la tierra entre los ámbitos 
148.  Existe una amplia variedad de críticas respecto de la desconexión prematura (que aun continua) de Na-
ciones Unidas con los sistemas de gobierno timorenses, sea que estos se hayan establecido mediante la 
resistencia o mediante prácticas de gobierno consuetudinarias. Véase Astri Suhrke (2001); Jared Chopra 
(2002); y, Oliver Richmond y Jason Franks (2008).
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autóctonos e internacionales, también puede ser un factor subyacente que alienta la insegu-
ridad, la corrupción y el confl icto (Nixon, 2006). En muchos casos, tal como sucede entre los 
vecinos isleños de Timor Oriental, ha habido relativamente pocos esfuerzos sistemáticos para 
explorar y/o aprovechar la interacción entre las prácticas consuetudinarias locales de gobierno 
y las instituciones de gobierno liberal.
LA “CONSTRUCCIÓN DEL ESTADO” EN TIMOR ORIENTAL
El rastro de destrucción que supuso la retirada de las fuerzas armadas indonesias y sus milicias 
asociadas en 1999 dejó a los timorenses y a las agencias internacionales frente a una situación de 
devastación total. Debido a ello —o al menos en parte— las agencias internacionales y las elites 
políticas timorenses vieron al país como si fuese un especie de tabula rasa; es decir, un Estado 
que tenía que ser construido “desde cero”, y que para todos efectos carecía de una comunidad 
política. Juntos realizaron grandes esfuerzos por transformar la excolonia en un Estado fun-
cional según el modelo internacional de democracia liberal. El ritmo de los esfuerzos ha sido 
rápido, motivado, en parte, por la necesidad de proveer seguridad y de aliviar la pobreza.
Cuando se retiró el Estado indonesio en 1999, llevándose su experiencia administrativa con-
sigo y destruyendo en su repliegue gran parte de la infraestructura, la mayoría de la población 
timorense contaba con su propia cultura sociopolítica y mecanismos administrativos locales. 
Tradicionalmente, las prácticas locales y consuetudinarias habían proveído gran parte del or-
den social en el país, particularmente en las áreas rurales, que, en general, a la fecha continua 
siendo así. Por otra parte, para efectos de comunicación, y para ganarse el apoyo de las redes so-
ciales, la resistencia a la presencia indonesia se apoyó en buena medida en aspectos de la cultura. 
La estructura de la propia resistencia con frecuencia estuvo entrelazada con organizaciones 
consuetudinarias (McWilliam, 2005; Hohe, 2002). Como apuntó una persona entrevistada:
¿Por qué ganamos la contienda? Se debe a nuestra estructura estrecha (proveniente de nuestras 
casas tradicionales), porque escuchamos […]. Ganamos la contienda porque contamos con la 
fuerza de nuestras costumbres […]. No digo que deberíamos glorifi car todo esto, pero debemos 
de reconocerlo. Ahora lo ignoramos […]. Ahora, los líderes modernos del gobierno usan a los 
líderes tradicionales de las comunidades de base para incrementar su poder. Cuando obtienen el 
poder, ahí queda todo (ya no muestran el debido respeto a los líderes o a las prácticas tradiciona-
les) […] (hombre de negocios, Same).
El lenguaje internacional de la resistencia se codifi có en los términos ya conocidos de los 
derechos humanos y de la lucha anticolonial. La aseveración de los valores culturales locales 
y sus prácticas no sirvieron de base para el reclamo internacional de la independencia o de la 
identidad. Además, un considerable número de líderes políticos nuevos surgieron de la diáspo-
ra timorense. Quizás a consecuencia de ello —con algunas excepciones, como la Comisión para 
la Recepción, la Verdad y la Reconciliación, y, algunos aspectos de los recientes procesos de 
dialogo Simu Malu o “aceptación mutua”—, los esfuerzos de la formación estatal han pasado 
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por alto la relevancia de la cultura o de la costumbre en su trabajo. Ni la Autoridad Transitoria 
de Naciones Unidas, ni el Gobierno del Frente Revolucionario de Timor Leste Independiente 
(FRETILIN) que le sucedió, tuvieron la sufi ciente sensibilidad o la conciencia del valor de la 
vida consuetudinaria o de las formas de gobierno local en Timor Oriental.
Por otra parte, el empuje de la asistencia internacional —centrada principalmente en la cons-
trucción de las instituciones de un gobierno nacional—, ha estado altamente concentrado en Dili. 
La mayoría de la población, que es rural, ha recibido relativamente poca atención, lo que en parte 
se debe a la creencia de que serían mejor atendidos a partir del surgimiento de instituciones de go-
bierno efi caces. Lo anterior ha estado en consonancia con el énfasis centralista del propio gobierno. 
Sin embargo, las instituciones del gobierno tienen poco alcance más allá de Dili, y nexos poco efi -
caces con las prácticas consuetudinarias del gobierno, que en realidad son las que proveen la mayor 
parte del orden social, especialmente en las áreas rurales (Palmer y Carvalho, 2008). Por tanto, las 
agencias de gestión gubernamental que han sido instaladas operan con poca referencia a las fuentes 
principales de las prácticas de gobierno y de los valores culturales comunes a la mayoría de la po-
blación. La combinación de estos factores ha conducido al descuido del sector rural y al fracaso de 
combatir el avance de la pobreza rural (aunque, cabe mencionar, a partir de la segunda mitad de 
2008, ha habido renovados esfuerzos por parte del gobierno para responder a la pobreza rural).
Los esfuerzos por introducir normas y estructuras liberales de gobierno de manera rápida, 
sin prestar atención a como interactuarían con las normas y las estructuras locales, o sin tender 
los puentes necesarios con las prácticas locales, ha contribuido a la erosión de los mecanismos 
locales del mantenimiento del orden y de rendición de cuentas, así como a la adopción, par-
ticularmente en los pueblos, de normas liberales poco comprendidas. Por ejemplo, en Timor 
Oriental, el uso del lenguaje violento se toma muy en serio, ya que está muy relacionado con la 
acción violenta. Una importante cantidad de personas señalan que el uso de lenguaje abusivo, 
entendido como parte de la libertad de expresión, ha creado confusión. Las nuevas normas no 
han sido integradas a la experiencia de vida y a la cosmovisión de los timorenses, y además, 
tampoco existen estructuras subyacentes que sustenten su funcionalidad. Las áreas urbanas en 
particular, están marcadas por un espacio normativo ambiguo. No obstante, las zonas urbanas, 
con sus altos porcentajes de hombres en paro, requieren de un fuerte apoyo normativo.
En este contexto, la experiencia del pueblo con la “democracia” se ha identifi cado como una 
experiencia de confl icto y como una imposición de valores de “arriba hacia abajo”. Al mismo 
tiempo, la contribución de la cultura local a la vida política del país ha sido subestimada y 
menospreciada. Surgen problemas cuando la gente sólo cree en las cosas modernas y se menospre-
cia lo que les ayudó en la lucha. Tenemos tradiciones que han sido útiles para muchas cosas […]. 
Aquellos que salieron a estudiar […] piensan que la democracia resolverá nuestros problemas y que 
la tradición no tiene valor alguno […]. [Ellos] piensan que con la democracia se puede resolver los 
problemas “desde arriba”, pero esto sólo crea más desprecio para la tradición y para los ancianos 
(Administrador de la diócesis de Baucau, Ossuala). Ahora vivimos en una democracia. Ahora la 
gente lanza piedras o golpean a alguien o inclusive intentan matar al presidente, y dicen que “esto 
es la democracia” (funcionario del gobierno, Vermasse). Los partidos políticos llegan y crean pro-
blemas. Al mismo tiempo, difunden el espíritu de la democracia; ellos dicen “yo tengo el derecho”, y 
comienzan a luchar (anciano tradicional, Caisegu).
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En un esfuerzo por construir los vínculos entre el gobierno y las comunidades, y, apoyar 
la participación política de las comunidades de base, en 2005 se celebraron elecciones en las 
aldeas (suco) bajo el sistema de partidos. Algunos años antes, durante el gobierno indonesio, se 
introdujeron los procesos electorales a las aldeas, sin embargo dichas elecciones se desarrolla-
ron con base en candidaturas individuales, en vez aquellas basadas en los partidos políticos. El 
gobierno local en Timor Oriental es sumamente importante, ya que establece el orden social 
para la mayoría de la población y constituye el punto de contacto más común entre la comuni-
dad local y el gobierno. Los resultados que arrojaron las entrevistas realizadas en las aldeas y 
en los distritos en 2007 y 2008 refl ejan la preocupación de muchas de las personas entrevistadas 
respecto al impacto de las elecciones centradas en torno a los partidos. En algunos casos, dichos 
procesos eran considerados como un “periodo para el miedo” (hombre con estudios, Oecusse). 
A consecuencia de la polarización de la política en el ámbito nacional, que ahora está penetran-
do el ámbito local a través del mecanismo de organización por partidos, los procesos centrados 
en torno a los partidos son considerados como factores que alientan la división. A menudo, se 
considera que los nuevos líderes están subordinados a los intereses de los partidos, en vez de 
que aquellos lo estén a los de la comunidad local. En las zonas donde había fuertes divisiones 
partidarias, los líderes afi liados a los partidos en las aldeas o en el ámbito de la subaldea, eran 
considerados como instrumentos de la violencia, “haciendo la vista gorda”, o inclusive alentan-
do la violencia contra los partidarios de los partidos contrarios. Pese a que las elecciones locales 
de 2005 fueron pacífi cas, surgieron preguntas respecto al papel desarrollado por los partidos en 
las aldeas y su relación con la violencia ocurrida en las elecciones nacionales de 2007.
Los timorenses de algunas regiones se expresan con cierta frustración y sensación de alie-
nación respecto a lo que consideran la marginalización de su cultura y el debilitamiento de los 
mecanismos de gobierno local. Las elecciones locales basadas en los partidos políticos eran con 
frecuencia identifi cadas como instrumentos clave para la marginalización de los mecanismos 
de gobierno y de cultura local. Sin embargo, lo anterior no constituye el rechazo de los procesos 
electorales per se. Hasta cierto grado, y principalmente en las áreas rurales, la incorporación de 
mecanismos tradicionales era considerada como fundamental para la efi cacia del gobierno, del 
Estado de derecho y del orden. Algunas de las personas entrevistadas expresaron su deseo de 
que la “democracia” viniera a trabajar con la “cultura”; algo que actualmente no está sucedien-
do. “Lo más importante para el futuro de la democracia timorense es que ésta trabaje con la cultura, 
de tal forma que la democracia no elimine la cultura” (Administrador de Distrito, Los Palos).
LA CULTURA LOCAL Y LA GOBERNANZA
Las formas tradicionales de organización social continúan gozando de un amplio uso y poder. 
Cuentan con vínculos con las iglesias, con la resistencia y con otros órganos comunitarios loca-
les. Lo anterior es particularmente palpable en las áreas rurales, donde vive aproximadamente 
el 80% de la población. En dichas áreas, la tenencia de la tierra se gestiona mediante formas 
consuetudinarias, y constituye la base para la producción de alimentos de subsistencia, que 
continua siendo la base para la supervivencia de Timor Oriental. En gran medida, la adminis-
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tración de la justicia y el orden continúan siendo proveídos por mecanismos tradicionales de 
impartición de la justicia. Las redes del bienestar social provienen de los sistemas complejos de 
la familia extensa (“casas” o uma, que también es el nombre para las edifi caciones sagradas). 
Pese a las variaciones culturales y lingüísticas del país, también existen pautas comunes. Los 
clanes (u “casas”) se estructuran por medio de relaciones de obligaciones mutuas, con particu-
lares pautas de obligaciones para aquellas “casas” que conceden en matrimonio a una mujer, y 
para las “casas” que la recibe, lo que crea múltiples conexiones entre las “casas” y los linajes. Al 
igual que la estructura del liderazgo local de la comunidad, estas pautas crean gran parte del 
tejido social de la sociedad timorense. Inclusive en las zonas urbanas y entre las generaciones 
jóvenes, considerables aspectos de las costumbres continúan siendo importantes (Trinidade y 
Castro, 2008: 28).
En Timor Oriental la Iglesia católica también es una importante fuente de valores y de sen-
tido cultural que requiere del reconocimiento explícito del gobierno y que goza en el ámbito 
nacional de un perfi l mucho más alto que la vida consuetudinaria. La Iglesia católica abarca 
todo el país y penetra las comunidades. También provee cierto grado de gobernabilidad co-
munitaria y un considerable grado de servicios en los ámbitos de la educación, de la salud, del 
bienestar y del orden social. Sin embargo, en el ámbito nacional, el papel de la Iglesia se ha visto 
complicado por el enredo de personajes clave en la polarización de la política nacional. Pese a 
que, en principio, existen tensiones entre los sistemas de creencias católicas y consuetudinarias, 
en la práctica y en el ámbito simbólico, la gente tiende a entrelazar ambos sistemas.
Los sistemas consuetudinarios continuaron y se adaptaron bajo el dominio portugués. Has-
ta cierto grado, los indonesios incorporaron los sistemas tradicionales, como las “casas sagra-
das”, que han fungido como el centro material, ritual y simbólico de la comunidad y en torno 
a las cuales se celebran una gran cantidad de prácticas culturales. No obstante, los indonesios 
también atacaron dichos sistemas, al destruir centenares de “casas sagradas”. Las reuniones 
comunitarias y rituales fueron ilegalizadas, y muchas personas fueron forzadas a dejar sus 
tierras tradicionales para mudarse a regiones donde los militares las podían controlar con más 
facilidad. Pese a que los indonesios reestructuraron los ámbitos más altos del liderazgo, y pese 
a que se inmiscuyeron en los asuntos locales, las bases de la sociedad, organizadas en torno a las 
interacciones de las familias extensas continuaron funcionando (McWilliam, 2005: 34). Los sis-
temas tradicionales continuaron su proceso de adaptación, no obstante, la ocupación indonesia 
tuvo pocos efectos sobre las alianzas entre las casas, las obligaciones y las lealtades. Los sistemas 
consuetudinarios sociales también proveyeron un marco fundamental para la resistencia, que 
se sustentó sobre las redes estrechas de las familias extensas y de las estructuras de autoridad. 
Tras el retiro de las fuerzas armadas indonesias ha habido un resurgimiento extraordinario 
de las prácticas culturales. Una prueba de ello ha sido la renegociación del tarabandus, que con-
siste en un pacto local que regula las relaciones entre la gente, y, entre la gente y los recursos 
naturales. El tarabandus puede abordar asuntos jurídicos al igual que aquellos relacionados con 
el establecimiento del orden en el ámbito local (aunque tiende a inhibirse ante la violencia de 
naturaleza política). Con frecuencia dicho pacto trata asuntos relacionados con la gestión de 
recursos, y podría incluir acuerdos con las empresas agrícolas locales o con ONG medioam-
bientales. En algunas áreas, esta fi gura ha buscado reordenar aquellos acuerdos consuetudina-
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rios que han generado efectos destructivos para la comunidad. Pese a que se podría considerar 
que la sociedad timorense es conservadora —al igual que otras sociedades de agricultura de 
subsistencia—, el tarabandus bien podría indicar el notable nivel del dinamismo participativo 
y fl exible que opera en el ámbito comunitario timorense.
Otro ejemplo del resurgimiento de las prácticas consuetudinarias ha sido la reconstrucción 
de muchas de las “casas sagradas” (uma luliks). El sentido del orden en Timor Oriental no sólo 
incluye el mundo humano y material, sino también los mundos de los ancestros, que constitu-
yen el núcleo del orden humano, de las fuerzas invisibles de la naturaleza y del espíritu. Una 
de las personas entrevistadas señaló que la comunidad debería comenzar con todos aquellos 
que han fallecido (véase Rawnsley, 2004). El reconocimiento y la relación con los muertos gira 
en torno a las uma luliks. A modo de anécdota de la experiencia de una de las pequeñas aldeas 
ubicadas en las montañas del este del país, cabe destacar que las familias extensas (uma) que 
habían regresado a aquella zona habían reconstruido tres uma luliks, de las cuales una era para 
los ancestros. En todo el país es práctica común que estas “casas sagradas” cuenten con una 
habitación privada en su interior donde se guarda algún objeto de cada una de las personas 
(niños y niñas incluidos) del linaje familiar que ha fallecido. En 1975, al enterarse de la llegada 
de los soldados indonesios, la gente de dicha zona huyó, y en su avance los soldados quemaron 
los uma luliks (al igual que otros objetos culturales). Sin embargo, antes de huir, los timorenses 
lograron reunir todos los bienes de sus ancestros (en su mayoría de tamaño pequeño), y carga-
ron con ellos durante veinticinco años. Lo anterior incluye los cinco años que vivieron ocultos 
en las montañas y los años que vivieron en las aldeas “concentradas” donde se les ubicó. Ahora, 
tras un proceso que tomó años de planeación, de recaudación de fondos, y meses de construc-
ción y de ceremonias, han reconstruido sus “casas sagradas” y de nuevo han vuelto a colocar los 
objetos de sus ancestros. La reconstrucción ha reunido a centenares de personas de las familias 
extensas, y ha servido de ocasión para preparar el descanso de todos aquellos que murieron 
durante las décadas anteriores, para llamar los espíritus de aquellos que cuyos restos mortales 
se encuentran abandonados en sitios desconocidos, y, para reconstruir sus propias relaciones y 
abordar las divisiones internas de las familias extensas. Este proceso en sí, es un modo de abor-
dar el legado del pasado y un modo de reconstruir la comunidad. Debe ser entendido también 
como parte del proceso de consolidación de la paz.
La gestión de disputas, agravios y de una amplia gama de crímenes también las realizan 
las comunidades mediante los ancianos y otras autoridades consuetudinarias, que funcionan a 
través de sistemas como el tarabandu. Los mecanismos consuetudinarios proveen un sistema de 
justicia funcional en todo el país, aunque con frecuencia tienden a discriminar a las mujeres y a 
los jóvenes, y por tanto quedan vulnerables a los caprichos de los individuos que conforman las 
autoridades locales. Sin embargo, en el ámbito nacional, el sistema de justicia formal es poco 
operativo, y continua siendo débil debido a la falta de recursos y a los problemas de idiomas, 
situación que se suma a la falta de dirección respecto a cuestiones fundamentales de la impar-
tición de la justicia. En contraste, el ámbito local ofrece mayor acceso y es mejor comprendido 
por las comunidades locales, y por tanto podría operar con mayor regularidad. Pese a que la 
policía cuenta con presencia en todo el país, cuenta con pocos recursos y no está en posición 
para proveer sus servicios sin el apoyo considerable de las autoridades consuetudinarias. Algu-
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nos estudios indican que en las zonas rurales existe una marcada preferencia de trabajar con los 
mecanismos consuetudinarios para resolver los problemas, que con la policía (Laakso, 2007). 
No obstante, los crímenes serios no se tratan en el ámbito local. La anterior preferencia no sólo 
refl eja la falta de recursos del sistema, sino también la preferencia por los sistemas consuetudi-
narios de justicia. Pese a los problemas, los enfoques consuetudinarios son considerados como 
los más concretos, accesibles y efi caces, y por otra parte, conservan las relaciones comunitarias 
y tienden a concordar más fácilmente con perspectivas más amplias.
[…] en realidad, el sistema de justicia no funciona, y por tanto debemos utilizar los métodos 
tradicionales (tanto para los casos civiles como para los casos criminales), que tienen raíces pro-
fundas en la sociedad, y que provienen de nuestros ancestros […] el sistema judicial no es bueno 
[…] el sistema tradicional es más difícil de manipular, ya que si uno lo hace, será maldecido. Y 
por tanto, el sistema es más efi ciente (Administrador de Distrito, Manufahi).
Un argumento común contra los esfuerzos por incrementar la interacción entre las ins-
tituciones liberales y la cultura de gobierno local, es el conservadurismo de la cultura local, 
en particular con respecto al papel de las mujeres y de los jóvenes. La sociedad timorense es 
marcadamente patriarcal (aunque los hogares matrilineales conceden a las mujeres un esta-
tus especial). No obstante, las mujeres pueden desempeñar importantes papeles, por ejemplo, 
dentro del sector de la medicina tradicional y, en algunas zonas, en la justicia tradicional. 
Las mujeres también pueden ejercer su autoridad dentro de la familia extensa. “Las mujeres 
desempeñaron un papel muy activo en la reconstrucción de las uma luliks, y han estado muy 
activas en el sector de la medicina tradicional; las mujeres mayores […] son muy importantes 
para las costumbres” (monja, Aileu). Sin embargo, en general los hombres [mayores] ejercen 
la mayor parte de la autoridad y gozan de mayor estatus. La violencia domestica (contra mu-
jeres y menores) es bastante extendida en Timor Oriental. La violencia dentro de los hogares 
no esta respaldada por los valores culturales; no obstante, es una realidad común que tiene una 
relación compleja con la cultura, y también refl eja la violencia ocurrida tras los largos años 
de la ocupación, la marginalización y el trauma. En general, los jóvenes gozan de un estatus 
muy bajo dentro de la sociedad timorense, situación que se complica por la falta de inclusión 
dentro de los procesos políticos del “Estado”, y por los altos niveles de desempleo y subempleo, 
inclusive dentro del sector informal.
Mantener los derechos de las mujeres y de los jóvenes en Timor Oriental es extremada-
mente importante, pero no debería servir de argumento para marginar la cultura timoren-
se. Debería, en todo caso, ser un argumento para implicarse de una manera más cercana y 
continua con las prácticas culturales, apoyándose en los valores y en las aspiraciones de las 
comunidades, y, trabajando con las intensas presiones que enfrentan. Las costumbres no son 
estáticas, sino que evolucionan, y se forman, en parte, para atender las necesidades prácticas 
y para resolver los problemas de la comunidad. “El resurgimiento del derecho consuetudina-
rio y las tradiciones no debería entenderse como un ‘retroceso’ hacia los tiempos feudales del 
pasado (independientemente de lo que eso podría signifi car), sino que se trata de un proceso 
continuo de adaptación y de dinamismo que alimenta la fuente del derecho consuetudinario 
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que día a día funciona a favor del pueblo” (Palmer, 2007: 36). Implicarse con la costumbre es 
también una forma de apegarse a los principios de participación y de reconocer los derechos de 
la autodeterminación. El gobierno consuetudinario no es igualitario, pero sí implica a amplios 
sectores de la comunidad. Las prácticas locales de gobierno establecen un “lenguaje” sociopo-
lítico y ético de la comunidad que tiene sentido para la gente, eliminar dichas prácticas es una 
forma de marginalización.
LA IDENTIDAD NACIONAL Y LA “CONSTRUCCIÓN DE NACIONES”
Este capítulo comenzó con los conceptos de la “construcción de naciones” y de la “construc-
ción de Estados”. Con frecuencia, dichos términos se utilizan de manera aleatoria, no obstan-
te, quizás la diferencia de los términos se podría poner en práctica. La idea de “nación” centra 
su atención en torno al hecho de que la gente sienta que forma parte una comunidad política 
y comparta determinados elementos de identidad. En contraste con la fórmula simplista de 
“transferencia institucional”, la “construcción de naciones” podría implicar un conjunto más 
amplio de asuntos. Sin embargo, estos lazos entre la gente y la comunidad también podrían 
ser problemáticos, ya que se podría pasar por alto la necesidad de construir instituciones y 
desarrollar procesos en los que la participación y la interdependencia toman forma. Dichos 
problemas se podrían derivar de las deducciones propias de las ideologías nacionalistas y de 
las identidades nacionales que proclaman otras identidades, así como de las afi rmaciones de 
que la homogeneidad étnica o cultural es la base esencial para “ser una nación”, o de la idea de 
considerar al “pueblo” como una comunidad política imaginaria y pre-fabricada. (Ozkirimili, 
2000). La noción de la “construcción de la nación” en el contexto de este capítulo no implica 
el nacionalismo orgánico o autóctono. Simplemente busca hacer referencia a procesos más 
amplios y participativos de la formación estatal que conduzcan a una agenda de “construcción 
nacional” que se implique con la vida cotidiana; es decir, con el acceso a un sistema de pro-
visión de medios de vida y de seguridad y con el acceso a las dinámicas que dan forma a las 
interacciones cotidianas. La democracia o la comunidad política participativa es otra forma de 
referirse a estos procesos y al énfasis argüido en este capítulo respecto a la importancia de la 
gente, entendida como individuos que establecen relaciones entre ellos, y, con el mundo. En 
todo caso, la “democracia” no debería “plegarse” de forma automática en las instituciones. Las 
instituciones y los procesos son fundamentales para el funcionamiento de esta agenda amplia 
de comunicación, de intercambio y de respuesta, y, a su vez, pueden ser importantes pilares 
para la identidad nacional. En este contexto, la “construcción de naciones” podría ser vista 
como una manera de enfatizar los vínculos vitales entre el gobierno central y la gente, a partir 
de los cuales emana la legitimidad y se auspicia la posibilidad de una ciudadanía activa.
Entendida desde esa perspectiva, la implicación o la interacción con los valores y las prácti-
cas locales es fundamental para la “construcción de la nación” y para las políticas participativas 
comunitarias. Para Timor Oriental, los valores locales no sólo incluyen las prácticas consuetu-
dinarias, sino también incluyen la vida comunitaria de las iglesias y elementos de la sociedad 
civil, entre otros factores. En todo caso, la costumbre es una parte sustancial de esta mezcla. 
C de la paz.indd   272 30/03/2012   10:34:37
Lo anterior no debe ser interpretado como un llamado para una especie de “fundamentalismo 
consuetudinario”, o para una forma imaginara de gobierno nacional consuetudinario. Las 
prácticas de gobierno local no surgieron para gestionar las comunidades políticas del tamaño 
o de la forma de un Estado. Es probable que el surgimiento de un Estado que responda a las 
necesidades timorenses se edifi que, no sobre la base de los modelos internacionales de gobier-
no liberal, ni sobre las estructuras del gobierno consuetudinario local, sino sobre la base de las 
interacciones entre éstas y otras fuentes de valor para los timorenses. Asimismo, será necesario 
desafi ar las prácticas locales generan daños sistémicos. En vez de abandonar las costumbres, 
esto se podría lograr desde la perspectiva de la evolución continua de la vida consuetudinaria. 
Estos procesos de evolución y de desafío constituyen una importante parte del compromiso. 
En este sentido, se argumenta que el gobierno nacional y las agencias internacionales deberían 
conceder la importancia necesaria a los mecanismos consuetudinarios de gobierno y traba-
jar con ellos. Deberían reconocer que la “construcción de la nación” requiere una fórmula 
incluyente de intercambio y de comunicación que debe involucrar a la gente rural, así como 
reconocer que una nación de ciudadanos requiere de un “lenguaje” común, propio de la co-
munidad política. Lo anterior es importante en al menos tres dimensiones: la legitimidad y 
la efi cacia; la democracia, la participación y la autonomía; y, la formación de un sentido de 
identidad nacional.
Los valores consuetudinarios forman parte de la vida familiar, y por tanto dilucidan las 
dimensiones básicas de la vida de la mayoría de la gente; es decir, la gobernanza local, y, el 
apoyo social y sicológico para tratar con el trauma. Además, dichos valores dan sentido a la 
vida y la sensación de tener un lugar en el mundo; por otra parte, dan sentido a la identidad 
colectiva o a aquello que une a la gente. La creación de un sentido de la historia, de los lugares 
y de la identidad se centra sobre la visión cultural respecto a lo que constituye el pasado, el ser 
humano y la comunidad. En este sentido, los valores consuetudinarios tienen una importancia 
considerable, ya que contribuyen a la identidad nacional al generar la sensación de ser parte 
de una comunidad política compartida. Dichos valores se comparten tanto en el ámbito local, 
como en el resto del país (incluso fuera de Timor Oriental) (Trinidade y Castro, 2007). El no 
implicarse con estas fuentes locales de la comunidad genera el riesgo de socavar el potencial 
para consolidar una comunidad política compartida. El sentir positivo de la nación desafía a 
la gente a que vea más allá de lo directamente local para que obtengan un sentido más amplio 
de la comunidad e interacción. Sin embargo, si no se entra en una dinámica de interacción, y si 
dicho sentido de nación se edifi ca en competencia o en contradicción con la comunidad local, 
es altamente probable que sea poco efi caz.
Existen fuertes pautas de endogamia, de interconexión y similitudes culturales, una reli-
gión común y una historia compartida a lo largo del país. No obstante, al revisar la identidad 
nacional, es importante prestar atención a algunas de las explicaciones locales sobre la agitación 
política ocurrida en Timor Oriental en 2006. Independientemente de las luchas de poder entre 
las elites políticas, y a pesar de las rupturas al interior del sector de seguridad, y del desempleo 
urbano, a las que aluden los timorenses como causas para explicar los problemas, mucha gente 
también señala el fracaso de las elites de regresar aquello que habían tomado de sus ancestros y 
que les permitió aguantar y ganar la lucha contra la ocupación (Trinidade y Castro, 2007).
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Cuando el FRETILIN luchó contra Indonesia, los combatientes acudieron a las uma luliks (ca-
sas sagradas) y realizaron ceremonias. Tomaron objetos que les brindarían protección: agua es-
pecial y hojas. Todas las guerrillas tenían fe en la casa tradicional. Pero ahora que se ha logrado 
la independencia, no han regresado para dar gracias; han comenzado a decir que ellos no creen 
en esas cosas. Los líderes no están unifi cando al pueblo, sino al contrario, están creando divisiones 
porqué han perdido su fuente, y por tanto generan caos y la gente se enfrenta. No han regresado 
para hacer uso de las herramientas disponibles que podrían auspiciar la unidad (Administrador 
de la Diócesis de Baucau).
Lo anterior expresa el sentir respecto a algo que es considerado de gran valor, que ha 
sido una parte esencial de la lucha por la independencia y que continua siendo algo funda-
mental para el sentido colectivo y para la gestión de la vida comunitaria de la mayoría de la 
gente, y que ahora es pasado por alto por el “Estado”. Mucha gente no se siente cómoda, o 
no conocen las formas y el lenguaje de la comunidad política a la que ahora supuestamente 
pertenecen.
Necesitamos mantener (las prácticas tradicionales), sin duda las tenemos que mantener. De 
lo contrario, ¿Qué es la independencia? ¿Qué es lo que estamos defendiendo, y sobre qué 
base nos sustentamos? En nuestra lucha por defender nuestra tierra, nuestra cultura, nuestros 
bosques, si no defendemos nuestra cultura, nuestra independencia no tendrá raíces, carecerá 
de una base. Mucha gente llega con sus costumbres e ideas, pero nosotros también tenemos 
nuestras costumbres e ideas. Si nos dedicamos a seguir a otros pueblos, nuestra independencia 
carecerá de principios, y, entonces, ¿Quiénes seremos? Si nosotros […] perdemos nuestras 
raíces —nuestro camino—, también habremos perdido nuestra identidad […] (hombre de 
negocios, Same).
La división intercomunal (este-oeste) que ha amenazado a Timor Oriental desde 2006, 
tiene una serie de fuentes económicas y políticas149, pero también al mismo tiempo cons-
tituye una lucha por la identidad y el reconocimiento en un entorno donde los hombres 
jóvenes se enfrentan a la pobreza, a la incertidumbre y a la marginalización. El confl icto, 
que en ocasiones es expresado en palabras altisonantes o en el graffi ti en términos de qué 
región resistió con más fuerza la ocupación indonesia, o en términos de quien sufrió más, 
desvela de manera más amplia las fracturas sociales respecto a la identidad nacional, la 
pertenencia nacional y su posición dentro del país. La lucha contra Indonesia se convirtió 
en la “prueba de fuego” para demostrar la pertenencia de uno a Timor Oriental, lo que 
condujo a fricciones y confusiones entre las cuales los grupos y los individuos intentaron 
hacerse un sitio en aquella escala de valor, y que los partidos políticos utilizaron para 
afi rmar sus credenciales frente a sus oponentes. La compensación para los veteranos y sus 
familias; el debido honor a los héroes, vivos y muertos; los resentimientos contra aquellos 
que se considera que se benefi ciaron de la presencia indonesia durante la ocupación, y que 
149.  Estos aspectos se analizan con mayor profundidad en: International Crisis Group, ICG Report, 2006: 
Resolving Timor-Leste’s Crisis; Cotton, “The Crisis of the Timor-Leste State in Comparative Perspective”; 
Scambary, 2006; Soares, From Roots to Tips: Incipient nationalism and emergent diversity in East Timor.
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ahora se benefi cian de su retirada; constituyen desagradables y complicadas cuestiones que 
forman parte de este debate.
Pese a que la resistencia contra Indonesia engendró el sentimiento nacionalista en todo 
el país, colocar a la resistencia como el eje principal de la identidad nacional podría resultar 
peligrosamente divisivo. La retirada indonesia no signifi ca que el confl icto y que el legado de 
la ocupación haya desaparecido. Las divisiones no sólo eran simplemente entre los indonesios 
y los timorenses. Algunas de las fracturas más difíciles conciernen las distintas estrategias y 
acuerdos entre los timorenses (incluida la resistencia) durante los veinticinco años de presencia 
indonesia. Colocar a la resistencia como la base de la pertenencia a la nación también reabre las 
fi suras del confl icto civil anterior a la invasión, que aun constituyen cicatrices profundas. La 
construcción de una comunidad política tras el confl icto dependerá, en parte, en la capacidad 
de vivir con aquellas experiencias y acuerdos diferentes, y en encontrar formas inclusivas para 
abordar aquellas difíciles historias.
La forma en que las historias difíciles son comprendidas asienta las coordenadas generales 
para abordar el futuro, ya que la historia y el sentido del futuro están íntimamente relaciona-
das, particularmente en las situaciones de posconfl icto (Lederach, 2005). Ambos son elementos 
de la identidad nacional (Keane, 1993). Pese a que existen elementos que sin duda unifi can el 
país, existe la necesidad de que los líderes nacionales interpreten aquellos elementos comparti-
dos de una forma inclusiva, de tal manera que mantengan la justicia y que tengan sentido para 
todos. Para esto, los elementos ampliamente compartidos de la cultura son importantes. Los 
timorenses se identifi can en distintos grados con las prácticas y las tradiciones. No obstante, 
la cultura timorense es un recurso con vida propia que se extiende de forma similar tanto en 
el este como en el oeste del país. Cruza de manera transversal las distintas posiciones tomadas 
ante la resistencia.
En este contexto, cabe mencionar que el monumento nacional edifi cado en memoria de 
aquellos que murieron en la lucha contra la ocupación tiene, en efecto, un estilo “internacio-
nal” Occidental. Tal parece que no hay ninguna referencia a las distintas maneras en que los 
timorenses conmemoran a sus difuntos, que giran en torno a la uma lulik. El analista local, José 
Trinidade (2006), ha sugerido que las instituciones consuetudinarias ampliamente comparti-
das, como la uma lulik, deberían ser introducidas para que jueguen un papel simbólico en el 
ámbito nacional. Independientemente de que dicho enfoque sea adoptado, existe la necesidad 
de mecanismos nacionales que permitan la representación de elementos locales y consuetu-
dinarios ante el gobierno central y viceversa. Existe la necesidad de tender puentes entre los 
mecanismos de los distintos ámbitos. Estos puentes podrían ser, órganos “constructores de 
la nación” de bajo perfi l (que podrían ser museos, centros culturales, los consejos de los an-
cianos, grupos artísticos y de teatro, algunas ONG, comités parlamentarios y universidades), 
que podrían establecer vínculos entre lo nacional y lo local, y, entre lo internacional y lo con-
suetudinario. Al mismo tiempo, los esfuerzos de las burocracias y de las agencias centrales de 
interactuar con mayor regularidad con las formas de gobierno y con los sistemas de justicia 
locales, podrían contribuir al surgimiento de un proceso nacional de mayor interacción, co-
municación y efi cacia gubernamental. Estos son los procesos conforme a los cuales se forman 
las comunidades nacionales.
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La interacción efi caz con las prácticas locales no sólo tiene valor simbólico, sino que tam-
bién uno políticamente práctico y fundamental, ya que implica la participación activa de la 
gente como ciudadanos. La comunidad y las formas de gobierno consuetudinarias representan 
importantes recursos para la “construcción de la nación” y para el surgimiento de la ciudada-
nía. Si el gobierno central carece de alcance, como lo es en la actualidad, las comunidades de 
base ofrecen algo con que trabajar. Existen esfuerzos por parte de algunas instituciones del go-
bierno de implicarse de forma práctica en la vida consuetudinaria. En una ceremonia taraban-
du en Betano (julio de 2007), representantes de los gobiernos regionales y central aprobaron 
un acuerdo que establecía que sólo las iniciativas locales como el tarabandu tenían la capacidad 
de hacer valer las prohibiciones (e.g. la tala ilegal de los bosques) o para apoyar las decisiones 
comunitarias o nacionales sobre el uso de los recursos. En el ámbito local, existe el deseo explí-
cito por parte de los líderes comunitarios de que su trabajo esté en sintonía con las directrices y 
con la legislación nacional (Palmer y de Caravlho, 2008). Si las directrices nacionales no están 
sustentadas sobre la base de una comprensión realista de las normas y de las prácticas locales, 
será poco probable que puedan ser aplicadas, y simplemente conducirán a una confusión más 
grande y a la erosión de las formas comunitarias de gobierno. Los enfoques consuetudina-
rios a la solución de los confl ictos también pueden abrir caminos para atender algunas de las 
fracturas a las que los timorenses —trastabillando sobre las complejas transiciones—, buscan 
enfrentar. Las prácticas consuetudinarias proveen mucho del “respeto rutinario, auto-control y 
deferencia” que constituye la base de una “cultura de legalidad” (Selznick, citado en Krygier 
y Mason, 2008: 9).
El resurgimiento de las prácticas consuetudinarias muestra que los timorenses se están mo-
viendo para hacerse cargo de sus propias circunstancias, de su orden social, de su entorno na-
tural, de sus relaciones con sus fuentes de vida y su sentido, y, de la justicia, de la reconciliación 
y de la curación. La gente también está involucrándose en iniciativas apoyadas por los recursos 
comunitarios de las iglesias. Como refl ejan las entrevistas, parece claro que las comunidades 
en general quieren trabajar en conjunción con las instituciones del Estado, y no en contra de 
ellas, o a pesar de ellas. Este tipo de orientaciones favorece el surgimiento de la ciudadanía. Al 
mismo tiempo, el no trabajar con estos recursos, o tender puentes entre las costumbres y las 
estructuras de gobierno nacional y de justicia, podría causar serios problemas. En el ámbito 
nacional, la incapacidad de recurrir a los recursos de gobierno y de autoridad locales, priva 
al gobierno central de una importante fuente de legitimidad, capacidad y de alcance. En el 
ámbito local, debilita la cohesión social y socava el potencial de la participación constructiva. 
Esto disminuye la capacidad del gobierno para absorber el confl icto mediante la apertura de 
canales para la participación y para la autodeterminación colectiva.
El “ser y quehacer” de la nación, la efi cacia gubernamental y las formas de gobierno demo-
cráticas, no residen en las instituciones gubernamentales, sino en un las múltiples relaciones 
entre el gobierno, otras instituciones sociales fundamentales y la población. Por consiguiente, 
la agenda de “construcción nacional” debe apoyar el surgimiento de las redes de comunica-
ción y de interacción entre el gobierno, las instituciones sociales, y la gente, y además, entre 
los distintos ámbitos y tipos de gobierno. La vida comunitaria es la base para gran parte de la 
cohesión y resiliencia social en Timor Oriental, y también el contexto para la producción de 
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alimentos que sostiene a la mayoría de la población. La salud de las comunidades, que incluye 
la evolución de la vida consuetudinaria sociopolítica y económica, podría ser muy importante 
para la “construcción de la nación”. Lo anterior requiere vínculos y mecanismos que repre-
sentan la vida comunitaria y consuetudinaria (y los asuntos que articulan, y que por lo general 
giran en torno a la tierra, a la paz social y a la seguridad alimentaria) ante el gobierno, y vice-
versa. Un enfoque centrado en las comunidades y en el desarrollo del reconocimiento mutuo 
y de los vínculos funcionales entre el gobierno y los mecanismos de gobierno consuetudinarios, 
contribuiría a apoyar la legitimidad y a superar la alienación del gobierno de la población.
En el ámbito nacional, las relaciones que conformarán la democracia en Timor Oriental 
aun están en las etapas iniciales de su formación. Las normas y las prácticas consuetudinarias, 
que constituyen referencias ineludibles a gran parte de la población, deben ser parte de todo 
este proceso. Esto no necesariamente signifi ca un cambio fundamental de las estructuras polí-
ticas existentes, sino que expresa la necesidad de establecer procesos y redes de interacción y de 
aceptación que aportan a la construcción de conexiones profundas entre las distintas formas de 
gobierno. Por consiguiente, el proceso de asentar al gobierno en las comunidades es un proceso 
lento, difícil y esencial.
La “construcción estatal” centrada en la transferencia de instituciones ofrece el benefi cio 
de poder recurrir (para bien o para mal) a un considerable cúmulo de experiencia relacionada 
con instituciones de gobierno complejas. Sin embargo, los procesos de “transferencia de ins-
tituciones” han prestado poca atención a la importancia de la legitimidad, y han pasado por 
alto el hecho de que las instituciones sólo tienen sentido cuando interactúan con su contexto 
social. Construir un Estado en el que la gente no se siente cómoda, y donde no se habla en “sus 
términos” no es la mejor receta para una nación, para la democracia o para la seguridad. La 
“construcción nacional” representa un gran desafío para los timorenses y para aquellos que, 
como cooperantes internacionales o como Estados vecinos, buscan apoyar el surgimiento de 
una comunidad política en otra nación. Con frecuencia, no existe un camino claro a seguir. 
Sin embargo, para todos los actores involucrados —y en particular para la comunidad inter-
nacional—, dicha tarea impone la necesidad fundamental de escuchar, de tomarse en serio lo 
que es diferente, y de abordar la cosmovisión y constitución de la comunidad “del otro” con 
un compromiso activo y humilde.
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Glosario
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CIA Central Intelligence Agency
CICR Comité Internacional de la Cruz Roja
CIDA Canadian International Development Agency
CIG Corte Internacional de Justicia
CIMIC Operaciones de cooperación cívico-militar
CNP Consejo Nacional Palestino
COMECON Consejo de Ayuda Mutua Económica
CRED Center for Research on the Epidemiology of Disasters 
DANIDA Cooperación al Desarrollo de Dinamarca
DAW División para el Avance de la Mujer (Naciones Unidas)
DDR Desarme, Desmovilización y Reintegración
DEP Documento de Estrategia País
DFAIT Department of Foreign Affairs and International Trade (Canadá)
DFID Department for International Development (Reino Unido)
DPKO Department of Peace Keeping Operations (Naciones Unidas)
ECOWAS Comunidad Económica de Estados de África Occidental
FAO Organización de Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación
FATA Federally Administered Tribal Areas (Áreas Tribales Administradas Federalmente, Pakistán) 
FESA Fundación Eduardo dos Santos
FIDH Federación Internacional de Derechos Humanos
FLEC Frente de Liberación del Enclave de Cabinda
FMLN Frente Farabundo Martí de Liberación Nacional 
FMU Fuerzas Militares de UNITA
FNLA Frente Nacional de Liberación de Angola
FRETILIN Frente Revolucionária de Timor-Leste Independente
IANWGE Inter-Agency Network on Women and Gender Equality
ICD Instrumento de Cooperación para el Desarrollo (UE)
IEDDH Instrumento Europeo para la Democracia y los Derechos Humanos (UE)
IFOR International Fellowship of Reconciliation
INCAF International Network on Confl ict and Fragility (CAD/OCDE)
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IPAT Impact, Population, Affl uence, Technology
IPCC Pánel Intergubernamental sobre Cambio Climático 
 ISAF International Security Assistance Force (Fuerza Internacional de Asistencia para la Seguridad),  
Afganistán
JICA Japan International Cooperation Agency
LICUS Low Income Countries under Stress
MOFA Ministerio de Asuntos Exteriores (Japón)
MONUC Misión de las Naciones Unidas en la República Democrática del Congo
MPLA Movimiento Popular de Liberación de Angola
OCDE Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico
ODM Objetivos de Desarrollo del Milenio
OEF-A Operación Libertad Duradera-Afganistán
OIT Organización Internacional del Trabajo 
OLP Organización para la Liberación de Palestina
ONG Organización no Gubernamental
OSCE Organización para la Seguridad y Cooperación en Europa
OTAN Organización del Tratado del Atlántico Norte
PCSD Política Común de Seguridad y Defensa (UE)
PESC Política Exterior y de Seguridad Común (UE)
PIBD Países de Ingreso Bajo en Difi cultades 
PMA Programa Mundial de Alimentos
PNAC Project for a New American Century
PNUD Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo
PRIO Peace Research Institute Oslo
PRT Provincial Reconstruction Team
RAMSI Regional Assistance Mission for Solomon Islands
RSS Reforma del Sector Seguridad
SAARC South Asian Association for Regional Cooperation
TPO Territorios Palestinos Ocupados
TTP Tehreek-i-Taliban Pakistan (Movimiento Talibán de Pakistán)
TUE Tratado de la Unión Europea
UA Unión Africana
UE Unión Europea
UNAMA Misión de Asistencia de las Naciones Unidas en Afganistán
 UNCTAD United Nations Conference for Trade and Development, Conferencia de Naciones Unidas 
sobre Comercio y Desarrollo
UNECA Comisión Económica para África de Naciones Unidas
UNIFEM Fondo de Naciones Unidas para la Mujer
UNOB Misión de Observación de Naciones Unidas en Burundi
UNITA Unión Nacional para la Independencia Total de Angola 
UNOMIG Misión de Observación de Naciones Unidas en Georgia 
UNRWA Agencia de naciones Unidas de socorros y obras públicas (Palestina)
USAID United States Agency for International Development
VIH Virus de Inmunodefi ciencia Adquirida
VOA Voice of America
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